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SECRETARIA DE DEPORTE 

Decreto 273/2006 

Dase por designado Director de Deporte 
Educacional, dependiente de la Dirección 
Nacional de Deporte Social. 



Bs. As., 10/3/2006 

VISTO el Expediente N Q 8420/2005 del registro de 
la JEFATURA DE GABINETE DE MINIS- 
TROS, la Ley N s 25.967, los Decretos N e 491 
del 12 de marzo de 2002, N 5 255 del 31 de 
marzo de 2005 y N s 565 del 1 de junio de 2005 
y la Resolución Conjunta SSGP y SH N s 22 
del 25 de octubre de 2005 y lo solicitado por 
JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS, 

y 

CONSIDERANDO: 

Que por la citada Ley se aprobó el Presupues- 
to de la Administración Nacional para el Ejer- 
cicio 2005. 

Que el artículo 7 S de la mencionada Ley es- 
tablece que las Jurisdicciones y Entidades de 
la Administración Pública Nacional no podrán 
cubrir los cargos vacantes y financiados exis- 
tentes al 1 s de enero de 2005, ni los que se 
produzcan con posterioridad a dicha fecha, 
salvo decisión fundada del Jefe de Gabinete 
de Ministros. 

Que mediante el Decreto N Q 491/02 se esta- 
bleció, entre otros aspectos, que toda desig- 
nación de personal, en el ámbito de la Admi- 
nistración Pública, centralizada o descentra- 
lizada, en cargos de planta permanente y no 
permanente será efectuada por el PODER 
EJECUTIVO NACIONAL a propuesta de la 
jurisdicción correspondiente. 

Que por Decreto N s 255/05 se aprobó la es- 
tructura organizativa de la SECRETARIA DE 
DEPORTE de la JEFATURA DE GABINETE 
DE MINISTROS. 

Que por Resolución Conjunta SSGP y SH 
N Q 22/05, se procedió a la incorporación, en 
el Nomenclador de Funciones Ejecutivas, del 
cargo perteneciente a la DIRECCIÓN DE 
DEPORTE EDUCACIONAL dependiente de 
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la DIRECCIÓN NACIONAL DE DEPORTE 
SOCIAL de la SUBSECRETARÍA DE DEPOR- 
TE SOCIAL de la SECRETARIA DE DEPOR- 
TE de la JEFATURA DE GABINETE DE MI- 
NISTROS, asignándole el Nivel III de Ponde- 
ración. 

Que en la Secretaría mencionada, se encuen- 
tra vacante el cargo en cuestión y que por la 
particular naturaleza de las tareas asignadas, 
resulta necesario proceder a su cobertura 
transitoria, exceptuándolo a tal efecto de lo 
establecido en el artículo 1- de la referida Ley 
N s 25.967 y lo dispuesto por el TITULO III, 
CAPITULO III y artículo 71 - primer párrafo, 
primera parte, del Anexo I del Decreto 993/ 
91 (t.o. 1995). 

Que por el artículo 2 Q del Decreto N Q 565/05 
se dispuso que las facultades otorgadas por 
la Ley N Q 25.967 al Jefe de Gabinete de Mi- 
nistros, podrán ser asumidas por el Poder 
Ejecutivo Nacional, en su carácter de respon- 
sable político de la administración general del 
país y en función de lo dispuesto por el inciso 
1 del artículo 99 de la CONSTITUCIÓN NA- 
CIONAL 

Que el cargo aludido no constituye asigna- 
ción de recurso extraordinario alguno. 

Que el agente involucrado en la presente 
medida, se encuentra exceptuado de lo esta- 
blecido en el artículo 6 S del Decreto N a 601/ 
02 reglamentario de su similar W 491/02. 

Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS 
JURÍDICOS de la SECRETARIA LEGAL Y 
TÉCNICA de la PRESIDENCIA DE LA NA- 
CIÓN ha tomado la intervención correspon- 
diente. 

Que la presente medida se dicta en virtud de 
las atribuciones emergentes de los artículos 
99, inciso 1 de la CONSTITUCIÓN NACIO- 
NAL, 1 Q del Decreto N s 491/02, 2 5 del Decre- 
to W 565/05 y T- de la Ley N e 25.967. 

Por ello, 

EL PRESIDENTE 

DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1 5 — Dase por designado a partir del 
25 de octubre de 2005, con carácter transitorio 
por el término de CIENTO OCHENTA (180) días, 
en el cargo de Director de Deporte Educacional 
con Función Ejecutiva Nivel III, dependiente de la 
DIRECCIÓN NACIONAL DE DEPORTE SOCIAL 
de la SUBSECRETARÍA DE DEPORTE SOCIAL 
de la SECRETARIA DE DEPORTE de la JEFATU- 
RA DE GABINETE DE MINISTROS, al agente 
Nivel B - Grado 0, Profesor Marcelo Fabián Gl- 
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RAUDO (DNI. N Q 1 8.023.250). Dicha designación 
se dispone con carácter de excepción a lo esta- 
blecido en el artículo 1- de la Ley 25.967 y lo esta- 
blecido en el TITULO III, CAPITULO III y artículo 
71 - primer párrafo, primera parte, del Anexo I del 
Decreto 993/91 (t.o. 1995). 

Art. 2- — El cargo involucrado deberá ser cu- 
bierto conforme los sistemas de selección previs- 
tos por el SISTEMA NACIONAL DE LA PROFE- 
SIÓN ADMINISTRATIVA- Decreto N s 993/91 (t.o. 
1 995) - en el término de CIENTO OCHENTA (1 80) 
días contados a partir del 25 de octubre de 2005. 

Art. 3 5 — El gasto que demande el cumplimien- 
to de lo dispuesto precedentemente se imputará 
con cargo a las partidas específicas de los crédi- 
tos presupuestarios para el corriente ejercicio de 
la Jurisdicción 25 - JEFATURA DE GABINETE DE 
MINISTROS. 

Art. 4 2 — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFI- 
CIAL y archívese. — KIRCHNER. — Alberto A. 
Fernández. — Aníbal D. Fernández. 



PRESIDENCIA DE LA NACIÓN 

Decreto 274/2006 

Traslado de un funcionario, de la Casa Mili- 
tar a la Secretaría de Turismo. 



Bs. As., 10/3/2006 

VISTO el Expediente N Q 1 907/2005 del registro de 
la SECRETARIA DE TURISMO de la PRESI- 
DENCIA DE LA NACIÓN, la Ley N Q 26.078, 
los Decretos N s 977 de fecha 6 de julio de 
1995 y la Resolución Ss.G.P. N e 1 del 9 de 
abril de 2001, y 

CONSIDERANDO: 

Que por el referido expediente tramita el pe- 
dido formulado por el señor Secretario de 
Turismo de la Presidencia de la Nación para 



que disponga el traslado del agente Daniel 
Marcelo VARGAS (D.N.I. N B 1 8.256.976), Ni- 
vel F Grado 4, de la CASA MILITAR de la PRE- 
SIDENCIA DE LA NACIÓN, a un cargo va- 
cante financiado de idéntico nivel escalafo- 
nario de la planta permanente de la SECRE- 
TARIA DE TURISMO de la PRESIDENCIA DE 
LA NACIÓN. 

Que el citado agente se desempeñó en dicha 
Secretaría en calidad de adscripto desde el 
26 de noviembre de 2004. 

Que por la Ley N Q 26.078 se aprobó el Pre- 
supuesto General de la Administración Públi- 
ca Nacional para el Ejercicio 2006. 

Que de conformidad con lo normado en el 
nuevo régimen de adscripciones de personal 
de la ADMINISTRACIÓN PUBLICA NACIO- 
NAL, aprobado por el Decreto N Q 639/02, di- 
cha adscripción no podrá ser prorrogada. 

Que el señor Secretario de Turismo de la Pre- 
sidencia de la Nación manifiesta que resulta 
necesario continuar con el aporte del citado 
agente. 

Que el artículo 1 3 del Decreto N Q 977 de fecha 
6 de julio de 1995 faculta al PODER EJECU- 
TIVO NACIONAL la resolución de las cuestio- 
nes atinentes a la administración de recursos 
humanos de las Secretarías y organismos de 
la jurisdicción Presidencia de la Nación. 

Que la SECRETARIA DE TURISMO de la 
PRESIDENCIA DE LA NACIÓN ha certifica- 
do la existencia de vacante financiada de igual 
jerarquía escalafonaria, a cuyo efecto corres- 
ponde proceder al descongelamiento de di- 
cha vacante. 

Que el acto propiciado no implica menosca- 
bo moral ni económico alguno para el señor 
Daniel Marcelo VARGAS, quien ha prestado 
su conformidad al respecto. 

Que en razón de lo expuesto resulta conve- 
niente acceder a lo solicitado, disponiendo el 
traslado definitivo del agente. 

Que la DIRECCIÓN GENERAL DE LEGIS- 
LACIÓN Y ASUNTOS JURÍDICOS de la SE- 
CRETARIA DE TURISMO de la PRESIDEN- 
CIA DE LA NACIÓN ha tomado la interven- 
ción que le compete. 

Que la presente medida se dicta en ejercicio de 
las atribuciones conferidas por el artículo 99, 
inciso 1 , de la CONSTITUCIÓN NACIONAL, el 
artículo 13 del Decreto N Q 977 de fecha 6 de 
julio de 1995, la Ley N Q 25.164 y el artículo 15 
inciso b) apartado II de su Decreto reglamenta- 
rio N s 1 421 de fecha 8 de agosto de 2002 y los 
artículos 7°- y 1 1 de la Ley N 5 26.078. 

Por ello, 

EL PRESIDENTE 

DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1 9 — Trasládase, a partir de la fecha 
de notificación del presente, al agente Daniel Mar- 
celo VARGAS (D.N.I. N 5 1 8.256.976), Nivel F Gra- 
do 4, de la CASA MILITAR de la PRESIDENCIA 
DE LA NACIÓN, a un cargo vacante financiado 
Nivel F de la SECRETARIA DE TURISMO de la 
PRESIDENCIA DE LA NACIÓN, con carácter de 
excepción al artículo 7 S de la Ley N Q 26.078. 

Art. 2- — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve- 
se. — KIRCHNER. — Alberto A. Fernández. — 
Aníbal D. Fernández. 



POLICÍA DE SEGURIDAD 
AEROPORTUARIA 

Decreto 275/2006 

Dase por designado Subinterventor de 
Seguridad Aeroportuaria Preventiva. 



Bs. As., 10/3/2006 

VISTO el Expediente N 5 S02:002441 9/2005 del 
registro del MINISTERIO DEL INTERIOR, la 
Ley N s 21 .521 , los Decretos N Q 1 45 del 22 de 



febrero de 2005 y N Q 491 del 1 2 de marzo de 
2002, la Resolución de dicho Ministerio 
N Q 1 907 del 28 de octubre de 2005 y lo solici- 
tado por el señor Interventor de la POLICÍA 
DE SEGURIDAD AEROPORTUARIA depen- 
diente del citado Departamento de Estado, y 

CONSIDERANDO: 

Que por el Decreto N 5 145/05 se transfirió 
orgánica y funcionalmente a la POLICÍA AE- 
RONÁUTICA NACIONAL creada por la Ley 
N s 21.521 a la órbita del MINISTERIO DEL 
INTERIOR, constituyéndose en la POLICÍA 
DE SEGURIDAD AEROPORTUARIA. 

Que por el artículo 3 5 del citado decreto se 
dispuso la intervención del referido Organis- 
mo por el término de CIENTO OCHENTA 
(1 80) días a los fines de proceder a la norma- 
lización de su funcionamiento. 

Que por la Resolución N Q 1 del 28 de febrero de 
2005 del señor Interventor de la referida Policía 
se aprobó la estructura organizativa de Direc- 
ción Superior de la misma, la que mantendrá su 
vigencia mientras dure la intervención. 

Que a través de la Resolución Ministerial 
N 2 1907/05 el señor MINISTRO DEL INTE- 
RIOR dispuso la prórroga, por CIENTO 
OCHENTA (180) días, de la intervención de 
la citada Policía. 

Que, mediante el Decreto N Q 491/02 se esta- 
bleció, entre otros aspectos, que toda desig- 
nación de personal, en el ámbito de la Admi- 
nistración Pública, centralizada y descentra- 
lizada, en cargos de planta permanente y no 
permanente, será efectuada por el PODER 
EJECUTIVO NACIONAL, a propuesta de la 
Jurisdicción correspondiente. 

Que ha tomado la intervención que le com- 
pete la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUN- 
TOS JURÍDICOS del MINISTERIO DEL IN- 
TERIOR. 

Que la presente medida se dicta en virtud de 
las atribuciones emergentes del artículo 99, 
incisos 1 y 7 de la CONSTITUCIÓN NACIO- 
NAL y el artículo 1 Q del Decreto N s 491/02. 



Por ello, 

EL PRESIDENTE 

DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1 2 — Dase por designado SUBINTER- 
VENTOR DE SEGURIDAD AEROPORTUARIA 
PREVENTIVA de la POLICÍA DE SEGURIDAD 
AEROPORTUARIA dependiente del MINISTERIO 
DEL INTERIOR, a partir del 9 de diciembre de 
2005, al Licenciado D. Nicolás Eduardo RODRÍ- 
GUEZ GAMES (D.N.I. N Q 24.860.281 ), en los tér- 
minos del artículo 3 S del Decreto N Q 1 45 del 22 de 
febrero de 2005. 

Art. 2- — Fíjase para el funcionario designado 
por el artículo precedente, una remuneración equi- 
valente al Nivel A, Grado con Función Ejecutiva 
Nivel I del Escalafón aprobado por el Decreto 
N Q 993/91 (t.o. 1995). 

Art. 3 2 — El gasto que demande el cumplimiento 
del presente, se imputará con cargo a los créditos 
de las partidas específicas del presupuesto vigente 
para el corriente ejercicio, correspondiente a la Ju- 
risdicción 30— MINISTERIO DEL INTERIOR—. 

Art. 4 9 — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFI- 
CIAL y archívese. — KIRCHNER. — Alberto A. 
Fernández. — Aníbal D. Fernández. 



FUERZA AEREA ARGENTINA 

Decreto 276/2006 

Dase por autorizado el desplazamiento en 
"Comisión transitoria" de Personal Militar y 
Civil a la ciudad de Madrid, Reino de España. 



Bs. As., 10/3/2006 

VISTO lo informado por el señor Jefe del Estado 
Mayor General de la Fuerza Aérea, lo pro- 
puesto por la señora Ministra de Defensa, y 
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CONSIDERANDO: 

Que de acuerdo a la política instrumentada 
por el Gobierno Nacional, de mantener exce- 
lentes relaciones con el REINO DE ESPAÑA, 
la FUERZA AEREA ARGENTINA - EA.A. y el 
EJERCITO DEL AIRE DE ESPAÑA - E.A.E, 
establecieron un Programa de Entendimien- 
to e Intercambios que favorece el incremento 
de conocimientos profesionales y realza los 
lazos de amistad existentes. 

Que el Programa está reflejado en un Acta 
de Acuerdo de Intercambios Específicos, que 
estableció que la ESCUELA SUPERIOR DE 
GUERRA AEREA - E.S.G.A. de la EA.A., de- 
bió entregar funcionando el "Sistema de Jue- 
go de Guerra Aérea FÉNIX" al CENTRO DE 
GUERRA AEREA - C.E.G.A. del E.A.E., en- 
tre el 1 8 de abril al 6 de mayo de 2005. 

Que las instalaciones de la red de informáti- 
ca se encontraban en la ciudad de MADRID 
del citado país, y se requirió a los especialis- 
tas pertenecientes al Centro de Simulación y 
Juego de Guerra de la E.S.G.A., para la ins- 
talación del Sistema, comprobación, funcio- 
namiento, instrucción del personal y capaci- 
tación técnica de mantenimiento. 

Que la mencionada delegación estuvo inte- 
grada por UN (1) Oficial Jefe y SIETE (7) 
Agentes Civiles Docentes. 

Que dicha circunstancia fue propicia para re- 
tribuir los cursos y servicios dados en forma 
desinteresada por el E.A.E. , afianzar el en- 
tendimiento mutuo y mantener la cooperación 
entre ambas Fuerzas. 

Que el presente trámite, se confecciona como 
excepción a las normas del Decreto N Q 280 
de fecha 23 de febrero de 1 995. 

Que la presente medida se dicta en uso de 
las facultades emergentes del Artículo 99, in- 
cisos 1 3 y 1 2, de la CONSTITUCIÓN NACIO- 
NAL. 

Por ello, 

EL PRESIDENTE 

DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1 2 — Dase por autorizado el despla- 
zamiento en "Comisión Transitoria", del siguiente 
Personal Militar y Civil, para trasladarse a la ciu- 
dad de MADRID - REINO DE ESPAÑA, a los fi- 
nes enunciados en los considerandos del presen- 
te Decreto: 

- Vicecomodoro D. Carlos MARONI (E.Air. 4221 
- D.N.I. N 5 13.788.411). 

- Agente N Q 1 .581 .768 - Docente Gustavo Ariel 
DANYANS (D.N.I. N s 17.786.863). 

- Agente N Q 582.180 - Docente Federico Raúl 
ROBLEDO (D.N.I. N Q 27.953.852). 

- Agente N s 582.036 - Docente Francisco Gus- 
tavo DEMIERRE (D.N.I. N a 25.666.570). 

- Agente N s 582.149 - Docente Diego Enrique 
CAMERUCCI (D.N.I. N s 24.857.268). 

- Agente N s 581 .862 - Docente Andrés Federi- 
co FISCHER ZORRAQUIN (D.N.I. N e 25.630.069). 

- Agente N Q 581.803 - Docente Mario Osear 
CRIPPA (D.N.I. N s 25.914.274). 

- Agente N 5 582.187 - Docente Jorge Rafael 
VILLEGAS (D.N.I. N s 27.013.776). 

Art. 2- — Convalídase la duración de VEINTE 
(20) días, a partir del 1 7 de abril de 2005, habién- 
dose otorgado carácter de transitorio a la presen- 
te comisión. 

Art. 3 S — Convalídase la retribución diaria, que 
tuvo en concepto de compensación por todo gas- 
to, la cantidad que se estableció de acuerdo al 
siguiente detalle: 

- Oficial Jefe: DOSCIENTOS VEINTIOCHO 
DOLARES ESTADOUNIDENSES (U$S 228.-) 

- Personal Civil: DOSCIENTOS NUEVE DOLA- 
RES ESTADOUNIDENSES (U$S 209.-). 

Art. 4 S — Convalídase el itinerario que efectua- 
ron los causantes: BUENOS AIRES - MADRID - 



BUENOS AIRES, con un costo total del traslado 
de OCHO MIL DOLARES ESTADOUNIDENSES 
(U$S 8.000.-). 

Art. 5 S — Convalídanse los gastos que deman- 
dó el cumplimiento de la presente comisión, que 
se imputaron a las siguientes partidas: 

45 - 23 - 1 6 - 3 - 7 - 2- 1 1 - 3 - 2 - 1 y 
45-23-16-3-7-1 -11 -0-2-1, del Ejerci- 
cio Presupuestario 2005, con cargo a los créditos 
del ESTADO MAYOR GENERAL DE LA FUERZA 
AEREA (COMANDO DE PERSONAL). 

Art. 6 2 — Convalídase que por la DIRECCIÓN 
NACIONAL DE CEREMONIAL se otorgaron los 
pasaportes correspondientes. 

Art. 7- — Comuniqúese, publíquese, dése a 
la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFI- 
CIAL y archívese. — KIRCHNER. — Nilda Ga- 
rre. — Jorge E. Taiana. 



MINISTERIO DE ECONOMÍA Y 
PRODUCCIÓN 

Decreto 277/2006 

Dase por designado, con carácter transi- 
torio, Director de Despacho de la Dirección 
General de Despacho y Mesa de Entradas, 
dependiente de la Subsecretaría de Admi- 
nistración y Normalización Patrimonial de 
la Secretaría Legal y Administrativa. 



Bs. As., 10/3/2006 

VISTO el Expediente N 5 S0 1:0009726/2006 del 
Registro del MINISTERIO DE ECONOMIAY 
PRODUCCIÓN, la Ley N B 26.078 y los De- 
cretos Nros. 993/91 T.0. 1995, 491 de fecha 
12 de marzo de 2002, y 



CONSIDERANDO: 

Que por el Artículo 1- de la Ley N s 26.078 se 
dispuso el congelamiento de los cargos va- 
cantes financiados existentes a la fecha de 
sanción de la misma, en las Jurisdicciones y 
Entidades de la Administración Nacional y de 
los que se produzcan con posterioridad, sal- 
vo decisión fundada del Jefe de Gabinete de 
Ministros. 

Que el Decreto N s 491 de fecha 1 2 de marzo 
de 2002 dispuso, entre otros aspectos, que 
toda designación de personal en el ámbito de 
la Administración Pública centralizada y des- 
centralizada, en cargos de planta permanen- 
te y no permanente, será efectuada por el 
PODER EJECUTIVO NACIONAL a propues- 
ta de la jurisdicción correspondiente. 

Que, en virtud de específicas razones de ser- 
vicio de la Dirección General de Despacho y 
Mesa de Entradas dependiente de la SUB- 
SECRETARÍA DE ADMINISTRACIÓN Y 
NORMALIZACIÓN PATRIMONIAL de la SE- 
CRETARIA LEGAL Y ADMINISTRATIVA del 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUC- 
CIÓN, se considera imprescindible la cober- 
tura de UN (1) cargo vacante Nivel A, Fun- 
ción Ejecutiva III de Director de Despacho y 
UN (1 ) cargo vacante Nivel A, Función Ejecu- 
tiva IV de Director de Información al Público 
dependientes de las citadas Unidades de di- 
cho Ministerio. 

Que tal requerimiento implica resolver la co- 
bertura de dichos cargos mediante una ex- 
cepción a lo previsto en los Títulos III - Capí- 
tulo III - y VI, Artículo 71 - primer párrafo, pri- 
mera parte - del Anexo I al Decreto N Q 993/91 
T.0. 1 995 y el Artículo T- de la Ley N Q 26.078 
y por el término de CIENTO OCHENTA (180) 
días hábiles contados a partir del día 1 de 
febrero de 2006. 

Que los profesionales propuestos reúnen los 
requisitos de experiencia e idoneidad que los 
habilitan para cubrir dichos cargos. 

Que los cargos aludidos no constituyen asig- 
nación de recurso extraordinario alguno. 

Que se encuentran reunidos los requisitos 
exigidos en la Circular N Q 4 de fecha 15 de 
marzo de 2002 de la SECRETARIA LEGAL Y 



TÉCNICA de la PRESIDENCIA DE LA NA- 
CIÓN. 

Que la Dirección General de Asuntos Jurídi- 
cos del MINISTERIO DE ECONOMIAY PRO- 
DUCCIÓN ha tomado la intervención que le 
compete. 

Que la presente medida se dicta en virtud de 
las facultades conferidas por el Artículo 99, 
incisos 1 y 7 de la CONSTITUCIÓN NACIO- 
NAL, los Artículos T- y 1 1 de la Ley N e 26.078 
y el Artículo 1 s del Decreto N Q 491/02. 

Por ello, 

EL PRESIDENTE 

DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1 9 — Dase por designado con carác- 
ter transitorio y por el término de CIENTO OCHEN- 
TA (180) días hábiles, a partir del 1 de febrero de 
2006, al Doctor Don Roberto Agustín BADO (M.l. 
N Q 20.646.938) en un cargo Nivel A, Función Eje- 
cutiva III, de Director de Despacho de la Dirección 
General de Despacho y Mesa de Entradas depen- 
diente de la SUBSECRETARÍA DE ADMINISTRA- 
CIÓN Y NORMALIZACIÓN PATRIMONIAL de la 
SECRETARIA LEGAL Y ADMINISTRATIVA del 
MINISTERIO DE ECONOMIAY PRODUCCIÓN. 

Art. 2- — Dase por designada con carácter tran- 
sitorio y por el término de CIENTO OCHENTA (1 80) 
días hábiles, a partir del 1 de febrero de 2006, a la 
Doctora Da. María Alejandra OCHAGAVIA (M.l. 
N Q 1 7.998.426), en un cargo Nivel A, Función Eje- 
cutiva IV, de Directora de Información al Público 
de la Dirección General de Despacho y Mesa de 
Entradas dependiente de la SUBSECRETARÍA DE 
ADMINISTRACIÓN Y NORMALIZACIÓN PATRI- 
MONIAL de la SECRETARIA LEGAL Y ADMINIS- 
TRATIVA del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y 
PRODUCCIÓN. 



Art. 3 S — Las designaciones transitorias en los 
cargos aludidos en los artículos 1 B y 2° preceden- 
tes se disponen con carácter de excepción a los 
Títulos III - Capítulo III - y VI, Artículo 71 - primer 
párrafo, primera parte - del Anexo I del Decreto 
N Q 993/91 T.O. 1995 y al Artículo T- de la Ley 
W 26.078. 

Art. 4 2 — Los cargos involucrados deberán ser 
cubiertos conforme los sistemas de selección pre- 
vistos por el SISTEMA NACIONAL DE LA PRO- 
FESIÓN ADMINISTRATIVA (SI.NA.P.A.), Decreto 
N Q 993/91 T.O. 1995, en el término de CIENTO 
OCHENTA (1 80) días hábiles contados a partir del 
1 de febrero de 2006. 

Art. 5 5 — El gasto que demande el cumplimien- 
to del presente decreto se atenderá con cargo a 
las partidas específicas del presupuesto del MI- 
NISTERIO DE ECONOMIAY PRODUCCIÓN. 

Art. 6 9 — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve- 
se. — KIRCHNER. — Alberto A. Fernández. — 
Felisa Miceli. 



MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 

Decreto 278/2006 

Asígnanse transitoriamente las funciones 
correspondientes al cargo de Jefe de Depar- 
tamento de Servicios Generales de la Direc- 
ción de Seguridad y Servicios Generales. 



Bs. As., 10/3/2006 

VISTO el Expediente N 5 1 .126.255/05 del Regis- 
tro del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO 
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Y SEGURIDAD SOCIAL, el Decreto N 5 1 1 02 
del 26 de agosto de 1 981 , el Decreto N Q 491 
del 12 de marzo de 2002, el Decreto N Q 601 
del 1 1 de abril de 2002, el Decreto N B 421 del 
2 de mayo de 2005, el Decreto N Q 628 del 13 
de junio de 2005, la Resolución del entonces 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N s 520 del 1 3 de agosto de 1 997, la 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEOY SEGURIDAD SOCIAL N s 758 del 
1 6 de septiembre de 2005, y 

CONSIDERANDO: 

Que mediante el Decreto N Q 491 del 12 de 
marzo de 2002 se estableció que toda desig- 
nación, asignación de funciones, promoción 
y reincorporación de personal, en el ámbito 
de la Administración Pública, centralizada y 
descentralizada, en cargos de planta perma- 
nente y no permanente será efectuada por el 
PODER EJECUTIVO NACIONAL a propues- 
ta de la Jurisdicción correspondiente. 

Que el Decreto N Q 601 del 1 1 de abril de 2002 
estableció que la asignación de funciones a 
que se refiere la medida citada en el conside- 
rando anterior comprende a aquellas que im- 
plique el ejercicio transitorio de un cargo su- 
perior y que genere una mayor erogación y 
su correspondiente compromiso presupues- 
tario. 

Que por la Resolución del entonces MINIS- 
TERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SO- 
CIAL N s 520 del 13 de agosto de 1997 se 
aprobaron las aperturas de Departamentos de 
la Dirección General de Coordinación Técni- 
ca Administrativa del MINISTERIO DE TRA- 
BAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

Que por el Decreto N Q 628 del 1 3 de junio de 
2005 se aprobó la estructura de primer nivel 
operativo y se modificó la estructura de uni- 
dades de nivel político del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SO- 
CIAL. 

Que por el Decreto N Q 421 del 2 de mayo de 
2005 se designó transitoriamente al Ingenie- 
ro Don Rubén Darío DELLAGIOVANNA (M.l. 
N Q 14.596.456) como Director de Seguridad 
y Servicios Generales de la SUBSECRETA- 
RÍA DE COORDINACIÓN del MINISTERIO 
DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. 

Que por Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
N e 758 de fecha 16 de septiembre de 2005, 
se le concedió al agente mencionado la licen- 
cia sin goce de haberes prevista en el artícu- 
lo 13 - apartado II - inciso e) del Decreto 
N s 3413 del 28 de diciembre de 1979, en su 
cargo de Nivel C Grado 4 - Jefe de Departa- 
mento de Servicios Generales de la Dirección 
de Seguridad y Servicios Generales, a partir 
del 3 de mayo de 2005 y mientras duren sus 
funciones en el cargo transitorio de Director. 

Que entonces, en el ámbito del MINISTERIO 
DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL, se encuentra transitoriamente va- 
cante el cargo de Jefe de Departamento de 
Servicios Generales de la Dirección de Se- 
guridad y Servicios Generales, Nivel C, dado 
que su titular se encuentra designado con 
carácter transitorio en otro cargo de mayor 
jerarquía con retención de su cargo de Nivel 
C. 

Que dicha situación se encuentra compren- 
dida en los extremos contemplados por el ar- 
tículo 2 S , inciso a) apartado 2, del Régimen 
de Reemplazos aprobado por el Decreto 
N 9 1102/81. 

Que conforme el artículo 3 S , último párrafo, 
certificada la concurrencia de dichos requisi- 
tos, se podrá asignar transitoriamente las fun- 
ciones de Jefe de Departamento a un agente 
de planta permanente que goce de estabili- 
dad, caducando indefectiblemente las mismas 
al reintegrarse el titular al cargo. 

Que al respecto, la Dirección de Seguridad y 
Servicios Generales del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
justificó a fojas 40 la elección de un agente 
nivel D, manifestando que el agente Jorge 
Alberto IGLESIAS (M.l. N B 1 4.890.336) ". . .no 
sólo posee la idoneidad suficiente para cubrir 
el puesto citado a consecuencia de los 21 
años de trayectoria que el mismo cuenta en 



el área, sino también de haberse encargado 
del Sector en cuestión, durante la ausencia 
del Jefe del Servicio". 

Que la persona a la que se propone asignar 
transitoriamente las funciones de Jefe de 
Departamento de Servicios Generales de la 
Dirección de Seguridad y Servicios Genera- 
les pertenece actualmente a la Planta Per- 
manente del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, reviste en 
el Nivel D - Grado 7 y reúne los requisitos de 
formación y experiencia para cumplir cabal- 
mente con las acciones asignadas a la referi- 
da unidad. 

Que la Dirección General de Asuntos Jurídi- 
cos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO 
Y SEGURIDAD SOCIAL ha tomado la inter- 
vención que le compete. 

Que la presente medida se dicta de confor- 
midad con lo establecido por el artículo 99, 
inciso 1 , de la CONSTITUCIÓN NACIONAL y 
lo dispuesto en el artículo 1 s del Decreto 
N Q 491 del 12 de marzo de 2002, en el artícu- 
lo 2°- del Decreto N 5 601 del 1 1 de abril de 
2002 y los artículos 1 Q , 2 B inciso a), apartado 
2 Q , 3 5 y 5 Q del Decreto N Q 1 1 02 del 26 de agos- 
to de 1981. 

Por ello, 

EL PRESIDENTE 

DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1 2 — Asígnanse transitoriamente las 
funciones correspondientes al cargo de Jefe de 
Departamento de Servicios Generales de la Di- 
rección de Seguridad y Servicios Generales de- 
pendiente de la SUBSECRETARÍA DE COORDI- 
NACIÓN del MINISTERIO DE TRABAJO, EM- 
PLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, al señor Don Jor- 
ge Alberto IGLESIAS (M.l. N Q 14.890.336), Nivel 
C - Grado del SISTEMA NACIONAL DE LA 
PROFESIÓN ADMINISTRATIVA (SINAPA). 

Art. 2- — La asignación interina de funciones 
dispuesta en el artículo anterior, se realiza en los 
términos establecidos por el Decreto N Q 1 102/81 
y caducará indefectiblemente al reintegrarse el ti- 
tular del cargo. 

Art. 3 2 — El gasto que demande el cumplimien- 
to de la medida dispuesta en el artículo 1 Q será 
atendido con cargo a las partidas específicas del 
presupuesto de la Jurisdicción 75 - MINISTERIO 
DE TRABAJO, EMPLEOY SEGURIDAD SOCIAL. 

Art. 4 2 — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve- 
se. — KIRCHNER. — Alberto A. Fernández. — 
Carlos A. Tomada. 



VIAJE OFICIAL 

Decreto 279/2006 

Desígnase a los funcionarios y al personal 
que acompañarán al Primer Magistrado y 
señora con motivo del viaje oficial a la ciu- 
dad de Santiago de Chile, República de Chi- 
le, a fin de asistir a la ceremonia de Asun- 
ción Presidencial. 



Bs. As., 10/3/2006 

VISTO que el Primer Magistrado y señora concu- 
rrirán en viaje oficial a la ciudad de SANTIA- 
GO DE CHILE (REPÚBLICA DE CHILE) con 
motivo de llevarse a cabo la ceremonia de 
Asunción Presidencial, entre los días 1 y 1 1 
de marzo de 2006, y 

CONSIDERANDO: 

Que, portal motivo, procede determinar quié- 
nes integrarán la Comitiva Oficial que acom- 
pañará al Primer Mandatario y señora. 

Que se estima oportuno invitar a miembros 
de las HONORABLES CÁMARAS DE SENA- 
DORES y de DIPUTADOS DE LA NACIÓN, 
para que formen parte de dicha Comitiva. 

Que para el desplazamiento de referencia se 
utilizará la aeronave BOEING 757-200 matrí- 
cula T-01 de dotación de la Presidencia de la 
Nación. 



Que el presente acto se dicta en uso de las 
atribuciones emergentes del artículo 99, inci- 
so 1 , de la Constitución de la Nación Argenti- 
na. 

Por ello, 

EL PRESIDENTE 

DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1 2 — Desígnase para acompañar al 
Primer Magistrado y señora con motivo del viaje 
oficial a la ciudad de SANTIAGO DE CHILE (RE- 
PÚBLICA DE CHILE), a los funcionarios y perso- 
nal cuya nómina se detalla en el ANEXO I de la 
presente medida. 

Art. 2 2 — Por las HONORABLES CÁMARAS 
DE SENADORES Y DE DIPUTADOS DE LA NA- 
CIÓN, invítase al señor Presidente Provisional del 
Honorable Senado de la Nación, Dr. D. José Juan 
Bautista PAMPURO, al señor Secretario Privado 
del señor Presidente Provisional del Honorable 
Senado de la Nación, D. Lisandro Domingo TAVA- 
NO, al señor Presidente de la Cámara de Diputa- 
dos de la Nación, Dr. D. Alberto Edgardo BALES- 
TRINI y a los señores Diputados Nacionales, D. 
José María DÍAZ BANCALARI y D. Edgardo Fer- 
nando DEPETRI para integrar la aludida Comiti- 
va. 

Art. 3 2 — La misión a que se refiere la presente 
medida se llevará a cabo entre los días 1 y 1 1 de 
Marzo de 2006. 

Art, 4 2 — Por el MINISTERIO DE RELACIONES 
EXTERIORES, COMERCIO INTERNACIONAL Y 
CULTO se adoptarán las medidas necesarias para 
la organización del viaje a que se refiere el presen- 
te decreto. La COORDINACIÓN GENERAL DE 
ASUNTOS TÉCNICOS DE LA UNIDAD PRESI- 
DENTE, la SECRETARIA GENERAL, la CASA MI- 
LITAR todas ellas de la PRESIDENCIA DE LA NA- 
CIÓN y la JEFATURA DE GABINETE DE MINIS- 
TROS prestarán su apoyo administrativo y logísti- 
co, según sus respectivas competencias. 

Art. 5 2 — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve- 
se. — KIRCHNER. — Jorge E. Taiana. 

ANEXO I 

NOMINA DE LOS FUNCIONARIOS Y PERSO- 
NAL QUE INTEGRARAN LA COMITIVA OFICIAL 
QUE ACOMPAÑARA Y SECUNDARA AL PRIMER 
MAGISTRADO Y SEÑORA CON MOTIVO DEL 
VIAJE OFICIAL A LA CIUDAD DE SANTIAGO DE 
CHILE (REPÚBLICA DE CHILE) 

DÍAS 1 Y 1 1 DE MARZO DE 2006 

PRESIDENCIA DE LA NACIÓN 

COORDINACIÓN GENERAL DE ASUNTOS 
TÉCNICOS DE LA UNIDAD PRESIDENTE 

- Señor Vocero Presidencial, D. Miguel Ángel 
NUÑEZ 

- Señor Secretario Privado del señor Presiden- 
te de la Nación, D. Héctor Daniel MUÑOZ 

- Señor Secretario Adscripto para Asuntos Es- 
peciales del señor Presidente de la Nación, D. Julio 
Daniel ALVAREZ 

- Señor Secretario Adjunto del señor Presidente 
de la Nación, D. Jorge Isidro Baltazar BOUNINE 

- Señora Asesora de la Secretaría General, Da. 
María Angélica BUSTOS 

- Señor Funcionario de la Oficina del señor Vo- 
cero Presidencial, D. Diego Luis BURANELLO 

SECRETARIA GENERAL 

- Señor Subdirector General de Ceremonial, D. 
Rubén Andrés ZACARÍAS 

- Señor Director de Sanidad, Doctor D. Luis 
Antonio BUONOMO 

CASA MILITAR 

- Señor Edecán Presidencial, Teniente Coronel 
D. Alejandro Guillermo GRAHAM. 

JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS 

- Señor Jefe de Gabinete de Ministros, Doctor 
D. Alberto Ángel FERNANDEZ 



- Señor Fotógrafo Presidencial, D. Víctor Da- 
mián SCHAPAVALOFF 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, 
COMERCIO INTERNACIONAL Y CULTO 

- Señor Ministro de Relaciones Exteriores, Co- 
mercio Internacional y Culto, Licenciado D. Jorge 
Enrique TAIANA. 

- Señora Secretaria Privada del señor Canci- 
ller, Da. Mariana Inés LLÓRENTE. 

- Señor Secretario Privado del señor Canciller, 
D. Mario César HUCK. 




Ministerio de Economía y Producción 

COMERCIO EXTERIOR 

Resolución 117/2006 

Declárase procedente la apertura de revisión 
de la medida aplicada mediante la Resolu- 
ción N 2 159/2001 del ex Ministerio de Econo- 
mía, referida a operaciones con productos 
planos de hierro o acero laminados en frío, 
originarios de la Federación de Rusia y de la 
República Federativa del Brasil. Mantiénen- 
se vigentes los derechos antidumping fija- 
dos por la citada Resolución hasta tanto con- 
cluya el procedimiento de revisión. 

Bs. As., 13/3/2006 

VISTO el Expediente N Q S01:01 781 77/2005 del 
Registro del MINISTERIO DE ECONOMIAY 
PRODUCCIÓN, y 

CONSIDERANDO: 

Que mediante el expediente citado en el Vis- 
to, la firma SIDERAR SOCIEDAD ANÓNIMA 
INDUSTRIAL Y COMERCIAL presentó una 
solicitud de inicio de revisión de la medida 
impuesta por la Resolución N Q 159 de fecha 
28 de febrero de 2001 del ex MINISTERIO 
ECONOMÍA, en operaciones de exportación 
hacia la REPÚBLICA ARGENTINA de produc- 
tos planos de hierro o acero laminados en frío, 
con excepción de aquellos con espesores in- 
feriores a CERO COMA TRES MILÍMETROS 
(0,3 mm); los de dureza total con dureza HRB 
(Hardness Rockwell B) superior a OCHENTA 
Y CINCO (85); los de un ancho inferior a SEIS- 
CIENTOS MILÍMETROS (600 mm) y con un 
precio FOB de exportación superior a los 
DOLARES ESTADOUNIDENSES SEISCIEN- 
TOS POR TONELADA (600 U$S/t), y aque- 
llos con contenido de carbono superior al 
CERO COMA VEINTICINCO POR CIENTO 
(0,25%) en Peso, originarias de la FEDERA- 
CIÓN DE RUSIA y de la REPÚBLICA FEDE- 
RATIVA DEL BRASIL, mercadería que clasi- 
fica en las posiciones arancelarias de la No- 
menclatura Común del MERCOSUR (N.C.M.) 
7209.15.00, 7209.16.00, 7209.17.00, 
7209.18.00, 7209.25.00, 7209.26.00, 
7209.27.00, 7209.28.00, 7209.90.00, 
721 1 .23.00, 7225.50.00 y 7226.92.00. 

Que la Resolución N s 1 59 de fecha 28 de fe- 
brero de 2001 del ex MINISTERIO DE ECO- 
NOMÍA, surge como resultado de la investi- 
gación llevada a cabo mediante el Expedien- 
te N 5 061-002059/99 del Registro del ex- MI- 
NISTERIO DE ECONOMÍA Y OBRAS Y SER- 
VICIOS PÚBLICOS. 

Que a lo largo de la referida investigación se 
comprobó la existencia de una relación causal 
entre las importaciones en condiciones de dum- 
ping del producto objeto de investigación y el 
daño comprobado a la producción nacional. 

Que en virtud de lo expuesto en el conside- 
rando anterior, se fijó un derecho antidumping 
a las operaciones de exportación del produc- 
to investigado por el término de CINCO (5) 
años. 

Que a raíz de la petición presentada por la 
firma SIDERAR SOCIEDAD ANÓNIMA IN- 



Martes 1 4 de marzo de 2006 



Primera Sección 



BOLETÍN OFICIAL N° 30.865 



DUSTRIAL Y COMERCIAL correspondería 
realizar un examen de la medida fijada en los 
términos previstos por el Artículo 11.3 del 
Acuerdo Relativo a la Aplicación del Artículo 
VI del Acuerdo sobre Aranceles Aduaneros y 
Comercio de 1994, incorporado a nuestro or- 
denamiento jurídico mediante la Ley 
N Q 24.425 y por el Artículo 55 del Decreto 
N Q 1326 de fecha 10 de noviembre de 1998. 

Que en este sentido los organismos técnicos 
competentes elaboraron los informes previos 
al inicio del examen. 

Que la COMISIÓN NACIONAL DE COMER- 
CIO EXTERIOR organismo desconcentrado 
en el ámbito de la SECRETARIA DE INDUS- 
TRIA, COMERCIO Y DE LA PEQUEÑA Y 
MEDIANA EMPRESA del MINISTERIO DE 
ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN mediante el 
Acta de Directorio N Q 1107 de fecha 11 de 
octubre de 2005 se expidió respecto a la per- 
tinencia de proceder a la revisión de la medi- 
da en cuestión, concluyendo que "De la soli- 
citud de revisión presentada, surgen elemen- 
tos suficientes para concluir en esta etapa 
que, desde el punto de vista del análisis del 
daño, es procedente la revisión de las medi- 
das antidumping adoptada.". 

Que sobre la base de las pruebas agregadas 
en el expediente mencionado en el Visto, la 
Dirección de Competencia Desleal dependien- 
te de la Dirección Nacional de Gestión Co- 
mercial Externa de la SUBSECRETARÍA DE 
POLÍTICA Y GESTIÓN COMERCIAL de la 
SECRETARIA DE INDUSTRIA, COMERCIO 
Y DE LA PEQUEÑAY MEDIANA EMPRESA 
del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRO- 
DUCCIÓN, elevó con fecha 13 de diciembre 
de 2005 el correspondiente Informe Relativo 
a la Viabilidad de Examen de la medida anti- 
dumping adoptada mediante la Resolución 
N e 159 de fecha 28 de febrero de 2001 del 
ex- MINISTERIO ECONOMÍA, el cual expre- 
sa que "...se encontrarían reunidos elemen- 
tos que permitirían iniciar el examen tendien- 
te a determinar la posibilidad de recurrencia 
de prácticas comerciales desleales en el co- 
mercio internacional bajo la forma de dum- 
ping...". 

Que mediante el Acta de Directorio N Q 1 125 
de fecha 21 de diciembre de 2005 la COMI- 
SIÓN NACIONAL DE COMERCIO EXTE- 
RIOR se expidió respecto a la relación cau- 
sal concluyendo que "...están dadas en el 
expediente las condiciones relativas a la re- 
lación de causalidad requeridas para justifi- 
car el inicio de la revisión de las medidas an- 
tidumping definitivas establecidas mediante la 
Resolución ex ME N Q 159/2001...". 

Que en virtud de lo expuesto y hasta tanto 
concluya el procedimiento de examen se con- 
sidera conveniente mantener el derecho an- 
tidumping oportunamente fijado. 

Que a tenor de lo expuesto en los conside- 
randos anteriores, se encuentran reunidos los 
extremos exigidos por el Acuerdo Relativo a 
la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo so- 
bre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1 994 
incorporado a nuestro ordenamiento jurídico 
mediante la Ley N Q 24.425 para proceder al 
inicio de la revisión. 

Que las Resoluciones Nros. 763 de fecha 7 
de junio de 1 996 y 381 de fecha 1 de noviem- 
bre de 1996 ambas del ex- MINISTERIO DE 
ECONOMÍA Y OBRAS Y SERVICIOS PÚBLI- 
COS, instituyen el contenido y los procedi- 
mientos referidos a la presentación de un cer- 
tificado en los términos del denominado con- 
trol de origen no preferencial, para el trámite 
de las importaciones sujetas a tal requerimien- 
to, de acuerdo a lo previsto en el Acuerdo 
sobre Normas de Origen que integra el Acuer- 
do General sobre Aranceles Aduaneros y 
Comercio 1994, aprobado por la Ley 
N e 24.425. 

Que de acuerdo a lo dispuesto por las resolu- 
ciones citadas en el considerando preceden- 
te, la SECRETARIA DE INDUSTRIA, CO- 
MERCIO Y DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA 
EMPRESA es la Autoridad de Aplicación del 
referido régimen y en tal carácter dispone los 
casos y modalidades en que corresponda 
cumplimentar tal control. 

Que a tal efecto puede decidir la exigencia 
de certificados de origen cuando la mercade- 
ría esté sujeta a la aplicación de derechos 



antidumping o compensatorios o específicos 
o medidas de salvaguardia de acuerdo a lo 
dispuesto por el inciso b) del Artículo 2 B de la 
Resolución N Q 763 de fecha 7 de junio de 1 996 
del ex- MINISTERIO DE ECONOMÍA Y 
OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS. 

Que en razón de lo expuesto en consideran- 
dos anteriores, resulta necesario instruir a la 
Dirección General de Aduanas dependiente 
de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE IN- 
GRESOS PÚBLICOS entidad autárquica en 
el ámbito del MINISTERIO DE ECONOMIAY 
PRODUCCIÓN a fin de que mantenga la exi- 
gencia de los certificados de origen. 

Que ha tomado la intervención que le com- 
pete la SECRETARIA DE POLÍTICA ECONÓ- 
MICA del MINISTERIO DE ECONOMIAY 
PRODUCCIÓN. 

Que en concordancia con el Artículo 76 del 
Decreto N Q 1326 de fecha 10 de noviembre 
de 1 998, la publicación de la presente resolu- 
ción en el Boletín Oficial se tendrá a todos los 
fines como notificación suficiente. 

Que la Dirección General de Asuntos Jurídi- 
cos del MINISTERIO DE ECONOMIAY PRO- 
DUCCIÓN ha tomado la intervención que le 
compete. 

Que la presente resolución se dicta en uso 
de las facultades conferidas por el Acuerdo 
General sobre Aranceles Aduaneros y Comer- 
cio de 1994 incorporado a nuestro ordena- 
miento jurídico mediante la Ley N s 24.425, los 
Decretos Nros. 1 326 de fecha 1 de noviem- 
bre de 1 998 y 1 283 de fecha 24 de mayo de 
2003. 

Por ello, 

LA MINISTRA 

DE ECONOMIAY PRODUCCIÓN 

RESUELVE: 

Artículo 1 S — Declárase procedente la apertu- 
ra de revisión de la medida aplicada mediante la 
Resolución N Q 1 59 de fecha 28 de febrero de 2001 
del ex- MINISTERIO ECONOMÍA, a las operacio- 
nes de exportación hacia la REPÚBLICA ARGEN- 
TINA de productos planos de hierro o acero lami- 
nados en frío, con excepción de aquellos con es- 
pesores inferiores a CERO COMA TRES MILÍME- 
TROS (0,3 mm); los de dureza total con dureza 
HRB (Hardness Rockwell B) superior a OCHEN- 
TA Y CINCO (85); los de un ancho inferior a SEIS- 
CIENTOS MILÍMETROS (600 mm) y con un pre- 
cio FOB de exportación superior a los DOLARES 
ESTADOUNIDENSES SEISCIENTOS POR TO- 
NELADA (600 U$S/t), y aquellos con contenido 
de carbono superior al CERO COMA VEINTICIN- 
CO POR CIENTO (0,25%) en Peso, originarias 
de la FEDERACIÓN DE RUSIA y de la REPÚBLI- 
CA FEDERATIVA DEL BRASIL, mercadería que 
clasifica en las posiciones arancelarias de la No- 
menclatura Común del MERCOSUR (N.C.M.) 
7209.15.00, 7209.16.00, 7209.17.00, 7209.18.00, 
7209.25.00, 7209.26.00, 7209.27.00, 7209.28.00, 
7209.90.00, 721 1 .23.00, 7225.50.00 y 7226.92.00. 

Art. 2- — Manténganse vigentes los derechos 
antidumping fijados por la Resolución N 5 159 de 
fecha 28 de febrero de 2001 del ex- MINISTERIO 
ECONOMÍA a las operaciones de exportación 
hacia la REPÚBLICA ARGENTINA del producto 
mencionado en el Artículo 1 s de la presente reso- 
lución, hasta tanto se concluya el procedimiento 
de revisión iniciado. 

Art. 3 9 — Notifíquese a la Dirección General de 
Aduanas dependiente de la ADMINISTRACIÓN 
FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS entidad 
autárquica en el ámbito del MINISTERIO DE ECO- 
NOMIAY PRODUCCIÓN, que las operaciones de 
importación que se despachen a plaza del pro- 
ducto descripto en el Artículo 1 S de la presente 
resolución, se encuentran sujetas al régimen de 
control de origen no preferencial en los términos 
de lo dispuesto por el inciso b) del Artículo 2 Q de la 
Resolución N B 763 de fecha 7 de junio de 1996 
del ex- MINISTERIO DE ECONOMIAY OBRAS Y 
SERVICIOS PÚBLICOS. 

Art. 4 2 — El requerimiento a que se hace refe- 
rencia en el artículo anterior se ajustará a las con- 
diciones y modalidades dispuestas por las Reso- 
luciones Nros. 763 de fecha 7 de junio de 1 996 y 
381 de fecha 1 de noviembre de 1996 ambas del 
ex- MINISTERIO DE ECONOMIAY OBRAS Y 
SERVICIOS PÚBLICOS, sus normas complemen- 
tarias y disposiciones aduaneras que las reglamen- 
tan. 



Art. 5 S — La presente resolución comenzará a 
regir a partir de la fecha de su firma. 

Art. 6 S — La publicación de la presente resolu- 
ción en el Boletín Oficial se tendrá a todos los fi- 
nes como notificación suficiente. 

Art. 7- — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve- 
se. — Felisa Miceli. 



ADMINISTRACIÓN DE 
PROGRAMAS ESPECIALES 

Resolución 2500/2006 

Modifícanse determinados valores de refe- 
rencia APE incluidos en la Resolución 
N2 3000/2005. 



ra, a los nuevos avances científicos que se 
han desarrollado en la materia. 

Que en atención a lo expuesto, surge la ne- 
cesidad de modificar ciertos valores de refe- 
rencia APE incluidos en la Resolución 
N 2 3000/05 -APE. 

Que la Gerencia de Prestaciones ha tomado 
la intervención de su competencia. 

Por ello, en uso de las atribuciones fijadas 
por los Decretos N 5 53/98 y N 5 98/06, 

EL GERENTE GENERAL 

DE LA ADMINISTRACIÓN 

DE PROGRAMAS ESPECIALES 

RESUELVE: 

Artículo 1 s — Modifícase el valor de referencia 
del Módulo 2 de TRATAMIENTO del Anexo I de la 
Resolución N s 3000/05 - APE el que quedará re- 
dactado de la siguiente manera: 



Bs. As., 13/3/2006 

VISTO la Resolución N Q 3000/05 - APE, y 

CONSIDERANDO 

Que mediante la Resolución citada en el VIS- 
TO fueron aprobadas las normas de financia- 
miento y seguimiento de los beneficiarios 
VIH+ por los que los Agentes de Salud pre- 
senten solicitudes de subsidios o reintegros 
ante esta Administración de Programas Es- 
peciales. 

Que desde el dictado de la norma se han pro- 
ducido algunas modificaciones de valores de 
los que es conveniente hacerse eco a efec- 
tos de optimizar los recursos que administra 
este Organismo y responder, de esta mane- 



Valor APE de referencia: 

Combinaciones con los ITRN 1 Zidovudina, 
Didanosina, Stavudina, LamivudivayZalcita- 
bina más los ITRNN 2 Nevirapina o Éfavirenz 
se reconocerá un valor máximo de hasta 
$700. 



Otras combinaciones hasta un valor máximo de 
$1.260. 

Art. 2- — Regístrese, comuniqúese, publíque- 
se, dése a la Dirección Nacional del Registro Ofi- 
cial y oportunamente archívese. — Juan A. Rinal- 
di. 



1 ITRN: Inhibidores de la Transcriptasa Reversa Nu- 
cleósidos. 

2 ITRNN: Inhibidores de la Transcriptasa Reversa No 
Nucleósidos. 
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Secretaría de Coordinación Técnica 
DEFENSA DEL CONSUMIDOR 

Resolución 35/2006 

Incorpórase al Ordenamiento Jurídico Nacional el "Reglamento Técnico Mercosur para 
Determinación de Peso Neto en Pescados, Moluscos y Crustáceos Glaseados". 

Bs. As., 10/3/2006 

VISTO el Expediente N s S0 1:0396346/2005 del Registro del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRO- 
DUCCIÓN, y 

CONSIDERANDO: 

Que con la finalidad de satisfacer el objetivo de construir un Mercado Común, los Estados 
Partes del Tratado de Asunción aprobado por la Ley N Q 23.981 , han decidido reglamentar el 
contenido neto de pescados, moluscos y crustáceos glaseados. 

Que en cumplimiento de tal decisión el GRUPO MERCADO COMÚN del MERCADO CO- 
MÚN DEL SUR (MERCOSUR), en su carácter de órgano ejecutivo del referido Tratado, ha 
dictado la Resolución N s 39 de fecha 19 de octubre de 2005 del GRUPO MERCADO CO- 
MÚN. 

Que por lo tanto corresponde adoptar e incluir en la legislación nacional el "Reglamento Téc- 
nico MERCOSUR para Determinación de Peso Neto en Pescados, Moluscos y Crustáceos 
Glaseados". 

Que la Resolución N 5 39 de fecha 19 de octubre de 2005 del GRUPO MERCADO COMÚN, 
deroga la Resolución N s 8 de fecha 18 de abril de 2002 del citado Grupo. 

Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRO- 
DUCCIÓN ha tomado la intervención que le compete. 

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el Artículo 12, 
inciso c) de la Ley N s 22.802 de Lealtad Comercial y los Decretos Nros. 25 de fecha 27 de 
mayo de 2003 y 1 359 de fecha 5 de octubre de 2004. 

Por ello, 

EL SECRETARIO 

DE COORDINACIÓN TÉCNICA 

RESUELVE: 

Artículo 1 9 — Incorpórase a nuestro Ordenamiento Jurídico Nacional el "Reglamento Técnico 
MERCOSUR para Determinación de Peso Neto en Pescados, Moluscos y Crustáceos Glaseados", 
que fuera dictado por el GRUPO MERCADO COMÚN del MERCADO COMÚN DEL SUR (MERCO- 
SUR) a través de la Resolución N Q 39 de fecha 19 de octubre de 2005, conforme lo dispuesto en el 
Anexo que forma parte de la presente resolución. 

Art. 2- — Las infracciones a la presente resolución serán sancionadas conforme lo dispuesto en la 
Ley N 5 22.802. 

Art. 3 2 — Derógase la Resolución N s 8 de fecha 27 de agosto de 2002 de la ex- SECRETARIA DE 
LA COMPETENCIA, LA DESREGULACION Y LA DEFENSA DEL CONSUMIDOR. 

Art. 4 9 — La presente resolución comenzará a regir a partir de los CIENTO OCHENTA (1 80) días 
de su publicación en el Boletín Oficial. 

Art. 5 9 — Comuniqúese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. 
— Carlos L. Salas. 



MATERIAL BÁSICO 

Balanza, con división mínima 0,1 g. 

Termómetro con precisión de 0,1 Q C, cubriendo el rango- 30 °C a50°C. 

Recipiente paralelepípedo con un volumen mínimo de 10 litros de agua. 

Cernidor con malla de 1 ,4 mm en acero inoxidable. 

Freezer. 

Cronómetro. 

PROCEDIMENTO 

Identificar el producto. 

Identificar individualmente (numerar, posicionar u otro método) los embalajes, verificando si todos 
están en perfectas condiciones para el examen. 

Separar aleatoriamente un grupo de (6) seis unidades de la muestra tomada, sin que pierda la 
cadena de frío hasta el momento de la inmersión del producto. 

Determinar Peso Bruto (P B ) 

Pesar el producto ya identificado. 

Determinar Peso del Embalaje 

Pesar el embalaje y/o envoltorio totalmente limpios y sin residuos obteniéndose así el valor de 
(PE). 

Determinar el Peso Neto del Producto glaseado substrayéndose del Peso Bruto el Peso del Em- 
balaje correspondiente. 

P = P - P 

Pg B r E 

Con el producto ya sin embalaje acomodarlo en un cernidor previamente tarado y sumergir el 
conjunto en el recipiente con agua. 

El conjunto de cernidor más el producto, deberá permanecer inmerso en su totalidad por el tiempo 
de 20 segundos + 1 segundo. 

La temperatura del baño antes de sumergir el producto, deberá estar en 20 °C ± 1 Q C . 

Durante el tiempo en que permanece inmerso debe ser agitado suavemente el conjunto de cerni- 
dor más producto. 

Retirar el conjunto de cernidor más producto y dejar escurrir por 30 segundos ± 1 segundo. 

Para facilitar el escurrido del cernidor deberá permanecer inclinado en un ángulo entre 15° a 17°. 

Pesar el conjunto determinando con eso el Peso del Producto Desglaseado (P PD ). 

Determinar el Peso de Hielo contenido en el producto (Ph) substrayéndose del Peso Producto 
Glaseado (P PG ) el Peso del Producto Desglaseado (P PD ) 

Ph = P - P 

Pg PD 

Proceder al examen de cada una de las seis unidades. 

Determinar el Peso Medio Absoluto del Producto Glaseado usando la siguiente fórmula: 



ANEXO 



1. OBJETIVO 



(P p ..) = P p 1 + P p 2 + P p 3 + P p 4 + P p 5 + P p 6 

V PgM' Pg Pg Pg Pg Pg Pg 



Este Reglamento Técnico MERCOSUR establece la metodología para determinación de peso 
neto en pescados, moluscos y crustáceos glaseados. 

2. CAMPO DE APLICACIÓN 

Este Reglamento Técnico MERCOSUR se aplica al control metrológico de pescados, moluscos y 
crustáceos glaseados premedidos. 

3. DEFINICIÓN 

- Serán considerados pescados, moluscos y crustáceos los organismos acuáticos marinos o de 
agua dulce, capturados o cultivados. 

- Será considerado glaseado el producto congelado con cobertura de hielo. 



SIGLAS USADAS EN LAS FORMULAS 

P B Peso Bruto 

P Pg Peso del Producto Glaseado 

P E Peso del Embalaje 

Peso del Producto Desglaseado 

Peso del Hielo 

Peso Efectivo Bruto 

Peso Medio Absoluto del Producto Glaseado 

Peso Medio Absoluto del Producto Desglaseado 

Cantidad Relativa de Hielo en la Muestra 



PD 

Ph 



EF 



PgM 
PP 

DM 

P 

HRM 



Determinar el Peso Medio del Producto Desglaseado usando la siguiente fórmula: 



(Ppdm) = P PD 1 + P pd 2 + p PD 3 + P PD 4 + P PD 5 + P PD 6 



Determinación de la Cantidad Relativa de Hielo en la Muestra: 



P P -P 

GAR PgM PDM 



Cálculo para determinación del Peso Efectivo del Producto: 
P EF = (P B -P E ).(1- PHRM ) 



Obtenido el Peso Neto del Producto se aplicará la Resolución GRUPO MERCADO COMÚN en 



vigor. 



CONSIDERACIONES GENERALES 

Durante el período de transporte y transferencia de las muestras hasta el laboratorio y durante su 
almacenaje, la temperatura del producto no podrá ser superior a - 6°C (menos seis grados centígra- 
dos). 

En el momento del examen, el producto seleccionado para el desglaseamiento debe estar a una 
temperatura entre (- 6°C) y (- 22 °C). 

El baño debe tener como mínimo la cantidad en volumen de 10 veces la cantidad del producto a 
desglasearse. 
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Secretaría de Coordinación Técnica 
DEFENSA DEL CONSUMIDOR 

Resolución 34/2006 

Incorpórase al Ordenamiento Jurídico Nacio- 
nal el "Reglamento Técnico Mercosur de la 
Indicación de Contenido Neto de Helados 
Premedidos". 

Bs. As., 10/3/2006 

VISTO el Expediente N 5 S01 :0396338/2005 del 
Registro del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y 
PRODUCCIÓN, y 

CONSIDERANDO: 

Que con la finalidad de satisfacer el objetivo 
de construir un Mercado Común, los Estados 
Parte del Tratado de Asunción aprobado por 
la Ley N s 23.981, han decidido reglamentar 
el contenido neto de helados premedidos. 

Que en cumplimiento de tal decisión el GRU- 
PO MERCADO COMÚN del MERCADO CO- 
MÚN DEL SUR (MERCOSUR), en su carácter 
de órgano ejecutivo del referido Tratado, ha dic- 
tado la Resolución N 5 38 de fecha 1 9 de octu- 
bre de 2005 del GRUPO MERCADO COMÚN. 

Que por lo tanto corresponde adoptar e in- 
cluir en la legislación nacional el "Reglamen- 
to Técnico MERCOSUR de la Indicación de 
Contenido Neto de Helados Premedidos". 

Que dicho Reglamento obliga a rotular la in- 
dicación del contenido neto de los helados 
premedidos en unidades de masa. 

Que tal decisión facilita a los consumidores 
la opción de compra en función de los hábi- 
tos y costumbres. 

Que la Dirección General de Asuntos Jurídi- 
cos del MINISTERIO DE ECONOMIAY PRO- 
DUCCIÓN ha tomado la intervención que le 
compete. 

Que la presente medida se dicta en ejercicio 
de las facultades conferidas por el Artículo 1 2, 
inciso c) de la Ley N Q 22.802 de Lealtad Co- 
mercial y los Decretos Nros. 25 de fecha 27 
de mayo de 2003 y 1 359 de fecha 5 de octu- 
bre de 2004. 

Por ello, 

EL SECRETARIO 

DE COORDINACIÓN TÉCNICA 

RESUELVE: 

Artículo 1 9 — Incorpórase a nuestro Ordena- 
miento Jurídico Nacional el "Reglamento Técnico 
MERCOSUR de la Indicación de Contenido Neto 
de Helados Premedidos", que fuera dictado por el 
GRUPO MERCADO COMÚN del MERCADO 
COMÚN DEL SUR (MERCOSUR) a través de la 
Resolución N Q 38 de fecha 1 9 de octubre de 2005; 
conforme lo dispuesto en el Anexo que con UNA 
(1) hoja forma parte de la presente resolución. 

Art. 2- — Las infracciones a la presente resolu- 
ción serán sancionadas conforme lo dispuesto en 
la Ley N Q 22.802 de Lealtad Comercial. 

Art. 3 S — La presente resolución comenzará a 
regir a partir de los CIENTO OCHENTA (1 80) días 
de su publicación en el Boletín Oficial. 

Art. 4 9 — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve- 
se. — Carlos L. Salas. 

ANEXO 

1 .- Los helados que se comercialicen como pre- 
medidos deberán indicar el contenido neto en uni- 
dades de masa. 

2.- Adicionalmente, podrán indicar el contenido 
neto en unidades de volumen, con caracteres de 
igual o inferior destaque y tamaño que los de la 
indicación en unidades de masa. 

3.- La presentación de la indicación cuantitativa 
a que hace referencia el punto 1 del presente 
Anexo, deberá cumplir con la normativa MERCO- 
SUR vigente. 

4.- Para el control del contenido neto indicado 
en los envases de helados comercializados como 



productos premedidos, se aplicarán los criterios 
de muestreo y tolerancias establecidos por las 
Resoluciones del GRUPO MERCADO COMÚN del 
MERCADO COMÚN DEL SUR (MERCOSUR) 
correspondientes. 



Ministerio del Interior 

DIRECCIÓN NACIONAL 
ELECTORAL 

Resolución 269/2006 

Créase el Programa Observatorio Legislati- 
vo Electoral. Objetivo y Acciones. 



Bs. As., 1/3/2006 

VISTO el Expediente N s S=2:000554/2006del re- 
gistro de este Ministerio y el Decreto N Q 258 
del 24 de junio de 2003 y sus modificatorios, 

y 

CONSIDERANDO: 

Que por las normas citadas se encomienda 
al MINISTERIO DEL INTERIOR asistir al Pre- 
sidente de la Nación en todo lo inherente al 
gobierno político interno y en particular en- 
tender en lo relacionado con la programación 
y ejecución de la legislación electoral. 

Que para un correcto desempeño de las fun- 
ciones a su cargo, corresponde realizar un 
relevamiento periódico de los proyectos le- 
gislativos vinculados a la materia electoral y 
de partidos políticos, y su correspondiente 
seguimiento. 

Que, asimismo, resulta conveniente hacer 
público el desarrollo del debate legislativo en 
la materia, poniendo a disposición de la po- 
blación a través de la página web el estado 
parlamentario de los proyectos en considera- 
ción del Congreso. 

Que la DIRECCIÓN NACIONAL ELECTORAL 
debe colaborar con el suscripto en el cumpli- 
miento de las funciones ministeriales. 

Que la presente medida se dicta en ejercicio 
de las atribuciones conferidas por los artícu- 
los 1 03 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL y 
el 17 de la Ley de Ministerios (T.O. por el 
Decreto N B 438/92) y sus modificatorias. 

Por ello, 

EL MINISTRO 
DEL INTERIOR 
RESUELVE: 

Artículo 1 2 — Créase en el ámbito de la DI- 
RECCIÓN NACIONAL ELECTORAL, el PROGRA- 
MA OBSERVATORIO LEGISLATIVO ELECTORAL 
cuyo Objetivo y Acciones se detallan en el ANEXO 
I, que forma parte de forma parte integrante de la 
presente. 

Art. 2 9 — Facúltase al DIRECTOR NACIONAL 
ELECTORAL a disponer lo necesario para la pues- 
ta en funcionamiento del Programa creado en el 
ARTICULO 1 Q de la presente. 

Art. 3 S — Encomiéndase a la DIRECCIÓN GE- 
NERAL DE GESTIÓN INFORMÁTICA prestar la 
colaboración que se le requiera en el ámbito de 
sus funciones. 

Art. 4 9 — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFI- 
CIAL y archívese. — Aníbal D. Fernández. 

ANEXO I 

Programa Observatorio Legislativo Electoral 

Antecedentes: 

La ley de Ministerios encomienda al MINISTE- 
RIO DEL INTERIOR asistir al Presidente de la Na- 
ción en todo lo concerniente al gobierno político 
interno y en particular en lo relacionado con la pro- 
gramación y ejecución de la legislación electoral. 

Como parte de sus funciones corresponde ana- 
lizar, evaluar y proponer las modificaciones tota- 
les o parciales a la legislación electoral para ade- 
cuarlas a las necesidades del sistema institucio- 
nal en orden a asegurar principios de eficiencia, 



transparencia, participación y auditabilidad y con- 
trol de los procesos electorales. 

En el ámbito de este Ministerio la DIRECCIÓN 
NACIONAL ELECTORAL tiene signadas entre 
otras acciones, la de realizar estudios y compila- 
ciones de Proyectos de leyes, y de leyes sancio- 
nadas que se refieran a la materia electoral nacio- 
nal, para proponer las reformas necesarias para 
la implementación y perfeccionamiento permanen- 
te de los procesos electorales. 

Objetivo: 

Relevar permanentemente las iniciativas en 
estado parlamentario sobre la materia electoral y 
de partidos políticos y contribuir a que la ciudada- 
nía, los partidos políticos y los sectores legítima- 
mente interesados tengan acceso a las mismas. 

Acciones: 

• Relevamiento de los proyectos legislativos 
concernientes a temas electorales y de partidos 
políticos. 

• Elaboración de una base de datos en base a 
la información suministrada por el Departamento 
de Información Parlamentaria del Honorable Con- 
greso de la Nación 

• Seguimiento periódico de los mismos. 

• Publicación en el sitio web del MINISTERIO 
DEL INTERIOR. 

Responsables del Proyecto: 

Dra. Marcela BASTERRA 

Lie. AnabelaMORMINA 



—FE DE ERRATAS- 
SECRETARIA DE TURISMO 
Resolución N 2 204/2006 

En la edición del 28 de febrero de 2006, en la 
que se publicó la mencionada Resolución, se des- 
lizó en el encabezamiento de la norma el siguien- 
te error de imprenta: 

DONDE DICE: SECRETARIA DE TRANSPORTE 

DEBE DECIR: SECRETARIA DE TURISMO 




Administración Nacional de Medicamentos, 
Alimentos y Tecnología Médica 

SALUD PUBLICA 

Disposición 1333/2006 

Prohíbese la comercialización de diversos pro- 
ductos importados de los Estados Unidos de 
Norteamérica por la firma Natural Life, sin cer- 
tificado de inscripción en los términos del ar- 
tículo 155 del Código Alimentario Argentino. 



Bs. As., 28/2/2006 

VISTO el expediente N s 1 -47-21 1 0-6271 -05-6 de 
esta Administración Nacional de Medicamen- 
tos, Alimentos y Tecnología Médica y, 
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CONSIDERANDO: 

Que el referido expediente se inicia a raíz de 
una nota de la Dirección de Lealtad Comer- 
cial del Ministerio de Economía y Producción 
respecto de un folleto publicitario de la firma 
Natural Life SA. 

Que el Departamento de Evaluación Técnica 
del Instituto Nacional de Alimentos informa 
que los certificados de inscripción de los pro- 
ductos: "Grapeseed extract" RNPA 
N s 0520005, "B1 5 (ácido pangámico)" - RNPA 
N B 5207342363, "Máximum potential for men" 
- RNPA N B 5207342283, "Women's exclusive 
formula" - RNPA N Q 5207398743, "Melatoni- 
na" - RNPA N B 5207680923, "Aloe Vera" - 
RNPA N Q 5207041243, "Papaya enzyme" - 
RNPA N B 5207031523, "Ginkgo biloba" - 
RNPA N Q 5207701603, "Echinacea" RNPA 
N B 0520003, "Calmtabs" - RNPA 
N B 5207399713, "Water pill" - RNPA 
N B 5207399213, "Guaraná" - RNPA 
N B 5207778733, "Gotu-Kola" - RNPA 
N Q 5207399473, "Manchurian Ginseng" - 
RNPA N B 5207398823, "Acido fólico" - RNPA 
N B 5207779543, "Garlic oil" - RNPA 
N B 5207398233, "Citrimax" - RNPA 
N Q 0520001, "Co-enzyme Q10" - RNPA 
N B 5207702593, importados de los Estados 
Unidos de Norteamérica por la firma Natural 
Life - RNE 0000087 se encuentran vencidos. 

Que a la fecha, los referidos productos no se 
hallan registrados por lo que resultan ilega- 
les al no contar con certificado de inscripción, 
en los términos del artículo 155 del Código 
Alimentario Argentino. 

Que los rótulos de los productos en cuestión 
consignan leyendas que exceden lo permiti- 
do para los suplementos dietarios ya que el 
objetivo de este tipo de productos es el incor- 
porar nutrientes a la dieta de personas sanas 
y dado que son alimentos, no corresponde 
invocar acciones terapéuticas. 

Que atento a las facultades conferidas por el 
artículo 9 B de la Ley N B 18.284 corresponde 
prohibir la comercialización en todo el territo- 
rio nacional de los citados productos en vir- 
tud de los presuntos incumplimientos a las 
normas vigentes detectados. 

Que el Instituto Nacional de Alimentos y la 
Dirección de Asuntos Jurídicos han tomado 
la intervención de su competencia. 

Que se actúa en ejercicio de las facultades 
conferidas por el Decreto N 5 1490/92 y el 
Decreto N Q 197/02. 

Por ello, 

EL INTERVENTOR 

DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL 

DE MEDICAMENTOS ALIMENTOS 

Y TECNOLOGÍA MEDICA 

DISPONE: 

Artículo 1 2 — Prohíbese la comercialización en 
todo el territorio nacional de los productos "Gra- 
peseed extract" - RNPA N Q 0520005, "B15 (ácido 
pangámico)" - RNPA N 5 5207342363, "Máximum 
potential for men" - RNPA N Q 5207342283, 
"Women's exclusive formula" - RNPA 
N B 5207398743, "Melatonina" - RNPA 
N B 5207680923, "Aloe Vera" - RNPA 
N B 5207041243, "Papaya enzyme" - RNPA 
N B 5207031523, "Ginkgo biloba" RNPA 
N B 5207701 603, "Echinacea" - RNPA N B 0520003, 
"Calmtabs" - RNPA N B 5207399713, "Water pill" - 
RNPA N Q 5207399213, "Guaraná" - RNPA 
N B 5207778733, "Gotu-Kola" - RNPA 
N Q 5207399473, "Manchurian Ginseng" - RNPA 
N B 5207398823, "Acido fólico" - RNPA 
N B 5207779543, "Garlic oil" - RNPA 
N B 5207398233, "Citrimax" - RNPA N Q 0520001, 
"Co-enzyme Q10"- RNPA N B 5207702593, impor- 
tados de los Estados Unidos de Norteamérica por 
la firma Natural Life - RNE 0000087, por las razo- 
nes expuestas en el Considerando de la presen- 
te. 

Art. 2- — Ordénase la instrucción de un suma- 
rio sanitario a fin de determinar el grado de res- 
ponsabilidad del titular del establecimiento Natu- 
ral Life SA y de su director técnico, por los hechos 
evidenciados por el INAL, teniendo en cuenta lo 
normado por el Artículo 1 55, del Código Alimenta- 
rio Argentino. 

Art. 3 2 — Regístrese. Comuniqúese a quienes 
corresponda. Dése a la Dirección Nacional del 



Registro Oficial a los efectos de su publicación en 
el Boletín Oficial. Dése copia a la Dirección de Pla- 
nificación y Relaciones Institucionales. Remítase 
al Departamento de Sumarios de la Dirección de 
Asuntos Jurídicos. — Manuel R. Limeres. 



Administración Nacional de Medicamentos, 
Alimentos y Tecnología Médica 

SALUD PUBLICA 

Disposición 1336/2006 

Establécese como sustancia de referencia a 
Diazepam para ensayos físico-químicos, en- 
vasada en frascos ampollas con un conteni- 
do aproximado de 250 mg de Diazepam cada 
uno y un título de 99,7% expresado sobre la 
sustancia anhidra. 



Bs. As., 3/3/2006 

VISTO el Expediente N Q 1 -47-1 1 1 0-21 0-06-2, del 
Registro de esta Administración Nacional; y 

CONSIDERANDO: 

Que el Instituto Nacional de medicamentos 
ha desarrollado como Sustancia de Referen- 
cia a DIAZEPAM (número de control 205001 ) 
para ensayos físico-químicos. 

Que esta Sustancia de Referencia ha sido 
envasada en frascos ampollas con un conte- 
nido aproximado de 250 mg de DIAZEPAM 
por envase. 

Que la valoración permitió determinar que su 
título es 99,7% expresado sobre la sustancia 
anhidra. 

Que el Instituto Nacional de Medicamentos y 
la Dirección de Asuntos Jurídicos han toma- 
do la intervención de su competencia. 

Que se actúa en virtud de las facultades con- 
feridas por el Decreto N s 1490/92 y el Decre- 
to N 5 197/02. 

Por ello; 

EL INTERVENTOR 

DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL 

DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS 

YTECNOLOGIA MEDICA 

DISPONE: 

Artículo 1 2 — Establécese como Sustancia de 
Referencia a DIAZEPAM (número de control 
205001 ) para ensayos físico-químicos, envasada 
en frascos ampollas con un contenido aproxima- 
do de 250 mg de DIAZEPAM cada uno y un título 
de 99,7% expresado sobre la sustancia anhidra. 

Art. 2- — Tómese conocimiento que los fras- 
cos ampollas de DIAZEPAN se conservarán en el 
Instituto Nacional de medicamentos, desde don- 
de se distribuirán a los solicitantes, bajo el pago 
del arancel correspondiente y serán acompaña- 
dos por un informe técnico resumido. 

Art. 3 2 — Anótese; comuniqúese a quienes co- 
rresponda. Dése a la Dirección Nacional del Re- 
gistro Oficial para su publicación. Cumplido archí- 
vese PERMANENTE. — Manuel R. Limeres. 



Administración Nacional de Medicamentos, 
Alimentos y Tecnología Médica 

ESPECIALIDADES MEDICINALES 

Disposición 1217/2006 

Establécese que la firma Dr. Lazar S.A.Q.E.I., 
titular de la especialidad Carbamazepina 
Lazar, Certificado N 2 42.034, no podrá comer- 
cializarla hasta tanto dé cumplimiento a la 
realización de los estudios de bioequivalen- 
cia exigidos por la normativa vigente. 



Bs. As., 28/2/2006 

VISTO el Expediente Nro. 1-47-4192-05-8 del 
Registro de la Administración Nacional de 
Medicamentos, Alimentos y Tecnología Mé- 
dica, y 



CONSIDERANDO: 

Que por la Disposición Nro. 3185/99 se apro- 
baron las recomendaciones técnicas para la 
realización de estudios de equivalencias conte- 
nidas en el documento: "Cronograma para exi- 
gencia de estudios de equivalencia entre medi- 
camentos de riesgo sanitario significativo" 

Que la Dirección de Evaluación de Medicamen- 
tos informó sobre los titulares de especialida- 
des medicinales que contienen principios acti- 
vos de riesgo sanitario significativo, que no ini- 
ciaron el trámite para la realización de los es- 
tudios de biodispoillbilidad / bioequivalencia 
según lo exigido por la normativa vigente. 

Que de tal listado se acredita que la firma Dr. 
LAZAR Y CÍA S.A.Q.E.I. no ha dado cumpli- 
miento a tal requerimiento respecto de su pro- 
ducto CARBAMAZEPINA LAZAR Certificado 
Nro. 42.034. 

Que en consecuencia se procedió a cursar 
carta documento intimando a presentar el pro- 
tocolo de investigación correspondiente, bajo 
apercibimiento de disponer la suspensión de 
la comercialización de su producto. 

Que habiéndose superado el plazo concedi- 
do a dicho fin surge que no se ha dado cum- 
plimiento a la intimación efectuada, por lo que 
corresponde hacer efectivo el apercibimiento 
contenido en la citada misiva. 

Que la Dirección de Evaluación de Medicamen- 
tos y la Dirección de Asuntos Jurídicos han 
tomado la intervención de su competencia. 

Que se actúa en virtud de las facultades con- 
feridas por el artículo 3, inc. f Del Decreto Nro. 
1490/92 y el Decreto N Q 197/02 y de la Dis- 
posición de la Administración Nacional de 
Medicamentos, Alimentos y Tecnología Mé- 
dica Nro. 3185/99. 

Por ello, 

EL INTERVENTOR 

DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL 

DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS 

YTECNOLOGIA MEDICA 

DISPONE 

Artículo 1 2 — Hágase saber a la firma DR. LA- 
ZAR S.A.Q.E.I. titular de la especialidad medici- 
nal CARBAMAZEPINA LAZAR, Certificado Nro. 
42.034, que no podrá comercializarla, bajo ningu- 
na modalidad, hasta tanto dé cumplimiento a la 
realización de los estudios de bioequivalencia exi- 
gidos por la normativa referenciada en el conside- 
rando de la presente. 

Art. 2 2 — Regístrese. Por el Departamento de 
Mesa de Entradas, notifíquese al interesado. Co- 
muniqúese a la Secretaría de Políticas, Regulación 
y Relaciones Sanitarias del Ministerio de Salud y 
Ambiente. Comuniqúese a CÁEME, CAPGEN, 
CAPROFAC, CEDIQUIFA, CILFA, COFA, COMRA, 
COOPERALA, SAFYBI. Dése a la Dirección Na- 
cional del Registro Oficial para su publicación. Cum- 
plido, archívese. — Manuel R. Limeres. 



Administración Nacional de Medicamentos, 
Alimentos y Tecnología Médica 

PRODUCTOS ALIMENTICIOS 

Disposición 1229/2006 

Prohíbese la comercialización del producto 
"Aceite de oliva marca Aceitera Perdriel - 
RPPA N 2 1152-A-2004, por no cumplir con la 
normativa vigente. 



Bs. As., 28/2/2006 

VISTO el expediente N B 1-47-21 10-5258-05-6 de 
esta Administración Nacional de Medicamen- 
tos, Alimentos y Tecnología Médica y, 

CONSIDERANDO: 

Que las presentes actuaciones se originan a 
raíz de una denuncia efectuada ante el Insti- 
tuto Nacional de Alimentos (INAL) en relación 
al producto "Aceite de oliva, marca Aceitera 



Perdriel, RPPA N B 1 152-A-2004, RPE 
N B 1 051 -A-2004", elaborado por Aceitera Per- 
driel S.R.L. sita en Perdriel 4763 —San Mar- 
tín — Provincia de Buenos Aires, según la cual 
el producto se presentaría turbio, con partí- 
culas en suspensión y adheridas al envase. 

Que la Dirección de Fiscalización Sanitaria de 
la Provincia de Buenos Aires, por requerimien- 
to del Departamento Vigilancia Alimentaria del 
INAL, realizó una inspección al establecimien- 
to Aceitera Perdriel, con domicilio en Perdriel 
4763 — San Martín — Provincia de Buenos Ai- 
res, en la cual los responsables de la firma 
declaran no elaborar el producto, no encon- 
trándose el mismo al momento de la inspec- 
ción. 

Que el Departamento Fiscalización de la Di- 
rección General de Higiene y Seguridad Ali- 
mentaria del Gobierno de la Ciudad de Bue- 
nos Aires realizó una inspección al estableci- 
miento "Supermercado El Estribo", con domi- 
cilio en Matheu 1770, Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires con toma de muestras para su 
análisis del citado producto. 

Que por Acta de Toma de Muestra N s 1 124/ 
05, ese Departamento extrae muestras del 
lote fecha de vencimiento abril 2007. 

Que realizados los análisis por el Departa- 
mento Laboratorio de Investigación y Monito- 
reo de la Dirección General de Higiene y Se- 
guridad Alimentaria del Gobierno de la Ciu- 
dad de Buenos Aires, arrojan como resultado 
que el producto contraviene el artículo 535 
del C.A.A. por presentar índice de yodo e ín- 
dice de refracción mayor a los permitidos y 
por no declarar la calidad del aceite según su 
grado de acidez libre. 

Que el Laboratorio Central de Salud Pública 
de la Provincia de Buenos Aires informó que 
el R.N.P.A. N Q 1 152-A-2004 es inexistente. 

Que el INAL a través de la Nota N B 2370/05 
del Dto. Vigilancia Alimentaria solicitó a todas 
las Jurisdicciones Bromatológicas del país y 
a las Delegaciones del INAL que en caso de 
detectar la comercialización del producto pro- 
cedan al retiro del mismo, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 2- de la Ley 1 8.284, 
concordante con los artículos 9 B y 1 1 B del ci- 
tado cuerpo normativo. 

Que independientemente de las medidas de 
orden jurisdiccional en virtud de las faculta- 
des conferidas por el artículo 9 B de la Ley 
N B 18.284 corresponde prohibir la comercia- 
lización en todo el territorio nacional del refe- 
rido producto, debido al incumplimiento de la 
normativa vigente. 

Que por tratarse de un producto que no pue- 
de ser identificado en forma fehaciente y cla- 
ra como producido, elaborado y/o fracciona- 
do en un establecimiento determinado, no 
puede ser elaborado en ninguna parle del 
país, ni comercializado ni expendido en el te- 
rritorio de la República Argentina, según es- 
tablece el Artículo 9 B de la Ley 18.284. 

Que el citado procedimiento encuadra en las 
funciones de fiscalización y control que le co- 
rresponde ejercer a la Administración Nacio- 
nal de Medicamentos, Alimentos y Tecnolo- 
gía Médica (ANMAT), atento a la responsabi- 
lidad sanitaria que le cabe con respecto a la 
población. 

Que el INAL y la Dirección de Asuntos Jurídi- 
cos han tomado la intervención de su compe- 
tencia. 

Que se actúa en ejercicio de las facultades 
conferidas por el Decreto N B 1 490/92 y el De- 
creto N s 1 97/02. 

Por ello, 

EL INTERVENTOR 

DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL 

DE MEDICAMENTOS ALIMENTOS 

YTECNOLOGIA MEDICA 

DISPONE: 

Artículo 1 2 — Prohíbese la comercialización en 
todo el territorio nacional del producto: "Aceite de 
oliva marca Aceitera Perdriel - RPPA N B 1 152-A- 
2004, elaborado por Aceitera Pedriel S.R.L., RPE 
N B 1051 -A-2004", por las razones expuestas en 
el Considerando de la presente, sin perjuicio de la 
continuación de las presentes actuaciones. 
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Art. 2- — Regístrese, dése a la Dirección Na- 
cional de Registro Oficial para su publicación, co- 
muniqúese a las autoridades provinciales y al 
Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Ai- 



res. Dése copia a la Dirección de Planificación y 
Relaciones Institucionales y al Instituto Nacional 
de Alimentos. Gírese al INAL. — Manuel R. Lime- 
res. 



ANEXO I 



MODELO DE FORMULARIO "260" 
SOLICITUD DE INFORME DE ANTECEDENTES DE TRÁNSITO 



M. 



REGISTROS NACIONALES DE LA PROPIEDAD DEL AUTOMOTOR 
Y DE CRÉDITOS PRENDARIOS 

Disposición 128/2006 

Adóptanse formularios en relación con la obtención de informes sobre antecedentes de 
tránsito. 



Bs. As., 9/3/2006 

VISTO el artículo 1 4 de la Ley de Tránsito y Seguridad Vial N Q 24.449 y el artículo 1 4 de su Reglamen- 
tación aprobada mediante Decreto N Q 779/95, y 

CONSIDERANDO: 

Que las normas mencionadas establecen como requisito previo y condicionante de la validez 
de las licencias en el territorio nacional la consulta al Registro Nacional de Antecedentes de 
Tránsito dependiente de esta Dirección Nacional. 

Que en virtud de ello resulta menester incorporar los elementos necesarios para peticionar 
las informes que las normas prevén, creando a tal fin formularios ad hoc que contengan la 
totalidad de los campos necesarios tendientes a consultar la base de datos del mencionado 
Registro. 

Que, con el objeto de comprender la totalidad de las posibles situaciones se diseñaron tres 
tipos de formularios para peticionar las consultas, posibilitándose de tal modo la presentación 
de los datos necesarios para la consulta, su rectificación y la obtención del informe de los 
antecedentes obrantes en esa base de datos. 

Que, por otra parte, resulta menester establecer un formulario de uso oficial para ser em- 
pleado por los organismos oficiales que, en el marco de sus funciones, deban requerir 
informes y que gocen del beneficio de gratuidad de conformidad con la normativa vigente, 
el que podrá ser utilizado simultáneamente con la petición mediante oficios y que será de 
libre impresión. 

Que en atención a ello corresponde aprobar los modelos de Formularios que serán utilizados 
para obtener los informes requeridos por la normativa mencionada en el VISTO. 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades otorgadas por el artículo 2 Q , inciso 
c) del Decreto N 5 335/88 y el Decreto 1553/05. 

Por ello, 

EL SUBDIRECTOR NACIONAL 

DE LOS REGISTROS NACIONALES DE LA PROPIEDAD DEL AUTOMOTOR 

Y DE CRÉDITOS PRENDARIOS 

DISPONE: 

Artículo 1 5 — Los Registros Provinciales de Antecedentes de Tránsito y/o municipios que hubie- 
ran suscripto convenios a tal fin practicarán las consultas a la base de datos del Registro Nacional de 
Antecedentes de Tránsito, de conformidad con las previsiones del artículo 14 de la Ley N Q 24.449, 
mediante el Formulario "260" Solicitud de Informe de Antecedentes de Tránsito, cuyo modelo integra la 
presente como Anexo I. 

La respuesta que el sistema provea será transcripta en el Formulario "268" Informe de Anteceden- 
tes de Tránsito, que integra la presente como Anexo II. 



olüidilciio </e ,'/mlida y ÍÚaa/ioi ffXtmtu.»\ 



Solicitud de informe dé 
Antecedentes de Tránsito 
personas físicas y jurídicas 



Número AA-642531 -03 



5! 



DATOS DEL SOLICITANTE PERSONA JURÍDICA 

C.U...T, DD-ODDDDDDD-D 



Razón Social: 



DATOS DEL SOLICITANTE PERSONA FÍSICA 

Documonlo do Identidad principal: DNI Q LE □ LC O CIF O CIP □ PAS Q DOC.EXtQ 

n-DDDDDDDDDDDDDDD &«. ^ or doc.CED _ 



Documonlo do Identidad alternativo: DNI [_ '] LE □ LC O CIF O CIP O PAS O DOC.EXtQ 

N-nDDDDDDDDDDGDDQ e*. emisor oocQDE] __ _ 



Nombro y Apellido 

Primpf Apellido 



TT 



:zn 



Segundo Apellido 



Primer Nombro 



Sec undo No m bre 



Torcor Nombr e 



S«™ C] O Fccha dB Nacimiento QC LZD LJLjOLj 
- OÍA MES ANO 



Mase. Pem. 
País Nacimiento. 



DEEL 



Provincia Nacimiento: I 



Nombro y Apellido dol Padre 

Primor Anoljl do 



Segundo Apellid o 



i 



Primor Nombre %-. ;jundo_Nombrg .. „ ,. . , , Tercor Nombre 

ni ni rrm n ¡ rrn m 1 1 1 m m mi 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 



Nombro y Apellido do la Madre 

Pr i mer Apellido 



Segundo Apel lid o 



Primer Nombr o 



LT 



Si- r pndo Nombre 



Tnrcar Hombre 



El informo se solicita a los efectos do: 



Por la presento el que suscribe, 

en carácter do (") solicita 

obtener el INFORME DE ANTECEDENTES. Prestando conformidad a lo establecido por el 

Art. 51, y párrafo del Código Penal según Ley 23057. 

Declaro bajo Juramento que los datos consignados en la presente son fíelas a la realidad. 



Firma dol Soücitanto 



Código de motivo do la solicitud r^lr^l{ ., ,.]. 
Número do Expediente o Causa 

□□DEEDEEBlI^QIIEDEE 



Código da la Entidad Rogante receptora do esta solicitud I 1E15 * {Z3BC33 ' tIDE9 
Denominación ■ — 



Focha do Rocepción PIFI 1^11 °[ OZ-EO 

DÍA f.'SS AÑO 




Aclaración: Las casillas grisadas serán completadas por personal de la Entidad Rogante 

(') Persona Física completar: Particular Interesado I Persona Jurídica completar: Representante Legal. 



MODELO DE FORMULARIO "268" 
INFORME DE ANTECEDENTES DE TRÁNSITO 



ANEXO II 



Art. 2- — La solicitud de rectificación de la información emitida en virtud de lo indicado en el 
artículo precedente se peticionará mediante la presentación del Formulario "261" Actualización de 
Informe de Antecedentes de Tránsito, que integra la presente como Anexo III. 

La respuesta que el sistema suministre será transcripta por este último en el Formulario "268" 
indicado precedentemente. 



Ol0/lii/cuo i/e ,y¡ii/ia'a y ¡¿kiediu Í7l¡ui:,:nia 



268 

Informe de Antecedentes 
de Tránsito 



Art. 3 S — Los pedidos de informes concernientes a los antecedentes de tránsito que los organis- 
mos oficiales deban practicar al Registro Nacional de Antecedentes Tránsito en el marco de su activi- 
dad específica, y que en virtud de la normativa vigente gocen del beneficio de gratuidad en lo atinente 
al pago de los aranceles que correspondan, podrán instrumentarse mediante el uso del Formulario 
"262" Solicitud de Informe de Antecedentes de Tránsito — Uso Exclusivo Oficial — , que integra la pre- 
sente como Anexo IV y que será de libre impresión, o bien mediante oficio que deberá contener como 
mínimo la información que de éste surge. 



Art. 4 2 — Apruébase los modelos de los Formularios "260" Solicitud de Informes de Antecedentes 
de Tránsito, "261 " Actualización de Informe de Antecedentes de Tránsito, "268" Informe de Anteceden- 
tes de Tránsito y "262" Solicitud de Informe de Antecedentes de Tránsito — Uso Exclusivo Oficial — , 
que como Anexos I, II, III y IV respectivamente integran la presente. 

Art. 5 5 — Los Formularios a los que se refiere esta Disposición, con excepción del indicado en el 
artículo 3 S , deberán ser adquiridos en el Ente Cooperador A.C.A.R.A. — Leyes Nros. 23.283 y 23.41 2. 

Art. 6 g — La presente Disposición entrará en vigencia cuando así lo disponga esta Dirección 
Nacional. 

Art. 7- — Regístrese, comuniqúese, atento su carácter de interés general, dése para su publica- 
ción a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — Miguel A. Gallardo. 



Farm. RcNATNro. 00W1/0J/Í89S 
Hopnnt. SS9P9993-9S 



Funcionarlo interviniente 



Firma y Sello 
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ANEXO I 

MODELO DE FORMULARIO "261" 
MÍTUALIZACIÓN DE INFORME DE ANTECEDENTES DE TRÁNSITO 



Ék 261 

fp Actualización de Informe de 

aí&uvah iie Quimil y s/hirfai ffSummm Antecedentes de Tránsito 

PERSONAS FÍSICAS y JURÍDICAS 



El informe se solicita a los efectos de: 



Número^gl-EnnHan-ZBB 



• ,,...,„ 



DATOS OPERATIVOS 

Código de Entidad Roganto QCQQQOQCDC] 



Fecha de confección formulario I II I I || I 

. OÍA MES 



Si 
** i 

SI 

I! 



ti 



ll 

I 



DATOS DEL SOLICITANTE PERSONA JURÍDICA 

cu...!, DD-DDDDDDDD-D 

Razón Social: 



" I L 



DATOS DEL SOLICITANTE PERSONA FfSICA 

Documento do Identidad principal: DNI Q LE Q LC Q CIF Q CIP Q PAS Q OOC.EXtQ 

N-DCDDDDDDDDDnDDD a* emi«o«J3DE3 _. 



Doeumonlo do Identidad alternativo: ONI [ J LE Q LC {J¡ CIF O CIP Q PAS [3 DOC.EXT.I I 

n-DDDDDDDDDDDDDDD a*. a™sor oo=,DQEl _ 



Nombro y Apellido 

Primer Apellido 



II I I I LLT3 LT 



So p u ndo ApolUdo 



TT 



Primor Nomina í. -nuncio Nombro Tirrcer Nombro 

rirrrftrn nuil D.'TrriTn::DTLT3 nTnn 1 1 1 

S" D Lj Fodffl do Nacimiento dCJ lAJ I 8 DI 1 
Mase Fcm. OÍA MES AÑO 

Paf» Naclmlonto,; I , , II , „ll ....í Provincia Nacimiento: [ I I | 



1TTT 



Nombro y Apellida del Padre 

Primor Apellido Segundo Apollido 

1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 iTrrrriTn rrfnTi 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 

Prim or Nombre ^.-gu ndo N ombre T ercer Nombro 

1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 i zed q TTI 1 1 1 1 1 nup n II III II 



Nombre y Apellido de la Madre» 

Pri mor ApoiUdo Soaimd j A»nllirlo 

rm 1 1 1 1 1 1 1 1 rnTT MTj m n fTTTnrn 1 1 1 1 1 u 

Primor Nombro . i. gmiogg Nombro Torcer Nombre 

1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 iTrm n iTh T 1 1 1 1 1 1 1 1 1 m i i.i 1 1 1 1 



Código do motivo de la solicitud j__J I F 
Número de Expediente o Causa 

DDDDDDDDDCnDC 



El firmante, certifica al veracidad de los datos contenidos en el 
presente formularlo de Actualiza clin de Informe de Antecedentes 
de Tránsito. 



Firma y Stilo R*fpon*iblt 



_J 



ANEXO IV 



MODELO DE FORMULARIO "262" 

SOLICITUD DE INFORME DE ANTECEDENTES DE TRÁNSITO 

-USO EXCLUSIVO OFICIAL- 



s 



Cl&iti/cuo i/r ,fái//f/// f fjheeim íJXmtwui 



Solicitud de jmorme de 
Antecedentes de Tránsito 

PERSONAS FÍSICAS y JURÍDICAS 



Número AA-642531 -03 



DATOS DEL SOLICITANTE PERSONA JURÍDICA 

cuxT, DD-DDDDDDnD-D 

Razón Social: 



DATOS DEL SOLICITANTE PERSONA FÍSICA 

Documento de Idontidad principal: DNI Q LE G LC G CIF Q CIP G PAS j~J DOC.EXT.Q 

n-DDDDDDDDDDDGDDD eme Emisor docODD 



Documenlo de Identidad alternativo: DNI O LE Q LC Q CIF □ CIP Q PAS Q DOC.EXrQ 

N-nDDDDDDDDDDDDDL!] &» sm^ D*CLTJ _ 



Nombre y Apellido 

Prfetw Apellido 



I 



S egundo Apellido 



P&ímexNsn^ 



Q 



.«" üsiaíatianito-. 



í;«ís«jí"ii»is 



[£ffi 



5««> CU O *«•»• d« ««¡miento CD OO OCJZD 

Mase. Fem. DI/ "**" "~ 

País Nacimiento.: I || ll) 



MES ANO 

Provincia Nacimiento: { \ \ ¡ 



Nombre y Apellido del Padre 
Primer ApcMIdo 



XD 



s *3!"!í!!? A pellido 



itr 


TTi 1 1 1 1 1 1 1 M 



□. 



Sa¡ u n d o rJombrt 



T t-reer Nombre 



Nombra y Apellido de la Madre 

P rim er A p ellido 



rnrrn c 



Segundo A pellido 



Primer Nombre 



. . Seg undo Nombf t Ter cer Nombre 

] mili i m 1 1 r rft TTi i m m i n 



Conforme a las facultades conferidas por la normativa vigente, el que 
suscribe solicita el presente INFORME DE ANTECEDENTES. 



F»ma d»l SMjdtwj» 



Código de motivo de la solicitud DI ll I 
Número de Expedíante o Causa 

nnnn GDDDDDDCni 



Autos 



Código de la Entidad Rogante receptora de esta solicitud QGi l * l II ll IF~l H II I 

Denominación - -. - ._ ._ _. _ _ 



3 
s 

I 

g Fecha de Recepción DD DD GGGQ 

1 OÍA :.:EE ANO 



Fhma y St«# RatpontaU* 



Aclaración: Las casillas guisadas serán completadas por personal da la Entidad Rogante 

O Persona Física completar: Particular Intensado I Persona Jurídica completar: Representante Legal. 



Administración Nacional de Medicamentos, 
Alimentos y Tecnología Médica 

PRODUCTOS ALIMENTICIOS 

Disposición 1331/2006 

Prohíbese la comercialización y uso, excep- 
to en la provincia de Entre Ríos, de los pro- 
ductos elaborados por la firma Herboriste- 
ría Guingard, de la ciudad de Chajarí, cuyos 
envases indiquen acción terapéutica, por no 
poseer inscripción ante la autoridad de apli- 
cación. 



Bs. As., 28/2/2006 

VISTO el Expediente N Q 1 -47-1 1 1 0-1 758-04-1 de 
esta Administración Nacional; y 

CONSIDERANDO: 

Que mediante los presentes obrados la firma 
Hierbas Guigniard de la localidad de Chajarí, 
Provincia de Entre Ríos, solicita a fs. 31/2, que 
se proceda a la derogación del Artículo 2 Q de 
la Disposición N s 1 1 92/05 ANMAT, que prohi- 
be la comercialización de todos los produc- 
tos elaborados por dicha firma en el territorio 
nacional (excepto en la Provincia de Entre 
Ríos), dado que la medida precautoria vigen- 
te le causa perjuicio respecto de la comercia- 
lización de los productos alimenticios que el 
establecimiento tiene registrados, ya que de 
no existir la misma, dichos productos no en- 
contrarían impedimento para su expendio. 

Que el Instituto Nacional de Medicamentos, 
da cuenta que los términos del artículo aludi- 
do precedentemente, pueden dar lugar a con- 
fusión, respecto de los productos alimenticios 
cuyo registro posee la firma Hierbas Guignard, 
por tanto propicia se deje sin efecto el Artícu- 
lo 2 Q de la Disposición N 5 1192/05 ANMAT, 
aclarándose en un nuevo artículo, que la pro- 
hibición que corresponde mantener sólo se 
refiere a aquellos productos del establecimien- 
to en cuestión, que respondan al concepto de 
medicamento, por indicar acción terapéutica. 

Que lo actuado por el Instituto Nacional de 
Medicamentos se enmarca en lo autorizado 
por el Decreto N a 1 490/92, Artículo 8 B , inc. n). 

Que el Instituto Nacional de Medicamentos y 
la Dirección de Asuntos Jurídicos han toma- 
do la intervención de su competencia. 

Que se actúa en ejercicio de las facultades 
conferidas por los Decretos N s 1 490/92 y 1 97/ 
02, 

Por ello: 

EL INTERVENTOR 

DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL 

DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS 

Y TECNOLOGÍA MEDICA 

DISPONE: 

Artículo 1 9 — Déjase sin efecto el Artículo 2- 
de la Disposición N Q 1 1 92/05 ANMAT. 

Art. 2- — Prohíbese la comercialización y uso 
en todo el territorio nacional, excepto en la Pro- 



vincia de Entre Ríos, de los productos elaborados 
por la firma Herboristería Guingard, sita en la Ruta 
Provincial N Q 1 (extensión Avda. Alem), de la ciu- 
dad de Chajarí, cuyo envase indique acción tera- 
péutica, por no poseer inscripción ante esta auto- 
ridad de aplicación. 

Art. 3 S — Regístrese, comuniqúese a quien 
corresponda; dése a la Dirección Nacional del 
Registro Oficial para su publicación. Dése copia a 
la Dirección de Planificación y Relaciones Institu- 
cionales. Cumplido, archívese. — Manuel R. Li- 
meres. 



Administración Nacional de Medicamentos, 
Alimentos y Tecnología Médica 

SALUD PUBLICA 

Disposición 1332/2006 

Clausúrase preventivamente la línea de pro- 
ductos domisanitarios dispuesto por Acta de 
Inspección N s 124/05, del Instituto Nacional 
de Alimentos, respecto del establecimiento 
Compaer S.A.C.I.F. y A., con domicilio en la 
provincia de Buenos Aires. 



Bs. As., 28/2/2006 

VISTO el Expediente N Q 1 -47-21 1 0-1 598-05-5 de 
esta Administración Nacional de Medicamen- 
tos, Alimentos y Tecnología Médica y, 

CONSIDERANDO: 

Que mediante los presentes actuados el Ins- 
tituto Nacional de Alimentos a través del pro- 
cedimiento pertinente realizado en el estable- 
cimiento Compaer S.A.C.I.F. y A., con domi- 
cilio en la calle Río de Janeiro 3951, Merlo, 
Pontevedra, Provincia de Buenos Aires, ins- 
cripto como "Elaborador, Fraccionador, Impor- 
tador y Exportador de Productos de Uso Do- 
méstico", constató que no es apto para ela- 
borar productos domisanitarios en virtud de 
que no cumple con la Disposición ANMAT 
N Q 2335/02, de acuerdo a lo enumerado a 
fs. 10 y 1 1 , sobre Buenas Prácticas de Fabri- 
cación y Control para las Industrias de Pro- 
ductos Domisanitarios, ni con lo prescrito por 
el Anexo I apartados 1), 2) y 3) inc. c), de la 
Resolución MS y AS 708/98. 

Que tal circunstancia se corroboró a través 
del Departamento Inspectoría del INAL que 
llevó a cabo la Orden de Inspección 
N Q 124/05, en la que se ponen de manifiesto 
incumplimientos a la normativa aludida, pues 
en el Acta se consigna que la firma no posee 
Director Técnico, ni Certificado de Categori- 
zación Industrial, ni presenta Estudio de Im- 
pacto Ambiental, teniendo en cuenta que la 
firma manifiesta que se dedica a elaborar pro- 
ductos en aerosol (insecticidas, cucarachici- 
das, lustramuebles, apresto para la ropa, pin- 
tura y productos de cosmética). 

Que en la mencionada inspección se inhibe 
la elaboración de productos domisanitarios y 
se clausura preventivamente el establecimien- 
to para dichos productos. 



Martes 1 4 de marzo de 2006 
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Que por la Disposición ANMAT N Q 745/05 
(07/02/05), la firma Compaer S.A.C.I.F. y A., 
con domicilio en la calle Río de Janeiro 3951 , 
Merlo, Pontevedra, Provincia de Buenos Ai- 
res se encuentra clausurada preventivamen- 
te en los rubros correspondientes a produc- 
tos cosméticos y especialidades medicinales. 

Que atento a las facultades conferidas por el 
artículo 9 Q de la Ley N s 18.284, corresponde 
clausurar preventivamente al establecimien- 
to Compaer S.A.C.I.F. y A., con domicilio en 
la calle Río de Janeiro 3951 , Merlo, Ponteve- 
dra, Provincia de Buenos Aires, para elabo- 
rar y fraccionar Productos de Uso Domésti- 
co, en virtud de los incumplimientos a las nor- 
mas vigentes detectados. 

Que teniendo en cuenta la entidad de las irre- 
gularidades detectadas, resulta conveniente 
ordenar la instrucción de un sumario sanita- 
rio a fin de determinar el grado de responsa- 
bilidad del titular del establecimiento en cues- 
tión y de su director técnico por los hechos 
evidenciados por el INAL. 

Que el Instituto Nacional de Alimentos y la 
Dirección de Asuntos Jurídicos han tomado 
la intervención de su competencia. 

Que se actúa en virtud de las facultades con- 
feridas por los Decretos Nros. 1490/92 y 
197/02. 

Por ello, 

EL INTERVENTOR 

DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL 

DE MEDICAMENTOS ALIMENTOS 

Y TECNOLOGÍA MEDICA 

DISPONE: 

Artículo 1 2 — Clausúrase preventivamente la 
línea de productos domisanitarios, dispuesta por 
Acta de Inspección N s 124/05, del Instituto Nacio- 
nal de Alimentos, respecto del establecimiento 
Compaer S.A.C.I.F. y A., con domicilio en la calle 
Río de Janeiro 3951 , Merlo, Pontevedra, Provin- 
cia de Buenos Aires, por las razones expuestas 
en el considerando de la presente. 

Art. 2- — Ordénase la instrucción de un suma- 
rio sanitario a la firma Compaer S.A.C.I.F. y A., a 
fin de determinar el grado de responsabilidad de 
su titular y director técnico, dado lo normado por 
la Disposición ANMAT N s 2335/02, y de acuerdo 
a lo indicado en el informe adjunto a fs. 1 y 1 1 , y 
Resolución MS y AS 708/98, Anexo I apartado 1 , 
2 y 3 inc c). 

Art. 3 5 — Regístrese, dése a la Dirección Na- 
cional de Registro Oficial para su publicación, co- 
muniqúese a quienes corresponda. Dése copia a 
la Dirección de Planificación y Relaciones Institu- 
cionales y al INAL. Gírese al Departamento de 
Sumarios de la Dirección de Asuntos Jurídicos para 
la prosecución del trámite. Cumplido. Archívese. 
— Manuel R. Limeres. 




JURADO DE ENJUICIAMIENTO DE 
MAGISTRADOS DE LA NACIÓN 

Fallo del 6 de marzo de 2006 

Remoción del titular del Juzgado Federal de 
Reconquista, Provincia de Santa Fe. 



Bs. As., 7/3/2006 

Y VISTOS: 

En la ciudad de Buenos Aires a los seis días 
del mes de marzo del año dos mil seis, se 
reúnen los integrantes del Jurado de Enjui- 
ciamiento de Magistrados de la Nación, inte- 
grado por la Dra. Elena I. Highton de Nolasco 
— presidente — y los Dres. Enrique Pedro 
Basla, Sergio Adrián Gallia, Manuel Justo 
Baladrón, Ramiro Domingo Puyol, Eduardo 
Alejandro Roca, Guillermo Ernesto Sagúes, 
Aidée Vázquez Villar y José Luis Zavalía, para 
dictar el fallo definitivo en esta causa N 5 17 
— y su acumulada N Q 19 — caratulada "Doc- 



tor Eduardo Luis María Fariz s/ pedido de 
enjuiciamiento". 

Intervienen en el proceso, por la acusación, 
los señores representantes del Consejo de la 
Magistratura del Poder Judicial de la Nación, 
Dres. Beinusz Szmukler y Luis Enrique Pe- 
reira Duarte, y por la defensa particular del 
señor juez doctor Eduardo Luis María Fariz 
los Dres. Osear Luis Vignale y Pablo Miguel 
Jacoby y asimismo el señor defensor oficial 
designado en los términos del art. 17 del Re- 
glamento Procesal, Dr. Claudio Martín Arman- 
do. 

RESULTA: 

I. Que por resolución N s 367/05, rectificada 
parcialmente por la N B 395/05 dictada en el 
expediente 379/03 "Piumato, Julio - Minella 
Carlos (U.E.J.N.) c/ Tit. del Juzg. Fed. de 
Reconquista. Dr. Fariz, E.", y sus acumula- 
dos expedientes números 321/04 caratulado 
"Mazzuchini, Dante Ariel c/ titular del Juzga- 
do Federal de Reconquista Dr. Eduardo Fa- 
riz" y 322/04 "Sulgati, Anastasio Juan c/ titu- 
lar del Juzgado Federal de Reconquista Dr. 
Eduardo Fariz", el Consejo de la Magistratu- 
ra acusó al juez a cargo del Juzgado Federal 
de Primera Instancia de Reconquista, Provin- 
cia de Santa Fe, por la causal de mal desem- 
peño de sus funciones (artículos 53, 1 1 y 1 1 4 
inciso 5 S de la Constitución Nacional y 7 inci- 
so 1- de la ley N Q 24.937 - t.o. por decreto 
N Q 81 6/99), con relación a cinco hechos, que 
dieron origen al expediente N Q 17 de este 
Jurado: maltrato a empleados; irregularida- 
des en el trámite de diversas causas; irregu- 
laridades en la confección de las listas de 
conjueces; irregularidades en el nombramien- 
to de abogados defensores e irregularidad en 
la locación del inmueble, sede del juzgado 
federal. 

Este Jurado a fs. 1341 anuló parcialmente la 
acusación en lo atinente al cargo "Irregulari- 
dad respecto de la locación del inmueble, sede 
del juzgado federal", con lo cual el objeto pro- 
cesal de la causa N Q 1 7 ha quedado delimita- 
do con relación a los siguientes cargos: 1) 
maltrato a empleados (resolución 367/05); 2) 
irregularidades en el trámite de diversas cau- 
sas (resolución 367/05); 3) irregularidades en 
la confección de las listas de conjueces (re- 
solución 395/05); 4) irregularidades referen- 
tes al nombramiento de abogados defenso- 
res (resolución 367/05). 

En el primer cargo la acusación cuestiona la 
actuación del Dr. Fariz sobre la base de dife- 
rentes hechos en los que apoya la conducta 
impropia que le atribuye con relación a sus 
empleados. Los hechos que fundamentalmen- 
te destaca son los siguientes: 

a) el clima de tensión; 

b) la asignación a determinados empleados 
de tareas, responsabilidades y carga horaria 
excesiva para poder ser asimilados y ejecu- 
tados adecuadamente (casos de Patricia Se- 
llares, Elba Fernández y Claudia Machado 
Schlie); 

c) la actitud amenazante del juez transmitien- 
do temor a represalias, venganzas y pérdida 
del trabajo, que generó la renuncia de varios 
empleados a sus cargos (Sellares, Machado 
Schlie y los agentes del Poder Judicial de 
Resistencia Carlos Acosta, Leandro Manda- 
garan Matta y Javier Pastare); 

d) la utilización del personal para labores per- 
sonales (caso del ordenanza Juan Ángel Acu- 
ña); 

e) el trato despectivo fuera de la actividad la- 
boral por parte del magistrado (ordenanza 
Acuña); 

f) la persecución mediante notas, sumarios, 
procesos, advertencias, o bajas de califica- 
ciones (contra los agentes Sellares, Fernán- 
dez y Machado Schlie); 

g) la postergación de ascensos fundada en 
criterios subjetivos y discriminatorios (caso de 
la doctora María Susana Almeida). 

Las irregularidades en la tramitación de di- 
versas causas es el segundo cargo de la acu- 
sación. Se acusa al magistrado de haber re- 
suelto y dictado providencias en causas en 
trámite ante su tribunal "enfrentadas a las 



normas aplicables y otras que bordean peli- 
grosamente sus límites. Cuando determina- 
dos hechos suceden invariablemente nadie 
puede escudarse en una supuesta equivoca- 
ción. En los errores no se persevera pero en 
la intencionalidad sí". Se sostiene que "la cau- 
sal de remoción indicada se configura en cada 
caso. Pero, además, surge nítida al valorar el 
obrar del juez cuestionado en su conjunto". 

Al respecto se enumeran presuntas "irregu- 
laridades" en los siguientes expedientes: 

- causa n. s 338/01 "Salaberry, Eugenio José 
s/ pta. infracción ley 22.41 5": (1 ) falta de res- 
guardo, contralor (aforo aduanero) y destino 
final de la mercadería secuestrada, (2) entre- 
ga apresurada de una aeronave secuestrada 
y falta de control sobre su depósito judicial, y 
(3) un retraso notorio en la resolución de la 
situación procesal del imputado Salaberry. 

- Causa n. Q 671/02 caratulada "Garavaglia, 
Luis A. y otros s/ pta. Inf. art. 874 inc. d ley 
22.415" y n. a 19/03 "Garavaglia, Luis Alberto 
s/ su denuncia": (1 ) detención de menores en 
dependencias no aptas, (2) entrega apresu- 
rada de una aeronave secuestrada y falta de 
control sobre su depósito judicial y (3) falta 
de investigación al poseedor de un campo 
utilizado para el tráfico ilegal de cigarrillos que 
habría sido la persona por el que se solicitara 
la medida de allanamiento. 

- causa n. 5 276/01 caratulada "Martínez, Car- 
los Dante y otros s/ pta. infracción art. 874, 
inc. d) ley 22.415": (1) ordenar la requisa de 
un automotor no vinculado a la causa, (2) 
destrucción de mercadería sin previo contra- 
lor aduanero ordenada expeditamente por un 
juez subrogante y (3) detención de menores 
en dependencias no aptas. 

- causa n. Q 265/01 caratulada "Funes, Javier 
Luis y otros s/pta. inf. Ley 22.415": (1) decla- 
raciones indagatorias de imputados sin pre- 
via notificación de sus defensores, (2) formu- 
lar preguntas con fines ajenos a la pesquisa 
en una ampliación de declaración indagato- 
ria, (3) morosidad entre la toma de indagato- 
rias y la resolución de situaciones procesales 
de encartados y (4) falta de control posterior 
sobre un bien entregado en depósito judicial. 

- causa n. B 31/02 caratulado "NN s/ pta. inf. 
art 1 62 del CP": (1 ) denegar a los imputados 
el adelanto de la fecha de la declaración in- 
dagatoria con el argumento de que las fechas 
ya estaban asignadas, en desconocimiento 
del artículo 73 del Código procesal Penal, (2) 
disponer medidas excesivas como el allana- 
miento, requisas personales y de automoto- 
res para la obtención de los celulares cuando 
resultaba más eficaz solicitar información a 
las empresas de telefonía celular móvil, y (3) 
el retraso entre la elevación de autos para 
sentencia y la resolución) de noviembre de 
2003 a febrero de 2004). 

- causa n. Q 608/02 caratulada "Rojas, Emilio 
Antonio y otros s/pta. Inf. Ley 22.415": incum- 
plimiento del plazo de la determinación proce- 
sal de los encartados, vinculado a la oferta por 
parte del juez de profesionales patrocinantes. 

- causa n. Q 330/01 caratulada "Sánchez, Ariel 
Gustavo, Giardini, Ernesto Heraldo y Chamo- 
rro Rodríguez, Blas Eduardo s/ pta. Inf. Art. 
874 inc. d) ley 22.415": (1) falta de control 
sobre un bien (avioneta) entregado en depó- 
sito judicial y (2) falta de resguardo, contralor 
(aforo aduanero) y destino final de la merca- 
dería secuestrada. 

- causa n. Q 213/03 caratulada "Legretin, Ma- 
ría Silvia y otros s/pta. Infracción art. 1 94 C.R": 
(1) disponer una medida excesiva como la 
identificación de los imputados que se encon- 
traban en libertad cuando los procedimientos 
de identificación se orientan para luego pro- 
ceder a la detención, y (2) la notificación del 
inicio de la causa a las diferentes entidades 
representadas sin que existiera una mínima 
expresión de convicción suficiente para esti- 
mar la existencia de un hecho delictuoso. 

- Causa n. Q 149/00 caratulada "Massaro, Gla- 
dys Celmira s/ denuncia": no haberse aparta- 
do inmediatamente de la causa en razón a 
que de la denuncia efectuada en sede poli- 
cial, de la declaración testimonial de la de- 
nunciante y otro testigo, del requerimiento fis- 
cal surgían como posibles imputadas las so- 
ciedades comerciales SADESA y ARLEY 



- causas n. B 301/02 caratulada "Zamar, Mar- 
tín Alberto s/ su denuncia"; n. Q 301/02 caratu- 
lada "Zamar, Martín Alberto s/ su solicitud"; 
n. Q 455/02 caratulada "Mazzuchini, Dante Ariel 
s/ denuncia contra Zamar, Martín Alberto": (1 ) 
dilatar la resolución de la cuestión de fondo y 
(2) desviar la investigación a la cuestión pa- 
trimonial de la titularidad del equipamiento 
mientras que el hurto enrostrado refiere a la 
señal televisiva. 

- causa n. s 1 65/03 caratulada "Zamar, Martín 
Alberto s/ su denuncia": (1) utilizar de modo 
excesivo la detención del imputado para to- 
mar declaración indagatoria y (2) demorar la 
definición de su situación procesal del impu- 
tado. 

Haber cometido irregularidades en la confec- 
ción de las listas de conjueces es el tercer 
cargo de la acusación, el que se sustenta en 
tres diferentes reproches. El primero por ha- 
ber manipulado la lista de conjueces. Se con- 
sidera que "...el Dr. Fariz elevaba a la Exc- 
ma. Cámara una nómina de letrados de la 
jurisdicción, de los cuales la alzada desinsa- 
culaba a diez, los que integrarían finalmente 
la lista de conjueces. En todas las listas reali- 
zadas por el Dr. Fariz, encontramos a un gru- 
po constante de abogados propuestos. De 
ellos, vemos siempre que, el Dr. Peralta se 
ve 'beneficiado' respecto de los demás inte- 
grantes de la lista con su nombramiento". 

El segundo por haber omitido las actas de 
sorteos de conjueces o subrogantes en nu- 
merosas ocasiones. Se destaca que en tanto 
en la causa N s 408/97 "Fisco Nacional 
R.N.S.S. c/ Coopertiva Agroindustrial Arno 
Ltda. s/ Ejecución Fiscal", el conjuez Dr. Ig- 
nacio Montoya — defensor público oficial — al 
modificarse el régimen de subrogancias rea- 
lizó el sorteo de un nuevo conjuez — salió 
sorteado el Dr. Héctor Luis Viscay — , el juez 
Fariz no realizó ese acto en el expediente 
N Q 486/98 "Fisco Nacional /AFIP-RNSS) C/ 
Cooperativa Industrial Arno Ltda. s/ ejecución 
fiscal". 

El tercer cuestionamiento se relaciona con la 
forma "sospechosa" en que el Dr. Fariz toma- 
ba licencia en ocasión que debía adoptar de- 
cisiones importantes. 

El cuarto cargo es inherente a los nombra- 
mientos de abogados defensores y abarca dos 
cuestionamientos. El primero por haber su- 
gerido a algunos detenidos el nombre de de- 
terminados defensores, especialmente del Dr. 
Carlos Ernesto Barrilis, con promesa de re- 
sultado. Menciona como prueba de cargo la 
declaración del Dr. Virgilio David Palud, la 
denuncia del Dr. José Ernesto Gianfelice ante 
el Colegio de Abogados de Reconquista, los 
dichos de la Sra. Julieta Solari y las expresio- 
nes del Sr. Dante Mazzuchini. 

El segundo por haber violado el deber de im- 
parcialidad al favorecer a "los representados 
por su antiguo socio, el Dr. Ferullo", lo que se 
hallaría evidenciado en dos demandas pro- 
movidas por "Friar S.A" (causas 1001/99 y 
325/99). 

II. Que por resolución N e 523/05 dictada en 
el expediente N s 335/05 caratulado "Unión de 
Empleados de la Justicia de la Nación c/ Dr. 
Fariz, Eduardo (Juez Federal)", el Consejo de 
la Magistratura acusó nuevamente al Dr. Fa- 
riz, lo que dio origen al expediente N s 19 del 
registro del Jurado, el que se acumuló mate- 
rialmente al expediente N B 17 (fs. 1609). 

El cargo consiste en haber planeado una con- 
certación con el defensor Dr. Ricardo Ceferi- 
no Degoumois y con el conjuez Dr. Hugo Re- 
becchi para concretar la excarcelación de 
sujetos vinculados al tráfico de estupefacien- 
tes y al contrabando. Dicha conducta se ha- 
bría evidenciado en las causas "Ferrero", "Gó- 
mez", "Toloza" y "Cano" y abarca diferentes 
aspectos. El primero al haber permitido la 
actuación como defensor del Dr. Degoumois 
en las causas "Ferrero" y "Gómez", no obs- 
tante que había actuado como juez subrogan- 
te. El segundo por haber tramitado "en para- 
lelo" dos pedidos de excarcelación en la cau- 
sa "Ferrero". El tercero por la sospechosa 
designación de un juez subrogante amigo 
— el Dr. Rebecchi — , previo pedido de licen- 
cia del Dr. Fariz, de modo de resolver aquél 
lo que Fariz "quería pero no podía hacer". Que 
"la designación de un juez subrogante ami- 
go, previo pedido de licencia de Fariz, para 
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que resuelva lo que éste quería pero no po- 
día hacer, es el común denominador en ésta 
y otras causas y guarda similitud con alguno 
de los cargos ya formulados, siendo el signo 
más evidente de su mal desempeño funcio- 
nal y su mala conducta procesal". 

Se puso de relieve que Ferrero, Toloza y Gó- 
mez habían sido procesados por el Dr. Fariz 
en diferentes causas y los tres fueron libera- 
dos el mismo día 5 de agosto de 2005 por el 
conjuez Rebecchi haciendo lugar al pedido 
de excarcelación del defensor Degoumois y 
que Ferrero prestó la caución fijada en "Tolo- 
za". 

Concluye que "todo lo ocurrido en la causa 
Ferrero y las similitudes destacadas en las 
causas Gómez, Toloza y Cano, confirman la 
existencia de un concierto de voluntades con 
una finalidad común cuyos partícipes ya han 
sido señalados y dentro de los cuales, en gra- 
do preponderante, se encuentra el acusa- 
do...". 

III. Que en su primer escrito de defensa 
(fs. 1259/1338), la asistencia técnica particu- 
lar rebate los cargos por los que el Dr. Fariz 
ha sido acusado en la causa N 5 1 7. 

Considera que el origen de las denuncias por 
el supuesto maltrato a empleados — primer 
cargo — , se debió a la intervención de la Unión 
de Empleados de la Justicia Nacional en el 
año 2003. Se pregunta "si lo acontecido con 
los empleados... fue tan grave como ahora 
sostienen y se llena la boca diciéndolo su 'vo- 
cera en el Juzgado' la Sra. Elba Fernández. . . 
¿por qué motivo es que tuvieron que esperar 
desde 1997 hasta diciembre del 2003, para 
salir a denunciar a este magistrado ... en el 
Consejo de la Magistratura y en todos los 
medios de comunicación a su alcance?". 

En lo esencial señala que ningún empleado 
se quejó ante los dos camaristas de Resis- 
tencia que efectuaron una visita en el juzga- 
do federal en octubre de 2004. Que las "su- 
cesivas falencias detectadas en la proyección 
del despacho diario..." efectuado por Elba 
Fernández, y los llamados de atención, así 
como las sanciones disciplinarias que debió 
imponerle, fueron confirmadas por la cámara 
de apelaciones. Que con motivo de que aqué- 
lla efectuó un interlineado en la providencia 
de fs. 42 del expediente 72/03 "Andrade", el 
que no existía al momento de librarse las cé- 
dulas pertinentes, instruyó el sumario 2/2003 
y puso el hecho en conocimiento del fiscal 
federal, quien la denunció penalmente. 

Con referencia a la Dra. Patricia Sellares, ti- 
tular de la Secretaría penal desde 1997 has- 
ta 2001 , se manifiesta que el juez Fariz le 
impuso diez días de suspensión por las irre- 
gularidades detectadas en la tramitación de 
las causas, decisión que fue confirmada por 
el tribunal de alzada. Que renunció después 
de haber sido denunciada penalmente por el 
fiscal Dr. Cristóbal Ricardo Cavanagh por el 
supuesto delito de incumplimiento de los de- 
beres de funcionario público y que tuvo otro 
proceso penal por la supuesta pérdida de 
efectos secuestrados. 

Según expresa, la Dra. Claudia Machado "es 
una persona altamente sensible que padece 
especialmente el conflicto armado en el Juz- 
gado y que tiene una concepción que la lleva 
a salir en defensa de quien supone más débil 
y con esa misma franqueza sostiene que si 
en algo cambiara el suscripto, no tendría in- 
convenientes en seguir trabajando en el Juz- 
gado conmigo". 

Se afirma que el magistrado no presionó a 
Acosta, Mandagaran Matta y Pastare para 
desistir del propósito de aspirar a un ascenso 
en el juzgado del Dr. Fariz, sino que les ex- 
presó que "no era mío el problema, sino una 
situación que me excedía absolutamente en 
lo personal, ya que no sólo no podía cumplir 
con sus legítimos intereses que tenían en 
ascender, sino que tampoco podía cumplir con 
la gente de Reconquista, ya que se me había 
podado en cuatro los cargos que la ley de 
creación había dispuesto". 

Examina la defensa las causas que integran 
el segundo cargo caratuladas "Salaberry...", 
"Garavaglia...", "Martínez...", "Funes...", 
"N.N... art. 162 del Código Penal", "Rojas...", 
"Sánchez..." y "Legretín...", y concluye afir- 
mando que no se ha acreditado ninguna irre- 



gularidad en su tramitación. Que si bien en la 
causa 149/00 "Massaro", el Dr. Fariz se ex- 
cusó recién cuando la causa quedó definiti- 
vamente radicada en el juzgado a su cargo 
"no se verificó perjuicio alguno, y en realidad 
la causa ha estado tramitando mucho más 
tiempo fuera de la jurisdicción y competencia 
del suscripto que en la sede del tribunal". Que 
hace mérito de los motivos por los que deci- 
dió los allanamientos y detenciones en los 
expedientes nros. 301 y 165 (denuncias de 
Martín Zamar contra Mazzuchini y Sulgati res- 
pectivamente), y expresa que no se han acre- 
ditado irregularidades. 

En cuanto a la imputación de no haberse ex- 
cusado en las causas que intervenía Zamar, 
manifiesta que "más allá de las conjeturas a 
las que arribaran los denunciantes, apartar- 
me de toda causa en la que pueda intervenir 
de algún modo alguien a quien pudo haber 
asistido en alguna oportunidad a lo largo de 
mis 25 años de ejercicio profesional, habien- 
do transcurrido ya más de 7 años de haber 
cesado en el ejercicio de mi profesión por 
haberme hecho cargo del Juzgado Federal, 
importaría necesariamente tener que ejercer 
la judicatura en un más que reducido ámbito 
de causas y sólo cuando las partes hubieran 
vivido con anterioridad, a cientos kilómetros 
al menos de la ciudad de Reconquista". Que 
en las causas N s 725 "Pauloni..." (daños y 
perjuicios y beneficio de litigar sin gastos) no 
se excusó por su relación con Zamar, sino 
con Eduardo Federico Richter. 

La defensa califica de imprecisa la formula- 
ción del tercer cargo referente a la supuesta 
manipulación de la designación de conjueces, 
pues "debió describir cuál es la manipulación, 
en qué consiste, cómo de despliega, con qué 
medios y para qué efectos". Que "el listado 
de conjueces se realizaba conforme al siste- 
ma previsto en la ley y que era similar al apli- 
cado por todos los Jueces Federales del país, 
conforme ley 20.581... De los letrados que 
poseen matrícula federal, que no son todos 
ni muchos y litigan ante el Juzgado se efec- 
tuaba un listado de alrededor de 15, que se 
remitía a la Cámara Federal de Resistencia 
donde ese número quedaba reducido a 10, 
ignorando cuál era el sistema utilizado para 
ello, que luego eran puestos en conocimiento 
del Juzgado y pasaba a ser el listado de con- 
jueces que se encargarían de suplir al Magis- 
trado en caso de licencia, previo sorteo que 
se efectuó en todos los casos — sin excep- 
ción — delante de uno de los Secretarios del 
Juzgado y con la presencia de dos emplea- 
dos como testigos". 

En cuanto al cuarto cargo expresa la asisten- 
cia técnica del juez que la imputación de que 
el Dr. Fariz indicaba el nombre de defensores 
se basa en los dichos de testigos "de oídas" 
(del Dr. Palud y de la Sra. Solari), los que no 
resultan idóneos para sustentar la menciona- 
da imputación. Que "con referencias a testi- 
gos de oídas se construye un discurso difícil 
de rebatir, en tanto no hay chance de contes- 
tar y defender propios actos". 

Niega que el Dr. Fariz haya actuado a favor 
de los intereses del Dr. Vicente Guido Feru- 
llo. Examina los expedientes iniciados por 
"Friar" y concluye que no se ha probado una 
conducta irregular. 

IV. Que en el segundo escrito de defensa de- 
ducido en la causa N s 19 (fs. 1582/1 607 vta), 
los defensores particulares del magistrado 
interpretan que del relato de los hechos efec- 
tuado por los acusadores, parecería que ha- 
brían descubierto una "verdadera organiza- 
ción delictiva en la que varios integrantes ope- 
ran en distintos estamentos tendientes a ob- 
tener libertades de aquellas personas que le- 
galmente se encontrarían impedidas de lo- 
grarlo" y ello se trata de una imputación fal- 
sa, sin sustento probatorio alguno. 

Aducen que no puede efectuarse ningún re- 
proche al magistrado por haber permitido la 
actuación del Dr. Degoumois como defensor 
del procesado Ferrero después de haber in- 
tervenido en la causa como juez subrogante, 
puesto que ninguna norma del Código de Eti- 
ca del Tribunal de Disciplina del Colegio de 
Abogados de Reconquista impedía dicha ac- 
tuación y que dicha acción no está tipificada 
en el Código Penal. 

Agregan que el Dr. Fariz no actuó irregular- 
mente al haber tramitado dos pedidos de ex- 



carcelación del procesado Ferrero en forma 
paralela, puesto que "no resultaba acertado 
ni procedente otra conducta procesal que no 
fuera la de receptar el pedido del defensor de 
Ferrero, formar incidencia y hacerla conocer 
a quien debe controlar la legalidad de los ac- 
tos procesales" y que la decisión de desistir 
del recurso de apelación en el primer incidente 
"fue adoptada por el imputado personalmen- 
te. 

Entienden que no existe prueba que dé sus- 
tento al reproche de que el Dr. Fariz había 
decidido la designación del Dr. Rebecchi como 
juez subrogante para resolver lo que aquél 
quería pero no podía hacer por haber resuel- 
to en forma contraria. Que es de práctica la 
consulta telefónica a los profesionales inscrip- 
tos en la lista de conjueces "para evitar que 
los abogados sorteados, luego rechacen el 
nombramiento. Una vez depurada la lista de 
los quince candidatos todos los restantes en- 
tra al sorteo que la Cámara realiza para la 
desinsaculación del Juez subrogante". Que 
"la Cámara al designar al Dr. Hugo Rebecchi 
pudo haber extendido el plazo por error has- 
ta el día 12 de agosto". Que el juez Fariz en- 
vió una nota a la Cámara comunicando que 
había desaparecido la dolencia que motivó el 
pedido de licencia, por sugerencia de la pro- 
secretaria Norma Delia De Paoli de Díaz. 

Concluyen diciendo que es "inaceptable y de 
mala fe" sostener que el señor juez Fariz pi- 
dió licencia sin padecer dolencia alguna para 
que el conjuez Rebecchi pudiera disponer li- 
bertades "consensuadas clandestinamente" 
con el juez acusado. 

V Que en la audiencia de debate oral, que 
comenzó el 9 de febrero de 2006 se recibió la 
declaración de los testigos ofrecidos por las 
partes y aceptados por el Jurado. Se incor- 
poró la prueba que por su naturaleza fue rea- 
lizada con anterioridad al debate y se dispu- 
sieron medidas para mejor proveer. 

La acusación y la defensa informaron oral- 
mente y después de escuchar al magistrado, 
concluyó definitivamente el debate, con lo cual 
la causa quedó en condiciones de ser resuel- 
ta. 

Y CONSIDERANDO: 

CUESTIÓN PRELIMINAR: 

La señora presidente doctora Elena I. Highton 
de Nolasco y los doctores Enrique Pedro Bas- 
la, Sergio Adrián Gallia, Manuel Justo Bala- 
dran, Ramiro Domingo Puyol, Eduardo Ale- 
jandro Roca, Guillermo Ernesto Sagúes, Ai- 
dée Vázquez Villar y José Luis Zavalía dicen: 

Que la defensa en el alegato final sostuvo que 
"todos aquellos cargos que no han sido de- 
sarrollados y expresamente imputados (...) 
todo aquello que no dijeron en el alegato, re- 
sulta decididamente desistido por parte de la 
Acusación" (conf. página 90 y 1 12 de la ver- 
sión estenográfica de la audiencia del 23 de 
febrero de 2006). 

Por su parte los señores representantes del 
Consejo de la Magistratura, al iniciar su ale- 
gato final, sostuvieron que "ratificamos en to- 
dos sus términos los cargos que contiene la 
acusación base de este enjuiciamiento en las 
causas 1 7 y 1 9" (conf. página 5 de la versión 
estenográfica de la audiencia del 23 de fe- 
brero de 2006). 

De lo trascripto surge que los cargos por 
los que el juez Fariz ha sido acusado (Re- 
soluciones del Consejo de la Magistratura 
números 367/05, 395/05 — rectificación par- 
cial—, 523/05 y de fs. 1341 de este Jurado 
que decretó la nulidad parcial de la acusa- 
ción por el cargo "Irregularidad respecto de 
la locación del inmueble, sede del juzgado 
federal") han sido sostenidos en su totali- 
dad, con independencia del desarrollo de 
las alegaciones efectuadas sobre la prue- 
ba producida. 

En consecuencia el Jurado ha de examinar y 
serán motivo de pronunciamiento todos los 
cargos imputados al magistrado mediante las 
resoluciones mencionadas, sin que se advier- 
ta lesión al derecho de defensa en juicio y del 
principio de congruencia de raigambre cons- 
titucional, ínsito en la garantía del debido pro- 
ceso al que debe ajustarse inexcusablemen- 
te. 



CARGOS DE LA CAUSA N Q 17: 

PRIMER CARGO —conducta impropia del 
juez Fariz con relación a sus empleados — : 

La señora presidente doctora Elena I. Highton 
de Nolasco y los doctores Manuel Justo Ba- 
ladran, Sergio Adrián Gallia, Ramiro Domin- 
go Puyol, Eduardo Alejandro Roca, Guiller- 
mo Ernesto Sagúes, Aidée Vázquez Villar y 
José Luis Zavalía dicen: 

1 Q ) Que la acusación, en este punto, cuestio- 
na la actuación del doctor Eduardo Luis Ma- 
ría Fariz como titular del Juzgado Federal de 
Reconquista, Provincia de Santa Fe, sobre la 
base de diferentes hechos en los que se apo- 
ya la conducta impropia que se le atribuye 
con relación a sus empleados y que configu- 
raría la causal constitucional de mal desem- 
peño. 

Así, se menciona el clima de tensión; la asig- 
nación a determinados empleados de tareas, 
responsabilidades y carga horaria excesiva 
para poder ser asimilados y ejecutados ade- 
cuadamente; la actitud amenazante y reite- 
rada del juez trasmitiendo temor a represa- 
lias, venganzas y pérdida del trabajo que ge- 
neró la renuncia de varios empleados a sus 
cargos; la utilización del personal para labo- 
res personales; el trato despectivo fuera de 
la actividad laboral por parte del magistrado; 
la persecución mediante notas, sumarios, pro- 
cesos, advertencias, o bajas de calificaciones 
contra los agentes Sellares, Fernández y 
Machado Schlie y la postergación del ascen- 
so de la doctora Almeida fundado en criterios 
subjetivos y discriminatorios. 

I. DEL CLIMA DE TENSIÓN. 

2 Q ) Que con relación al hecho que sustenta la 
imputación formulada por la acusación con- 
tra el doctor Fariz, se hace referencia al clima 
de tensión en que desarrollaron su labor los 
empleados del Juzgado Federal de Recon- 
quista. 

En forma preliminar resulta relevante desta- 
car que generalmente los juzgados de instruc- 
ción por la índole de su competencia penal y 
las urgencias derivadas de los valores com- 
prometidos como lo es la libertad de las per- 
sonas, imprimiendo a las causas de naturale- 
za penal un preferente despacho, son ambien- 
tes propicios para la existencia de una convi- 
vencia en muchos casos tensa. 

Es así que la actividad judicial que se desa- 
rrolla en el área de las secretarías penales 
exige un compromiso laboral que puede ori- 
ginar sin duda un mayor estrés en el perso- 
nal, como así también un clima muchas ve- 
ces conflictivo y de nerviosismo, turbación y 
ansiedad, entre el juez y sus dependientes. 

En estas dependencias judiciales las relacio- 
nes humanas no son las ideales, siendo co- 
mún que se susciten episodios no deseables, 
frustraciones y alteraciones en la conviven- 
cia ante las emergencias, las órdenes mal 
ejecutadas o la inobservancia de obligacio- 
nes elementales. 

Es cierto que en la organización judicial jerár- 
quica, al igual que en cualquier otro tipo or- 
ganizativo, uno de los pilares básicos es que 
los que invisten cargos directivos deben es- 
tar capacitados para evaluar la labor desa- 
rrollada por los niveles inferiores, fijando pau- 
tas de conducta y actuando como estabiliza- 
dores hacia adentro del grupo ante las fuen- 
tes de tensiones internas. 

Pero también lo es que esta compleja y ar- 
dua tarea para descomprimir el conflicto in- 
terno requiere de quien ejerce el liderazgo una 
actitud sensible para ir adecuando su conduc- 
ta de acuerdo a las respuestas que se obtie- 
nen. 

Sería conveniente para facilitar esta tarea que 
los que desempeñan funciones directivas en 
el ámbito judicial cuenten en su formación con 
principios de psicología y sociología de las 
organizaciones, para reducir los parámetros 
de conflictividad. 

La actitud de los responsables de los juzga- 
dos, en especial del fuero penal y la sintonía 
que logren no sólo con sus subordinados sino 
también con los demás órganos requirentes 
incluyendo a los familiares de los detenidos, 
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son esenciales para el éxito de la gestión que 
llevan adelante en pos de un mejor servicio 
de justicia. 

3 Q ) Que establecidas estas pautas de orden 
general como marco referencial, cabe abo- 
carse a la particular situación de conflicto que 
se vivió en la Secretaría Penal del tribunal a 
cargo del doctor Eduardo Luis María Fariz. 
Sobre ese aspecto, funcionarios y empleados 
del Juzgado Federal de Reconquista aludie- 
ron al clima de tensión existente, como el caso 
de Alicia Beatriz Gelcich (pág. 35, VE 1 0/2/06), 
Andrea Fun Marega (pág. 75 y 86, VE 
10/2/06), Mariana Clarisa Shcimanski (pág. 
6, 12 y 41 VE 10/2/06), Juan Ángel Acuña 
(pág. 135 y 136, VE 10/2/06) y Claudia Ma- 
chado Schlie (pág. 115/11 8, VE 1 4/02/2006, 
coincidente con Maidana — pág. 68, VE 
10/2/06—). 

Sin embargo es imprescindible destacar la 
necesidad de focalizar la totalidad de las es- 
peciales relaciones humanas que se genera- 
ban en las dependencias del juzgado, con el 
fin de evitar un estudio parcial de su situación 
interna que impida visualizar las concretas 
razones por las cuales se originaron los con- 
flictos. Sobre este punto, es dable señalar que 
el clima de tensión se generó en el marco de 
una especial situación vivida por algunos 
agentes del tribunal con el juez y las relacio- 
nes que éste entablaba con esos dependien- 
tes. 

Así, se registró una primera etapa donde la 
coexistencia entre juez y dependientes era 
buena — hasta los años 2001 ó 2002 aproxi- 
madamente — , que luego cambió radicalmen- 
te. Patricia Sellares dijo al respecto que en la 
primera época de funcionamiento del tribunal 
el trato del juez a los empleados era bueno 
—pág. 21 , VE 1 0/02/2006—, en coincidencia 
con Braidot —pág. 6, VE 14/2/06— y Shci- 
manski — pág. 6, VE 10/2/06 — , quien a su 
vez apuntó que había concurrido al casamien- 
to de la hija del doctor Fariz tres años atrás 
—pág. 52, VE 10/2/06—. 

Evidentemente, el contexto de camaradería 
y buenas relaciones funcionales entre Fariz y 
los integrantes de su dependencia, que inclu- 
so alcanzaron los ámbitos sociales privados, 
entró en crisis alterando las relaciones huma- 
nas y la convivencia en el juzgado. 

Bruno Zanel se refirió al "quiebre" de la ar- 
monía dentro del juzgado, al señalar puntual- 
mente que ello sucedió con el problema que 
había tenido Elba Fernández por un interli- 
neado y la formación de un expediente admi- 
nistrativo que originó una causa penal en con- 
tra de la nombrada (pág. 127 y 133, VE 
10/2/06). El hecho mencionado, que marca 
una tajante divisoria de aguas en las relacio- 
nes entre Fariz y sus empleados fue origen 
de la etapa más convulsionada de la vida del 
tribunal que se convirtió, según una gráfica 
apreciación del mencionada Zanel, en un 
"conventillo" (fojas 252/253 de los actuados 
principales). 

Tal referencia se relaciona, como lo puso de 
resalto la defensa en su informe final, con lo 
que sucedía en el Juzgado Federal de Re- 
conquista producto de los comentarios dia- 
rios de los empleados, donde unos tenían afi- 
nidad con el magistrado, otros le dispensa- 
ban poca simpatía y los restantes manifesta- 
ban constantemente su problemática perso- 
nal. 

El complejo cuadro de ataques recíprocos no 
podía desarrollarse sin la aceptación e inter- 
vención del magistrado acusado, tal como lo 
puso de resalto la doctora Zarza al señalar 
que desde la denuncia ante el Consejo de la 
Magistratura y el diálogo que tuvo con sus 
compañeros, se dio cuenta de que el doctor 
Fariz les hablaba mal de ella o a ella de los 
otros, provocando un distanciamiento entre 
los empleados (pág. 80, VE 1 0/02/2006). Acu- 
ña coincidió con que se sentía manipulado 
por el doctor Fariz cuando le hablaba mal de 
las personas y generaba enfrentamientos con 
otros compañeros (pág. 135, 136, VE 
10/2/06). 

4 Q ) Que, la situación de conflicto entre los in- 
tegrantes del juzgado se evidenció con los 
episodios que involucraron a la doctora Se- 
llares, a Machado Schlie y a Fernández (ver 
declaraciones de Gelcich — pág. 58, VE 
1 0/2/06—; Fun Marega —pág. 63 y 72/73, VE 



10/2/06—; Shcimanski —pág. 7 y 41, VE 
10/2/06— y doctor Virgilio Palud —declara- 
ción por informe escrito de fs. 1 943/1 945 — ). 

Cabe señalar que las tensiones no sólo se 
producían entre juez y empleados sino que 
los problemas de convivencia se generaban 
también entre los propios dependientes, como 
el caso suscitado entre las doctoras Sellares 
y Zarza (ver declaraciones págs. 29/30 y 1 1 0, 
VE 1 0/02/2006 y especialmente pág. 1 1 3, VE 
10/2/06, donde ésta refiere una "manifiesta 
rivalidad" por parte de la nombrada ex secre- 
taria). 

5 Q ) Que el problema entre el doctor Fariz y 
sus empleados no abarcaba a todos los agen- 
tes de la secretaría penal, más allá que la si- 
tuación se extendiera a ellos luego de sus 
declaraciones ante la Comisión de Acusación 
del Consejo de la Magistratura, lo cual em- 
peoró la convivencia en el Juzgado Federal 
de Reconquista. 

Sobre ello Gelcich indicó que estaban aquellos 
empleados involucrados en "este asunto", en 
referencia a los problemas con el juez Fariz, y 
los restantes que no tenían inconvenientes con 
el magistrado, tal su caso personal (pág. 58, 
VE 10/2/06). Andrea Fun Marega señaló que 
los problemas eran entre algunos empleados y 
el juez, más allá que luego aquellos que esta- 
ban bien con el magistrado se unieron a los 
demás (págs. 63 y 72/73, VE 10/2/06). 

A su vez, Zanel, señaló que el juez daba res- 
puesta personal a sus inquietudes resaltan- 
do el buen trato recibido por aquél (págs. 1 03 
y 1 34, VE 1 0/2/06, lo que fue corroborado por 
la doctora Zarza — pág. 78/79, VE 
10/02/2006—, Almeida —pág. 92, VE 
14/02/2006— y Andrea Fun Marega —pág. 
62, VE 10/2/06—). 

También concordaron los empleados en que 
el juez concedía licencias sin inconvenientes 
(Braidot— pág. 19, VE 14/2/06—; Gelcich — 
pág. 40, VE 10/2/06—; Fun Marega —pág. 
74, VE 10/2/06—; Zanel —pág. 135, VE 
1 0/2/06 — ; Mariana Clarisa Shcimanski — pág. 
42, VE 1 0/2/06—; Elba Fernández —pág. 48, 
VE 14/02/06—; Almeida —pág. 93, VE 
14/02/06—; Shcimanski —pág. 42, VE 
10/2/06—; Machado —pág. 132, VE 
1 4/2/06—; Zarza —pág. 1 05, VE 1 0/2/06—). 

6 Q ) Que habrían contribuido al marco de ten- 
sión laboral algunos episodios por parte del 
juez, como el relatado por Mariana Clarisa 
Shcimanski con motivo de la licencia por el 
fallecimiento de su hijo de nueve años y la 
espera injustificada que sufrió su madre en 
ocasión para entregar a Fariz un certificado 
médico (pág. 43, VE 10/2/06). 

Acuña declaró sobre la prohibición del juez 
para que ingresara su esposa al juzgado, 
mientras que se lo permitía a los maridos de 
otras empleadas (pág. 1 55 y 1 57, VE 1 0/2/06). 
Por su parte, algunos dependientes mencio- 
naron que el juez Fariz les impedía dirigirse 
la palabra entre ellos, como Sellares, Shci- 
mansky y Fun Marega, a diferencia de Almei- 
da, Braidot y Zanel que declararon sobre la 
libertad que tenían para comunicarse (ver VE 
de los días 10/2/06 y 14/2/06). 

También lo señalado por Machado, al mani- 
festar que después de declarar ante el Con- 
sejo de la Magistratura el juez le prohibió que 
le dirija la palabra, situación que se prolongó 
hasta el 3 de agosto de 2005 (pág. 115/118, 
VE 14/02/2006, en coincidencia con Mariana 
Shcimanski —pág. 52, VE 10/2/06—). La 
empleada refirió asimismo que el juez le negó 
su desafectación de las tareas como oficial 
notificador, solicitada con motivo de las mo- 
lestias que tenía por su embarazo (ver pág. 
1 1 1 , VE 1 4/2/06 y declaración del doctor Mai- 
dana en pág. 70 y 74, VE 10/2/06). 

7 B ) Que sentado lo que antecede y con el fin 
de examinar objetivamente la situación que 
imperaba en el juzgado del doctor Fariz, es 
imprescindible puntualizar que los señores jue- 
ces de la Cámara Federal de Apelaciones de 
Resistencia concurrieron a la sede del Juzga- 
do Federal de Reconquista con el fin de cum- 
plir la visita reglamentaria dispuesta por Acuer- 
do Extraordinario N s 897, labrándose el veinte 
de octubre del año dos mil cuatro el acta N Q 1 . 

De tales actuaciones surge que el tribunal — 
presidido por la doctora María Beatriz Fernán- 



dez, integrado por el doctor Tomás J.A. Inda 
y con la asistencia de la secretaria de cáma- 
ra autorizante Marina M. Venturini de Bru- 
niard — entrevistó individualmente a los em- 
pleados del juzgado (en ejercicio de la super- 
intendencia directa establecida en el art. 1 1 8 
inciso c del Reglamento para la Justicia Na- 
cional). 

En tal ocasión la presidente expresó a cada 
uno de ellos "que tal entrevista tenía por ob- 
jeto brindar la oportunidad para que manifies- 
ten las inquietudes que estimen pertinentes" 
(ver a su vez declaración por informe escrito 
de la doctora Fernández a fs. 1716). 

En esa oportunidad quedó asentado que el 
personal formuló referencias de carácter ge- 
neral acerca del funcionamiento del área den- 
tro de la cual prestaba servicios y en particu- 
lar en relación a las funciones que desempe- 
ñaban, sin mencionar irregularidad alguna vin- 
culada con maltrato por parte del magistrado 
enjuiciado. 

Cabe destacar que para la época de esas 
entrevistas se encontraba en trámite el expe- 
diente N s 379/03 del Consejo de la Magistra- 
tura de la Nación, donde precisamente se in- 
vestigaba la conducta del juez con relación a 
los empleados de su tribunal y en el que ya 
habían declarado, conforme surge del expe- 
diente principal, los agentes del tribunal — 
del cuatro al veintisiete de mayo del mismo 
año en que fue labrada el Acta N B 1 — . 

Por otra parte los propios empleados del Juz- 
gado Federal de Reconquista al declarar du- 
rante el debate corroboraron el encuentro 
mantenido con los jueces de la Cámara Fe- 
deral de Apelaciones de Resistencia. 

Alicia Gelcich relató que inspeccionaron las 
dos secretarías, que les pidieron los libros, 
que miraron expedientes, que controlaban las 
fechas de decreto con las fechas de cargo, 
controlaron "todo", la formalidad de la parte 
administrativa y si tenían todo en orden. Asi- 
mismo, refirió que concluida la inspección, los 
camaristas convocaron a cada uno de los 
empleados interrogándolos acerca de si te- 
nían algún reclamo que efectuar. Por último, 
expresó que "siempre" se sintió libre para 
expresarse en esas circunstancias (pág. 50, 
VE 10/2/06). 

La empleada Fernández aludió a dicha visita 
refiriendo que "fueron llamando a uno por uno, 
a todo el personal. Hablamos todos con los 
miembros de la Cámara. íbamos pasando de 
a uno y hablando en privado con los camaris- 
tas..." (pág. 47, VE del 14/2/06). Y si bien la 
dicente manifestó ante el Jurado que en tal 
ocasión expuso los problemas a los que es- 
taba sometida, planteándoselo concretamente 
al doctor Inda, sus dichos no logran desvir- 
tuar la veracidad de lo asentado en el instru- 
mento público suscripto por los camaristas y 
a cuyo texto se remitió el mencionado juez 
cuando fue interrogado acerca de lo que su- 
cedió en aquella visita (fs. 1720). 

8 Q ) Que si bien surge que el magistrado acu- 
sado, en su carácter de titular de la depen- 
dencia judicial, no adoptó oportunamente las 
medidas necesarias para desactivar el tenso 
clima laboral imperante en la secretaría pe- 
nal, contribuyendo con sus actitudes erróneas 
a incentivarlo en los casos señalados, debe 
ponderarse a su vez que el conflicto no abar- 
có a las dos secretarías del tribunal ya que 
en el esfera de la civil los niveles de interrela- 
ción laboral fueron normales. 

A partir de ello, se colige que la crisis se de- 
sarrolló en un ambiente propicio, como lo era 
el ámbito de la secretaria penal, por la per- 
manente presión derivada de la urgencia que 
se debía imprimir a los asuntos en trámite lo 
que alteró las relaciones entre los emplea- 
dos, funcionarios y el magistrado. 

A su vez, la entidad del conflicto queda en 
duda con el resultado de la visita efectuada 
por los integrantes del tribunal que ejercía la 
superintendencia sobre el doctor Fariz, no 
surgiendo elemento alguno que permita afir- 
mar que en esa oportunidad los agentes judi- 
ciales denunciaron o al menos informaron 
sobre alguna conducta irregular. 

9 Q ) Que, en definitiva, el hecho atribuido al 
doctor Eduardo Luis María Fariz por la acu- 
sación en este acápite no alcanza un registro 



de gravedad suficiente para configurar la cau- 
sal constitucional de mal desempeño. 

II. DE LA ASIGNACIÓN DE TRABAJO. 

10) Que la acusación imputó al doctor Fariz 
"la asignación a determinados empleados de 
trabajos, tiempo y responsabilidades labora- 
les excesivas en cantidad y calidad de poder 
ser asimilados y ejecutados adecuadamen- 
te", como el caso de Sellares, Fernández, 
Braidot y Machado. 

La última de las nombradas explicó durante 
el debate la recarga de tareas ya que a su 
desempeño como auxiliar en la secretaría ci- 
vil por la mañana, el magistrado le agregó la 
tarea como oficial notificador todas las tardes 
(pág. 111, VE 14/02/2006). Machado señaló 
que además del horario habitual de trabajo, 
tenía la obligación de concurrir al juzgado 
entre las 1 7 y las 20 horas para hacer las re- 
soluciones de las causas penales que trami- 
taba cada uno de los empleados, puntualizan- 
do que el juez no accedió a su ingreso quince 
minutos más tarde del horario fijado. 

La señora Braidot especificó que "vivía aden- 
tro del juzgado" por el trabajo que le era asig- 
nado, por lo cual le fue diagnosticado un cua- 
dro de stress, especialmente cuando tenía no 
sólo que diligenciar cédulas sino además ha- 
cer cumplir "órdenes" de secuestro y embar- 
go en horario vespertino, sin que el magistra- 
do se las disminuyera luego de pedirlo expre- 
samente (págs. 6/8, VE 14/2/06). Agregó que 
además tenía que cumplir funciones propias 
del habilitado, cargo que ocuparon sucesiva- 
mente la señora Elba Fernández y la doctora 
Almeida (pág. 27, VE 14/2/06). Los dichos de 
Braidot fueron confirmados por la doctora 
Zarza que expresó: "Yo la notaba recargada 
de tareas y de responsabilidades que esta- 
ban minando su salud" (pág. 112, VE 
10/02/2006). 

11) Que cabe señalar que la Secretaría Pe- 
nal del Juzgado Federal de Reconquista se 
encontraba superada por el cúmulo de traba- 
jo al no contar con los recursos humanos ne- 
cesarios para afrontarlo. 

De la prueba documental reservada se des- 
prende que fueron varios y sucesivos los re- 
querimientos efectuados por el magistrado 
acusado, solicitando a distintos organismos 
judiciales la designación de personal en su 
tribunal. Así, remitió desde 1997 hasta 2005 
distintos pedidos para que los órganos encar- 
gados de ellos designaran personal, habilita- 
ran más cargos o secretarías para el Juzga- 
do Federal de Reconquista (ver notas a CFAR 
de fecha 13/10/97, 20/2/1998, 1/12/98, 
16/2/02, 23/2/01, 8/2/02, 27/2/03, 10/2/04 y 
14/2/05, al Consejo de la Magistratura del 
4/7/03 y 20/3/04 y a la Administración Gene- 
ral de la CSJN por autorización de cargos fe- 
cha 1 6/2/99 (ver ANEXO J Sobre B). 

Irma Braidot se refirió a la cuestión al señalar 
que el doctor Fariz hacía notas todos los años 
para que designen más empleados y que la 
respuesta era que no había presupuesto ade- 
más de la suspensión de todos los nombra- 
mientos (ver pág. 40, VE 14/2/06). Ello fue 
corroborado por la doctora Zarza al señalar 
que no había personal suficiente en el tribu- 
nal y se contaba con tres cargos que aún es- 
taban pendientes de ser cubiertos (pág. 1 1 2, 
VE 10/02/2006). Coincidió con ella la agente 
Alicia Gelcich (pág. 42, VE 10/2/06). 

12) Que la carencia de personal reseñada 
precedentemente resulta determinante para 
dilucidar la responsabilidad del doctor Fariz 
en la distribución de tareas entre los emplea- 
dos. 

El magistrado acusado no disponía de gran 
margen para asignar funciones a sus depen- 
dientes atendiendo a su capacidad, actitud y 
aptitud para desempeñarlas ante la falta de 
personal, por lo que optó por imponer una 
extensión horaria y reasignar tareas; situación 
en la que quedaron involucrados no sólo los 
empleados sino también los funcionarios. 

Por lo demás, no se ha acreditado la existen- 
cia de pedidos formales por parte del perso- 
nal solicitando el cambio de tareas o reduc- 
ción horaria debidamente fundado, conforme 
el derecho que les confería las normas regla- 
mentarias aplicables al caso (art. 28 del RJN); 
más allá de las quejas que efectuaran al ma- 
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gistrado y que algunos empleados señalaron 
su conformidad con la tarea diaria que se les 
asignaba (ver declaración de Mariana Clari- 
sa Shcimanski — pág. 42, VE 10/2/06—). 

Desde esta perspectiva, atento a las faculta- 
des de dirección propias del magistrado en la 
organización de las tareas de sus subordina- 
dos y no acreditándose el supuesto de irra- 
zonabilidad manifiesta de la orden impartida, 
ni pudiendo válidamente atribuirse la medida 
a fines ajenos a una mejor y más eficiente 
prestación de servicios, el cargo debe ser re- 
chazado. 

III. DE LA ACTITUD AMENAZANTE SOBRE 
EMPLEADOS. 

13) Que la acusación puntualizó la actitud 
amenazante a través de sumarios, notas y 
recomendaciones verbales del juez Fariz a los 
empleados Sellares, Acosta, Mandagarán 
Matta y Pastore para que renunciaran a sus 
cargos en el caso de los dos primeros — se- 
cretaria y prosecretario administrativo, respec- 
tivamente — , como así también para que los 
restantes no se postulen para ocupar las va- 
cantes abiertas en el Juzgado Federal de 
Reconquista. 

1 4) Que del sumario labrado contra la Secre- 
taria Sellares el 1 1 de septiembre de 2000, 
cuyas copias se encuentran reservadas como 
prueba documental, no se advierte elemento 
alguno que permita al menos inferir que tales 
actuaciones hubiesen sido labradas por el 
magistrado acusado para lograr su renuncia 
como secretaria penal del Juzgado Federal 
de Reconquista. Al respecto es necesario pre- 
cisar que las actuaciones administrativas se 
iniciaron con motivo del hallazgo en su ofici- 
na de denuncias, oficios y comunicaciones de 
distintos expedientes sin haberle dado el trá- 
mite procesal pertinente. Se destaca que la 
funcionaría admitió la existencia de la infrac- 
ción formal atribuida. 

A su vez, la regularidad del trámite impreso a 
esas actuaciones y especialmente las razo- 
nes que motivaron su formación fueron ava- 
ladas por la Cámara Federal de Apelaciones 
de Resistencia (ver resolución de 
fs. 337/338vta. en el Sumario N s 1 del Juzga- 
do Federal de Reconquista — Anexo L — Le- 
tra G), el fiscal federal Cristóbal Ricardo Ca- 
vanagh (ver declaración por informe escrito 
de fs. 1748/1751 y copia de escrito a 
fs. 1745/1747) y la propia imputada (pág. 
16/17, VE 10/2/06). 

Si bien en algún pasaje de la declaración pres- 
tada durante el debate la doctora Sellares alu- 
dió a la presión ejercida por el juez con la for- 
mación de ese sumario para que renunciara, 
motivo por el cual le pidió que se termine tal 
situación ofreciéndole irse del juzgado o pe- 
dir un traslado (pág. 1 1 , VE 1 0/02/2006), debe 
advertirse que tales expresiones resultan des- 
virtuadas por ella misma al expresar que en 
esa oportunidad el juez le contestó: "pero no, 
como voy hacer yo algo, al contrario, en todo 
lo que la pueda ayudar la voy [a] ayudar. Ud. 
Tiene un corazón grande, más grande que 
esta casa y que este edificio". 

Ante lo asentado, no puede tenerse por pro- 
bado que el magistrado labrara las actuacio- 
nes indicadas con la finalidad de obtener la 
renuncia de la doctora Sellares, cuando la 
nombrada fundó su dimisión señalando que 
se encontraba "...en delicado estado de sa- 
lud..." y su imposibilidad de concurrir al juz- 
gado para realizar sus tareas (fs. 354 del Su- 
mario Administrativo N Q 1/2000 — Anexo J, 
caja celeste Letra G — ). Tales referencias en 
modo alguno indican que las razones de sa- 
lud invocadas tenían relación con actitudes 
del magistrado acusado. 

Por lo demás, la renuncia interpuesta por la 
ex funcionaría fue aceptada, sin mayores acla- 
raciones, por los jueces de la Cámara Fede- 
ral de Apelaciones de Resistencia mediante 
Acta N Q 945 de fecha 26 de junio de 2001 (cf. 
Fs. 357 de las actuaciones mencionadas). 
Cabe señalar que la testigo admitió su deci- 
sión de renunciar sin aludir a presión alguna 
del magistrado para tomar tal decisión (pág. 
12, VE 10/02/2006). 

Finalmente, las manifestaciones en contrario 
vertidas por el doctor Virgilio Palud no se ba- 
san en datos objetivos sino que se originaron 
por "distintas conversaciones mantenidas" con 



Sellares y sus "comentarios", que "llevaron a 
tener la convicción de que su renuncia fue 
provocada por todas las situaciones que refi- 
rió haberle tocado vivir" (ver declaración por 
informe escrito de fs. 1943/1945). 

1 5) Que con relación al caso del agente Acos- 
ta, conforme surge de la prueba documental 
reservada, es necesario puntualizar inicial- 
mente que para su designación intervino la 
Cámara Federal de Apelaciones de Resisten- 
cia, cumpliéndose para ello con las reglamen- 
taciones vigentes sobre la materia (ver Acta 
N s 957 legajo personal del mencionado agen- 
te — Anexo J sobre N — ). 

A su vez, sus manifestaciones en cuanto a 
que el doctor Fariz le había dicho en dos opor- 
tunidades que "tratara de irse" del Juzgado 
Federal de Reconquista y que "dejara el car- 
go a toda costa" (audiencia del 10/2/06), no 
encuentran sustento en otros elementos 
probatorios obrantes en el expediente. 

Por el contrario y según surge del legajo per- 
sonal, Acosta solicitó restituirse a su cargo del 
Juzgado Federal de Resistencia en razón de 
haberse agudizado un problema de salud de 
su señora esposa y el agravante del acciden- 
te sufrido por su hijo; situaciones que le re- 
sultaban de difícil manejo si permanecía ale- 
jado de su hogar (cf. Acta N Q 963 de la Cá- 
mara Federal de Apelaciones de Resistencia 
por la cual se deja sin efecto su ascenso al 
cargo de Prosecretario Administrativo). 

Los dichos de Acosta resultan dudosos al con- 
frontarlos con las declaraciones de otros agen- 
tes del juzgado federal de Reconquista que 
reconocen haberle hecho "un vacío" desde su 
ingreso al tribunal, en razón de obtener una 
vacante que a criterio de los dicentes corres- 
pondía ocupar a otros empleados (ver decla- 
ración de Mariana Shcimanski, págs. 39/40, 
VE 10/02/2006, Irma Braidot, pág. 39, VE 
1 4/02/2006 y Claudia Machado pág. 1 35, VE 
1 4/02/2006) . Es evidente que la actitud de sus 
compañeros también debe haber influido en 
la decisión de renunciar al cargo. 

1 6) Que, con respecto a las entrevistas man- 
tenidas por el juez Fariz con los agentes Man- 
gadarán Matta y Pastore, no se probó duran- 
te el debate las presiones ejercidas por el 
magistrado acusado. 

El primero de los nombrados, a diferencia de 
su compañero, no indicó de manera fehacien- 
te que hubiese sido forzado por el juez para 
que no se postulara al cargo mencionado 
cuando estaban reunidos en la sede de la 
Cámara Federal de Apelaciones de Resisten- 
cia, más allá de las sugerencias del magis- 
trado indicando los compromisos asumidos 
con otras personas (ver declaraciones pres- 
tadas durante el debate de fecha 13/2/06 y 
14/2/06). A su vez, el propio Pastore admitió 
que decidió no ir al Juzgado Federal de Re- 
conquista retirando voluntariamente su pedi- 
do porque creyó que "no iba a haber feeling 
entre el juez y el empleado" (págs. 52/53, VE 
14/2/06). 

17) Que con respecto al caso de Claudia 
Machado, relató que el doctor Fariz la llamó 
por teléfono para sugerirle que no acepte re- 
emplazar a Zarza como secretaria penal por- 
que tenía intenciones de proponer a unos 
amigos para ese cargo, obligándola a renun- 
ciar con la amenaza de hacerle lo mismo que 
a la doctora Sellares (págs. 127/8, VE 
14/02/2006). 

Cabe advertir que tal renuncia no obstaculizó 
el concreto desempeño de aquel cargo pues 
de sus propios dichos surge que a los pocos 
días se reintegró la doctora Almeida, a quien 
por escalafón le correspondía (ver pág. 164, 
VE 14/02/2006). 

Valorando la prueba reseñada se concluye en 
el rechazo de la imputación. 

IV. DE LA UTILIZACIÓN DEL PERSONAL 
PARA LABORES PERSONALES. 

1 8) Que se le atribuye al doctor Fariz la asig- 
nación de tareas personales al agente Acu- 
ña, quien admitió durante su declaración brin- 
dada en el Consejo de la Magistratura que 
realizaba diligencias fuera del juzgado como 
"...llevar los expedientes a los distintos mi- 
nisterios. . ." y también que, ante el pedido del 
juez o alguna Secretaría, concurría al banco 



a pagar el impuesto inmobiliario, hacía depó- 
sitos o cobraba cheques (fs. 145 y pág. 150, 
VE 10/2/06). Durante el debate reiteró tales 
manifestaciones, agregando que el magistra- 
do le encomendaba llevar algún sobre a un 
estudio de un profesional o ir a la casa del 
juez a buscar la billetera cuando éste se la 
olvidaba (pág. 152, VE 10/2/06). 

Resaltó a su vez como una tarea "insultante" 
que le pesaba moralmente como cristiano, el 
hecho de que el juez le pidiera concurrir a la 
farmacia a comprar profilácticos (pág. 1 54, VE 
10/2/06). 

Sin perjuicio de señalar que sus dichos no se 
encuentran sustentados por otros elementos 
probatorios, cabe advertir que al declarar ante 
el Consejo de la Magistratura, a diferencia de 
lo mencionado en el debate, en ningún mo- 
mento manifestó que debiera realizar algún 
tipo de tarea impropia y mucho menos humi- 
llante. Sí reconoció alguna diligencia de tipo 
personal para el juez o alguna secretaria, pero 
consideró que ello estaba dentro de lo nor- 
mal. 

Por otra parte pudo manifestar libremente al 
juez que la labor encomendada excedía sus 
funciones, negándose a realizar el encargo. 
Tampoco articuló formalmente reclamó algu- 
no en tal sentido. La firme personalidad del 
testigo evidenciada en el debate y el relato 
espontáneo de haber enfrentado al magistra- 
do por un incidente con la doctora Ingaramo 
(pág. 140, VE 10/2/06), ponen de manifiesto 
por ende que no se dejaba intimidar por aquél 
restando credibilidad a su relato. 

En cuanto a Irma Braidot, la nombrada mani- 
festó que inicialmente el doctor Fariz le pidió 
"si le podía llevar impuestos, algunas cosas, 
porque él estaba solo en Reconquista y su 
esposa estaba viviendo en Villa Ocampo" 
(pág. 27, VE 14/2/06). La empleada, secreta- 
ria privada del juez, no manifestó inquietud ni 
malestar alguno vinculado a la realización de 
tales tareas, por el contrario expresó "...con 
gusto lo he hecho. Quiero dejar bien aclara- 
do eso", evidenciando una actitud de buena 
predisposición y clara intención de colaborar 
con el doctor Fariz. 

No puede ignorarse que la dinámica propia 
de un juzgado de instrucción penal con las 
urgencias ya apuntadas y la irremplazable 
presencia del juez en numerosos y diversos 
actos procesales, a lo que se suma las entre- 
vistas con detenidos en horarios no progra- 
mados, dificulta frecuentemente la posibilidad 
de ausentarse de los estrados aunque sea 
por espacios breves para efectuar trámites 
personales. En esas especiales y excepcio- 
nales circunstancias no parece reprochable 
que el magistrado solicite colaboración a sus 
asistentes. 

Por lo expuesto no se ha probado que la asig- 
nación de tareas a los empleados Acuña y 
Braidot, descriptas por la acusación como 
"personales", fuese habitual ni que se tradu- 
jera en un trato diferenciado o humillante res- 
pecto a ellos. 

Consecuentemente, tal imputación debe ser 
rechazada. 

V DEL TRATO DESPECTIVO FUERA DE LA 
ACTIVIDAD LABORAL. 

19) Que en este caso la acusación señala el 
trato despectivo del que fuera víctima el agen- 
te Acuña durante un encuentro de tipo social 
fuera de la sede del Juzgado Federal de Re- 
conquista. 

20) Que respecto de ello Acuña relató las ra- 
zones por las que dejó de concurrir a las re- 
uniones sociales, que se organizaban a ins- 
tancias del magistrado que "muy amablemen- 
te los convocaba", por un episodio con la doc- 
tora Ingaramo y porque se sentía centro de 
los chistes dirigidos a su persona por el doc- 
tor Fariz que provocaban la risa de sus com- 
pañeros (pág. 136, VE 10/2/06). Acuña des- 
cribió tales situaciones como un trato diferen- 
ciado por parte del juez hacia su persona, 
señalando el malestar que le causaron. 

Sin embargo, reconoció haber enfrentado al 
juez en dicho momento y menospreciar a la 
secretaria civil llamándola "hueca" (pág. 140, 
VE 1 0/2/06). En cuanto a lo relatado en torno 
a las reuniones sociales, sus dichos no fue- 



ron corroborados con ningún otro elemento 
de prueba y su malestar queda inmerso en 
una apreciación estrictamente subjetiva. 

Sólo la doctora Sellares refirió que el juez le 
decía a Acuña que él no servía para nada 
(pág. 20, VE 10/02/2006), testimonio que re- 
sulta insuficiente a los fines de comprobar por 
sí solo que ello era así y a la vez condiciona- 
do por su enemistad manifiesta con el doctor 
Fariz resaltada públicamente y durante el 
debate. 

21 ) Que asimismo cabe destacar que las apre- 
ciaciones de Acuña antes mencionadas no 
son contestes con las referencias efectuadas 
en otros pasajes de su declaración, como 
cuando manifestó que el doctor Fariz "no ha- 
bía tenido ni una actitud violenta" con él (pág. 
168, VE 10/2/06). 

También reconoció el nombrado que cuando 
le surgió un trabajo en la actividad privada, le 
solicitó al juez Fariz que le cambiara el hora- 
rio para la tarde para desempeñar las dos 
tareas, oportunidad en la que el juez accedió 
a su pedido y efectuó el trámite administrati- 
vo pertinente para que no tuviera dificultades 
(pág. 138, VE 10/2/06). Ello, sumado a que 
no negó que el juez le dio la oportunidad de 
trabajar en el juzgado cuando lo necesitaba 
(pág. 139, VE 10/2/06). 

Consecuentemente, no ha quedado probado 
el trato despectivo que la acusación le atribu- 
yera al doctor Fariz, razón por la cual tal im- 
putación debe ser rechazada. 

VI. DE LA PERSECUCIÓN. 

22) Que se atribuye al doctor Fariz la perse- 
cución mediante notas, sumarios, procesos, 
advertencias, o bajas en las calificaciones, 
que muchas veces en forma infundada, y 
siempre de manera abundante eran produci- 
dos contra algunos empleados. 

DE LAS NOTAS ENVIADAS A LOS EMPLEA- 
DOS. 

23) Que la testigo Susana Almeida (audien- 
cia del 14/02/2006, pág. 84), no obstante ex- 
presar que el trato del Dr. Fariz con el perso- 
nal en su presencia era correcto, declaró ha- 
ber visto salir a algunas compañeras llorando 
del despacho del juez o que éste les enviara 
notas o advertencias, puntualmente el caso 
de Claudia Machado y Elba Fernández. Des- 
tacó que el problema era que "a lo mejor se 
agregaba algo más personal en la nota como 
hay que estudiar en un tono más agresivo". 

Elba Fernández por su parte manifestó que 
cuando comenzó a desempeñarse como pro- 
secretaria en el 2002 vivió prácticamente un 
"calvario", que le mandaban constantemente 
notas que debía contestar por escrito y que 
la notificaban a última hora de la mañana para 
que tuviera poco tiempo de evacuar dicho 
pedido. 

24) Que frente a lo declarado por los emplea- 
dos mencionados es necesario ponderar la 
prueba documental aportada por los agentes 
Machado Schlie, Sellares y Fernández, rela- 
cionada con las correcciones que les efec- 
tuaba el magistrado acusado (ver escritos de 
fs. 91 8/925vta., fs. 963/vta. y fs. 987/vta., res- 
pectivamente). 

Cabe señalar que la mayoría de las adjunta- 
das por Machado Schlie — ver también pág. 
1 20, VE 1 4/02/2006)— se refirieron a correc- 
ciones efectuadas por la secretaria del área 
penal, doctora Zarza y que aquellas confec- 
cionadas por el magistrado acusado no po- 
seen el carácter ofensivo destacado por los 
empleados. En ese aspecto el doctor Fariz 
se limitaba a señalarle que transcribiera lo 
indicado, pequeñas correcciones, agregados 
y cambios por errores ortográficos, más allá 
de que en algunos casos consignaba que el 
trabajo estaba aprobado con la sigla "OK" y 
la razón que le asistía para efectuar la obser- 
vación. 

El caso descripto es similar a lo ocurrido con 
la doctora Patricia Sellares, quien por otro lado 
reconoció durante el debate que la nota de 
disculpas al fiscal fue enviada por propia vo- 
luntad (pág. 37, VE 10/2/06). 

Conviene destacar que en el contexto parti- 
cular del funcionamiento de un juzgado es 



Martes 1 4 de marzo de 2006 



Primera Sección 



BOLETÍN OFICIAL N° 30.865 



15 



habitual que los jueces envíen directivas a tra- 
vés de "papelitos", como también que en el 
ejercicio propio de sus facultades, señalen los 
errores en que incurren los dependientes y 
controlen la actividad funcional que éstos rea- 
lizan, en forma verbal como por escrito (ver 
directivas por escrito obrantes a fs. 954/956 
y pautas de trabajo a fs. 958). 

25) Que en relación con los dichos de Fer- 
nández, deben confrontarse con el relato de 
la doctora Zarza cuando se refirió a la extre- 
ma susceptibilidad de aquélla cuando le ha- 
cía saber un punto de vista diferente en cuanto 
a la manera de trabajar, ante lo cual se cerra- 
ba, no aceptaba su opinión y se ofendía cuan- 
do le sugería alguna corrección tomándola 
como una persecución en su contra (pág. 1 00, 
VE 10/2/06). 

También se refirió Zarza al recurso iniciado 
por Elba Fernández, recordando que cuando 
se le envió a Fernández una nota firmada por 
el doctor Fariz requiriendo poner mayor cui- 
dado en el control de los expedientes, ella 
reaccionó interponiendo un recurso en el cual 
se refirió en términos agraviantes a la perso- 
na del magistrado; motivo por el cual se la 
apercibió. Agregó que luego se instruyó otro 
sumario por averiguación de irregularidades 
a raíz de un interlineado que se hizo en un 
decreto, tramitado en la Secretaría (pág. 1 01 , 
VE 10/2/06). 

26) Que consecuentemente, respecto a las 
advertencias y notas enviadas por el juez a 
sus empleados, del contexto probatorio sur- 
ge que la conducta del juez respondía a sus 
facultades ordenatorias como titular de la de- 
pendencia, concretamente en lo referente al 
trámite de los expedientes, sin haberse pro- 
bado una actitud persecutoria por parte de 
aquél. 

Empero todo lo afirmado no desvirtúa algu- 
nas de las actitudes del magistrado acusado, 
como la prohibición de ingreso a Elba Fer- 
nández con constancia en el libro de guardia 
del tribunal (fs. 976), la nota requiriendo su 
presencia en el juzgado en horas de la tarde 
para que entregue las llaves de acceso a su 
lugar de trabajo (fs. 977) y la atención indebi- 
da dispensada en ocasión de su desmayo en 
la sede del tribunal (relatado durante el de- 
bate por Fun Marega - pág. 71 , VE 1 0/2/06 y 
la propia Fernández), que si bien represen- 
tan actitudes incorrectas en el trato por parte 
del magistrado, no se erigen en parámetros 
de persecución que evidencien la existencia 
del hecho imputado. 

DE LOS SUMARIOS LABRADOS CONTRA 
EL PERSONAL. 

27) Que como prueba documental se encuen- 
tra agregado el sumario 41 .455/03 (Anexo J, 
sobre E) que se inició contra Elba Fernández 
por haberse dirigido en términos agraviantes 
hacia el juez en ocasión de efectuarle éste 
un llamado de atención por la redacción del 
despacho de un expediente. A dicho suma- 
rio, y tal como se expuso precedentemente, 
se refirió la doctora Zarza. 

No puede afirmarse que dicho trámite haya 
implicado el ejercicio por parte del juez de una 
actividad persecutoria hacia la dependiente, 
sino el ejercicio propio y natural de las facul- 
tades disciplinarias que le competen, motiva- 
das en el accionar impropio de aquélla cuan- 
do se refirió al titular del juzgado con expre- 
siones consideradas agraviantes por el juez. 

Vale decir que el expediente fue labrado a 
partir de faltas relacionadas con el desempe- 
ño funcional de la señora Fernández y que la 
misma contó con el debido resguardo del de- 
recho a la defensa en juicio y el debido pro- 
ceso (artículo 1 8 de la Constitución Nacional), 
puesto que habiéndole impuesto el juez Fariz 
una sanción de apercibimiento, su resolución 
fue sometida al control posterior de la Cáma- 
ra Federal de Apelaciones de Resistencia y 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación; 
rechazando las peticiones de la recurrente 
(ver especialmente fs. 1 5/vta. del expediente 
41 .455/03, caratulado "Fernández Elba Blan- 
ca s/ recurso de reconsideración" y resolu- 
ción de CS obrante a fs. 24 reservada en 
Sobre Letra E de la documentación aportada 
por el juez). 

A igual conclusión puede arribarse respecto 
del sumario administrativo incoado contra la 



nombrada por los interlineados manuscritos 
aparecidos en la causa N B 072/03 caratulada 
"Andrade, Daniel Alberto s/su denuncia" del 
Juzgado Federal de Reconquista, que se en- 
contraría en pleno trámite ( — ver fs. 29 del 
expediente 41 .71 4 reservado en Anexo J Le- 
tra E — ), y la formación de una causa penal 
por ese hecho. De las constancias del expe- 
diente 297/03 surge que Fernández fue so- 
breseída por la conjuez Contepomi desvincu- 
lándola totalmente del hecho y que el fiscal 
Cavanagh, solicitante de la formación de esas 
actuaciones, consintió la resolución (ver 
fs. 73/74, notificación de fs. 74vta. de los ac- 
tuados mencionados y declaración por infor- 
me escrito del doctor Cavanagh de 
fs. 1748/1751). 

Como otro elemento de prueba a ponderar 
en torno a dicho sumario administrativo origi- 
nado en el "interlineado", la doctora Zarza se 
refirió a los motivos que dieron lugar a su for- 
mación: "hubo un expediente en el que la DGI, 
como parte querellante, había presentado un 
escrito para que se incorpore una 
causa... cuando fueron los abogados de la 
DGI a una audiencia que sé tomaba en esa 
causa, advirtieron que ese escrito no estaba 
agregado. No recuerdo qué era concretamen- 
te el escrito, pero sé que los perjudicaba a 
los fines de la audiencia y el doctor Cámpa- 
nari me mostró preocupación y me pidió ex- 
plicaciones. A raíz de esto le pedí a Elba Fer- 
nández que lo agregue con un informe de que 
por omisión involuntaria se había traspapela- 
do, por lo cual se agrega en la fecha de la 
audiencia...". La nombrada relató que la se- 
ñora Fernández no cumplió con su pedido, lo 
que motivó un planteo de nulidad por parte 
de la Fiscalía por un interlineado en el decre- 
to que no aparecía en las notificaciones, ni 
se había informado en el expediente tal como 
ella se lo había ordenado (págs. 116/11 7, VE 
10/2/06). 

Es de advertir que Fernández vincula el inicio 
de tal sumario a un accionar persecutorio, elu- 
diendo los verdaderos motivos que justifica- 
ron su inicio, argumentando que lo iniciaron 
porque con las notas no consiguieron nada 
(pág. 1 3, VE del 1 4/02/2006). Ello resulta con- 
tradictorio con sus propias afirmaciones, cuan- 
do la testigo reconoce la existencia de posi- 
bles errores: "eran errores de mis compañe- 
ras que dado el momento de presión y humi- 
llación que yo estaba pasando dentro del juz- 
gado no los veía. Tal vez los tenía delante de 
mi vista y no los veía" (pág. 19, VE del 
14/02/2006). 

También la declarante pretendió desvirtuar la 
medida adoptada en ejercicio de las faculta- 
des disciplinarias del juez y, eventualmente, 
de la secretaria en orden a las facultades de- 
legadas por el magistrado, refiriendo que la 
"trataban como una basura y que le decían 
que ella no servía para nada", señalando lue- 
go a la secretaria del doctor Fariz como res- 
ponsable de ese trato (pág. 24, VE del 
14/02/2006). 

De tales expresiones, cabe destacar que Fer- 
nández no se refirió puntualmente al magis- 
trado sino que se expresó inicialmente en plu- 
ral, para luego especificar que era la secreta- 
ria del doctor Fariz quien la trataba como una 
basura. Lo cual concuerda con su respuesta 
a la pregunta de la defensa sobre si en una 
reunión que mantuvo con Piumato ella le 
manifestó que su problema era con la docto- 
ra Zarza y no con el doctor Fariz, respondien- 
do que "Sí. Eso también lo dije en mi declara- 
ción. Lo tengo." (pág. 52, VE 14/2/06). 

Asimismo Fernández habló sobre "informes 
mendaces" que le hacía la doctora Zarza y 
que "bastaba ausentarme unos días, para 
hacerles hacer informes a mis compañeras, 
de que en la repisa de mi oficina encontraba 
tal cosa, que encontraba una carpeta con 
escritos sueltos..." (págs. 60/61, VE 
14/02/06). 

Tales expresiones deben ponderarse conjun- 
tamente con lo declarado por la doctora Zar- 
za cuando se refirió a la sobrecarga de ta- 
reas y de controles (pág. 83, VE 1 0/2/06). Allí 
aclaró que si bien a ella se le exigía informar 
por escrito sobre los expedientes, para no ser 
responsable de los atrasos, nunca estuvo en 
su ánimo sumariar a nadie (pág. 84, VE 
1 0/2/06), dejó a salvo que era el doctor Fariz 
o ella quienes marcaban los errores y que el 
magistrado le comunicó las expresas instruc- 



ciones del doctor Inda para que informe como 
secretaria quién y cómo había cometido el 
error o la irregularidad (pág. 98, VE 10/2/06). 
Agregó que tal requerimiento también respon- 
día a las exigencias de la Fiscalía (pág. 99, 
VE 10/2/02). 

28) Que consecuentemente, no se ha proba- 
do que la conducta desplegada por el magis- 
trado respecto al trámite de los sumarios ins- 
truidos a la señora Elba Fernández fuera 
persecutoria y discriminatoria. Ello obedeció 
al ejercicio de las facultades disciplinarias que 
le competen al magistrado, con el fin de pro- 
curar orden en el funcionamiento del juzgado 
a su cargo. 

A igual conclusión se llega respecto al suma- 
rio iniciado contra la doctora Sellares — al cual 
ya se ha hecho referencia — , pues tales ac- 
tuaciones administrativas se iniciaron con 
motivo del hallazgo de oficios y comunicacio- 
nes referentes a diversos expedientes sin el 
debido trámite, hecho que faculta al magis- 
trado no sólo a requerir del empleado al que 
se le delegó su trámite las explicaciones ne- 
cesarias, sino también iniciar la investigación 
correspondiente a los fines de deslindar even- 
tuales responsabilidades. 

Por otra parte, y tal como se advirtiera en el 
caso de Elba Fernández, también Sellares 
pudo ejercer libremente su derecho de de- 
fensa en juicio, articulando los recursos perti- 
nentes; no obstante lo cual la resolución le 
fue adversa. 

Por todo lo expuesto, y en orden al contexto 
probatorio reseñado, puede afirmarse que no 
se ha probado una conducta persecutoria por 
parte del magistrado, motivo por el cual la 
imputación fundada en los hechos descriptos 
en este punto debe ser rechazada. 

DE LA BAJA DE LAS CALIFICACIONES. 

29) Que a su vez, la acusación indicó que la 
actividad "persecutoria" desplegada por el 
magistrado acusado podía observarse en las 
bajas de las calificaciones. Se refirió puntual- 
mente a la señora Elba Fernández. 

En torno a esta cuestión es determinante el 
expediente administrativo N Q 41.714/03, ca- 
ratulado "Fernández, Elba Blanca s/ recurso 
de reconsideración con apelación en subsi- 
dio contra calificación 03", prueba documen- 
tal incorporada a estas actuaciones, en las 
cuales Fernández recurrió la resolución del 
juez Fariz. 

De dichas constancias surge que la Cámara 
Federal de Apelaciones de Resistencia deci- 
dió que ". . .lo resuelto por el "a-quo", constitu- 
ye una evaluación discrecional...", más allá 
de tenerse en cuenta que no se advertían 
". . .circunstancias tácticas concretas, respec- 
to de las calificaciones definitivas, ni razones 
de superintendencia general ..." que tornaran 
viable una mayor intervención del tribunal que 
terminó no haciendo lugar al recurso de ape- 
lación deducido por Fernández (ver resolu- 
ción de fs. 59/60). 

Sin perjuicio de advertir que la calificación por 
parte del magistrado configura una evalua- 
ción discrecional, sin que obre en autos nin- 
gún otro elemento de prueba que desvirtúe la 
presunción de legalidad en el trámite de di- 
cha calificación, cabe señalar que Fernández 
dispuso e hizo uso de su facultad de recurrir 
lo que consideraba arbitrario, garantizándo- 
se su derecho de defensa en juicio y el debi- 
do proceso (art. 1 8 CN), más allá del resulta- 
do adverso a su petición. 

Por lo expuesto, tal imputación también debe 
ser rechazada, al no haberse acreditado una 
actitud discriminatoria ni persecutoria en la 
aplicación de la calificación mencionada, en 
los términos expuestos por la acusación. 

DE LAS ADVERTENCIAS. 

30) Que en orden a dicha imputación, la tes- 
tigo Machado relató que en circunstancias de 
hallarse en uso de licencia por maternidad, 
fue reemplazada por una amiga de la doctora 
Zarza. A los pocos días de reintegrarse a sus 
funciones, recibió un llamado de la funciona- 
ría advirtiéndole que buscara la manera de 
que su licencia se prolongara por treinta y cin- 
co días más para que su amiga continuara 
en el cargo, a lo que se negó por no estar 



previsto en el reglamento. Agregó que Zarza 
nuevamente la llamó para comunicarle que 
por disposición del doctor Fariz y por no obe- 
decer la disposición impartida, pasaría a tra- 
bajar en mesa de entradas (pág. 123, VE 
14/02/2006). 

Sin perjuicio de señalar que los dichos de la 
testigo no fueron corroborados por ningún otro 
elemento de prueba, su apreciación de que 
tal accionar configuró una represalia ha de- 
venido abstracto pues el traslado nunca se 
efectivizó. Ella misma relató que se hizo una 
reunión interna y el juez desistió de su cam- 
bio a la mesa de entradas, (pág. 124, VE 
14/02/2006). 

Consecuentemente, la persecución fundada 
en la supuesta advertencia que se le hiciera 
a la agente Machado no ha sido probada, 
motivo por el cual debe ser rechazada. 

31 ) Que finalmente respecto de todos los pun- 
tos del acápite, es necesario especificar que 
los elementos de prueba indicados deben 
ponderarse conjuntamente con los dichos de 
varios testigos que coincidieron en que nun- 
ca fueron afectados por ninguna medida por 
parte del juez (Braidot, Bruno Zanel, Mariana 
Clarisa Shcimanski (pág. 7, VE 1 4/2/06 y pág. 
103, VE 10/2/06, pág. 7, VE 10/2/06, respec- 
tivamente). Asimismo, el agente Acuña expre- 
só que el juez nunca lo amenazó "abiertamen- 
te" de echarlo ni le aplicó sanción alguna (pág. 
139 VE 10/2/06). 

Así, en virtud de los elementos reunidos y la 
valoración efectuada en las consideraciones 
precedentes en orden a la imputación que la 
acusación define como un accionar persecu- 
torio por parte del magistrado reflejado en el 
envío de notas, iniciación de sumarios, baja 
de calificaciones y advertencias, puede con- 
cluirse que se trató de medidas adoptadas 
para el mejor orden del juzgado, en ejercicio 
de sus facultades disciplinarias y en cumpli- 
miento de las normas de superintendencia 
delegadas por la Cámara Federal de Apela- 
ciones de Resistencia. 

Vale decir que la actitud del magistrado acu- 
sado, en relación a los medidas adoptadas 
— sumarios, notas y advertencias — lejos de 
implicar una conducta impropia o persecuto- 
ria respecto de los empleados investigados, 
significó la adopción de las medidas inheren- 
tes al ejercicio de su función, concretamente 
el desempeño de las facultades disciplinarias. 

Al respecto se ha dicho que "el poder discipli- 
nario tiende a actuar, mantener, reintegrar y 
mejorar, con medios correctivos o depurati- 
vos, las condiciones de una relación particu- 
lar de autoridad" (Manzini, Vicenzo, "Tratado 
de Derecho Penal", Ed. Ediar, 1. 1, vol. 1 , pág. 
133 y stes., Bs. As., 1948) y que "el poder 
disciplinario de los jueces tiene distintas fa- 
cetas. Fundamentalmente todas ellas tienden 
a proteger el desarrollo y buen orden de los 
procesos y la jerarquía y dignidad del juez. 
En primer lugar se encuentran las sanciones 
que pueden tomar los magistrados por las 
faltas del personal bajo su dependencia art. 
16 dec-ley 1285/58 y art. 21 del Reglamento 
para la Justicia Nacional). Reconocen su fun- 
damento en la preservación de la jerarquía 
del magistrado en orden a su eficacia funcio- 
nal" (Gallo, Orlando, Curso de Derecho Cons- 
titucional, pág. 335). 

Cabe destacar que las cámaras de apelacio- 
nes ejercen la superintendencia directa en 
materia disciplinaria y supletoriamente en 
materia administrativa y reglamentaria en el 
fuero respetivo. La Corte puede intervenir por 
vía de avocación, cuando circunstancias ex- 
cepcionales lo justifiquen, para el caso de la 
imposición de sanciones disciplinarias al per- 
sonal de las cámaras y de los juzgados. 

La necesidad de afirmar el recto desempeño 
de las tareas judiciales mediante la atribución 
de ciertas facultades, que establecen una re- 
lación de sujeción cuando se dirigen a sus 
miembros o a particulares, se deriva de la 
propia naturaleza de la función pública y tien- 
de a evitar no sólo la afectación del orden in- 
terno sino también el desenvolvimiento fun- 
cional. 

32) Que a la luz de la normativa aplicable al 
caso (arts. 14, 1 6 decreto/ley 1285/58 —Or- 
ganización de la Justicia Nacional — y arts. 
19 y 21 del Reglamento para la Justicia Na- 
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cional), como así también a las opiniones 
doctrinarias expuestas, cabe advertir que la 
conducta imputada al doctor Fariz queda 
circunscripta al ejercicio de las facultades dis- 
ciplinarias que le competen. Así, el magistra- 
do dispuso de ciertas medidas que tenían 
como finalidad deslindar responsabilidades 
sobre determinados comportamientos de sus 
empleados (caso de los sumarios de Sella- 
res y Fernández o advertencias formuladas 
en los expedientes a Machado). 

A su vez, las advertencias formuladas por la 
doctora Zarza a Elba Fernández fueron efec- 
tuadas en el marco de la adopción de medi- 
das para evitar el deterioro del orden que 
debía imperar en el ámbito de la secretaría 
bajo su control. 

Consecuentemente no se probó ninguna si- 
tuación que significara persecución a sus de- 
pendientes por parte del doctor Fariz que, tal 
como sostiene la acusación, haya perjudica- 
do el accionar propio del funcionamiento del 
juzgado a cargo del magistrado acusado. 

Vil. DE LA POSTERGACIÓN DE ASCEN- 
SOS. 

33) Que con relación a la supuesta posterga- 
ción de ascensos en base a criterios discrimi- 
natorios se refirió la testigo Susana Almeida 
— actualmente oficial mayor en el juzgado fe- 
deral de Reconquista — : "en el caso de una 
subrogancia, la licencia por maternidad de la 
Dra. Zarza, yo aspiraba a cubrir ese cargo 
porque soy la empleada con título de aboga- 
da que tengo mayor categoría y mayor anti- 
güedad en la justicia... y el Dr. Fariz puso al 
Dr. Zanel recién ingresante y con la última 
categoría. . .los motivos que dio el juez es que 
yo era madre de pequeños y que estaba ha- 
ciendo uso del horario de lactancia y que en- 
tonces no podría desempeñar correctamente 
la función". 

El juez mediante nota fechada el 26 de octu- 
bre de 2004 propuso al doctor Bruno Zanel 
para asumir interinamente el cargo de Secre- 
tario para reemplazar a la doctora Zarza, con 
motivo de su licencia por maternidad. En sus 
fundamentos destacó las razones por las cua- 
les no designaba en ese puesto a la doctora 
Almeida, como había ocurrido anteriormen- 
te, al destacar que la nombrada ". . .se encon- 
traba gozando de la licencia que contempla 
el art. 21 del R.J.N." y que ella le manifestó 
personalmente su imposibilidad de concurrir 
al juzgado en horario vespertino "...en razón 
de la minoridad de sus tres hijos..." (fs. 7 del 
expediente de la Administración General de 
la Excma. Corte Suprema de Justicia de la 
Nación N s 4.485/04 caratulado "Avocación — 
Almeida María Susana c/ acta N Q 1 024/04 de 
la Cámara Fed. de Resistencia"). 

34) Que los señores jueces de la Cámara 
Federal de Apelaciones de Resistencia hicie- 
ron lugar a la solicitud efectuada por el titular 
del Juzgado Federal de Reconquista, promo- 
viendo el ascenso del mencionado Zanel. La 
doctora Almeida planteó recurso de reconsi- 
deración contra esa decisión que fue proto- 
colizada como Acuerdo N Q 1024, sin que el 
mencionado tribunal hiciera lugar a su peti- 
ción. 

Frente a tales elementos de prueba colecta- 
dos, debidamente valorados, y la intervención 
de los órganos de superintendencia compe- 
tentes, quedó acreditado el carácter tempo- 
ral de las designaciones interinas y que ellas 
no suscitaban preterición escalafonaria algu- 
na, advirtiendo además que no se evidencia- 
ba arbitrariedad en el ejercicio de las faculta- 
des disciplinarias (Resolución N Q 1 687 de fe- 
cha 25 de octubre de 2005 de la Corte Su- 
prema de Justicia de la Nación, con cita de 
Fallos 290:387, 290:679, 303:413, 313:149, 
315:2515, entre otros). 

35) Que sin perjuicio de ello cabe advertir que 
Almeida reconoció en su declaración haber 
ingresado al juzgado como escribiente auxi- 
liar, haber tenido un ascenso — oficial notifi- 
cador — y luego con la renuncia de la doctora 
Sellares, haber sido ascendida a su actual 
cargo de oficial mayor (pág. 80, VE 
14/02/2006). Asimismo reconoció haber su- 
brogado una secretaría en el año 2002, ac- 
tuando como prosecretaria ad hoc en la se- 
cretaría penal y como secretaria ad hoc en 
dos causas en las que se excusaron sus titu- 
lares (pág. 81, VE 14/02/2006). 



De todo ello se colige que la actitud del juez 
respondió más a una cuestión funcional que 
a una preferencia determinada, pudiendo afir- 
marse que no se ha probado una maniobra 
ilegítima por parte del magistrado con el fin 
de beneficiar la situación de alguno de los 
empleados en detrimento de otros. 

Conclusiones de los doctores Highton de No- 
lasco, Baladran, Gallia, Puyol, Roca, Sagüés, 
Vázquez Villar y Zavalía respecto del primer 
cargo — conducta impropia del juez con rela- 
ción a sus empleados — : 

36) Que en cuanto al clima de tensión que 
existía en el Juzgado Federal de Reconquis- 
ta, si bien surge que el magistrado acusado 
no adoptó oportunamente las medidas nece- 
sarias para desactivar el tenso clima laboral 
imperante en la secretaría penal, contribuyen- 
do con sus actitudes erróneas a incentivarlo, 
el hecho atribuido por la acusación en este 
acápite no alcanza un registro de gravedad 
suficiente para configurar la causal constitu- 
cional de mal desempeño. 

Respecto de la asignación excesiva de tareas 
a sus empleados, el magistrado acusado ante 
la falta de personal optó por imponer una ex- 
tensión horaria y reasignar tareas, en aten- 
ción a las facultades de dirección propias en 
la organización de las tareas de sus subordi- 
nados, sin que se probara irrazonabilidad 
manifiesta de la orden impartida ni se pudie- 
ra válidamente atribuir la medida a fines aje- 
nos a una mejor y más eficiente prestación 
de servicios. 

En lo que tiene que ver con la actitud amena- 
zante del doctor Fariz sobre los empleados 
del tribunal, de las pruebas adjuntadas no se 
advierte elemento alguno que permita al me- 
nos inferir su intención de lograr la renuncia 
de Patricia Sellares como secretaria penal del 
Juzgado Federal de Reconquista, el regreso 
de Acosta al Juzgado Federal de Resistencia 
e impedir el ingreso a su tribunal de los em- 
pleados Pastare y Mangadarán Matta. A su 
vez, la renuncia de Machado no obstaculizó 
el concreto desempeño del cargo de secreta- 
ria penal al reintegrarse la doctora Almeida. 

Con relación a la utilización del personal para 
tareas personales, no se probó que tal con- 
ducta fuera habitual ni que tradujera un trato 
diferenciado sobre los empleados Acuña y 
Braidot. Tampoco ha quedado probado el tra- 
to despectivo que la acusación le ha atribui- 
do al doctor Fariz respecto del mencionado 
Acuña. 

Por otro lado no se probó un obrar persecu- 
torio, toda vez que el envío de notas a Sella- 
res, Fernández y Machado, la iniciación de 
sumarios a las dos primeras y la baja de cali- 
ficaciones a Fernández, se trataron de medi- 
das para el mejor orden del juzgado, el ejer- 
cicio de sus facultades disciplinarias y el cum- 
plimiento de las normas de superintendencia 
delegadas por la Cámara Federal de Apela- 
ciones de Resistencia, más allá de no haber- 
se probado las advertencias que le habría 
efectuado el juez a Machado. 

En cuanto a la prohibición de ingreso a Elba 
Fernández con constancia en el libro de guar- 
dia del tribunal, la nota del juez para que se 
presentara en el juzgado en horas de la tarde 
y entregara las llaves de acceso a su lugar de 
trabajo y la atención dispensada a ella cuan- 
do se desmayó en la sede del tribunal, si bien 
representan actitudes incorrectas de trato in- 
debido por parte del magistrado no se erigen 
en parámetros de persecución que eviden- 
cien la existencia del hecho imputado. 

Con relación a la postergación del ascenso 
de Almeida, la actitud del doctor Fariz res- 
pondió más a una cuestión funcional que a 
una preferencia determinada, sin que se pro- 
bara una maniobra ilegítima por parte del 
magistrado acusado con el fin de beneficiar 
la situación de alguno de los empleados en 
detrimento de otros. 

37) Que en atención a que los diferentes he- 
chos en los que se sustenta la conducta atri- 
buida al magistrado acusado no tienen enti- 
dad suficiente para configurar la causal cons- 
titucional de mal desempeño, corresponde 
disponer el rechazo del cargo. 

El señor miembro doctor Enrique Pedro Bas- 
la, en disidencia parcial, dice: 



1 Q ) Que la disidencia parcial que se funda- 
menta, se encuentra limitada exclusivamen- 
te a las cuestiones que seguidamente se de- 
sarrollarán. 

2 Q ) Que la acusación reprocha al doctor 
Eduardo Luis María Fariz, titular del Juzgado 
Federal de Primera Instancia de Reconquis- 
ta, provincia de Santa Fe, diferentes hechos 
en los que apoya la conducta impropia que le 
atribuye con relación a sus empleados. Los 
hechos que fundamentalmente destaca son 
los siguientes: 

a) el clima de tensión, la asignación a deter- 
minados empleados de tareas, responsabili- 
dades y carga horaria excesiva para poder 
ser asimilados y ejecutados adecuadamente 
(casos de Patricia Sellares, Elba Fernández 
y Claudia Machado Schlie); 

b) la actitud amenazante del juez transmitien- 
do temor a represalias, venganzas y pérdida 
del trabajo, que generó la renuncia de varios 
empleados a sus cargos (Patricia Sellares, 
Claudia Machado Schlie y los agentes del 
Poder Judicial de Resistencia Carlos Acosta, 
Leandro Mandagarán Matta y Javier Pasto- 
re); 

c) la utilización del personal para labores per- 
sonales (caso del ordenanza Juan Ángel Acu- 
ña); 

d) la sobreasignación de tareas ajenas al car- 
go, obligando a su realización sin reconoci- 
miento salarial (Claudia Machado); 

e) el trato despectivo fuera de la actividad la- 
boral por parte del magistrado (al ordenanza 
Juan Ángel Acuña); 

f) la persecución mediante notas, sumarios, 
procesos, advertencias, o bajas de califica- 
ciones (contra los agentes Patricia Sellares, 
Elba Fernández y Claudia Machado Schlie); 

g) la postergación de ascensos fundada en 
criterios subjetivos y discriminatorios (caso de 
la doctora María Susana Almeida y de Clau- 
dia Machado Schlie). 

3 Q ) Que las imputaciones de la acusación se 
concretan en las distintas y reiteradas actitu- 
des adoptadas por el magistrado, pero este 
cúmulo de comportamientos debe ponderar- 
se como un universo conductual, del cual se 
podrá extraer un concepto único sobre su 
desempeño en la tarea encomendada. 

4 Q ) Que a esos fines, corresponde con carác- 
ter preliminar establecer la caracterización 
básica de la conducción del juzgado federal, 
las obligaciones elementales y las responsa- 
bilidades inexcusables del magistrado a car- 
go, cuyo incumplimiento podría ocasionar su 
remoción por la causal constitucional de mal 
desempeño de sus funciones. 

5 Q ) Que el funcionamiento del juzgado fede- 
ral de Reconquista, por su competencia múl- 
tiple, su creación relativamente reciente, las 
características de reclutamiento de sus fun- 
cionarios y de su personal ocurrido fuera del 
ámbito judicial y las urgencias a las que se 
han encontrado sometidos todos los actores, 
permite — desde mi punto de vista — relevar 
deficiencias en la conducción ejercida por el 
magistrado, que agudizaron las fragilidades 
en las relaciones internas, y las falencias de 
liderazgo que llevaron a una convivencia com- 
plicada, en muchos casos teñida por el temor 
y, en diversas ocasiones, por actitudes discri- 
minatorias y minusvaluantes, situaciones de 
aislamiento, generadoras sin duda de estrés 
en el personal, un clima muchas veces con- 
flictivo, de nerviosismo, turbación y ansiedad. 

Está claro que en el juzgado federal las rela- 
ciones interpersonales no han sido paradig- 
máticas. La convivencia nunca es sencilla, ni 
los problemas patrimonio exclusivo del caso 
en examen. En muchas ocasiones ocurren 
episodios no deseables, frustraciones y fasti- 
dios, y se manifiestan perfiles sicológicos y 
laborales de muy distinto orden (Conf. Voto 
del doctor Manuel Alberto Jesús Moreira en 
la causa N Q 1 5 caratulada "Doctor Juan José 
Mahdjoubian s/ pedido de enjuiciamiento"). 

No se trata de referir la conducta reprochada 
a un marco ideal ajeno a la realidad judicial, y 
menos aún cuestionar las decisiones del juez 
tendientes a que funcionarios y personal cum- 



pliesen con la normativa que rige para la jus- 
ticia nacional en materia de asistencia, hora- 
rios, actividades, licencias, conducta, obser- 
vación de los reglamentos, disciplina y la pro- 
pia ética y decoro de la función pública, dado 
que es claro que también existen dentro de 
su competencia y responsabilidades las fun- 
ciones administrativas. 

Antes de ahora, se han fijado pautas valorati- 
vas de inestimable significación. Así se ha 
dicho: "Las cuestiones dudosas, las opinables, 
los criterios, las interpretaciones posibles den- 
tro de un conjunto de opciones racionales de 
acuerdo a las antes mencionadas pautas, in- 
tegran el margen de libertad y consiguiente 
discrecionalidad propias de la función de juz- 
gar. 

Por el contrario, si esas pautas no han sido 
respetadas, si la solitaria voluntad del Juez 
aparece como única motivación del acto, si 
el mismo es — en definitiva — muestra del 
torvo rostro de la arbitrariedad, surgirá un 
desempeño deficiente que justifica la sepa- 
ración del Magistrado por existir un inoculta- 
ble y grave apartamiento de la misión que le 
ha sido conferida." (Del voto de los doctores 
Jorge Alfredo Agúndez, Enrique Pedro Bas- 
la, Eduardo Alejandro Roca y Guillermo Er- 
nesto Sagüés, causa N Q 8 caratulada "Doc- 
tor Roberto Enrique Murature s/ pedido de 
enjuiciamiento".) 

Tampoco es cuestión de observar la instruc- 
ción de sumarios, cuando se ha tratado de 
discernir el acontecer de sucesos y el deslin- 
de de las responsabilidades derivativas, so- 
bre todo cuando no se advierte con nitidez 
que esas medidas hayan sido implementadas 
por el magistrado en forma discriminatoria y 
con sentido persecutorio, lo que sí configura- 
ría un "patrón de conducta" digno de repro- 
che. Mucho menos aún el darle a la intriga o 
a la maledicencia categoría de las que care- 
cen. 

Empero, debo anticipar mi criterio en el senti- 
do de que el doctor Fariz — aún desagregan- 
do los elementos señalados como de ocurren- 
cia ordinaria o regular — ha tenido conductas 
que importan una anómala manera de con- 
ducirse. 

Es que "la conducta de los magistrados ha 
de ser apreciada con estándares altos y exi- 
gentes, de modo de garantizar que la función 
judicial sea ejercida por jueces que gocen 
siempre de legitimidad política y credibilidad 
ante toda la sociedad. De modo especial ha- 
brá que atender a las exigencias éticas per- 
sonales y a la calidad de la tarea jurisdiccio- 
nal encomendada a los jueces federales" (Al- 
fonso Santiago (h), "Grandezas y Miserias en 
la vida judicial - El mal desempeño como cau- 
sal de remoción de los magistrados judicia- 
les" editorial "El Derecho", 2003, capítulo III, 
"Conclusiones"). 

6 Q ) Que de la prueba rendida en estas actua- 
ciones ha quedado acreditado formas de com- 
portamiento y actitudes del magistrado acu- 
sado que contrastan severamente con la éti- 
ca y el decoro exigido en el trato que daba a 
diversos agentes que prestan servicios en el 
juzgado, lo que en algún caso se hizo exten- 
sivo a sus familiares. 

7 Q ) Que es en virtud de los hechos objeto de 
la acusación y no de las calificaciones que de 
éstos hiciera el acusador, tipificaciones que 
no hacen a su naturaleza si no a su denomi- 
nación, que vengo a precisar las razones que 
a mi juicio importan su mal desempeño, con- 
cepto que — como se ha dicho y ahora reite- 
ro — entraña una noción de amplia discrecio- 
nalidad, exige una muy prudente apreciación 
de las circunstancias del caso, ya que sepa- 
rar a un magistrado es un acto de tremenda 
trascendencia y grave repercusión general 
(conf. doctrina de la Causa "Murature", voto 
citado) 

8 Q ) Que resulta de rigor que la evaluación de 
la prueba allegada al expediente vinculada a 
los cargos, se tamice con la lógica de la razo- 
nabilidad y con criterio de justicia, de modo 
que resulte efectiva la protección de los inte- 
reses públicos, pero sin perder de vista que 
la inamovilidad de los jueces es una de las 
garantías contempladas por la Constitución 
Nacional (art. 1 1 0) para asegurar la indepen- 
dencia judicial, verdadero pilar de un Estado 
de Derecho. 
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a) DIVISIÓN ENTRE LOS INTEGRANTES 
DEL JUZGADO MEDIANTE RUMORES. 

9 Q ) Que la doctora Sellares sostuvo que era 
frecuente que el juez le manifestara "Docto- 
ra, la señora Fulana de Tal dijo de usted tal 
cosa", aclarando que se trataba de algo malo 
ante lo cual ella respondía "No doctor, a mí 
no me interesa porque realmente yo no me 
dejo guiar por comentarios y, de última, quien 
quiera decirme algo que me lo diga personal- 
mente" (cfr. página 21 de la versión esteno- 
gráfica de la audiencia del 10 de febrero de 
2006— mañana— ). 

10 Q ) Que por su parte, la doctora María Eu- 
genia Zarza, secretaria que sucedió a la doc- 
tora Patricia Susana Sellares en la secretaría 
penal del Juzgado Federal de Reconquista 
explicó que había advertido que el doctor Fariz 
le hablaba mal de su persona a los demás 
integrantes del tribunal, lo que lógicamente 
iba produciendo un distanciamiento entre ellos 
al tiempo que distorsionaba las relaciones 
dentro del ámbito laboral, situación que indu- 
dablemente la afectó. 

Aclaró en tal sentido que una persona le co- 
mentó que había gente que "te ve de la ma- 
nera en que a vos te ha pintado el doctor Fa- 
riz" (cfr. página 80 de la versión estenográfi- 
ca mencionada). 

Sostuvo que tuvo un clima de amistad con 
mucha gente del juzgado, y que lamentable- 
mente por el tipo de rumores que circularon 
se perjudicaron mucho las relaciones, las que 
si bien no concluyeron hicieron que ella sin- 
tiera que se habían enfriado y que ya no eran 
de amistad (cfr. página 84 y 91 de la versión 
estenográfica de la audiencia del 10 de fe- 
brero de 2006 — mañana — ). 

La doctora Zarza hizo alusión a los sumarios 
administrativos que el doctor Fariz quería que 
ella iniciara y relató que se había enterado 
que el juez decía que ella concurría al tribu- 
nal por las tardes o se quedaba hasta altas 
horas con el fin de buscar errores cometidos 
por el personal para poder sumariarlos, lo cual 
negó rotundamente. 

Sostuvo que circularon comentarios que la 
hacían aparecer como una persona que ver- 
daderamente no era, generaron un cambio 
en el clima laboral y sustentaron su muy mal 
concepto (cfr. páginas 92 y 101 de la versión 
estenográfica de la audiencia del 10 de fe- 
brero de 2006 — mañana — ). 

Mencionó también los diálogos que mantuvo 
con el doctor Fariz respecto de las causas 
del "corralito", en trámite ante la secretaría 
penal por decisión del magistrado y que en 
una oportunidad el juez le dijo "Yo sé que la 
estoy sobrecargando pero va a ser por un 
tiempo nada más. A la doctora Ramseyer no 
podía proponerle hacerlo de otra manera" ante 
lo cual Zarza señaló que le hacía sentir que 
ella era su persona de confianza, la única en 
la que podía confiar al tiempo que le genera- 
ba un sentimiento de gratitud o de culpa, por 
lo que terminaba accediendo a lo que aquél 
le pedía (cfr. página de versión estenográfica 
de la audiencia de 10 de febrero de 2006 
— mañana — ). 

Al ser interrogada por la defensa para saber 
si había intentado aclarar los comentarios que 
circulaban en desmedro de su persona, la 
doctora Zarza respondió que ella no quería 
ahondar en ese tipo de temas y que muchas 
veces, cuando el doctor Fariz le decía algo 
de una persona y ella quería llamarla para 
dilucidar la cuestión, el juez le decía que no 
lo hiciera porque no valía la pena (cfr. versión 
estenográfica de la audiencia del 10 de fe- 
brero de 2006 — mañana — ). 

María Eugenia Zarza manifestó que cuando 
tomaba licencia por maternidad se sentía bas- 
tante culpable y el doctor Fariz muchas ve- 
ces le decía: "bueno, el personal va a tener 
que venir mañana, tarde y noche a tratar de 
poner al día" razón por la cual le ofreció to- 
mar la licencia pero indicando que resolvería 
en su casa los expedientes. Agregó que la 
circunstancia descripta le generó roces con 
el personal, particularmente con la primera de 
sus licencias, en el año 2000 cuando aún era 
prosecretaria, porque se entendió que había 
procedido en la forma antes descripta con el 
fin de perjudicar a la doctora Almeida, quien 
también estaba gozando de licencia por ma- 



ternidad y en modo alguno fue esa su inten- 
ción (cfr. página 1 06 de la versión estenográ- 
fica mencionada). 

1 1 B ) Que Juan Ángel Acuña, personal de ser- 
vicio desde que el juzgado comenzó a fun- 
cionar en 1 997, consideró que el doctor Fariz 
al conocerlo bien advirtió que podía manipu- 
larlo frente a otros compañeros del tribunal, 
enfrentándolo con rumores contrarios a una 
persona determinada o que lo perjudicaran 
directamente a él. Así, sostuvo que hubo si- 
tuaciones en la que el magistrado le decía 
"Fulana de tal vino a decirme barbaridades 
de vos: te pido que esto quede entre noso- 
tros, no le digas nada a ella que por favor 
quede entre nosotros y hace de cuenta que 
no pasa nada entre ustedes dos y no se lo 
cuentes que esto dije yo" pero, tiempo más 
tarde descubrió que usaba idéntico procedi- 
miento con la otra persona y expresaba: "Tal 
o cual cosa dijo Juan de vos (lo cual no era 
cierto) pero que quede esto entre nosotros; 
no serviría de nada que haya divisiones entre 
ustedes" (cfr. página 135 de la versión este- 
nográfica de la audiencia del 10 de febrero 
de 2006 — mañana — ). 

Concluyó que no obstante lo que el juez ma- 
nifestaba, el objetivo que perseguía el doctor 
Fariz era que el personal se fragmentara. 

A mayor abundamiento, Acuña destacó que 
a partir del 2001 hubo una total desunión en- 
tre el personal, sin confianza ni diálogo entre 
ellos y miedo de que el magistrado los amo- 
nestara. Puntualizó que cuando Fariz llegaba 
les preguntaba porqué estaban hablando y no 
estaban trabajando, todo lo cual generaba una 
tensión que hacía que todos se sintieran in- 
cómodos y no se cumpliera la labor debida- 
mente. 

Recordó Acuña que entre 1 997 y 2001 el per- 
sonal se reunía siempre por iniciativa del juez 
en algún restaurant, por alguna fiesta o para 
celebrar cumpleaños y refirió que él sufría en 
esos encuentros en los que normalmente se 
entraba un poco en todos los chistes y conver- 
saciones que él hacía y era al único a quien se 
lo escuchaba. Aclaró que él era el punto de 
partida de sus chistes de los que todos sus 
compañeros se reían provocándole malestar. 

Las situaciones narradas motivaron que nin- 
guno de los integrantes del juzgado se ani- 
mara a encontrarse en las casas o a reunirse 
a tomar algo en otro sitio por temor a que el 
magistrado se enojara con sus empleados y 
en algún momento apareciera una represalia 
por no haberlo incluido en la salida. 

A modo de ejemplo Acuña señaló que si se le 
pedía una día de licencia, el doctor Fariz con- 
testaba "bueno ya que usted no me tiene en 
cuenta, vaya y hable con la gente que usted 
se reúne" (cfr. página 137 de la versión este- 
nográfica de la audiencia del 10 de febrero 
de 2006 — mañana — ). 

Agregó que cuando surgía algún problema 
con el juez, concretamente con la actividad 
que cumplía a la tarde, el doctor Fariz siem- 
pre hacía responsable a la secretaría civil con 
quien iba a hablar cuando se suscitaban es- 
tas discusiones y pudo así concluir que "Su 
señoría era el mentor de todo eso pero man- 
dando al frente a los demás... perdón a la 
secretaria civil..." impidiéndole que fuera a 
buscarla para aclarar la situación (cfr. página 
140 de la versión estenográfica mencionada). 

Destacó Acuña, que con el tiempo fue descu- 
briendo la maraña que se armaba con un solo 
fin, según estimó, de manejarlos a medida que 
los iba conociendo y descubría las debilida- 
des de los integrantes del tribunal y de esa 
forma el juez logró hacer con cada uno de 
ellos lo que él deseaba (cfr. página 146 de la 
versión estenográfica de la audiencia del 10 
de febrero de 2006 — mañana — ). 

Expuso que cuando le manifestó a Fariz que 
no lo iban a invitar a las reuniones que cele- 
braran le agradeció que fuera el puente para 
mejorar lo que él aludió como el "ambiente 
nuestro" pidiéndole que lo mantuviera al tan- 
to de lo que hablaran, especialmente lo que 
dijera Fulano o Mengano y teniéndolo al tan- 
to de lo que pasaba (cfr. páginas 147/148 de 
la aludida versión estenográfica). 

12 Q ) Que en sentido similar se expresó Ma- 
riana Clarisa Shcimanski, escribiente auxiliar 



de la secretaría penal, cuando declaró en el 
debate que con el paso del tiempo, después 
de casi cinco años, advirtieron que la meto- 
dología del doctor Fariz para relacionarse con 
el personal era hablar acerca de un emplea- 
do con otro y así lograr enemistarlos perma- 
nentemente, lo cual concluyó tras la situación 
especial vivida por dos integrantes del tribu- 
nal y luego de que todos se sinceraran (cfr. 
página 7 de la versión estenográfica de la 
audiencia del 10 de febrero de 2006 — tar- 
de—). 

1 3 Q ) Que María Susana Almeida aludió a "un 
grupo de autoayuda" y ante preguntas formu- 
ladas explicó que en el Juzgado estaban to- 
dos aislados, cada uno dentro de lo que ha- 
bía sentido, padecido y sufrido. Agregó que 
se habían enterado de que el doctor Fariz 
hablaba mal de todos ellos delante de otro 
compañero. Explicó a modo de ejemplo que 
le decía a una compañera "dice Almeida que 
tal cosa", a lo mejor por un tema puntual de 
trabajo y como nunca se habían enfrentado y 
aclarado todas esas cosas que supuestamen- 
te habían dicho, con tal fin se hicieron las re- 
uniones de los empleados (cfr. página 1 05 de 
la versión estenográfica correspondiente a la 
audiencia del 14 de febrero de 2006 — tar- 
de—). 

b) NO DIRIGIR LA PALABRA AL PERSONAL 
Y PROHIBICIÓN DE HABLAR ENTRE LOS 
EMPLEADOS. 

14 Q ) Que la doctora Sellares, ante preguntas 
del defensor manifestó que durante los pri- 
meros años en que se desempeñó en el tri- 
bunal a cargo del doctor Fariz pudo hablar 
con sus compañeros libremente pero des- 
pués, sin poder precisar desde cuándo, qui- 
zás un año o dos antes de su renuncia, el 
personal no tenía autorización para hablar con 
ella y a veces hasta el ordenanza no podía 
acercarle un café (cfr. página de la versión 
estenográfica de la audiencia del 10 de fe- 
brero de 2006 — mañana — ) 

Aludió también a lo que consideró como ac- 
tos de hostilidad hacia su persona ya que el 
titular del juzgado, quien necesariamente de- 
bía ingresar al tribunal por el patiecito al que 
daba el ventanal donde ella estaba instalada: 
cuando lo saludaba el doctor Fariz no le res- 
pondía. 

Al ser interrogada acerca de la existencia de 
alguna prohibición del juez para que los em- 
pleados o funcionarios se comunicasen con 
ella la doctora Sellares respondió que creía 
que alguien le había dicho que existía, pero 
no lo podía afirmar sin perjuicio de lo cual 
advirtió que no le comentaban como lo ha- 
cían antes acerca de cosas de la vida, de los 
problemas diarios y ajenos al ámbito laboral 
(cfr. páginas 63 y 64 de la versión estenográ- 
fica de la audiencia aludida). 

1 5 B ) Que también el ordenanza Acuña al des- 
cribir el clima de malestar, temor y tensión 
que se vivía en el juzgado, destacó que la 
relación con el doctor Fariz se terminó com- 
pletamente y hasta llegó a plasmarse en acti- 
tudes del juez como no saludar a compañe- 
ras, a quienes ignoraba directamente cuan- 
do llegaba al tribunal (cfr. página 151 de la 
versión estenográfica de la audiencia del 10 
de febrero de 2006 — mañana — ) 

Acuña refirió que su malestar en el juzgado 
resultó mayor cuando el doctor Fariz prohibió 
terminantemente que su cónyuge, también 
empleada judicial, ingresara al tribunal, con- 
cretamente al lugar donde estacionaban el 
vehículo de ambos, lo que originó una gran 
discusión con el magistrado (cfr. página 155 
de la versión estenográfica antes citada) 

16 Q ) Que por su parte la auxiliar escribiente 
Mariana Shcimanski, ante preguntas formu- 
ladas por la acusación expuso que con ante- 
rioridad a la suspensión del doctor Fariz en el 
juzgado se vivía un clima de tensión ya que 
un compañero no podía hablar con otro, ha- 
bía personas aisladas, les decían "no hable 
con esta porque si no..." y evitaban que el 
doctor Fariz los encontrara reunidos porque 
no le gustaba que se juntasen para charlar 
entre ellas (cfr. páginas 1 2 de la versión este- 
nográfica de la audiencia del 10 de febrero 
de 2006— tarde— ). 

Ante preguntas del señor defensor, doctor 
Vignale, aclaró que los compañeros del juz- 



gado no podían comunicarse libremente y que 
hubo situaciones de aislamiento. 

Señaló que cuando se inició el problema con 
la señora Elba Fernández no quería que ha- 
blaran con ella y respecto de Claudia Macha- 
do, refirió que la cambiaron de lugar y no po- 
dían acercársele (cfr. página 40 de la versión 
estenográfica de la audiencia aludida en el 
párrafo que antecede). 

17 Q ) Que Andrea Fun Marega recordó en su 
testimonio que los empleados no podían ha- 
blar entre ellos y al advertir que el doctor Fa- 
riz llegaba "nos desparramábamos" ya que 
nadie podía acercarse a un compañero para 
preguntarle algo ni por una consulta. 

Aclaró que el magistrado nunca daba las ór- 
denes directamente, siempre las hacía saber 
a través de Irma y aludió a los cambios con 
los que se encontraba cuando regresaban de 
la licencia, ya sea la ubicación del escritorio, 
la falta de elementos, entre los que se podía 
encontrar el teléfono o el pase a la otra se- 
cretaría (cfr. página 75 de la versión esteno- 
gráfica de la audiencia del 13 de febrero de 
2006 —mañana—). 

1 8 Q ) Que en corroboración a lo antes expuesto 
Andrea Fun Marega refirió que el doctor Fa- 
riz hizo instalar un biombo como división para 
que las empleadas no conversaran de un es- 
critorio al otro (cfr. página 81 de la versión 
estenográfica antes aludida) 

Refirió que el miércoles 3 de agosto de 2005 
fue el día en que el doctor Fariz le volvió a 
hablar a Claudia (se refirió a Machado) a quien 
hacía más de un año que no le dirigía la pala- 
bra. Relató que se reunieron con la secretaria 
civil y mantuvieron una charla en el despacho 
a puertas cerradas durante una hora y media 
y al concluir, el magistrado salió contento y di- 
rigiéndose a la declarante, pero diciéndoselo 
a toda la secretaría penal, comunicó que él y 
Claudia se habían amigado. Sostuvo que esa 
noticia determinó que todos los empleados, 
quienes ya no ocultaban sus encuentros, fue- 
ran a cenar para festejar que Claudia era nue- 
vamente amiga del juez (cfr. página 86 de la 
versión estenográfica de la audiencia del 13 
de febrero de 2006 — mañana — ). 

19 B ) La doctora Claudia Susana Machado 
Schlie refirió que los empleados tenían prohi- 
bido hablar entre sí y cuando ella se dirigía a 
un escritorio para pedir un sello, el Juez la 
retaba (cfr. página 129 de la versión esteno- 
gráfica de la audiencia del 14 de febrero de 
2006— mañana— ). 

Expresó que tras su declaración en el Con- 
sejo de la Magistratura, el 27 de mayo de 
2004, ella se acercó a una de sus compañe- 
ras para solicitar una instrucción y el doctor 
Fariz le pidió a los gritos que nunca más le 
dirigiera la palabra (cfr. página 1 1 5 de la ver- 
sión estenográfica e la audiencia el jueves 1 4 
de febrero de 2006 — mañana — ). 

Machado sostuvo que pasó momentos muy 
feos porque primero el Juez dejó de saludar- 
la y después le tenía que mandar a decir todo 
a través de otro empleado. 

Agregó que antes de entrar al despacho del 
Juez se persignaba al igual que otras compa- 
ñeras y que cuando el Juez la llamaba al des- 
pacho "le daba terror" (cfr. página 1 19 de la 
versión antes mencionada). 

Machado hizo alusión a las correcciones que 
le hacía en su trabajo diario, con cartelitos 
con frases tales como "Atención! Antes de 
resolver, estudie" o "Qué vergüenza! Hay un 
error" y destacó que se sentía humillada. 

Expresó que cuando le devolvía los expedien- 
tes le mandaba decir con la prosecretaria que 
hiciera todo nuevamente lo que la determina- 
ba a quedarse fuera de horario para cumplir 
la orden mientras que con sus compañeros 
no sucedía lo mismo. 

Expuso que cuando quedó embarazada de 
su última hija, como no se animaba a contár- 
selo directamente al doctor Fariz lo comentó 
delante de dos compañeras y él la reprendió; 
que ella se dio vuelta, se fue con el resto del 
grupo y comenzó a llorar. 

Relató que luego de ese último embarazo la 
doctora Zarza la llamó por teléfono a su casa 
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para que buscara la manera de que su licen- 
cia continuara treinta y cinco días más para 
que la amiga de la secretaria, quien estaba 
cubriendo su cargo en forma interina, pudie- 
ra seguir trabajando. Expuso que se asustó y 
le dijo que lo iba a pensar pero finalmente le 
avisó a la secretaria que le avergonzaba pe- 
dirle a su ginecóloga que le extendiera la li- 
cencia. Agregó que unos días después la doc- 
tora Zarza la llamó nuevamente y le informó 
que pasaba a desempeñarse en la mesa de 
entradas, trabajo que nunca le gustó. 

Aclaró que todo era orden del doctor Fariz 
porque ella no le había obedecido faltando 
esos treinta y cinco días más. 

Expresó que cuando tuvo la posibilidad de 
quedar a cargo de la secretaría penal reem- 
plazando en forma interina a la doctora Zar- 
za, a quien se le había adelantado el parto de 
su hijo, el doctor Fariz le exigió que renuncia- 
ra a ese posible interinato ya que en caso de 
que se negara le iba a hacer lo mismo que a 
la doctora Sellares: "escritos, escritos, des- 
pués se viene el sumario. Vamos Claudia, 
piense, piense" (cfr. página 128 de la versión 
estenográfica antes mencionada). 

Agregó que ella se quería morir, salió del des- 
pacho y redactó en la computadora de uno 
de sus compañeros un escrito renunciando a 
la secretaría. 

c) EPISODIO RELACIONADO CON EL 
CERTIFICADO MEDICO. 

20 Q ) Que Mariana Shcimanski, empleada de 
la secretaría penal manifestó no haber tenido 
inconvenientes con sus licencias y que en una 
sola oportunidad tuvo una discusión con el 
magistrado por una cuestión muy personal 
relacionada con la enfermedad de su hijo de 
ocho años que padecía cáncer. 

Refirió que en virtud de la necesidad de con- 
tinuar con el tratamiento médico en Buenos 
Aires, le pidió a su madre que llevara el co- 
rrespondiente certificado al doctor Fariz y fue 
así que su progenitora estuvo desde las ocho 
de la mañana parada en la puerta del tribunal 
para entregárselo mientras que a las chicas 
el juez les decía "que espere, que espere". 

Destacó que ése era un tema humano, que 
su hijo se estaba muriendo y su abuela había 
estado de pie cinco horas esperando ser aten- 
dida por el magistrado quien la recibió recién 
al mediodía, (cfr. página 43 de la versión es- 
tenográfica de la audiencia del 1 de febrero 
de 2006 —tarde—)- 

d) SITUACIONES Y EXPRESIONES AMENA- 
ZANTES. 

21 Q ) Que la doctora Sellares expuso que en 
un principio el trato había sido amable, el que 
calificó "algo menos que un noviazgo" pero 
que con el paso del tiempo la relación fue 
cambiando y el trato lo sentía discriminatorio. 

Señaló que las metodologías de trabajo fue- 
ron cambiando y se le fue diciendo que no 
servía (página 7 de la versión estenográfica 
de la audiencia del 10 de febrero de 2006, 
mañana). 

Que al hacer alusión al lugar físico que ocu- 
paba en el tribunal explicó que desde el pasi- 
llo donde trabajaba fue trasladada a un lugar 
que, conforme lo había manifestado el mis- 
mo juez, había sido construido para que ella 
lo ocupara, no obstante lo cual estaba relati- 
vamente alejada del personal de la secreta- 
ría a su cargo y del resto del juzgado (cfr. 
página 8 de la versión estenográfica de la 
audiencia del 1 de febrero de 2006 — maña- 
na — ). 

Que con posterioridad a una cirugía de co- 
lumna que se le practicó en el Instituto FLENI 
de la ciudad de Buenos Aires, al regresar a 
su trabajo fue notificada de que se le había 
iniciado un sumario en el que también se ha- 
llaba involucrada la doctora Zarza, actuacio- 
nes en las que ofreció testigos que fueron in- 
terrogados sin su presencia, impidiéndole así 
el control de la prueba. 

Expuso que tras la sanción que se le aplicó 
de diez días de suspensión sin goce de ha- 
beres, la que confirmó la Excma. Cámara de 
Apelaciones de Resistencia y fue la primera 
que recibió en su vida, regresó al juzgado y 



encontró varios pedidos de informes en su 
escritorio, situación que se reiteró en los días 
siguientes. 

Explicó que esa situación la llevó a solicitar 
una audiencia con el juez ("...a esa altura yo 
ya vivía un estado de terror...) la que recién 
se le concedió el jueves al mediodía, oportu- 
nidad en la cual, llorando le manifestó al doc- 
tor Fariz: "Doctor, por favor que esto se ter- 
mine. Yo me voy de aquí del juzgado: pido un 
traslado" (cfr. página 1 1 de la versión esteno- 
gráfica de la audiencia del 10 de febrero de 
2006 —mañana—) 

Manifestó que la situación descripta la llevó a 
vivir un estado de terror y en una reunión fa- 
miliar comunicó su decisión de renunciar pero 
también expuso que no se animaba a decír- 
selo al juez. Explicó que por esa razón dos 
de sus hermanos se presentaron el sábado 
siguiente en la sede del tribunal para avisar 
que el lunes ella renunciaría ya que en defini- 
tiva lo que ella deseaba era recuperar su es- 
tabilidad emocional y su autoestima (cfr. pá- 
gina 12 de la versión estenográfica antes ci- 
tada). 

Refirió ante preguntas de la acusación que el 
trato del doctor Fariz con el resto del perso- 
nal no era malo; especialmente bueno con la 
doctora Ingaramo y con la doctora Zarza; que 
con la mayoría del personal tenía un trato 
medianamente bueno ya que cuando tenía 
deseos de desprestigiar a alguien, ya sea por 
aburrimiento o por cualquier otra razón, lo 
hacía. 

Recordó al ordenanza, señor Acuña, a quien 
le decía "vos no servís para nada" (cfr. pági- 
na 20 de la versión estenográfica de la au- 
diencia del 10 de febrero de 2006 — maña- 
na — ). 

22 Q ) Que el personal de servicio Juan Ángel 
Acuña sostuvo que nunca fue amenazado por 
el doctor Fariz pero evitaba contradecirlo en 
sus decisiones y en las tareas encomenda- 
das con el propósito de evitar ser sancionado 
con una amonestación o un apercibimiento o 
amenazado con un sumario administrativo. 
Así dijo: "El trato, desde el primer momento, 
del año 97, hasta el 2001, quizás, siempre 
fue bien. Después el trato ya fue más diferen- 
te de parte de él hacia mí, en sentirme yo 
principalmente amedrentado..." (versión es- 
tenográfica de la audiencia del 1 de febrero 
de 2006 — mañana — ). 

23 Q ) Que Andrea Paola Fun Marega brindó 
su testimonio ante el Jurado y dio cuenta de 
una reunión celebrada en diciembre de 2003, 
a la que fue citada por el doctor Fariz, junta- 
mente con Acuña y Claudia Machado, opor- 
tunidad en la que les pidió, que cualquier cosa 
que pudieran observar se la comentaran en 
forma familiar. 

Manifestó Fun Marega que ante esa solicitud 
le dijo muy respetuosamente que veía mal que 
le hubiera prohibido la entrada al Juzgado a 
la señora de Juan Acuña ya que los esposos 
de las secretarias ingresaban sin problema 
alguno. 

Refirió que a Elba, la prosecretaria penal, le 
cortó el teléfono para realizar llamados a lar- 
ga distancia y como era la encargada de re- 
cepcionar las respuestas a oficios y citacio- 
nes tenía que correr hasta el lugar que ocu- 
paba Irma para recibirlas. 

Agregó que tras esos planteos que fueron 
negados por el magistrado, decidió callarse, 
pero como represalia el doctor Fariz le dijo a 
la prosecretaria Gelcich que ella se quedaría 
siempre en mesa de entradas (cfr. página 65 
de la versión estenográfica de la audiencia 
del 1 3 de febrero de 2006 — mañana — ). 

24 Q ) Que la testigo Elba Blanca Fernández 
expresó que desde que la designaron prose- 
cretaria del Juzgado Federal de Reconquis- 
ta, en el 2002, había vivido prácticamente un 
calvario. 

Refirió que primero le aplicaron un apercibi- 
miento porque había supuestas irregularida- 
des en la proyección del despacho diario, lue- 
go le iniciaron un sumario administrativo y fi- 
nalmente una causa penal. Explicó que se 
recibían humillaciones no solamente de par- 
te del doctor Fariz sino también de la doctora 
Zarza, la autora intelectual de todo eso (cfr. 



páginas 1 0/1 2 de la versión estenográfica de 
la audiencia del 14 de febrero de 2006 
— mañana — ). 

Al ser interrogada acerca del funcionario Acos- 
ta, Elba Fernández respondió: "Yo no fui la 
prosecretaria que el doctor Fariz y la secreta- 
ria Zarza querían tener dentro del Juzgado. 
Habían propuesto a otra persona. Cuando la 
doctora Sellares renuncia, asciende inmedia- 
tamente como secretaria la doctora Zarza. 
Quedaba a cubrir el cargo de prosecretaria, 
que por escalafón me correspondía, y fue pro- 
puesta otra persona que cubría el cargo de 
oficial mayor. Inmediatamente, me pasan a 
la Secretaría Civil para que esa persona cum- 
pla interinamente el cargo de prosecretaria, 
hasta que la Cámara la designara. Mandan 
una nota a la Cámara con la propuesta de 
esa chica. La Cámara no le hace lugar. Viene 
un señor Acosta, de Resistencia, a cubrir el 
cargo. Estuvo muy poco tiempo. Tuvo que 
renunciar el doctor Acosta y volver a Resis- 
tencia porque también vivió momentos muy 
feos dentro del Juzgado" (cfr. página 1 de la 
versión estenográfica de la audiencia del 14 
de febrero de 2006 — mañana — ). 

Explicó Elba Fernández que los errores que 
cometía tenían su origen en el momento de 
presión y de humillación que estaba pasando 
dentro del Juzgado; que ella no los veía, que 
probablemente los tenía delante de su vista y 
nos los advertía. 

Agregó que el doctor Fariz tenía conocimien- 
to de que ella había intentado suicidarse por 
todas las cosas que pasó en el Tribunal (cfr. 
página 20 de la versión estenográfica referi- 
da). 

Expresó que sufrió un manoseo de su perso- 
na, una humillación, porque la trataban como 
una basura. "Usted no sirve para nada, Elba". 
"Vaya, siéntese en su escritorio y crúcese de 
brazos, usted no sirve para nada, ¿entiende? 
Sus compañeros tiene prohibido hablar con 
usted" (cfr. página 24 de la versión esteno- 
gráfica de la audiencia del 14 de febrero 
— mañana — ). 

Relató que un día, tras una licencia, la docto- 
ra Zarza la llamó al escritorio y le levantó la 
voz. En tal sentido puntualizó que "ella era tal 
cual como el doctor Fariz, era el mismo mé- 
todo que empleaban. Me tira expedientes, me 
hace así, como querer abofetearme, y yo me 
asusté, estaba re mal porque venía de pasar 
un momento muy duro. Mi mamá había falle- 
cido. Estaba muy mal, anímicamente me sen- 
tía muy mal" (cfr. página 26 de la versión 
mencionada). 

Manifestó que fue a trabajar a la tarde y su 
esposo se comunicó telefónicamente con el 
magistrado y entonces éste le dijo: "habló su 
marido Elba que dice que va a iniciar 
una... "(se refería a una denuncia penal). 

Agregó que tras lo expuesto el juez llamó a la 
doctora Zarza y ahí empezaron las agresio- 
nes, especialmente de parte de la secretaria 
que le dijo que su madre era una vieja, incre- 
pándola acerca de la razón por la cual lloraba 
tanto por ella, para luego seguir criticando a 
su hijo y a su hermano. 

Señaló que le pidió al Juez advirtiera lo que 
le estaba diciendo, que no podía soportar que 
la lastimara. Que entonces Fernández le dijo 
al doctor Fariz "yo me retiro, doctor. No pue- 
do soportar, creo que no soporto más"; que el 
magistrado le ordenó que se quedara y ella 
respondió: "no yo me voy, me voy...", luego 
de lo cual se alejó hacia la puerta y salió. 

Refirió que se encontró con su compañera 
Andrea diciéndole que creía que se iba a des- 
componer y finalmente se desmayó. Recor- 
dó que cuando se despertó estaba en la cama 
de su dormitorio con dos policías, quienes 
supuestamente la habían trasladado hasta su 
casa en un auto del comando ya que ni si- 
quiera llamaron una ambulancia (cfr. página 
27 de la versión estenográfica de la audien- 
cia del 1 4 de febrero de 2006 — mañana — ) 

25 B ) Que María Susana Almeida refirió que el 
trato del doctor Fariz con el personal, en su 
presencia, era correcto pero también fue tes- 
tigo de ver a compañeras que salían llorando 
del despacho o de advertir que luego de una 
conversación entre el magistrado y una em- 
pleada, cuando el doctor se retiraba, su inter- 



locutora quedaba llorando, sensible o de mal 
modo por lo que el Juez le había dicho. 

Puntualizó que Claudia Machado y Elba Fer- 
nández se retiraron llorando del despacho del 
doctor Fariz (cfr. páginas 84/85 de la versión 
estenográfica de la audiencia del 14 de fe- 
brero de 2006 — mañana — ). 

Señaló que cuando se efectuaba alguna co- 
rrección en un expediente, respecto de un 
término, una palabra o un artículo, se agre- 
gaba algo más personal como "hay que estu- 
diar", con tono agresivo. 

Relató también que ante la designación del 
doctor Zanel en el cargo de secretario interi- 
no postergando su ascenso, el que le corres- 
pondía por antigüedad y escalafón, el doctor 
Fariz invocó como razón de la decisión adop- 
tada que una madre no iba a ser capaz de 
desempeñar correctamente el cargo (cfr. pá- 
gina 89 de la versión estenográfica indicada). 

Ante preguntas formuladas María Susana Al- 
meida respondió que los inconvenientes fun- 
cionales relacionados con la maternidad y la 
lactancia de los hijos no fueron situaciones 
que vivió ella solamente. Que si bien no fue 
testigo del diálogo entre Claudia Machado y 
el Juez, cuando aquélla le hizo saber que 
estaba embarazada, el doctor Fariz le mani- 
festó "otra vez embarazada, así no va a salir 
o no va a avanzar la Secretaría Penal, o así 
se va a atrasar más la Secretaría Penal" (cfr. 
página 1 06 de la versión antes aludida). 

26 5 ) Que Claudia Susana Machado Schlie 
relató que luego de consultar al señor Minella 
presentó un escrito para renunciar a las ta- 
reas de notificador que cumplía durante las 
tardes, especialmente por su embarazo ge- 
melar. Refirió que fue al despacho del magis- 
trado, se anunció ante su secretaria privada 
y ya en el interior, habló con el doctor Fariz. 

Manifestó que tenía mucho miedo, temblaba 
y cuando le respondió afirmativamente acer- 
ca de si conocía lo que estaba haciendo, el 
juez le señaló "que eso era desobedecer una 
orden y que a partir de que se cargue la nota 
esa yo era su enemiga y que me iba a arre- 
pentí para siempre" (cfr. página 112 de la 
versión estenográfica de la audiencia del 14 
de febrero de 2006, mañana). 

Manifestó que el juez le hizo saber que junta- 
mente con la doctora Zarza tenían todas las 
pruebas y que le iba a suceder lo mismo que 
a Elba y a la doctora Sellares si no cumplía 
las cosas que él le pedía. 

Señaló que tenían que concurrir a trabajar a 
la tarde y que en una ocasión, le preguntó al 
doctor Fariz si podía llegar quince minutos 
más tarde y retirarse quince minutos antes 
por inconvenientes con la niñera, el juez res- 
pondió que ella iba a trabajar media hora 
menos que sus compañeros y que lo tendría 
en cuenta en las calificaciones. 

Expuso que luego de declarar ante el Conse- 
jo de la Magistratura el doctor Fariz le prohi- 
bió que le dirigiera la palabra (cfr. página 1 1 5 
de la versión estenográfica antes menciona- 
da). 

Claudia Machado dio cuenta de lo sucedido 
en el Juzgado con el funcionario Carlos Acosta 
y en tal sentido refirió: Que "cuando se dio la 
vacancia de la Prosecretaría Penal por la re- 
nuncia de la doctora Sellares; entonces, te- 
nía que asumir, por escalafón, la señora Elba 
Fernández, y la doctora Susana Almeida es- 
taba después que Elba Fernández en el es- 
calafón. El doctor Fariz quería que asuma 
Susana Almeida en la Prosecretaría. Enton- 
ces hubo todo un problema ahí que yo no 
conozco bien los detalles, que al final la Cá- 
mara resolvió que la vacancia la cubra el se- 
ñor Acosta. Vino desde Resistencia el señor 
Acosta, y estuvo trabajando un mes y des- 
pués renunció porque se sentía incómodo en 
el Juzgado, no... El dijo que recibió presiones 
del doctor Fariz para que renuncie, y yo le 
creí a Acosta porque a mí me había pasado 
lo mismo". "A mí el señor Acosta a veces me 
daba un poco de lástima porque le hicimos 
un vacío, o sea, se notó un vacío. Porque, en 
realidad, nosotras pensamos que... quería- 
mos que las vacancias que se fueran produ- 
ciendo en el Juzgado se las pueda cubrir con 
empleados de allí" Que... lo saludábamos y 
hablábamos poco con él. Pero yo, por ejem- 
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pío, particularmente... Si el doctor Fariz al 
señor Acosta no lo quería, mejor que no lo 
queramos nadie al señor Acosta. Entonces, 
tratábamos de hablarle poco, de que... yo por 
ahí le hablaba y trataba de que no me vean 
hablando con él" (cfr. página 134 de la ver- 
sión estenográfica de la audiencia del 14 de 
febrero de 2006 — mañana — ). 

21°) Que se ha examinando la conducta de 
un juez, que — aunque suspendido — era el 
titular del juzgado, al que eventualmente po- 
dría volver. 

Por ese motivo resulta particularmente rele- 
vante que la mayoría del personal (especial- 
mente de la secretaría penal) haya dado su 
testimonio desfavorable. 

28 Q ) Que destaco que la defensa no haya in- 
troducido la denuncia de un hipotético "com- 
plot" de los funcionarios y empleados contra 
el acusado en este proceso de remoción, en- 
tendiendo que "...los empleados se deben al 
servicio de Justicia, no se deben a la persona 
del juez." (cfr. versión estenográfica del 23 de 
febrero de 2006, informe final de la defensa). 

29 Q ) Que ha sido precisado con acierto, an- 
tes de ahora: "Que el método de valoración 
de la prueba asignado a este jurado por ley, 
aunque no lo diga expresamente el reglamen- 
to y por la naturaleza de sus funciones, es 
muy amplio dada su naturaleza política, tan- 
to en la composición del mismo, como por la 
competencia asignada. Así lo indica el art. 33 
del Reglamento al señalar que apreciará las 
pruebas conforme con la naturaleza del pro- 
ceso de remoción (arts. 53 y 1 15 de la Cons- 
titución Nacional)." (del Voto del doctor Ma- 
nuel Alberto Jesús Moreira en la causa N s 1 5 
caratulada "Doctor Juan José Mahdjoubian s/ 
pedido de enjuiciamiento"). 

30 Q ) Que se hace aplicable al caso lo dicho 
en una situación similar: no resulta eficaz la 
metodología y estrategia de la defensa al in- 
tentar demostrar que los empleados víctimas 
o testigos del maltrato — en algunos casos — 
no promovieran actuaciones, pudiendo hacer- 
lo. "Porque la capacidad hipotética y mera- 
mente especulativa de poder hacerlo choca 
frente a las prácticas autoritarias que gene- 
ran miedo y reserva", (del Voto del doctor 
Manuel Moreira en la causa N s 1 5 caratulada 
"Doctor Juan José Mahdjoubian s/ pedido de 
enjuiciamiento"). 

CONCEPTO FINAL DE LA CONDUCTA DEL 
JUEZ 

31 Q ) Que un trato humillante y degradante es 
expresión de autoritarismo y ofende a quie- 
nes va dirigido. 

32 s ) Que examinados los testimonios, aún los 
de aquellas personas que contaron durante 
mucho tiempo con el favor del juez, caso de 
la doctora María Eugenia Zarza, no existen 
dudas de que el magistrado tuvo prácticas 
autoritarias y hasta degradantes, lo que de 
por sí es suficiente para estimar que el mis- 
mo no ha ejercitado su función conveniente- 
mente, y que tal incompetencia configura mal 
desempeño de sus funciones. 

33 Q ) Que el doctor Fariz era generador de 
rumores que producían injustificadas divisio- 
nes y enconos entre el personal, que sólo 
después de mucho tiempo lo advirtió, actitud 
que no era ya dirigida al descrédito de una 
persona, sino al deterioro del clima de traba- 
jo y a la fragmentación del conjunto. 

34 Q ) Que en estas circunstancias su función 
ha sido inadecuada, afectando elementales 
condiciones del buen desempeño y el ade- 
cuado control de lo que el Estado había puesto 
en sus manos como juez de la República. 

e) CASO DE LOS AGENTES DE LA JUSTI- 
CIA FEDERAL DE RESISTENCIA: CARLOS 
RAMÓN ACOSTA, LEANDRO MANDAGA- 
RAN MATTA Y JAVIER PASTORE. 

En este caso la valoración de los hechos lle- 
va a conclusiones diferentes que serán exa- 
minadas a continuación. 

35 Q ) Que Carlos Ramón Acosta expresó que 
fue designado por la Cámara de Apelaciones 
de Resistencia como prosecretario, cargo que 
empezó a ocupar el 26 de noviembre de 2001 , 
permaneciendo en funciones alrededor de un 



mes, hasta principios del año siguiente (cfr. 
páginas 80/81 de la versión estenográfica de 
la audiencia del 1 de febrero de 2006 — tar- 
de—). 

Explicó que debió pedir el reintegro al Juzga- 
do Federal de Resistencia en razón de que 
no cumplía las expectativas que el Juez le 
había manifestado que requería para el car- 
go, en principio porque no tenía título de abo- 
gado. 

Relató que a mediados de diciembre de 2001 , 
el Juez le impuso un apercibimiento por es- 
crito porque según el informe de la secretaria 
se había retrasado un poco en elaborar una 
tarea encomendada. 

Destacó que en esa primera oportunidad, el 
doctor Fariz le explicó que había tenido que 
recurrir a un apercibimiento y que si no cum- 
plía con las expectativas dadas iba a tener 
que seguir observándolo (cfr. página 82 de la 
versión estenográfica citada). 

Resaltó que el Juez lo convocó nuevamente 
a su despacho el último día hábil de diciem- 
bre y le indicó que tratara de volver a su anti- 
guo cargo en el Juzgado Federal (páginas 
82/83 de la versión estenográfica de la au- 
diencia del 1 de febrero de 2006 — tarde — ). 

Ante preguntas formuladas Acuña explicó que 
el primer apercibimiento que se le impuso lo 
vinculaba con la última oportunidad en la cual 
el Juez le pidió el retiro (cfr. página 88 de la 
versión aludida precedentemente). 

Recordó Acosta que sintió en su fuero más 
íntimo que no podía continuar trabajando bajo 
esa presión, que se sintió desamparado ahí, 
desprotegido totalmente (cfr. página 85 de la 
versión estenográfica correspondiente a la 
audiencia del 10 de febrero de 2006 — tar- 
de—). 

36 Q ) Que Javier Fernando Pastare expuso que 
juntamente con su compañero Leandro Man- 
dagarán Matta habían decidido ir a vivir a 
Reconquista para ocupar alguno de los car- 
gos del Juzgado Federal que comenzaba a 
funcionar en esa ciudad. 

Explicó que tras realizar el pedido pertinente 
fueron citados por la doctora De Paoli de la 
Cámara de Resistencia para mantener una 
entrevista con el doctor Fariz, magistrado 
designado (cfr. página 50 de la versión este- 
nográfica de la audiencia del 14 de febrero 
de 2006— tarde— ). 

Estimó que la entrevista estaba destinada a 
imposibilitar que se fuera a Reconquista por- 
que el Juez le dijo que no le convenía econó- 
micamente, que se alejaba de la ciudad y que 
él tenía compromisos ya creados con otras 
personas respecto de los cargos a cubrir (cfr. 
página 51 de la versión estenográfica citada). 

Manifestó Pastare que al considerar que no 
estaban dadas las condiciones para que él 
se trasladara a Reconquista, retiró el pedido 
que oportunamente había formulado (cfr. 
fs. 52 de la versión estenográfica de la au- 
diencia del 1 4 de febrero de 2006 — tarde — ). 

37 Q ) Que Leandro Mandagarán Matta decla- 
ró en forma coincidente a la que lo hizo su 
compañero Pastare y reiteró lo que le mani- 
festó el doctor Fariz en ocasión de la entre- 
vista que mantuvieran. 

Puntualizó que en esa ocasión le hizo saber 
que los cargos los tenía comprometidos, que 
era una cuestión de cargos políticos, que te- 
nía muchos compromisos y que si iban a cu- 
brirlos era un inconveniente para él. 

Señaló que internamente entendió que con 
las condiciones que le había argumentado su 
jefe inmediato, si el Juez no lo aceptaba, no 
podría irse (cfr. páginas 125 y 126 de la ver- 
sión estenográfica de la audiencia del 13 de 
febrero de 2006 —tarde—). 

Es del caso señalar que de las declaraciones 
antes consignadas se advierte una actitud del 
juez para disuadir a los funcionarios en su 
deseo de integrar el personal del Juzgado 
Federal de Reconquista. Empero la decisión 
adoptada por cada uno de los agentes, que 
mencionaron la concurrencia de distintas 
motivaciones, lleva a considerar que la con- 
ducta del doctor Fariz no adquiere, en este 



caso, la dimensión suficiente como para pro- 
piciar su destitución. 

Conclusiones de la disidencia del doctor Basla 
con referencia al primer cargo — conducta 
impropia del juez con relación a sus emplea- 
dos — : 

38 Q ) Que la prueba colectada, sobre todo los 
testimonios prestados frente al Jurado que 
han permitido su control directo e inmediato, 
conduce a aceptar que la conducta del juez 
no estuvo a la altura de un desempeño tole- 
rable: tuvo un comportamiento claramente 
abusivo, grosero, humillante, discriminador y 
degradante hacia algunos de los funcionarios 
y empleados, generador de un clima de ten- 
sión intolerable si se piensa en términos de 
dignidad y respeto por la persona. 

La gestión del magistrado, cuando desbordó 
los marcos normativos y reglamentarios, fue 
desacertada, con desprecio por la dignidad 
de las personas a su cargo, incluidas las que 
— además y en algún caso — cumplían sus 
funciones con una carga horaria extendida. 

No promovió razonables relaciones humanas 
en su tribunal, llegando a generar descontento 
y humillación, ocasionando el desprestigio de 
la institución judicial. 

Por todas las consideraciones a que se ha 
hecho expresa referencia, se ha acreditado 
que el doctor Fariz ha incurrido en conduc- 
tas que evidencian el incumplimiento de los 
deberes que tenía a su cargo como magis- 
trado, lo que importa el mal desempeño de 
sus funciones y justifica el pronunciamien- 
to a favor de su remoción (artículos 53 y 
110 de la Constitución Nacional), proposi- 
ción de la que se exceptúan aquellas impu- 
taciones que han sido descartadas en esta 
disidencia parcial. 

SEGUNDO CARGO - irregularidades en la 
tramitación de las causas según el siguiente 
detalle: 

-A-: causas N B 338/01 "Salaberry", 330/01 
"Sánchez", 671/02 y 19/03 "Garavaglia", 
276/01 "Martínez", 265/01 "Funes", 31/02 "NN 
s/ art. 1 62 CP", 21 3/03 "Legretin", 608/02 "Ro- 
jas" y 149/00 "Massaro". 

La señora presidente doctora Elena I. Highton 
de Nolasco y los doctores Enrique Pedro Bas- 
la, Ramiro Domingo Puyol, Eduardo Alejan- 
dro Roca, Guillermo Ernesto Sagúes y Aidée 
Vázquez Villar dicen: 

1 Q ) El segundo de los cargos que formula la 
acusación es "la manera como el Dr. Fariz 
tramita las causas ligadas al tráfico ilegal de 
estupefacientes y contrabando, observándo- 
se su dependencia al impulso de la acción 
penal por el Ministerio Público, lo que signifi- 
ca una delegación funcional de ese acto en 
aquél, contrario a la voluntad estatal de eje- 
cución de la acción penal y dilucidación del 
delito". La manera a que se refiere el Conse- 
jo de la Magistratura para acusar es la "irre- 
gularidad"; así la califica en el cap. IV 2 de su 
escrito de acusación donde puntualiza los 
casos en que fundamenta esta imputación. 
No hace lo mismo en cuanto a la "dependen- 
cia funcional" al Ministerio Público que atri- 
buye al magistrado, respecto de la cual no 
hay articulación específica sino distintas y 
separadas referencias. En un anexo que titu- 
la "Análisis de Causas", acompañando como 
prueba, el Consejo analiza detalladamente 
cada una de las causas que ha incorporado 
en el cuerpo de la acusación. 

Es relevante señalar que en un apartado de 
otro anexo, titulado "Ofrecimiento de Prueba" 
indica la existencia de otras 16 actuaciones 
judiciales y administrativas de las que no hay 
referencia en la acusación. 

Corresponde, entonces, determinar si los su- 
puestos de "irregularidad" imputados a la ac- 
tuación del magistrado a los cuales la acusa- 
ción se refiere expresamente, pueden califi- 
carse como figuras de "mal desempeño" en 
el ejercicio de sus responsabilidades. Esa 
determinación será efectuada a continuación, 
examinando cada uno de los expedientes alu- 
didos en la acusación. No procede, en cam- 
bio, estudiar las actuaciones mencionadas en 
el ofrecimiento de prueba, apartado "r", que 
no hayan sido expresamente tratadas en este 
cargo toda vez que no forman parte explícita 



de la imputación que llega a este Jurado de 
Enjuiciamiento. 

2 Q ) Para facilitar la exposición de los diferen- 
tes cargos, es útil consignar el criterio gene- 
ral con que debe ser encarada por este Jura- 
do la apreciación de la actuación del juez en 
una causa determinada, por cuanto de lo que 
se trata, nada menos, es si el desempeño en 
cuestión está o no resguardado por el princi- 
pio constitucional de la independencia de los 
poderes sobre el que se asienta la Repúbli- 
ca. 

En ese sentido, la Corte Suprema ha ido for- 
mulando criterios que es menester recordar 
constantemente: "Para dar curso a las denun- 
cias formuladas contra magistrados judicia- 
les se requiere que la imputación se funde en 
hechos graves e inequívocos o, cuando me- 
nos, en la existencia de presunciones serias 
que autoricen razonablemente poner en duda 
la rectitud de conducta de un magistrado o su 
capacidad para el normal desempeño de la 
función. Sólo con ese alcance la referida po- 
testad se concilia con el respeto debido a los 
jueces de la Nación y con la garantía de su 
inamovilidad (Fallos 260:210; 268:203); es 
que la puesta en marcha del procedimiento 
para enjuiciamiento de magistrados sólo se 
justifica frente a la comisión de hechos o la 
adopción de actitudes que revelen un intole- 
rable apartamiento de la misión confiada a 
los jueces, con daño evidente del servicio y 
menoscabo de la investidura (Fallos 274:41 5). 
La garantía de inamovilidad de los magistra- 
dos judiciales consagrada en el art. 96 — ac- 
tual 110 — de la Constitución Nacional, pre- 
supuesto necesario de la independencia e 
imparcialidad en su función de administrar 
justicia, exige que aquellos no se vean ex- 
puestos a riesgo de ser enjuiciados sino por 
causas realmente graves, que impliquen se- 
rio desmedro de su conducta o de su idonei- 
dad para el ejercicio del cargo" (OS, Fallos 
300:1329) (Ver "Juicio Político a la Justicia 
Nacional" de G. Navarro y S. Catucci, Bs. As., 
1987, pág. 44, que menciona otros pronun- 
ciamientos similares del Supremo Tribunal). 

En varias oportunidades, este Jurado se ha 
atenido a tal interpretación de las cláusulas 
constitucionales. Así, por ejemplo, en la cau- 
sa N s 8 — juicio político al Dr. Murature — se 
ha dicho que no resulta de competencia de 
este Jurado, la evaluación del acierto o des- 
acierto de los criterios procesales y jurídicos 
adoptados por los magistrados durante el trá- 
mite de la causa, salvo excepciones que de- 
noten una clara intención de beneficiar a al- 
guna de las partes en desmedro de otras pro- 
duciendo un menoscabo intolerable en la ad- 
ministración de justicia. 

3 Q ) Corresponde, entonces, examinar las im- 
putaciones que se formulan al Dr. Fariz a la 
luz de tales precedentes a los efectos de de- 
terminar si configuran faltas susceptibles de 
ser alcanzadas por la causal de mal desem- 
peño. Procede analizar en primer lugar aque- 
llos expedientes en los que el principal repro- 
che es la entrega irregular de aeronaves se- 
cuestradas y, luego, continuar con otras de 
distinta naturaleza. 

A) Causas relacionadas con la entrega de 
aeronaves: 

(1 ) Causa N Q 338/01 "Salaberry, Eugenio José 
s/ pta. Infracción ley 22.415": 

Se imputan al magistrado: a) falta de resguar- 
do, de contralor (aforo aduanero) y destino 
final de la mercadería secuestrada y b) retra- 
so notorio en la resolución de la situación pro- 
cesal del imputado Salaberry. 

Ante un importante secuestro de cigarrillos de 
origen ilegal el Dr. Fariz no habría cumplimen- 
tado las normas que hacen al cuidado de los 
objetos depositados y su aforo para cuantifi- 
car el monto ilícito aduanero, como tampoco 
cuidó preparar la documentación sobre el 
destino final de la mercadería, no pudiéndo- 
se conocer por ello si los objetos secuestra- 
dos se destruyeron o se encuentran en de- 
pendencias tribunalicias. 

Se funda el cargo en que el Dr. Fariz devolvió 
la avioneta Cessna LV-HCC al señor Víctor 
Jaime sin haber escuchado al titular registral 
inscripto señor Rodolfo Camilo Bowetti quien, 
posteriormente, sostuvo la presunta utilización 
por el señor Jaime de un documento de iden- 
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tidad falso para dicha compra. De ese cargo, 
Jaime fue luego sobreseído por el magistra- 
do, quedó procesado, en cambio, como par- 
tícipe necesario de encubrimiento de contra- 
bando junto con el piloto Eugenio José Sala- 
berry. A pesar del procesamiento la aeronave 
no pudo ser recuperada pues había sido se- 
cuestrada, posteriormente a su devolución, en 
la República del Paraguay por estar vincula- 
da con otro delito aduanero. 

La acusación subraya que tanto en esa cau- 
sa como en otras similares que tramitaron en 
el juzgado de Reconquista, el magistrado dis- 
puso la entrega de avionetas de una manera 
"tan desprolija y rápida que implicó una viola- 
ción a sus deberes funcionales en orden a la 
protección de los objetos secuestrados y la 
prevención de la continuidad de conductas ilí- 
citas". 

Finalmente, la acusación sostiene que si bien 
Salaberry fue indagado en mayo de 2002 por 
la presunta comisión de delitos tipificados en 
el Código Aeronáutico, fue procesado por la 
aplicación de otra norma penal, sin que exis- 
ta congruencia entre el acto de indagatoria y 
la resolución penal y explicación por la de- 
mora. 

En su defensa, explica el magistrado que el 
motivo de la demora en resolver la situación 
procesal de Víctor Hugo Jaime se debió a la 
necesidad de diligenciar el peritaje sobre su 
documento de identidad y que, una vez reali- 
zado su situación procesal quedó resuelta. 
Añade que la entrega de la avioneta al señor 
Jaime como depositario judicial ocurrió el 1 Q 
de febrero del año 2002, previo dictamen fa- 
vorable del Fiscal Federal, quien recién requi- 
rió su detención el 8 de abril siguiente, de ma- 
nera que en ninguno de los casos existió irre- 
gularidad toda vez que la documentación que 
presentó Jaime fue considerada como regular 
de acuerdo a las normas aplicables. Y que lo 
mismo ha ocurrido respecto del manejo de los 
cartones de cigarrillos transportados que que- 
daron depositados en el Juzgado. 

Analizada la causa traída por la acusación, 
con sus incidentes, se advierte que el magis- 
trado actuó dentro del marco que otorga el 
Código Aeronáutico en su art. 49, de manera 
que, existiendo opinión favorable del fiscal, la 
decisión del magistrado debe considerarse 
dictada dentro de los márgenes que le asig- 
na la ley mencionada, a la que puede agre- 
garse la ley 20.785 sobre bienes secuestra- 
dos, art. 3. 

Es cierto que las respuestas a las preguntas 
del Juzgado, dadas tanto por el propio Jaime 
como por el titular registrado señor Bowetti 
en sus numerosas declaraciones prestadas 
en el expediente 338/01 leídas con conoci- 
miento posterior del comportamiento de Jai- 
me, dejan dudas sobre lo acertado de la de- 
cisión de entrega del bien, pero tal duda no 
posee la fuerza de convicción necesaria como 
para declarar que dicha entrega se dispuso 
fuera del ámbito normal de la discrecionali- 
dad propia del magistrado. 

Tampoco se puede señalar que las otras irre- 
gularidades imputadas en la denuncia aquí 
estudiada justificaran la imputación formula- 
da de mal desempeño. Las medidas de in- 
vestigación estuvieron encuadradas en las 
facultades otorgadas por el Código Procesal 
Penal, solicitadas por el Sr. Fiscal y si no hubo 
personas imputadas no se debió a la escasa 
realización de diligencias sino a su falta de 
consistencia, tal como afirma la defensa. 

Expediente N s 330/01 "Sánchez, Ariel Gus- 
tavo Giardini, Ernesto; Blas, Eduardo s/ in- 
fracción art. 874, inc. "d", ley 22.415" 

El cargo es la detención de dos menores en 
dependencias no aptas para ellos, entrega 
apresurada de una aeronave y ausencia de 
una investigación del poseedor de un campo 
objeto de sospecha. 

En el campo fueron secuestrados una avio- 
neta marca Cessna 31011, matrícula ZPT-ZQ; 
1 500 cartones de cigarrillos y tres automoto- 
res. La aeronave había sido secuestrada an- 
teriormente en otras actuaciones, sin embar- 
go, la máquina fue devuelta a su titular el Sr. 
Prieto Fretes, que la había reclamado. 

La defensa reitera lo que manifestó oportu- 
namente ante el Consejo de la Magistratura 



en cuanto a lo relacionado con la entrega de 
la avioneta secuestrada: que la situación es- 
taba aclarada en un expediente anterior del 
propio Consejo (302/02), por lo cual se trata- 
ba de un caso ya resuelto resultando impro- 
cedente su reapertura. Expresó también que 
todas y cada una de las decisiones adopta- 
das están explicadas en el expediente, limi- 
tándose la acusación a hacer suposiciones 
de lo que hubiera ocurrido si se hubiera ac- 
tuado con mayor diligencia; por lo que la im- 
putación de lo que hubiera ocurrido es de 
imposible defensa dado su carácter difuso. 
Es de recordar que en otro de los cargos, la 
defensa ha informado que no existiendo lu- 
gar de detención para menores se los alojó 
en dependencias policiales, pero que nadie 
ha señalado que hubiese sido objeto de mal- 
trato alguno. 

Como se advierte de las actuaciones reseña- 
das, la imputación referente a la falta de con- 
trol sobre la avioneta debe ser rechazada por 
su falta de consistencia. 

(3) Expedientes N Q 671/02 "Garavaglia, Luis 
A. y otros s/ pta. infracción del art. 874, inc. 
"d" ley 22.41 5" y N Q 1 9/03 "Garavaglia Luis A. 
s/ denuncia" 

Tres imputaciones comprende la acusación. 
Son: a) detención de menores en dependen- 
cias no aptas; b) entrega apresurada de la 
aeronave secuestrada y c) falta de investiga- 
ción para el tráfico ilegal por vías aéreas. 

Según indica la acusación en otro estable- 
cimiento de campo fue secuestrado un avión 
Cessna 310 II, matrícula ZPT-ZQ, tres au- 
tomotores y 1 500 cartones de cigarrillos. La 
avioneta había sido elemento de otra cau- 
sa. 

En la defensa manifiesta, en cuanto a la pri- 
mera imputación que los menores no pudie- 
ron ser alojados en dependencias más apro- 
piadas porque no existen en la jurisdicción y 
que en manera alguna sufrieron maltrato. 
También expresa que la no adopción de me- 
didas de oficio por el Tribunal se debió a que 
el Ministerio Público actuaba activamente, 
solicitando diversas medidas que considera- 
ba ajustadas a "derecho" y que tampoco fue 
requerida la comparecencia del propietario del 
campo porque carecía de relación con la cau- 
sa. 

Referente a la entrega de la aeronave secues- 
trada en autos, a solicitud del Ministerio de 
Gobierno, Justicia y Culto de la Pcia. de San- 
ta Fe, se formó incidente de entrega del avión 
en calidad de depósito a dicho organismo, 
ordenada el día 24/04/03 por el Dr. Cian, su- 
brogante a esa fecha en el Juzgado a cargo 
del Dr. Fariz. 

Tampoco se encuentra que en la causa aquí 
estudiada pudieran existir irregularidades sus- 
ceptibles de ser calificadas como "mal des- 
empeño" de las funciones del Magistrado, de 
acuerdo a los criterios generales de interpre- 
tación a los que se ha hecho referencia más 
arriba. 

B) Otras causas: 

(1) Expediente N Q 276/01 "Martínez, Carlos 
Dante y otros s/ presunta infracción art. 874 
inc. "d" ley 22.415": 

Se acusa al magistrado por: a) Haber orde- 
nado la requisa de un automotor no vincula- 
do a la causa; b) la aparición de un juez su- 
brogante ordenando expeditamente la des- 
trucción de mercadería sin control aduanero 
previo y c) Haber detenido a menores en de- 
pendencias no aptas. 

Se trataba de un secuestro de cartones de 
cigarrillos de una camioneta y otros objetos; 
existieron varios detenidos, entre ellos un 
menor. El menor es retirado por las personas 
con las que vivía y los vehículos depositados 
en la III Brigada Aérea; donde se destruyó la 
mercadería secuestrada. 

La defensa objeta la ausencia de cargos con- 
cretos sólo sustentados en meras elucubra- 
ciones sobre actos que carecen de vincula- 
ción a la actuación del juez imputado. Pun- 
tualiza que hubo efectivo aforo de la merca- 
dería y que se carece de lugar especial para 
la detención de menores, por lo que fue im- 
posible proceder de otro modo. 



Del examen de la causa surge que ya la con- 
ducta del Dr. Fariz ha sido ajustada a dere- 
cho, en consonancia con las medidas que 
requirió el señor Fiscal, sin que se deba juz- 
gar en esta causa el mérito de las decisiones 
adoptadas dentro de las facultades que el 
magistrado poseía. 

Por otra parte, no resulta de la prueba exami- 
nada que el doctor Fariz, más allá de la amis- 
tad que lo unía al doctor Peralta, haya ejerci- 
do — en el caso — alguna influencia para que 
éste adoptara medidas a las que estaba fa- 
cultado. 

En consecuencia, la imputación ha de ser 
desechada. 

(2) Expediente N 5 265/01 "Funes, Javier Luis 
y otros s/ pta. Inf. Ley 22.415" 

Se imputa: a) haber recibido declaraciones 
indagatorias de imputados sin previa notifi- 
cación a sus defensores; b) formulado pre- 
guntas con fines ajenos a la pesquisa en una 
ampliación de la declaración indagatoria; c) 
haber actuado con morosidad entre la toma 
de indagatorias y la resolución de situacio- 
nes procesales superando ampliamente lo 
que establece el código ritual ; d) falta de con- 
trol posterior sobre un bien en depósito judi- 
cial entregando una camioneta a la policía 
local con seguro vencido sin ser renovado. 

La causa versaba sobre la declaración de un 
detenido en un procedimiento sobre transpor- 
te de paquetes de cigarrillos. 

La defensa sostiene que en caso de realizar- 
se ampliaciones de indagatoria sin notifica- 
ción a defensores, cabe la nulidad del acto 
procesal en la medida en que la defensa o el 
ministerio público fiscal la reclamen corrigien- 
do el hipotético defecto procesal, de manera 
que la eventual deficiencia hubiera tenido 
corrección dentro del mismo procedimiento si 
algún perjuicio hubiere causado. Por lo de- 
más, el plazo para resolver la situación pro- 
cesal es ordenatorio, indicativo o facultativo y 
establecido para los supuestos en que los 
imputados se encuentran detenidos. Por últi- 
mo, respecto de la imputación relacionada con 
el seguro del vehículo, afirma que ello era 
responsabilidad del depositario judicial. 

Examinada esta imputación desde el punto 
de vista de las facultades del Jurado de En- 
juiciamiento, no se advierte que el mérito de 
las medidas adoptadas ni las eventuales de- 
ficiencias que pudieran ser encontradas en 
un riguroso examen de cada uno de los actos 
del procedimiento, pudieran considerarse 
comprendidas en la calificación del mal des- 
empeño previsto en la Constitución Nacional. 

(3) Causa N Q 31/02 "NN s/ pta. inf. art. 162 
del Código Penal" 

La acusación indica como cargos a) haber 
denegado a los imputados el adelanto de la 
fecha de la declaración indagatoria; b) haber 
decretado en exceso el allanamiento a los 
domicilios particulares de los imputados y c) 
excesivo retraso entre la elevación de autos 
para sentencia y la resolución de la misma. 

Esta causa se origina el 1 5 de febrero del año 
2002 en ocasión que desde la Subcomisaría 
4ta, Guadalupe Norte de la Pcia. de Santa 
Fe, el Comisario Vera, a cargo de la misma, 
denunció el faltarte de cigarrillos, que esta- 
ban depositados en dicha dependencia como 
consecuencia de un secuestro. 

La defensa explica que el Juzgado progra- 
maba ordenadamente las audiencias testimo- 
niales y las indagatorias, de ahí que su ade- 
lanto no fuese fácil; sin embargo, agrega que 
ante la insistencia de los imputados se consi- 
guió anticiparlas en diez días. Recuerda que 
no había detenidos en la causa. En cuanto a 
la procedencia de los allanamientos califica- 
dos como excesivos en la Acusación, aclara 
los motivos de su decreto. Por último, expre- 
sa que los plazos en cuestión eran de carác- 
ter ordenatorio, citando al efecto las enseñan- 
zas de Luis Darritchon en La Ley 1999-A-lll, 
artículo titulado "Cómo son los plazos y los 
términos en el nuevo proceso penal". 

Debe ser atendido el descargo del magistra- 
do ya que es exacto que en esta causa no 
había detenidos y que no hubo presentación 
espontánea de los imputados; además a pe- 



sar de ello, el Juez resolvió adelantar la inda- 
gatoria. En sus resoluciones el magistrado ha 
valorado todos los elementos obrantes en la 
causa para ordenar las medidas que adoptó, 
basándose siempre en los argumentos del Sr. 
Fiscal. Finalmente, dado que entre el pedido 
de resolución de la situación procesal y la pro- 
videncia adoptada transcurrieron menos de 
tres meses, feria judicial incluida, producién- 
dose prueba en el ínterin, no se advierte mo- 
tivo para que el cargo pueda prosperar. 

(4) Expediente N Q 213/03 "Legretin, María 
Silvia y otros s/ pta. Infracción art. 194 Códi- 
go Penal" 

La acusación consiste en la adopción de me- 
didas excesivas al identificar a imputados que 
se encontraban en libertad y agravadas me- 
diante la notificación del inicio de la causa a 
las diferentes entidades representadas por 
aquéllos. 

Se trataba de una medida de fuerza organi- 
zada por diversos gremios que ocuparon la 
Ruta Nacional N B 9 durante veinte minutos, 
imputándose responsabilidad de ella a la diri- 
gente gremialista María Legretin y otros die- 
ciséis. Intervino, por excusación del titular, un 
fiscal ad hoc, el Dr. Ángel Peralta quien re- 
quirió se citara a declaración indagatoria a los 
imputados y se notificara de ello a los res- 
pectivos sindicatos, medida luego cumplida 
por el Dr. Fariz. Después de diversas actua- 
ciones, éste resolvió el 22/04/04 sobreseer a 
los imputados en orden al delito de entorpe- 
cimiento de transporte. 

La defensa, con fundamento en los arts. 74 y 
1 83 del Código de Procedimientos Penales y 
doctrina que cita, sostiene que el procedimien- 
to de investigación se da frecuentemente 
cuando alguien es detenido por comisión de 
delito, agregando que la identificación se pue- 
de llevar a cabo estando la persona detenida 
o en libertad y aduce que la resolución "a pos- 
teriori" de la falta de mérito en nada modifica 
tal situación. 

En lo que concierne a la notificación a las 
entidades gremiales, el magistrado en su pre- 
sentación explicó que el oficio librado por él 
se limitó sólo a notificar a los gremios que 
algunos de sus miembros se encontraban 
imputados en la causa al efecto de que toma- 
rán medidas que pudieran ser útiles al agre- 
miado, como asignarle abogado defensor. 

Parece claro que lo actuado por el Dr. Fariz 
no puede considerarse como un caso de des- 
madre en el ejercicio de sus facultades como 
juzgador, aun cuando quien analice las ac- 
tuaciones pudiera o no considerar excesiva 
su decisión adoptada a solicitud de la Fisca- 
lía. La imputación, en consecuencia, debe ser 
desechada. 

(5) Expediente N 5 608/02 "Rojas, Emilio An- 
tonio y otros s/ pta. inf. ley 24.415" 

La acusación se refiere al incumplimiento del 
plazo para la determinación de la situación 
procesal de los imputados, ya que habiéndo- 
se tomado declaración indagatoria el 25 de 
agosto de 2003 el sobreseimiento fue dicta- 
do el 30 de marzo del año 2005. Este cargo 
también tiene vinculación con la imputación 
relacionada con la presión que el Juez había 
ejercido sobre los imputados para la elección 
de determinados abogados defensores. El 
presente examen recae sólo sobre el primer 
cargo: el de morosidad. 

La causa respecto a la cual es formulada la 
imputación se refiere a un proceso iniciado el 
1 Q de noviembre del año 2002 en Santa Fe 
en la que fueron detenidas varias personas 
acusadas de un acto de contrabando; el de 
transportar ilícitamente mercadería (2158 
cartones de cigarrillos marca Rodeo). Des- 
pués de ser anulada las primeras indagato- 
rias, ellas fueron prestadas en forma regular 
el 18 de julio por algunos imputados y el 26 
de agosto del año 2003 por otros. Recién el 
30 de marzo del año 2005, un juez subrogan- 
te sobreseyó a los encausados. 

En el aspecto aquí considerado (morosidad) 
la defensa se ha expresado en el apartado 
N Q 6 únicamente respecto al tema captación 
de cliente por otros abogados, señalando de 
modo general que ninguna actividad ilegal 
puede ser imputada al Magistrado. Sin per- 
juicio de ello, en el apartado anterior (IV 5 
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"N.N.") desarrolló argumentos susceptibles de 
extenderse al presente cargo, recordando que 
en casos de incumplimiento de términos or- 
denatorios, el interesado debe pedir pronto 
despacho para que el acto sea realizado den- 
tro de los tres días posteriores y que sólo ven- 
cido tal término cabe denunciar la demora al 
órgano que ejerza la superintendencia, su- 
puesto que no se ha dado en el caso. 

En razón de que la situación de incumplimien- 
to denunciada tiene procedimiento y sancio- 
nes previstas expresamente en la ley proce- 
sal (art. 127) y también que el procedimiento 
ha proseguido su curso sin que se haya de- 
nunciado perjuicio para persona alguna, es 
claro que no procede la acusación de mal 
desempeño en los términos en que este com- 
portamiento está definido en la Constitución 
Nacional. La imputación pues debe ser recha- 
zada. 

(6) Causa n. 5 149/00 caratulada "Massaro, 
Gladys Celmira s/ su denuncia". 

De los antecedentes de la causa n. B 149/00, 
caratulada "Massaro, Gladys Celmira s/ su 
denuncia", surge que fue iniciada en virtud de 
la denuncia efectuada el 1 2 de junio de 2000 
por la señora Gladis Celmira Massaro en la 
que sostuvo que las curtiembres Sadesa S.A. 
y Arlei S.A. ubicadas en la localidad de Las 
Toscas, provincia de Santa Fe, producirían la 
contaminación de las aguas y el aires de la 
zona. La presentación quedó radicada ante 
el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correc- 
cional Federal n. Q 8 de esta Capital Federal, 
a cargo del doctor Jorge Urso, quien el 1 4 de 
junio de 2000 declinó su competencia en fa- 
vor del Juzgado Federal de Reconquista (conf. 
fojas 8/9). 

El 1 4 de julio de 2000 el doctor Eduardo Fariz 
recibió el expediente y posteriormente, pre- 
via vista al Agente Fiscal, dispuso diversas 
medidas de prueba (conf. fojas 13,14/16,17, 
35, 44/45, 47 y 57). El 20 de marzo de 2001 
resolvió acumular la causa n. s 42/01 remitida 
por la Juzgado Federal de Santa Fe (conf. 
fojas 84). 

Luego de ello, el 5 de abril de 2001 , el magis- 
trado declaró su incompetencia para interve- 
nir en la causa y remitió el expediente al titu- 
lar del Juzgado Penal de Instrucción de la ciu- 
dad de Reconquista quien no aceptó la com- 
petencia atribuida y devolvió el expediente al 
juzgado federal (conf. fojas 89/90, 92/93). Fi- 
nalmente el 24 de mayo el doctor Fariz resol- 
vió aceptar la competencia atribuida (conf. 
fojas 1 04) y durante ese mes de mayo de 2001 
dispuso la acumulación de los expedientes n. s 
1 26/01 , 1 29/01 y 1 30/01 , todos vinculados con 
la presunta contaminación generada por las 
curtiembres Sadesa y Arlet (conf. fojas 104, 
485, 522 y 559). 

El 7 de junio de 2001 el doctor Fariz se inhi- 
bió de entender en las actuaciones por en- 
contrarse comprendido — según sostuvo — en 
la causal prevista por el artículo 55, inciso 
primero del Código Procesal Penal de la Na- 
ción (conf. fojas 709). 

Por último, la doctora María Aurelia Chemes, 
en su calidad de juez subrogante, resolvió el 
1 1 de septiembre de 2001 y el 3 de octubre 
de 2003 el sobreseimiento de los directores, 
gerentes y representantes de las firmas Arlet 
S.A. y Sadesa S.A. (conf. fojas 777/791 y 
988/990). 

Se le imputa al magistrado no haberse apar- 
tado inmediatamente de la causa en razón a 
que de la denuncia efectuada en sede poli- 
cial, de la declaración testimonial de la de- 
nunciante y del requerimiento fiscal surgían 
como posibles imputadas las sociedades co- 
merciales Arlet S.A. y Sadesa S.A. 

De los antecedentes descriptos surge de 
modo indudable que el magistrado demoró 
desde el 14 de julio de 2000 hasta el 7 de 
junio de 2001 — con un intervalo entre el 5 de 
abril de 2001 y el 24 de mayo de 2001 en que 
remitió el expediente a la justicia provincial — 
en inhibirse de entender en la causa en que 
las partes se encontraban claramente identi- 
ficadas e individualizadas desde el inicio de 
las actuaciones. 

No obstante las circunstancias descriptas no 
se ha podido conformar un marco probatorio 
con el peso suficiente para permitir concluir 



de modo incontrastable que el juez ha utiliza- 
do el poder que la Constitución Nacional y 
las leyes le han confiado con un propósito o 
intención distinta a la de administrar justicia 
con rectitud. 

Por todo lo expuesto, debe rechazarse el pe- 
dido de remoción por el cargo formulado en 
este capítulo. 

Conclusiones de los doctores Highton de No- 
lasco, Basla, Puyol, Roca, Sagúes y Vázquez 
Villar del apartado "A" del segundo cargo — 
irregularidades en la tramitación de las cau- 
sas N s 338/01 "Salaberry", 330/01 "Sánchez", 
671/02 y 19/03 "Garavaglia", 276/01 "Martí- 
nez", 265/01 "Funes", 31/02 "NN s/ art. 162 
CP", 213/03 "Legretin", 608/02 "Rojas" y 
1 49/00 "Massaro"—: 

En lo referente al cargo específico de mal 
desempeño por la custodia y entrega en de- 
pósito judicial de aeronaves secuestradas en 
causas "Garavaglia", "Salaberry" y "Sánchez", 
no existen elementos de juicio que sosten- 
gan los respectivos reproches. Se puede no 
compartir el acierto o procedencia de las de- 
cisiones, pero el magistrado las ha adoptado 
en el ámbito de su jurisdicción, que ha de res- 
petarse. 

Respecto de las causas "Martínez", "Funes", 
"NN s/ hurto", "Legretin", "Rojas" y "Massaro" 
la conducta del señor juez Fariz ha sido ajus- 
tada a derecho. Referente a las menciona- 
das en el apartado r) del anexo de prueba de 
la acusación, al haber sido sólo enunciadas 
en dicho anexo sin especificación de imputa- 
ción alguna, ellas deben ser desestimadas. 
Atento a lo expuesto no se encuentra confi- 
gurada en este cargo la causal de mal des- 
empeño, por lo que debe ser rechazado. 

Los doctores Manuel Justo Baladran, Sergio 
Adrián Gallia y José Luis Zavalía con relación 
al apartado "A" del segundo cargo — irregula- 
ridades en la tramitación de las causas 
N s 338/01 "Salaberry", 330/01 "Sánchez", 
671/02 y 19/03 "Garavaglia", 276/01 "Martí- 
nez", 265/01 "Funes", 31/02 "NN s/ art. 162 
CP", 21 3/03 "Legretin", 608/02 "Rojas" y 1 49/00 
"Massaro" — por sus fundamentos dicen: 

1 Q ) Que la acusación reprocha al juez Fariz 
por la manera en que ha tramitado diversas 
causas, señalando distintas irregularidades, 
a saber: 

a) Causa N s 338/2001 "Salaberry, Eugenio 
José s/ pta. Infracción ley 22.415": (1) Falta 
de resguardo, contralor (aforo aduanero) y 
destino final de la mercadería secuestrada; 
(2) entrega apresurada de una aeronave se- 
cuestrada y falta de control sobre su depósito 
judicial; (3) Retraso notorio en la resolución 
procesal del imputado Salaberry. 

b) Causa N Q 671/2002 "Garavaglia, Luis A. y 
otros s/ pta. Inf. Art. 874, inc. d) ley 22.415": 
(1) Detención de menores en dependencias 
no aptas; (2) Entrega apresurada de una ae- 
ronave secuestrada y falta de control sobre 
su depósito judicial; (3) Falta de investigación 
para el tráfico ilegal por vías aéreas. 

c) Causa N Q 276/2001 "Martínez, Carlos Dan- 
te y otros s/ pta. Inf. Art. 874, inc. d) ley 
22.415": (1) Ordenar la requisa de un auto- 
motor no vinculado a la causa; (2) Destruc- 
ción de mercadería sin previo contralor adua- 
nero ordenada expeditamente por un juez 
subrogante; (3) Detención de menores en 
dependencias no aptas. 

d) Causa N Q 265/2001 "Funes, Javier Luis y 
otros s/ pta. Inf. ley 22.415": (1) Declaracio- 
nes indagatorias de imputados sin previa no- 
tificación a sus defensores; (2) Formular pre- 
guntas con fines ajenos a la pesquisa en una 
ampliación indagatoria; (3) Morosidad en la 
resolución de la situación procesal de los en- 
cartados; (4) Falta de control posterior sobre 
un bien entregado en depósito judicial. 

e) Causa N B 330/2001 , "Sánchez, Ariel; Giar- 
dini, Ernesto y Chamorro Rodríguez s/ pta. 
Inf. Art. 874, inc. d) ley 22.415": (1) Falta de 
control sobre una avioneta entregada en de- 
pósito judicial; (2) Falta de resguardo, con- 
tralor y destino final de la mercadería secues- 
trada. 

f) Causa N 5 213/2003 "Legretin, María Silvia 
y otros s/ presunta inf. Art. 1 92 C. R": (1 ) Dis- 



poner una medida excesiva como identificar 
a los imputados que se encontraban en liber- 
tad; (2) Notificar del inicio de la causa a dife- 
rentes entidades representadas por aquéllos. 

g) Causa N Q 31/2002 "NN s/ pta. Inf. Art. 162 
del CP": (1) Haber denegado a los imputa- 
dos adelantar la fecha de la indagatoria; (2) 
Haber decretado en exceso el allanamiento a 
los domicilios particulares de los imputados; 
(3) Excesivo retraso entre la elevación de 
autos para sentencia y la resolución de la 
misma. 

h) Causa N s 608/2002 "Rojas, Emilio A. s/ 
presunta inf. Ley 22.41 5": Incumplimiento del 
plazo para determinar la situación procesal 
de los imputados. 

i) Causa N s 149/2000 "Massaro, Gladis s/ 
denuncia": No haberse apartado oportuna- 
mente de la causa. Demora en su excusa- 
ción. 

2 Q ) Que a su vez en el "Anexo" se incluyen 
otras causas en las que la acusación dice 
advertir "conductas enfrentadas a las normas 
aplicables y otras que bordean peligrosamen- 
te sus límites" (expedientes nros.: 408/97 "Fis- 
co nacional R.N.S.S. c/ Cooperativa Agroin- 
dustrial Arno Ltda. s/ Ejecución Fiscal"; 486/98 
"Fisco Nacional (AFIP-RNSS) c/ Cooperativa 
Agroindustrial Arno Ltda. s/ Ejecución Fiscal; 
989/2002; "Fisco Nacional (R.N.S.S.) c/ Vi- 
centín Faenas SRL s/ Ejecución Fiscal"; 
675/2002 "Fisco Nacional (R.N.S.S.) c/ Vicen- 
tín Faenas SRL s/ Ejecución Fiscal"; 855/1 998 
"Fisco Nacional (DGI) c/ Coop. Ind. Arno Ltda. 
s/ Ejecución Fiscal); 396/1999 Fisco Nacio- 
nal (R.N.S.S.) c/ Cooperativa Agroindustrial 
Arno Ltda. s/ Ejecución Fiscal"; 1001/1999 
"FRIAR SA c/ AFIP-DGI Región Santa Fe s/ 
Juicio Ordinario"; 31/2000 "FRIAR SAc/AFIP- 
R.N.S.S. s/ apelación resolución administra- 
tiva"; 746/2002 "FRIAR SA c/ AFIP-DGI s/ 
Juicio Ordinario y medida cautelar innovati- 
va"; 325/1999 "FRIAR SA c/ DGI y/o Estado 
Nacional p/ acción meramente declarativa"; 
725/1998 "Pauloni, Juan Ricardo c/ Comité 
Federal de Radiodifusión (COMFER) y/u otros 
s/indemnización de daños y perjuicios" y 
N Q 19/2003 "Garavaglia, Luis Alberto s/ de- 
nuncia"). Las mismas no fueron mencionadas 
en el cargo descrito como irregularidades en 
el trámite de algunas causas, no efectuándo- 
se imputaciones respecto en relación a ellos, 
sino que tan solo se reseñan los actos proce- 
sales más importantes. 

3 Q ) En primer término corresponde señalar 
que han de examinarse las imputaciones que 
se le atribuyen al juez Fariz en los expedien- 
tes incluidos en el cargo "Irregularidades en 
la tramitación de causas". Es que la mención 
que realiza la acusación a fs. 1 155, en cuan- 
to a que "es posible advertir en el juez en cri- 
sis conductas que están enfrentadas a las 
normas aplicables y otras que bordean peli- 
grosamente sus límites", no puede suplir su 
debida descripción sin resguardo del debido 
proceso legal. 

4 Q ) En segundo lugar no han de considerarse 
los expedientes que se hallan mencionados 
únicamente en el Anexo. Ello así, pues la 
omisión de describir irregularidades en cada 
uno de ellos, impide su consideración en 
protección del debido proceso legal. 

Vale decir, al Jurado le está vedado entrar en 
el estudio de presuntas irregularidades que 
surgirían de los expedientes, que si bien con- 
forman la prueba documental reservada, no 
fueron individualizadas en el escrito acusato- 
rio. 

Este Cuerpo, al momento de pronunciar su 
decisión, no puede incorporar nuevos hechos 
que no han sido descriptos oportunamente, 
pues si esto ocurriera se estaría transforman- 
do, más allá de los reparos constitucionales 
que ello representa, en parte acusadora y ello 
es, incompatible con el derecho a un tribunal 
imparcial e independiente (Art. 14.1 del Pac- 
to Internacional de Derechos Civiles y Políti- 
cos, Art. 8.1 de la Convención Americana so- 
bre Derechos Humanos y Art. 75, inc. 22, de 
la Constitución Nacional). 

5 Q ) Lo expuesto tiene su razón de ser a la luz 
de la garantía constitucional del debido pro- 
ceso legal (Art. 18 de la Constitución Nacio- 
nal) y en la doctrina fijada por el Jurado des- 
de su primer fallo, según la cual "la garantía 



de la defensa en juicio y del debido proceso 
debe ser respetada en los procesos de remo- 
ción de magistrados con el mismo rigor y con 
las mismas pautas elaboradas por la Corte 
en numerosas decisiones.... Dicha garantía 
requiere que el acusado sea oído y que se le 
dé ocasión de hacer valer sus medios de de- 
fensa en la oportunidad y forma prevista por 
las leyes de procedimiento" (doctrina del fallo 
"Brusa", resuelto el 30 de marzo de 2000, 
considerando tercero, reiterada en posterio- 
res sentencias). 

Asimismo en dicho precedente se decidió que 
"son los hechos objeto de la acusación los 
que determinan el objeto procesal sometido 
al juzgador, en el caso, el Jurado..." (Consi- 
derando cuarto). 

6 Q ) Aclarados dichos aspectos, corresponde 
señalar que el mero enunciado de las impu- 
taciones tal como fueron formuladas por la 
acusación con relación a los expedientes "Sa- 
laberry", "Sánchez", "Garavaglia", "Martínez", 
"Funes", "N.N" 31/02", "Rojas" y "Legretin", 
indica la improcedencia de efectuar reproches 
al magistrado en cuanto al alegado mal des- 
empeño. 

Ello debido a que no se ha probado una ac- 
tuación irreflexiva que pudo haber encontra- 
do solución por las vías procesales pertinen- 
tes, ni tampoco una actuación intencional 
(doctrina del fallo "Mahdjoubian", voto de los 
Dres. Belluscio, Baladran y Gallia con adhe- 
sión del doctor Moreira). 

7 Q ) Como se advierte, los mencionados cues- 
tionamientos se basan en la discrepancia con 
la manera de resolver cuestiones jurisdiccio- 
nales opinables y el tiempo en que demoró el 
magistrado en resolver dichas cuestiones, lo 
que no es materia de enjuiciamiento. Vale 
decir en la fundamentación de dicho cargo se 
advierten críticas a decisiones judiciales, 
cuestiones procesales y a medidas probato- 
rias dictadas en un proceso que, por su pro- 
pia naturaleza, confieren al juez amplias fa- 
cultades investigativas. 

8 Q ) Asimismo, cabe ponderar que el Cuerpo 
de Auditores Judiciales del Consejo de la 
Magistratura informó sobre cada uno de los 
expedientes compulsados, según el requeri- 
miento que se les efectuara en puntos 10,11 
y 12 (ver fs. 1/2 del expediente CAJ 26/05, 
Anexo Q), no observando "conductas reitera- 
das en el desarrollo de las causas que pue- 
dan tomarse como un 'modus operandi' irre- 
gular que ameriten valoraciones independien- 
tes del análisis particular de cada causa, ello 
más allá del acierto o error con que se trami- 
tan los expedientes" (fs. 243/244 vta. del ex- 
pediente CAJ 26/05, Anexo R). 

9 Q ) La remoción es un acto de trascendental 
gravedad, que no puede estar sustentado en 
el exceso en la decisión de una causa o en la 
forma en que se resolvió, pues ello no exce- 
de de la falibilidad de las acciones humanas, 
de la cual no están exentos los jueces. 

Al respecto cabe señalar que no procede por 
la vía de enjuiciamiento, intentar un cercena- 
miento de la plena libertad de deliberación y 
decisión que deben gozar los jueces en los 
casos sometidos a su conocimiento, ya que 
admitir tal proceder significaría atentar con- 
tra el principio de independencia del Poder 
Judicial que es uno de los pilares básicos de 
nuestra organización constitucional (doctrina 
de la Corte Suprema en Fallos: 305:1 1 3). 

10 Q ) En definitiva, el acierto o error en la tra- 
mitación de causas deberá ser establecido 
dentro de las vías procesales pertinentes y 
por el juego de los recursos que la ley otorga 
a las partes. En este orden de ideas resulta 
impensable que la potestad política que su- 
pone el juzgamiento de la conducta de los 
jueces esté habilitada para inmiscuirse en la 
tarea jurisdiccional de éstos y formular juicios 
al respecto (doctrina de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación en Fallos: 300:1326; 
277:52, 278:34, 302:102, 303:695, entre 
otros). 

1 1 Q ) En el caso concreto, ello es especialmen- 
te así al no haberse probado una actuación 
intencional (doctrina de la causa "Mahdjo- 
ubian" mencionada). 

Proceder de otro modo implicaría invadir la 
esfera divisoria de los poderes para entrar en 
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la del Poder Judicial. En tal sentido, el Regla- 
mento de Procedimiento Interno de la Comi- 
sión de Juicio Político de la Cámara de Dipu- 
tados de la Nación — anterior al texto actual- 
mente vigente, el que rigió hasta 1996 — en 
su art. 1 1 , segunda parte establecía que: "Las 
resoluciones judiciales que dictaren los ma- 
gistrados en los procesos sometidos a su co- 
nocimiento, no pueden ser invocadas por los 
interesados para fundar un pedido de juicio 
político. Los agravios que ellas puedan cau- 
sar deberán ser subsanados en las instan- 
cias procesales pertinentes de la justicia in- 
terviniere (voto del Dr. Billoch Caride en el 
fallo "Bustos Fierro", considerando 6 S ). 

12 Q ) Por otro lado, no se advierte elemento 
alguno que permita determinar la existencia 
de una actitud o maniobra común por parte 
del magistrado, en las causas incluidas en el 
cargo, distinta de la finalidad que correspon- 
de a su actividad jurisdiccional. 

Al respecto se ha dicho que, para considerar 
mal desempeño debía advertirse que "...las 
presuntas irregularidades aparezcan endere- 
zadas y concatenadas entre sí para acreditar 
la existencia de alguna finalidad distinta de 
aquélla que impregna la administración de 
justicia y que muestre un patrón de conducta 
disvalioso y censurable en la conducta del 
magistrado. Este Jurado ha mantenido su cri- 
terio en el sentido de que el contenido de las 
sentencias no es materia de su incumbencia, 
ni su examen puede ser determinante de la 
remoción de un magistrado..." (Causa N B 15 
"Mahdjoubian", considerando 38) del voto de 
los doctores Jorge Alfredo Agúndez, Enrique 
Pedro Basla, Eduardo Alejandro Roca y Gui- 
llermo Ernesto Sagüés, 03/08/2005). 

1 3 Q ) Es dable poner de resalto que no se tra- 
ta de convertir al Jurado en organismo revi- 
sor de decisiones jurisdiccionales sino que 
éste, en cumplimiento de las funciones espe- 
cíficas asignadas por la Constitución y la ley, 
verifique concretamente si a través de las 
mismas se constata un notorio, grave y reite- 
rado apartamiento de la misión asignada al 
juez que hace imposible su continuidad y jus- 
tifica el desplazamiento de su delicado sitial 
institucional. De allí que el Jurado de Enjui- 
ciamiento de Magistrados de la Nación no sea 
un tribunal de alzada, ni su función la de revi- 
sar las decisiones judiciales. Por ello, el error 
judicial no se encuentra en el ámbito de su 
juzgamiento. Dichas cuestiones procesales 
encuentran remedio en los recursos previs- 
tos en las normas adjetivas (conf. doctrina 
Fallo "Murature" 29/09/2003, publicado en 
fallos: 326, t. 3). 

1 4 B ) En consecuencia, no configuran conduc- 
tas susceptibles de reproche las imputacio- 
nes vinculadas a la actuación del juez en lo 
atinente al trámite de las causas que integran 
el cargo descrito, motivo por el cual debe ser 
rechazado. 

Conclusiones de los doctores Baladren, Ga- 
llia y Zavalía con relación al apartado "A" del 
segundo cargo — irregularidades en la trami- 
tación de las causas N Q 338/01 "Salaberry", 
330/01 "Sánchez", 671/02 y 19/03 "Garava- 
glia", 276/01 "Martínez", 265/01 "Funes", 
31/02 "NN s/art. 162 CP", 213/03 "Legretin", 
608/02 "Rojas" y 1 49/00 "Massaro"— : 

15 Q ) En la fundamentación de este cargo se 
advierten críticas a decisiones judiciales, 
cuestiones procesales y a medidas probato- 
rias dictadas en un proceso que, por su pro- 
pia naturaleza, confiere al magistrado amplias 
facultades investigativas. 

Al considerar las imputaciones aludidas en el 
marco de la causal de mal desempeño, se 
tuvo en cuenta que la Corte Suprema de Jus- 
ticia de la Nación ha señalado que: "cualquiera 
sea el acierto o el error de las resoluciones 
objetadas, ello deberá ser establecido dentro 
de los cauces procedimentales y por el juego 
de los recursos que la ley suministra a los jus- 
ticiables. En tal orden de ideas, resulta im- 
pensable que la potestad política que supone 
el juzgamiento de la conducta de los jueces 
esté habilitada para inmiscuirse en la tarea 
jurisdiccional de éstos y formular juicios al 
respecto" (doctrina de Fallos: 277:52; 278:34; 
302:102; 303:695, entre otros). 

Tampoco se ha probado una actuación irre- 
flexiva, ni una actuación intencional, (doctri- 
na del fallo "Mahdjoubian", voto de los Dres. 



Belluscio, Baladren y Gallia con adhesión del 
Dr. Moreira), por lo que mero enunciado de 
las imputaciones tal como fueron formuladas 
por la acusación, indica la improcedencia de 
efectuar reproches al magistrado en relación 
con el alegado mal desempeño 

16 Q ) Por otro lado, no se advierte elemento 
alguno que permita determinar la existencia 
de una actitud o maniobra común por parte 
del magistrado, en las causas incluidas en el 
cargo, distinta de la finalidad que correspon- 
de a su actividad jurisdiccional. 

Para considerar mal desempeño debe ad- 
vertirse que "...las presuntas irregularidades 
aparezcan enderezadas y concatenadas en- 
tre sí para acreditar la existencia de alguna 
finalidad distinta de aquella que impregna la 
administración de justicia y que muestre un 
patrón de conducta disvalioso y censurable 
en la conducta del magistrado (Causa N s 15 
"Mahdjoubian"). 

17 Q ) Consecuentemente, no configuran con- 
ductas susceptibles de reproche las imputa- 
ciones relacionadas a la actuación del juez 
en lo atinente al trámite de las causas que 
integran el cargo descripto, motivo por el cual 
debe ser rechazado. 

-B-: causas N B 301/02 "Zamar s/ denuncia", 
301/02 "Zamar s/ solicitud", 455/02 "Mazzu- 
chini s/ denuncia contra Zamar" y 1 65/03 "Za- 
mar s/ denuncia". 

Los señores miembros del Jurado doctores 
Manuel Justo Baladran, Sergio Adrián Gallia, 
Ramiro Domingo Puyol, Aidée Vázquez Villar 
y José Luis Zavalía dicen: 

1 Q ) Que la acusación reprocha al juez Fariz 
por la manera en que ha tramitado diversas 
causas, señalando distintas irregularidades, 
a saber: 

a) Causa N Q 301/2002 "Zamar, Martín Alber- 
to s/ denuncia"; N Q 301/2002 caratulada: "Za- 
mar, Martín Alberto s/ solicitud"; N s 455/2002 
caratulada: "Mazzuchini, Dante Ariel s/ denun- 
cia contra Zamar, Martín Alberto": (1) Dilatar 
la resolución de la cuestión de fondo; (2) Des- 
viar el curso de la investigación. 

b) Causa N Q 1 65/2003 "Zamar, Martín Alber- 
to s/ denuncia": (1 ) Utilizar de modo excesivo 
la detención del imputado para tomar decla- 
ración indagatoria; (2) Demorar la situación 
procesal del imputado. 

Vale decir, en las causas N Q 301/2002 "Za- 
mar, Martín Alberto s/ denuncia"; N Q 301/2002 
caratulada: "Zamar, Martín Alberto s/ solici- 
tud"; N s 455/2002 caratulada: "Mazzuchini, 
Dante Ariel s/ denuncia contra Zamar, Martín 
Alberto, la acusación imputa al magistrado 
haber obrado con "dispendio jurisdiccional", 
dilatando la resolución de fondo y desviando 
la investigación a la cuestión patrimonial de 
la titularidad del equipamiento. 

A su vez en el expediente 165/03 "Zamar, 
Martín Alberto s/ denuncia", se imputa al juez 
haber utilizado la detención para tomar de- 
claración indagatoria de manera excesiva y 
demorado la definición de la situación proce- 
sal del imputado. 

2 Q ) Que como se advierte, los mencionados 
cuestionamientos se basan en la discrepan- 
cia con la manera de resolver cuestiones ju- 
risdiccionales opinables y el tiempo en que 
demoró el magistrado en resolver dichas 
cuestiones, lo que no es materia de enjuicia- 
miento. Vale decir en la fundamentación de 
dicho cargo se advierten críticas a decisio- 
nes judiciales, cuestiones procesales y a me- 
didas probatorias dictadas en un proceso que, 
por su propia naturaleza, confieren al juez 
amplias facultades investigativas. 

3 Q ) Que la remoción es un acto de trascen- 
dental gravedad, que no puede estar susten- 
tado en el exceso en la decisión de una cau- 
sa o en la forma en que se resolvió, pues ello 
no excede de la falibilidad de las acciones 
humanas, de la cual no están exentos los jue- 
ces. 

Al respecto cabe señalar que no procede por 
la vía de enjuiciamiento, intentar un cercena- 
miento de la plena libertad de deliberación y 
decisión que deben gozar los jueces en los 
casos sometidos a su conocimiento, ya que 



admitir tal proceder significaría atentar con- 
tra el principio de independencia del Poder 
Judicial que es uno de los pilares básicos de 
nuestra organización constitucional (doctrina 
de la Corte Suprema en Fallos: 305:1 1 3). 

4 Q ) Que en definitiva, el acierto o error en la 
tramitación de causas deberá ser estableci- 
do dentro de las vías procesales pertinentes 
y por el juego de los recursos que la ley otor- 
ga a las partes. En este orden de ideas resul- 
ta impensable que la potestad política que 
supone el juzgamiento de la conducta de los 
jueces esté habilitada para inmiscuirse en la 
tarea jurisdiccional de éstos y formular juicios 
al respecto (doctrina de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación en Fallos: 300:1326; 
277:52, 278:34, 302:102, 303:695, entre 
otros). 

En el caso concreto, ello es especialmente 
así al no haberse probado una actuación in- 
tencional (doctrina de la causa "Mahdjoubian" 
mencionada). 

Proceder de otro modo implicaría invadir la 
esfera divisoria de los poderes para entrar en 
la del Poder Judicial. En tal sentido, el Regla- 
mento de Procedimiento Interno de la Comi- 
sión de Juicio Político de la Cámara de Dipu- 
tados de la Nación — anterior al texto actual- 
mente vigente, el que rigió hasta 1996 — en 
su art. 1 1 , segunda parte establecía que: "Las 
resoluciones judiciales que dictaren los ma- 
gistrados en los procesos sometidos a su co- 
nocimiento, no pueden ser invocadas por los 
interesados para fundar un pedido de juicio 
político. Los agravios que ellas puedan cau- 
sar deberán ser subsanados en las instan- 
cias procesales pertinentes de la justicia in- 
terviniente (voto del Dr. Billoch Caride en el 
fallo "Bustos Fierro", considerando 6 5 ). 

5 Q ) Que por otro lado, no se advierte elemen- 
to alguno que permita determinar la existen- 
cia de una actitud o maniobra común por par- 
te del magistrado, en las causas incluidas en 
el cargo, distinta de la finalidad que corres- 
ponde a su actividad jurisdiccional. 

Al respecto se ha dicho que, para considerar 
mal desempeño debía advertirse que "...las 
presuntas irregularidades aparezcan endere- 
zadas y concatenadas entre sí para acreditar 
la existencia de alguna finalidad distinta de 
aquélla que impregna la administración de 
justicia y que muestre un patrón de conducta 
disvalioso y censurable en la conducta del 
magistrado. Este Jurado ha mantenido su cri- 
terio en el sentido de que el contenido de las 
sentencias no es materia de su incumbencia, 
ni su examen puede ser determinante de la 
remoción de un magistrado..." (Causa N s 15 
"Mahdjoubian, J. J." considerando 38 - del 
voto de los doctores Jorge Alfredo Agúndez, 
Enrique Pedro Basla, Eduardo Alejandro Roca 
y Guillermo Ernesto Sagüés, 03/08/2005). 

6 Q ) Que es dable poner de resalto que no se 
trata de convertir al Jurado en organismo re- 
visor de decisiones jurisdiccionales sino que 
éste, en cumplimiento de las funciones espe- 
cíficas asignadas por la Constitución y la ley, 
verifique concretamente si a través de las 
mismas se constata un notorio, grave y reite- 
rado apartamiento de la misión asignada al 
juez que hace imposible su continuidad y jus- 
tifica el desplazamiento de su delicado sitial 
institucional. De allí que el Jurado de Enjui- 
ciamiento de Magistrados de la Nación no sea 
un tribunal de alzada, ni su función la de revi- 
sar las decisiones judiciales. Por ello, el error 
judicial no se encuentra en el ámbito de su 
juzgamiento. Dichas cuestiones procesales 
encuentran remedio en los recursos previs- 
tos en las normas adjetivas (Fallo "Murature" 
29/09/2003, publicado en fallos: 326, t 3). 

7 Q ) Que por lo demás corresponde señalar la 
imposibilidad de ampliar la plataforma táctica 
incorporando hechos no descriptos oportuna- 
mente por la Acusación, pues de ser así el 
Jurado asumiría funciones ajenas a su com- 
petencia, transformándose en parte acusado- 
ra en trasgresión a normas constitucionales 
(art. 18 de la Constitución Nacional). 

Cabe precisar al efecto, que "la acusación 
constituye el requerimiento indispensable para 
garantizar el debido proceso legal y la defen- 
sa en juicio. Es la base y límite del juicio, toda 
vez que el hecho contenido en la sentencia 
no admite distinción de aquel descripto en la 
requisitoria del acusador, sobre el que hubo 



de estructurarse la intimación verificada al 
comienzo del debate. Es el puente que vin- 
cula el conocimiento del juicio; el punto axial 
está constituido por el requerimiento de ele- 
vación a juicio, y éste se abre con la acusa- 
ción. La condición acusatoria de la requisito- 
ria del Concejo de la Magistratura de eleva- 
ción al Jurado de Enjuiciamiento es induda- 
ble" (voto de los doctores Basla, Sagüés y 
Agúndez, en causa N s 10, "Doctor Roberto 
Marquevich s/ Pedido de Enjuiciamiento"). 

8 Q ) En consecuencia, no configuran conduc- 
tas susceptibles de reproche las imputacio- 
nes vinculadas a la actuación del juez en lo 
atinente al trámite de las causas que integran 
el cargo descripto, motivo por el cual debe 
ser rechazado. 

CONCLUSIONES de los doctores Baladran, 
Gallia, Puyol, Vázquez Villar y Zavalía res- 
pecto del apartado "B" del segundo cargo — 
irregularidades en causas N Q 301/02 "Zamar 
s/ denuncia", 301/02 "Zamar s/ solicitud", 
455/02 "Mazzuchini s/ denuncia contra Zamar" 
y 1 65/03 "Zamar s/ denuncia — . 

9 Q ) Que en la fundamentación de este cargo 
se advierten críticas a decisiones judiciales, 
cuestiones procesales y a medidas probato- 
rias dictadas en un proceso que, por su pro- 
pia naturaleza, confiere al magistrado amplias 
facultades investigativas. 

10 Q ) Que al considerar las imputaciones alu- 
didas en el marco de la causal de mal des- 
empeño, se tuvo en cuenta que la Corte Su- 
prema de Justicia de la Nación ha señalado 
que: "cualquiera sea el acierto o el error de 
las resoluciones objetadas, ello deberá ser 
establecido dentro de los cauces procedimen- 
tales y por el juego de los recursos que la ley 
suministra a los justiciables. En tal orden de 
ideas, resulta impensable que la potestad 
política que supone el juzgamiento de la con- 
ducta de los jueces esté habilitada para in- 
miscuirse en la tarea jurisdiccional de éstos y 
formular juicios al respecto" (doctrina de Fa- 
llos: 277:52; 278:34; 302:1 02; 303:695, entre 
otros). 

Tampoco se ha probado una actuación irre- 
flexiva, ni una actuación intencional, (doctri- 
na del fallo "Mahdjoubian", voto de los Dres. 
Belluscio, Baladran y Gallia con adhesión del 
Dr. Moreira), por lo que el mero enunciado de 
las imputaciones tal como fueron formuladas 
por la acusación, indica la improcedencia de 
efectuar reproches al magistrado en relación 
con el alegado mal desempeño. 

Por otro lado, no se advierte elemento algu- 
no que permita determinar la existencia de 
una actitud o maniobra común por parte del 
magistrado, en las causas incluidas en el car- 
go, distinta de la finalidad que corresponde a 
su actividad jurisdiccional. 

Para considerar mal desempeño debe adver- 
tirse que ". . .las presuntas irregularidades apa- 
rezcan enderezadas y concatenadas entre sí 
para acreditar la existencia de alguna finali- 
dad distinta de aquélla que impregna la ad- 
ministración de justicia y que muestre un pa- 
trón de conducta disvalioso y censurable en 
la conducta del magistrado (Causa N s 15, 
"Mahdjoubian, Juan José s/ Pedido de enjui- 
ciamiento). 

1 1 Q ) Que por lo demás corresponde señalar 
la imposibilidad de ampliar la plataforma tác- 
tica incorporando hechos no descriptos opor- 
tunamente por la acusación, pues de ser así 
el Jurado asumiría funciones ajenas a su com- 
petencia, transformándose en parte acusado- 
ra en trasgresión a normas constitucionales 
(art. 18 de la Constitución Nacional). 

12 Q ) Consecuentemente, no configuran con- 
ductas susceptibles de reproche las imputa- 
ciones vinculadas a la actuación del juez en 
lo atinente al trámite de las causas que inte- 
gran el cargo descripto, motivo por el cual 
debe ser rechazado. 

La señora presidente doctora Elena I. Highton 
de Nolasco y los doctores Enrique Pedro Bas- 
la, Eduardo Alejandro Roca y Guillermo Er- 
nesto Sagüés respecto del apartado "B" del 
segundo cargo — irregularidades en causas 
N Q 301/02 "Zamar s/ denuncia", 301/02 "Za- 
mar s/ solicitud", 455/02 "Mazzuchini s/ de- 
nuncia contra Zamar" y 1 65/03 "Zamar s/ de- 
nuncia — en disidencia dicen: 
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1 Q ) Que de los antecedentes de la causa n Q 
301/02, caratulada "Zamar, Martín Alberto s/ 
su denuncia", surge que fue iniciada en virtud 
de la denuncia efectuada el 16 de abril de 
2002 por el señor Martín Alberto Zamar, con 
el patrocinio letrado del doctor Francisco Pe- 
ralta, contra el señor Dante Ariel Mazzuchini 
por la presunta comisión de los delitos de 
hurto de señal de cable, defraudación por 
abuso de confianza y entorpecimiento de 
medios de comunicación. 

El denunciante afirmó ser titular de licencias 
para la explotación de circuitos cerrados de 
televisión y de una antena comunitaria de te- 
levisión en diversas localidades de la provin- 
cia de Santa Fe. En el ejercicio de esa activi- 
dad contrató a Dante Ariel Mazzuchini para 
realizar tareas de mantenimiento técnico en 
la ciudad de Florencia, a quien a su vez se le 
instaló una antena de retransmisión en su 
domicilio. A partir de marzo de 2002 advirtió 
que el nombrado facturaba a su nombre el 
servicio de televisión por cable sin rendirle 
cuentas y, asimismo, se apropió de señales 
que le eran propias de su empresa. En razón 
de ello solicitó la detención de Mazzuchini, el 
secuestro del equipo técnico necesario para 
la explotación comercial, la restitución del 
material técnico y la intimación al denunciado 
de que se abstenga de realizar actos que al- 
teren las imágenes transmitidas (cfr.fs. 16/17). 

El 1 7 de abril de 2002 el doctor Fariz ordenó 
el allanamiento del domicilio del señor Maz- 
zuchini, su detención y el secuestro de los 
equipos destinados a la explotación del ca- 
ble. Asimismo resolvió que "en caso que al- 
guno de los mismos [equipos] sea propiedad 
de Zamar se procederá a su devolución pre- 
via acreditación de propiedad". Por último 
autorizó al señor "Martín Alberto Zamar a asis- 
tir al personal policial a los efectos de indivi- 
dualizar los efectos que le pertenecen y de 
los que será puesto en posición al momento 
del acto, como así también será puesto en 
posesión inmediata de la explotación, recep- 
ción y transmisión de la señal de cable co- 
rrespondiente a 'Horizonte Cable'" 
(cfr.fs.23/24). 

El 18 de abril de 2002 se dejó constancia de 
que el Subcomisario Guillermo Osler, a quien 
se le encomendara la realización del allana- 
miento, hizo saber al juzgado que el señor 
Zamar "no [contaba] con la documentación que 
acredite la titularidad de los elementos incau- 
tados", ante lo que el doctor Fariz dispuso "en 
virtud de que obran en Secretaría documenta- 
les que oportunamente acompañara el Sr. 
Martín Alberto Zamar, que acreditan que el 
mismo es titular de elementos cuyo secuestro 
se ordenara, procédase a la entrega al denun- 
ciante, en carácter de depositario judicial con 
disponibilidad de los mismos" (cfr.fs.27). 

A su vez, en el expediente caratulado "Za- 
mar, Martín Alberto s/ su solicitud" — iniciado 
a partir de una solicitud realizada por el señor 
Martín Zamar de secuestro y restitución de 
una torre de hierro para transmisión y/o mon- 
taje de antenas que se encontraba en el do- 
micilio de Mazzuchini, que no había sido reti- 
rada al momento de efectuarse el allanamien- 
to del 1 7 de abril de 2002 — se le encomendó 
realizar un informe pericial al ingeniero Ja- 
vier Spontón, perito de parte de la defensa, 
respecto de la documentación y elementos 
secuestrados en autos. Al respecto concluyó 
que no existía en la causa documentación que 
acredite la titularidad de conversores, un re- 
ceptor de señal, un receptor satelital, ocho 
transformadores, un D 3 750 MHZ (por dupli- 
cidad de facturas que acreditan propiedad de 
Zamar y Florencia TV Color, respectivamen- 
te), cuatro LNB, un dipolo receptor, veinticin- 
co controles varios, un modulador, una fuen- 
te, una etapa, dos receptores satelitales, dos 
filtros positivos, dos down converter, veinti- 
cinco plaquetas varias, un booster consulfem, 
y una antena parabólica. Asimismo se dicta- 
minó que correspondía a "Horizonte Cable" 
tres extensores de línea y once amplificado- 
res. Se verificó que es de titularidad de Maz- 
zuchini una fuente de alimentación, un mo- 
dulador, un medidor de campo, nueve boos- 
ter y tres amplificadores. Por último, en rela- 
ción con la documentación presentada por TV 
Horizonte respecto de la titularidad de la an- 
tena, el ingeniero concluyó que no correspon- 
de a la pieza secuestrada por tratarse la torre 
peritada de dimensiones distintas a las con- 
tenidas en la factura presentada 
(cfr.fs. 249/255). 



2°) Que, paralelamente, de la causa penal 
N B 455/02, caratulada "Mazzuchini, Dante 
Ariel s/ su denuncia", surge que se inició en 
virtud de la denuncia efectuada el 27 de junio 
de 2002 por el señor Mazzuchini contra el 
señor Martín Alberto Zamar, Marcelo Gusta- 
vo Zamar, Marcelo Cremona (escribano pú- 
blico) y Enrique Alfredo Honor por la presun- 
ta comisión de los delitos de falsedad ideoló- 
gica de instrumento público, abuso de con- 
fianza, estafa y apropiación indebida (conf. 
fojas 1/4). El denunciante afirmó que Martín 
Zamar y su hijo Gustavo, durante el acto del 
allanamiento ordenado en la causa N Q 301/2 
realizado el 18 de abril de 2002, reconocie- 
ron como propios un conjunto de elementos 
técnicos para la transmisión televisiva que no 
les pertenecían y, a su vez, aportaron docu- 
mentación falsa al tribunal. Asimismo las cons- 
tancias presentadas para exigir la devolución 
de una torre antena instalada en la localidad 
de Florencia se corresponde con otra de si- 
milares características colocada en otro pue- 
blo. Finalmente denunció al escribano públi- 
co Marcelo Cremona por haber dado fe que 
tuvo a la vista la licencia otorgada por el 
COMFER a Horizonte Cable. 

Entre diversas medidas de prueba realizadas, 
se le recibió declaración testimonial a Marce- 
lo Gustavo Zamar (conf. fojas 133/134) y a 
Martín Alberto Zamar (conf. fojas 141 y 167 
— careo — ). 

3 Q ) Que finalmente de la causa N Q 165/03, 
caratulada "Zamar, Martín Alberto s/ su de- 
nuncia", surge que se inició en virtud de una 
denuncia efectuada por el señor Martín Al- 
berto Zamar, con el patrocinio letrado del doc- 
tor Francisco Peralta, contra el señor Anasta- 
sio Juan Sulgati por la presunta comisión de 
los delitos de hurto de señal de cable, estafa, 
defraudación y entorpecimiento de medios de 
comunicación. 

El denunciante sostuvo que el denunciado 
como titular de la empresa "Guillermina Ca- 
ble Visión" sólo poseía autorización para la 
emisión de una cantidad limitada de canales 
y el resto los habría tomado ilegítimamente 
de la señal generada por "Horizonte Cable" 
de la localidad de Las Toscas (cfr.fs. 1/2). 

El 24 de junio de 2003 el doctor Fariz ordenó 
la detención de Anastacio Juan Sulgati, el alla- 
namiento de su domicilio y de la empresa 
"Guillermina Cablevisión", y el secuestro de 
los equipos destinados a transmitir señales 
pertenecientes a "Horizonte Cable" o de otra 
señal de la que no tenga autorización. Du- 
rante la realización del procedimiento el se- 
ñor Sulgati se descompensó y se le debió brin- 
dar atención médica. 

El 1 4 de agosto de 2003 el COMFER informó 
que el señor Sulgati era titular de la licencia 
de un sistema de antena comunitaria de tele- 
visión mediante la Resolución N Q 765 del 
24.09.93 y se encontraba autorizado a distri- 
buir cuatro canales de recepción convencio- 
nal tomada de aire (cfr.fs. 80/88). 

4 Q ) Que, expuestas las circunstancias tácti- 
cas de los expedientes penales examinados, 
cabe afirmar que el Plenario del Consejo de 
la Magistratura acusó al doctor Eduardo Fa- 
riz por la causal constitucional de "mal des- 
empeño" por haber resuelto y dictado provi- 
dencias en causas en trámite ante su tribunal 
"enfrentadas a las normas aplicables y otras 
que bordean peligrosamente sus límites". Se 
sostuvo también que "cuando determinados 
hechos suceden invariablemente nadie pue- 
de escudarse en una supuesta equivocación. 
En los errores no se persevera pero en la in- 
tencionalidad sí". 

En las causas N s 301/02 y N Q 455/02 ello se 
habría concretamente materializado — según 
la acusación — en dilatar la resolución de la 
cuestión de fondo y a su vez desviar la inves- 
tigación a la cuestión patrimonial de la titula- 
ridad del equipamiento mientras que el hurto 
enrostrado refiere a la señal televisiva. Asi- 
mismo en la causa N B 165/03 en utilizar de 
modo excesivo la detención del imputado para 
tomar declaración indagatoria y en demorar 
la definición de su situación procesal del im- 
putado. 

No obstante ello, la conducta del juez no será 
apreciada de manera fragmentada o aislada, 
que en definitiva conllevaría a prescindir de 
una visión de conjunto de su modo de actuar 



a lo largo de los procesos. Por el contrario, 
se la debe considerar en una necesaria co- 
rrelación con todo el material probatorio in- 
corporado a este juicio, y conocido por las 
partes, con el objeto de verificar — en el mar- 
co de la imputación descripta — si incurrió en 
la causal de "mal desempeño" por la que se 
solicitará su destitución. 

5 Q ) Que, además, en virtud de que las accio- 
nes motivadoras de reproche se habrían con- 
cretado especialmente mediante el dictado de 
decisiones jurisdiccionales, en forma prelimi- 
nar resulta oportuno recordar preceptos que 
serán considerados para resolver la cuestión 
de fondo. 

En primer lugar, cabe señalar que la acusa- 
ción no será examinada con el objeto de con- 
frontar posibles discordancias con los enfo- 
ques jurídicos que le dan sustento a la actua- 
ción jurisdiccional del magistrado, los que 
deben tener natural remedio por las vías re- 
cursivas que establecen las normas de pro- 
cedimiento. Por el contrario, la conducta del 
juez, en este caso materializada en el desa- 
rrollo de un proceso penal, será analizada con 
el estricto objetivo de verificar si el acusado 
ha incurrido en la causal constitucional de 
remoción de "mal desempeño" por traducir su 
accionar un designio ajeno al recto desem- 
peño de la función jurisdiccional. Dicho en 
otras palabras, con la finalidad de corroborar 
si el juez ha utilizado el poder que la Consti- 
tución Nacional y las leyes le han confiado 
con un propósito o intención distinta a la de 
administrar justicia con rectitud y, sólo en ese 
marco y con ese alcance, se recurrirá a las 
circunstancias tácticas y jurídicas involucra- 
das. 

Que, en segundo término, no se encuentra 
controvertida la existencia de un margen de 
libertad para los jueces en lo concerniente a 
la aplicación del derecho en virtud del cual 
resulta aceptado que la aplicación de la nor- 
ma constituye al mismo tiempo un acto de 
creación del derecho y no se determina por 
completo nunca el acto de aplicación sino que 
se produce dentro de un sistema normativo 
abarcativo de diversas posibilidades. 

Por último, corresponde resaltar que el exa- 
men de las conductas que se realizan en este 
juicio político que se le lleva a cabo al juez 
Fariz resulta independiente de lo que en defi- 
nitiva pudiere resolverse acerca de la respon- 
sabilidad penal de los imputados en las cau- 
sas descriptas. 

6 Q ) Que, en tales condiciones, se puede ade- 
lantar que en este proceso de destitución se 
ha demostrado que el doctor Eduardo Luis 
María Fariz ha intervenido irregularmente en 
las causas de referencia, denotando un claro 
designio de parcialidad a favor del denuncian- 
te Martín Zamar, oportunamente patrocinado 
por el abogado Francisco Peralta, a quienes 
indebidamente benefició con distintas conduc- 
tas violatorias de la garantía de imparcialidad, 
prevista — en forma implícita — en el art. 18 
de la CN, y — expresamente — en los arts. 
8.1 de la CADH y 14.1 del PICDR 

Que — como se detallará más adelante — el 
accionar del magistrado Fariz no importó so- 
lamente posibles errores o desaciertos en 
resoluciones que constituyen materia opina- 
ble. Evaluándose tales conductas irregulares 
en su conjunto, dentro del contexto donde 
ocurrieron, resulta claro que las mismas fue- 
ron motivadas por la precisa intención del juez 
Fariz de beneficiar deliberadamente a una de 
las partes, lo cual no puede ser — de ningún 
modo — disculpado por este jurado. 

7 Q ) Que — primeramente — ha quedado sufi- 
cientemente probada la significativa relación 
previa que Fariz había tenido con Martín Za- 
mar, y que — incluso — debiera haber justifi- 
cado la oportuna inhibición del magistrado en 
las causas en estudio (cfr. art. 55 inc.1 e del 
CPPN). 

Que en el debate, el señor Dante Mazzuchini 
sostuvo que "los denunciantes tuvieron gran 
amistad durante mucho tiempo cuando el juez 
todavía ejercía su labor de abogado en Villa 
Ocampo (...) yo estuve en los allanamientos 
que se hicieron en el mismo cable de ellos y 
el doctor se presentó como su abogado de- 
fensor. Aparte, en otra causa que yo ofrecí 
como prueba, el doctor Fariz se excusó en 
esa causa por tener amistad con la familia 



Zamar" (cfr. versión estenográfica de la au- 
diencia del 1 6 de febrero de 2006). 

En tal sentido, la defensa del doctor Fariz en 
su alegato aseguró que esto último es "fal- 
so", y que en las causas "Pauloni, Juan Ri- 
cardo c/ COMFER y/u otros" (exp. n B 725 y 
724/98) "...se excusa porque quien está de- 
mandado es el señor Richter, amigo y, en todo 
caso, supo ser cliente del juez Fariz..." (cfr. 
versión estenográfica de la audiencia del 23 
de febrero de 2006). 

Lo cierto es que Martín Alberto Zamar tam- 
bién era co-demandado en tales expedien- 
tes, y de las inhibiciones efectuadas allí por 
el doctor Fariz no surge con quien tenía la 
relación que alcanzaba los extremos del art. 
17, inc. T- del CPCCN (cfr. fs. 18 y 86, res- 
pectivamente, de los expedientes aludidos). 

Por otro lado, el propio Juan Ricardo Pauloni 
— actor en aquéllos juicios — oportunamente 
afirmó que Fariz fue abogado de la firma de 
Zamar, que actuó como apoderado de tal 
empresa "cuando se hizo un allanamiento y 
secuestro de equipos en Las Toscas", y "que 
el trato con ellos seguía" después de su de- 
signación como juez (cfr. fs. 31 del Exp. 
N Q 1 54/05 "Secretaría Civil s/remite actuacio- 
nes — pta. inf. art. 255 1 Q parte CP"— ). 

Justamente en su defensa el juez Fariz reco- 
noce la relación, al decir que: "En cuanto a la 
imputación de no haberse excusado en las 
causas que intervenía Zamar, manifiesta que 
"más allá de las conjeturas a las que arriba- 
ran los denunciantes, apartarme de toda cau- 
sa en la que pueda intervenir de algún modo 
alguien a quien pudo haber asistido en algu- 
na oportunidad a lo largo de mis 25 años de 
ejercicio profesional, habiendo transcurrido ya 
más de 7 años de haber cesado en el ejerci- 
cio de mi profesión por haberme hecho cargo 
del Juzgado Federal, importaría necesaria- 
mente tener que ejercer la judicatura en un 
más que reducido ámbito de causas y sólo 
cuando las partes hubieran vivido con ante- 
rioridad, a cientos kilómetros al menos de la 
ciudad de Reconquista". 

8 Q ) Que — asimismo — el doctor Peralta tam- 
poco resulta un abogado más para el juez 
Fariz. Dicho profesional, que patrocinó a Za- 
mar en las causas aquí aludidas, tiene gran 
vinculación con el juez federal de Reconquis- 
ta, tal como se desprende en el tratamiento 
del tercer cargo reprochado respecto de la 
designación de conjueces, de donde surgen 
datos objetivos que acreditan proclividad con 
relación al aludido profesional. 

9 S ) Que, en cuanto al trámite de las causas 
N s 301/02 y 165/03, se encuentra acredita- 
do — primeramente — que el doctor Fariz ha 
dilatado la resolución de las cuestiones de 
fondo con una demora injustificada en la de- 
finición de las situaciones procesales de los 
imputados. 

En efecto, en la causa N B 301/02 el 1 8 de abril 
de 2002 se le recibió declaración indagatoria 
al imputado y hasta el 1 1 de noviembre de 
2004 — últimas constancias con las que cuen- 
ta este Jurado — no se había resuelto aún su 
situación procesal. Algo similar se advierte en 
el expediente N s 165/03, caratulado "Zamar, 
Martín Alberto s/ su denuncia", en el que se 
le recibió declaración indagatoria al señor 
Sulgati el 26 de agosto de 2003 y hasta el 20 
de septiembre de 2004 tampoco se había 
decidido su situación. 

Conforme con lo que dispone el ordenamiento 
procesal federal "En el término de diez (1 0) días, 
a contar de la indagatoria, el juez ordenará el 
procesamiento del imputado siempre que hu- 
biere elementos de convicción suficientes..." 
(art. 306 del CPPN), en tanto que, si "...el juez 
estimare que no hay mérito para ordenar el pro- 
cesamiento ni tampoco para sobreseer, dictará 
un auto que así lo declare. . ." en el mismo plazo 
arriba señalado (art. 309, Ídem.). 

Como se sabe, es válida la interpretación 
doctrinaria y jurisprudencial acerca del carác- 
ter "ordenatorio" de los plazos establecidos 
en el código de rito, tal como surge del recha- 
zo de otras irregularidades. Pero — de ningu- 
na manera — dicho criterio puede justificar una 
total inobservancia de términos. 

Al respecto, cabe afirmar que entre las diver- 
sas garantías que regulan el debido proceso 
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legal se encuentra el derecho de toda perso- 
na a obtener un pronunciamiento judicial que 
establezca su situación frente a la ley. Esa 
garantía, en la especie, no fue resguardada 
— en lo más mínimo — si se tiene en cuenta 
que desde las declaraciones indagatorias han 
transcurrido dos años y siete meses — en un 
caso — , y un año y un mes — en otro — . 

Lo expuesto adquiere un excepcional carác- 
ter en razón de que las causas, ante su falta 
de complejidad, no se han sustanciado con 
la diligencia debida respecto de las situacio- 
nes de los señores Mazzuchini y Sulgati, lo 
que resulta violatorio del derecho de los en- 
cartados (cfr. doctrina de fallos "Mattei" 
272:188; "Aguilar" 298:50; "Mozzatti" 
300:1 1 02; "Bartra Rojas" 305:91 3). 

Del mismo modo, en los casos "Genie Laca- 
yo", del 29 de enero de 1997, y "Suárez Ro- 
sero", del 12 de noviembre de 1997, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos ha 
sostenido compartir el criterio de la Corte 
Europea de Derechos Humanos en relación 
a que se deben tomar en cuenta tres elemen- 
tos para determinar la razonabilidad del pla- 
zo en el cual se desarrolla un proceso: a) la 
complejidad del asunto; b) la actividad proce- 
sal del interesado; y c) la conducta de las 
autoridades judiciales (ver entre otros, Eur. 
Court H.R., Motta judgment of 19 February 
1 991 , Series A no. 1 95-A, párr. 30; Eur. Court 
H.R., Ruiz Mateos v. Spain judgment of 23 
June 1993, Series A no. 262, párr. 30). 

En el caso bajo examen los imputados han 
estado sometidos a la causa judicial sin que 
concurra ninguno de los elementos en los que 
podría justificarse la demora: los asuntos no 
resultaban complejos, no han entorpecido el 
desarrollo del proceso y sólo se aprecia una 
conducta morosa del tribunal en el desarrollo 
de la investigación. 

En suma, la demora en resolver las situacio- 
nes procesales carece de justificación a par- 
tir de los estándares citados, y se contrapone 
con la celeridad con la que se desarrollaron 
otros actos de estos procesos (p.ej. el allana- 
miento a la casa de Mazzuchini, la entrega 
de los efectos realizada — sin mayor trámi- 
te — a favor de Zamar, etc.). Es claro — en- 
tonces — que ha obedecido a la propia mora 
del doctor Fariz, motivada en su parcial ac- 
tuación. 

1 S ) Que de las constancias descriptas en los 
considerandos precedentes se ha probado 
también que el magistrado cuestionado ha 
desviado la investigación al centralizar su 
actividad en resolver disputas patrimoniales 
en las causa N s 301/02, caratulada "Zamar, 
Martín Alberto s/ su denuncia" y N B 165/03, 
caratulada 'Zamar, Martín Alberto s/ su de- 
nuncia" cuando, en lo esencial, en esos ex- 
pedientes se investigaba inicialmente la pre- 
sunta comisión de los delitos de hurto de se- 
ñal de cable, estafa, defraudación y entorpe- 
cimiento de medios de comunicación (v. re- 
querimientos de instrucción). 

Al respecto la actuación del juez instructor no 
se ha encaminado a investigar y comprobar 
si los hechos delictuosos se habrían cometi- 
do, de acuerdo con lo dispuesto por el artícu- 
lo 193, inciso primero, del Código Procesal 
Penal de la Nación. Por el contrario la cues- 
tión central de las pesquisas ha consistido en 
verificar la propiedad de bienes muebles, cir- 
cunstancia que produjo un desvío de la in- 
vestigación y, consecuentemente, implicó di- 
latar la resolución de las cuestiones de fon- 
do. 

Dicho retraso aquí tampoco fue casual. For- 
mó parte del mismo obrar inicuo en beneficio 
de Zamar y Peralta. 

1 1 Q ) Que las irregularidades en los expedien- 
tes bajo examen no se han limitado a las des- 
criptas — si bien las mismas alcanzan para 
conformar la causal de mal desempeño — sino 
que de su estudio, en una necesaria correla- 
ción de todo el material probatorio incorpora- 
do a este juicio y conocido por las partes, se 
advierte que al disponer los allanamientos de 
los domicilios y las detenciones de los seño- 
res Mazzuchini y Sulgati el magistrado no 
efectuó previamente elementales medidas de 
comprobación de los extremos y circunstan- 
cias descriptas en las denuncias que le die- 
ron origen a las causas N s 301/02 y 1 65/03 lo 
que constituyó, por un lado, una intolerable 



actuación parcial y, por otro, una flagrante y 
evidente violación de esenciales garantías 
constitucionales. 

En efecto, no sólo no estableció si contaba 
con las bases y con los elementos específi- 
cos, suficientemente justificativos y concre- 
tamente vinculados a los hechos que se in- 
vestigaban, en los que debió apoyarse el tem- 
peramento adoptado, sino que tampoco efec- 
tuó un análisis del caso de acuerdo a las ca- 
racterísticas y extremos puestos en su cono- 
cimiento. 

En ese sentido, y si bien para el dictado de 
este tipo de resoluciones no resulta exigible 
la certidumbre apodíctica acerca del juicio que 
se emite, todo indica que el único fundamen- 
to que tuvieron las decisiones adoptadas fue 
el desmedido valor que el juez Fariz le dio a 
las manifestaciones y constancias aportadas 
por Zamar y su abogado Peralta. 

1 2 Q ) Que, en efecto, en la causa N s 301/02 el 
juez omitió corroborar previamente la auten- 
ticidad de las copias de las facturas de adqui- 
sición de los bienes muebles cuya propiedad 
ostentaba el denunciado y reclamaba el de- 
nunciante. Asimismo, ni siquiera dispuso en 
el lugar del allanamiento un pormenorizado 
cotejo entre las boletas aportadas por el de- 
nunciante y los objetos encontrados en el lu- 
gar. Por el contrario, de modo inexplicable, el 
magistrado ordenó que el señor Martín Za- 
mar concurriera al lugar "a los efectos de in- 
dividualizar los efectos que le pertenecen y 
de los que será puesto en posesión al mo- 
mento del acto" (cfr. fs. 23/24), en razón de lo 
cual durante la realización de la medida el 
Subcomisario Guillermo Osler, a quien se le 
encomendara la realización del allanamien- 
to, hizo saber al juzgado que el señor Zamar 
"no [contaba] con la documentación que acre- 
dite la titularidad de los elementos incauta- 
dos". Ante ello el doctor Fariz dispuso que 
"...en virtud de que obran en Secretaría do- 
cumentales que oportunamente acompañara 
el Sr. Martín Alberto Zamar, que acreditan que 
el mismo es titular de elementos cuyo secues- 
tro se ordenara, procédase a la entrega al 
denunciante, en carácter de depositario judi- 
cial con disponibilidad de los mismos, de 
aquellos efectos que resulten necesarios para 
que la empresa "Horizonte Cable" continúe 
con la transmisión televisiva" (el subrayado 
no pertenece al original — cfr. fs.27 — ). En 
razón de lo ordenado, Martín Zamar y su hijo 
Gustavo indicaron como propios en el lugar 
del allanamiento una serie de elementos utili- 
zados por las empresas de televisión por ca- 
ble — antena parabólica, receptores satelita- 
les, conversores — que les fueron entregados 
en calidad de depósito judicial, con disponibi- 
lidad de uso. 

De lo trascripto surge que ante la consulta 
del personal policial el juez volvió a disponer 
la entrega de los elementos secuestrados al 
denunciante sin corroborar los extremos de 
los derechos invocados con el agravante que 
afirmó — de modo expreso — que el denun- 
ciante era titular de todos los elementos se- 
cuestrados, sin conocer precisamente lo que 
se había encontrado en el domicilio allanado. 
Así, también sobrepasó la recomendación 
efectuada por el fiscal federal en su requeri- 
miento de instrucción, donde se refirió a la 
entrega de los objetos secuestrados "previa 
acreditación de propiedad" (cfr. fs. 20/21 de 
la causa de referencia). 

Por otro lado, no puede soslayarse que con 
el auxilio de un tercero desconocido, del que 
no se habían acreditado sus conocimientos 
técnicos, el juez ordenó telefónicamente el 
secuestro de elementos no vinculados con 
Horizonte Cable. En efecto, en el acta se dejó 
constancia que en el domicilio allanado "se 
solicitó la presencia, a título de colaboración, 
de los técnicos señores Ramón Cabral (...), 
Walter Gava (...) y Raúl Leguizamón (...) quién 
refi[rió] ser técnico electrónico con conocimien- 
tos de señal por cable. Que Leguizamón ade- 
más refi[rió] que en el local allanado se estaría 
recepcionando una señal de empresas no com- 
patibles con las que debiera recepcionar". En 
virtud de ello, se procede al secuestro de los 
elementos que -presuntamente — se utiliza- 
rían para cometer ese presunto ilícito: ante- 
nas parabólicas de recepción de señal, recep- 
tores satelitales, moduladores de audio y vi- 
deo, un amplificador, un receptor digital analó- 
gico, un demodulador y un tracodificador (cfr. 
fs.34/35 de la causa n 5 301/02). 



1 3 Q ) Que — también — está claro que el doc- 
tor Fariz carecía de razonable información al 
momento de disponer las detenciones cues- 
tionadas. 

Primeramente, el fiscal solicitó al juez — el 1 6 
de abril de 2002 — en el apartado II, punto 2 
del requerimiento de instrucción de la causa 
N Q 301/02 "Zamar, Martín Alberto s/ denun- 
cia", que requiriera al COMFER información 
sobre la titularidad de las licencias que afir- 
mó poseer el denunciante (cfr. fs. 20/21). A 
foja siguiente el magistrado ordenó oficiar a 
ese organismo pero no se encuentra agrega- 
da la copia como constancia (cfr. fs. 22). La 
orden de detención se cumplió sin tales da- 
tos. 

En el mismo sentido, en la causa N Q 165/03 
se recibió en el tribunal el informe del 
COMFER sobre la titularidad de las licencias 
que poseía el denunciado Anastasio Sulgati 
recién el 1 4 de agosto de 2003, esto es aproxi- 
madamente cincuenta días después de ha- 
ber dispuesto su detención (cfr. fs. 81/88). 

Todo ello, independientemente de la posible 
violación a las disposiciones previstas en el 
art.282 del CPPN, que con excepción de los 
casos de flagrancia, prevé la convocatoria "por 
simple citación" de los imputados por delitos 
en los cuales parezca procedente una con- 
dena de ejecución condicional. 

1 4 Q ) Que, por otro lado, de las declaraciones 
indagatorias recibidas al señor Mazzuchini a 
fojas 44/46 de la causa N Q 301/02 "Zamar, 
Martín Alberto s/ su denuncia" y a fojas 49/54 
del expediente "Zamar, Martín Alberto s/ su 
solicitud" surge de modo expreso que el úni- 
co elemento de prueba en su contra con que 
se contaba era la denuncia efectuada por el 
señor Zamar, y la escasa documentación por 
éste aportada. 

De igual forma en el expediente N s 1 65/03 la 
detención del imputado se dispuso a partir de 
la única prueba con que contaba el magistra- 
do: las "actas de comprobación practicadas 
por Escribano Público" aportadas por el de- 
nunciante respecto a la recepción de señal 
de cable en domicilios particulares y, en esos 
términos, se le hizo saber al imputado en la 
declaración indagatoria que se le recibiera 
(fs. 111 de la causa N B 165/03). 

15 Q ) Que corresponde también resaltar que 
las denuncias aludidas — que motivaron el 
inicio de las causas N s 301/02 y 165/03— 
ocurrieron con catorce meses de diferencia, 
resultando idénticos el denunciante (Martín 
Zamar) y el patrocinante letrado del mismo 
(Peralta), muy parecidos los pertinentes es- 
critos por ellos presentados, así como muy 
similares las diligencias dispuestas por el juez 
Fariz. 

16 Q ) Que no puede soslayarse tampoco, en 
relación a la parcial actuación del doctor Fa- 
riz, que en la causa N Q 455/02, caratulada 
"Mazzuchini, Dante Ariel s/ su denuncia", en- 
tre las diversas medidas de prueba dispues- 
tas, se les recibió declaración como testigos 
a Marcelo Gustavo Zamar (cfr. fs.133/134) y 
a Martín Alberto Zamar (cfr. fs.1 41 y 167 
— careo — ). 

Al respecto, salvo motivaciones espurias, re- 
sulta difícil de entender tales decisiones, en 
virtud de que el expediente fue iniciado a par- 
tir de una denuncia efectuada por el señor 
Mazzuchini contra el señor Martín Alberto 
Zamar, Marcelo Gustavo Zamar, Marcelo Cre- 
mona (escribano público) y Enrique Alfredo 
Honor, por la presunta comisión de los deli- 
tos de falsedad ideológica de instrumento 
público, abuso de confianza, estafa y apro- 
piación indebida (cfr. fs. 1/4). Es decir — pri- 
meramente — que los Zamar eran imputados, 
y — además — uno (Martín Alberto) el padre 
del otro (Marcelo Gustavo), por lo que les 
estaba prohibido declarar testimonialmente en 
una causa seguida contra el restante, confor- 
me a lo dispuesto por el art. 242 del CPPN. 

17 Q ) Que, en las condiciones señaladas, se 
encuentra acreditado que los allanamientos 
y las detenciones dispuestas no sólo resulta- 
ron decisiones apresuradas y manifiestamen- 
te desproporcionadas, sino sendos actos que 
evidencian que el doctor Eduardo Fariz no ha 
ejercido sus facultades en forma imparcial, 
violando una de las principales obligaciones 
de todo juez. 



Lo decidido — primeramente — importó des- 
plegar todo el actuar jurisdiccional sólo a par- 
tir de la versión y la descripción entregada 
por el señor Zamar en las denuncias que pre- 
sentara sin haber recabado los elementos 
probatorios imprescindibles para corroborar 
mínimamente los presuntos hechos denun- 
ciados, en flagrante violación de la obligación 
del juez de salvaguardar la garantía consa- 
grada por el artículo 18 de la Constitución 
Nacional. 

Asimismo, la rapidez con que se desarrolla- 
ron algunos de aquéllos actos, en contrapo- 
sición con la injustificada demora en otros — 
no menos importantes — no hace más que 
fortalecer la revelación del ilegal designio del 
juez. 

Al respecto — y como se adelantó — cabe 
consignar que necesariamente se deben dis- 
tinguir aquellas decisiones judiciales que pue- 
den resultar opinables en el marco de una 
investigación penal de las que, como aconte- 
ce en el sub examine, de modo continuado y 
consecuente — aún dictadas en el marco de 
la discrecionalidad y resueltas en consonan- 
cia con el requerimiento fiscal — se encami- 
naron en todos los casos a satisfacer a una 
de las partes demostrado la conformación de 
un verdadero "patrón de conducta" y dejando 
a la otra en una situación de desigualdad, en 
virtud de que la naturaleza coercitiva de las 
medidas que se dispusieron llevaron necesa- 
riamente a la conculcación de sus derechos 
fundamentales. 

En suma, los allanamientos y las privaciones 
de la libertad tuvieron exclusivo sustento en 
la voluntad del doctor Fariz, con manifiesto 
agravio tanto a las garantías constitucionales 
de los imputados como a su deber de admi- 
nistrar justicia con lealtad. 

Conclusiones de la disidencia de los docto- 
res Highton de Nolasco, Basla, Roca y Sa- 
gúes del apartado "B" del segundo cargo — 
irregularidades en las causas N B 301/02 "Za- 
mar s/ denuncia", 301/02 "Zamar s/ solicitud", 
455/02 "Mazzuchini s/ denuncia contra Zamar" 
y 1 65/03 "Zamar s/ denuncia" — : 

1 8 Q ) Que, en definitiva, respecto de las impu- 
taciones vinculadas con el trámite de las cau- 
sas N Q 301/02 "Zamar, Martín Alberto s/ su 
denuncia"; N 5 301/02 "Zamar, Martín Alberto 
s/su solicitud"; N Q 455/02 "Mazzuchini, Dan- 
te Ariel s/ denuncia contra Zamar, Martín 
Alberto" y N Q 165/03 "Zamar, Martín Alber- 
to s/ su denuncia", todas las circunstancias 
descriptas en los considerandos preceden- 
tes conforman un marco probatorio que, 
analizado en el contexto de los procesos 
penales donde se materializaron, permiten 
concluir que el juez Fariz ha resuelto las 
causas y ha dictado providencias enfrenta- 
das a las normas aplicables y su conducta 
ha traslucido una actuación intencional con 
explícito designio de parcialidad en favor del 
denunciante Martín Zamar — asistido por el 
abogado Peralta — , con manifiesto agravio a 
las garantías constitucionales de los imputa- 
dos. 

Portadas las consideraciones expuestas, se 
ha acreditado en relación al cargo analizado 
que el doctor Eduardo Luis María Fariz ha 
incurrido en la causal de mal desempeño, pre- 
vista en el artículo 53 de la Constitución Na- 
cional. 

TERCER CARGO —irregularidades en la 
confección de listas de conjueces — 

La señora presidente doctora Elena I. Highton 
de Nolasco y los doctores Manuel Justo Ba- 
ladran, Enrique Pedro Basla, Sergio Adrián 
Gallia, Ramiro Domingo Puyol, Eduardo Ale- 
jandro Roca, Guillermo Ernesto Sagüés, Ai- 
dée Vázquez Villar y José Luis Zavalía dicen: 

Que hemos dicho que la acusación desarro- 
lla este cargo bajo tres aspectos: 

1 ) En primer lugar, critica la nómina de profe- 
sionales que el magistrado elevaba anualmen- 
te a la Cámara de Apelaciones de Resisten- 
cia (para la conformación de la lista de Con- 
jueces) en la cual se proponía un grupo cons- 
tante de abogados; agrega que de ellos se 
ve siempre que el doctor Francisco Ángel 
Peralta se ve "beneficiado" respecto de los 
demás integrantes de la lista con su nombra- 
miento. 
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Al respecto debe recordarse que el art. 128 
del Reglamento para la Justicia Nacional es- 
tablece que en noviembre de cada año, los 
jueces nacionales del interior elevarán a la 
Corte Suprema una nómina de no menos de 
quince abogados en condiciones legales a 
efectos de la formación de la lista de conjue- 
ces. A su vez, la entonces vigente ley 20.581 
establecía que todos los años antes del 20 
de diciembre, las Cámaras Federales de Ape- 
lación con asiento en las provincias, forma- 
rán una lista de abogados no menor de tres 
ni mayor de diez, quienes durante el año si- 
guiente y por turno suplirán a los jueces fede- 
rales de los respectivos asientos. 

Conforme a ello, el doctor Fariz desde la crea- 
ción del Juzgado (1997) y hasta la vigencia 
de la resolución 76/04 del Consejo de la Ma- 
gistratura, ha enviado todos los años a la 
Cámara Federal de Resistencia la respectiva 
nómina conformada por quince profesionales 
del foro; hasta aquí todo de acuerdo a la re- 
glamentación reseñada precedentemente. 

Examinando el contenido de las mismas (que 
tenemos a la vista como documental), puede 
advertirse que efectivamente para los Con- 
jueces de los años 1998, 1999, 2000, 2001 , 
2002, 2003 y 2004 (para el 2005 se modificó 
el sistema), el doctor Fariz ha sido constante 
en proponer — entre otros — a los doctores 
Francisco Ángel Peralta y Hugo Rebechi. 

Es indudable que la persistente inclusión de 
ambos profesionales amigos marca una no- 
toria preferencia sobre el resto de los aboga- 
dos matriculados en condiciones de ser su- 
brogantes, lo cual no resulta casual a la luz 
de los acontecimientos que sucedieron pos- 
teriormente y que se desarrollarán más ade- 
lante. 

En relación a ello, debe destacarse que en el 
debate se ha probado la estrecha relación que 
el magistrado mantenía con el letrado Peral- 
ta; sobre el doctor Rebechi nos ocuparemos 
más adelante. En efecto, Irma Braidot (secre- 
taria privada de Fariz) mencionó al doctor 
Peralta como de los que más venían a ver al 
Juez; lo mismo hizo Fun Marega (Encargada 
de Mesa de Entradas) al expresar que Peral- 
ta venía a ver al Juez de mañana o de tarde 
(dos o tres veces por semana); del mismo 
modo Acuña (ordenanza) hizo saber que el 
doctor Peralta es de aquellos profesionales 
que asiduamente se encontraban con el Juez 
cuando servía café. 

La empleada Almeida puso de manifiesto que 
Peralta era uno de los letrados que concurría 
diariamente al despacho del magistrado acu- 
sado. Relató la testigo otro dato que no pue- 
de dejar de causar sorpresa: el magistrado 
había dado la instrucción que los expedien- 
tes del "corralito" patrocinados por el aboga- 
do Peralta debían tramitarse con mayor cele- 
ridad. 

Además, aparece digna de destacarse la pa- 
labra de Gustavo Raffin (periodista), quien 
manifestó al Jurado que puede calificar al 
doctor Peralta como amigo del Juez Fariz, ya 
que "... varias veces habló conmigo intentan- 
do que vaya a tener una reunión a solas con 
el Dr. Fariz". 

2) Que la Cámara Federal de Resistencia, 
desinsaculaba de aquella nómina, diez nom- 
bres y con ellos formaba la lista definitiva que 
enviaba al Juzgado de Reconquista para ser 
utilizada por la Superintendencia para el sor- 
teo del Juez Subrogante en caso de licencia 
del titular (incluida feria judicial) y por las Se- 
cretarías Civil y Penal para las designacio- 
nes de conjueces en caso de excusación o 
recusación. En esas listas definitivas están 
incluidos para los años 1998, 1999, 2000, 
2001, 2002 y 2003 el doctor Peralta y para 
los años 2002, 2003 y 2004 el doctor Rebe- 
chi; para el año 2005, ya con intervención del 
Colegio de Abogados, los mencionados pro- 
fesionales vuelven a integrar la lista. 

En referencia a los concretos reemplazos 
habidos en el Juzgado de Reconquista, se han 
agregado a los autos dos listas — confeccio- 
nadas por el doctor Fariz — que detallan la 
totalidad de subrogancias habidas desde la 
puesta en funcionamiento del organismo, in- 
formando fecha y nombre del subrogante; una 
corre agregada al expediente principal 
(fs. 495/496), y la otra a fs. 6/7 del Anexo "B" 
de la Auditoría. En la primera el Juez Fariz 



omite consignar las subrogancias por feria 
judicial, mas las incluye en la segunda, con 
excepción de la correspondiente a la feria de 
Julio de 2003, la que obra en acta del Juzga- 
do de fecha 30/06/03 en el expediente "Fe- 
rias Judiciales Año 2003"; todos los casos 
omitidos se vinculan con el doctor Francisco 
Peralta. 

Deteniéndonos en este tipo de subrogancias, 
se observa que el mencionado doctor Peralta 
salió sorteado para estar a cargo del Juzga- 
do Federal de Reconquista en varias ferias 
judiciales, a saber: a) Durante el mes de Enero 
de 1999 (sorteo); b) Durante los días 17 a 31 
de Enero de 2000; c) Durante el mes de Ene- 
ro de 2001 ; d) desde el 1 5 al 31 de Enero de 
2002 y e) del 14 al 20 de Julio de 2003. Asi- 
mismo, el citado profesional ha estado a car- 
go del Juzgado de Reconquista, por otro tipo 
de licencias del titular, durante siete días há- 
biles en 1998, seis en 1999 y uno en 2001. 
Por otra parte, ha actuado con motivo de ex- 
cusaciones del doctor Fariz, en causas ingre- 
sadas en los años 1 998, 1 999 y 2000 confor- 
me surge de la información brindada a la Au- 
ditoría por las secretarías del Juzgado, pese 
a que en materia penal contamos con docu- 
mentación acotada. 

Estos datos objetivos que muestran la procli- 
vidad a designar al doctor Peralta como su- 
brogante, y pese a que en los expedientes 
administrativos obren actas labradas por las 
secretarias (en caso de sorteos) generan un 
manto de sospecha sobre el modo que tenía 
el Juzgado de realizar efectivamente el sor- 
teo o la selección del orden en la lista. Dos 
situaciones que surgen de la documental ava- 
lan estas anomalías: a) El 28/12/98 el doctor 
Fariz designa a Peralta para la Feria de Ene- 
ro de 1 999 expresando que realizó un sorteo 
de la lista confeccionada para 1999, lo que 
contrasta con lo decidido el 9/4/99 cuando lo 
designa nuevamente para que lo supla du- 
rante los días 13 a 17 de abril de 1999, ex- 
presando que corresponde hacerlo por ser el 
numero uno de la misma lista; y b) En el año 
1998, designa a Peralta en dos ocasiones 
(setiembre y noviembre) y en ambas mencio- 
na haber hecho el respectivo sorteo; pero lo 
insólito es que entre ambas designaciones no 
ha habido otra licencia que cubrir, por lo que 
nunca pudo terminarse con una ronda para 
que saliese nuevamente la bolilla del doctor 
Peralta. 

Hace también a la calidad de los sorteos ha- 
bidos en el Juzgado la práctica de consultar 
previamente con los profesionales del foro 
acerca de su disponibilidad en determinadas 
fechas para el reemplazo del doctor Fariz. Es 
indudable que dicho procedimiento reducía el 
número de candidatos que ingresarían en el 
sorteo, otorgando aún menos transparencia 
al acto de desinsaculación. 

Debe hacerse notar que el mecanismo de la 
designación de subrogantes fue tema de pre- 
ocupación del foro de la región. El Colegio de 
Abogados de Reconquista ya en el año 2000 
resolvió solicitar al Juzgado Federal de Re- 
conquista, la lista de conjueces y la respecti- 
va reglamentación para su confección; en 
marzo del año 2003 se reiteró decidiendo re- 
mitir nota y solicitar audiencia a la Cámara 
Federal de Resistencia para informarse so- 
bre el criterio o metodología para elaborar la 
lista, lo que vuelve a reiterarse en diciembre 
del mismo año decidiendo dirigirse a la Cá- 
mara Federal y a la Procuración General. 

3) Otro de los aspectos que la acusación su- 
braya en este cargo es la inexistencia de cons- 
tancias de sorteo con testigos en ciertas cau- 
sas. 

En el debate ha quedado probado que para 
la designación de conjueces en caso de ex- 
cusaciones o recusaciones del doctor Fariz, 
el sistema empleado por cada secretaría era 
diferente; ello surge de los testimonios que 
brindaran las doctoras Ingaramo y Zarza. En 
tanto la Secretaría Civil (Ingaramo) iba de- 
signando por el orden que estaba estableci- 
do en la lista hasta agotarla, en la Secretaría 
Penal (Zarza) se procedía a sortear de otra 
lista similar un abogado en cada expediente; 
cada Secretaria manejaba una lista. 

Esta disparidad hace que, por una parte exis- 
tan expedientes del fuero penal en donde las 
actas de sorteo son realizadas ante la Secre- 
taria y la presencia de testigos (empleadas 
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del Juzgado), y por otra, expedientes (civi- 
les) en los cuales no existe sorteo, sino direc- 
tas designaciones de conjueces. En ambos 
casos se cuenta con un cuaderno en el que 
se lleva un control de las designaciones, ca- 
biendo puntualizar que el de la Secretaría 
Penal, presenta datos temporalmente acota- 
dos, a raíz de la desaparición de la documen- 
tación respectiva según información de la 
doctora Zarza. 

Lo expresado evidencia que el doctor Fariz 
como cabeza del Juzgado, toleraba un siste- 
ma que por su dualidad no se presenta como 
ordenado y mucho menos equitativo. El ma- 
nejo de dos listas con los mismos profesiona- 
les, una por sorteo y la otra por orden para 
subrogar aun mismo Juez, no encuentra jus- 
tificación más que en la decisión o preferen- 
cia de cada actuaría. 

4) Por último, la acusación señala que la ma- 
nera en que el doctor Fariz tomaba licencias 
en ocasión que debían adoptarse decisiones 
importantes, que terminan siendo resueltas 
por los subrogantes, sustenta la convicción 
sobre el ejercicio de una manipulación sobre 
el listado de magistrados subrogantes. 

Habrá de resultar adecuado ingresar al exa- 
men de estas situaciones al momento de re- 
ferirnos a lo sucedido respecto de la acumu- 
lada causa N Q 19. 

CONCEPTO FINAL DE LA CONDUCTA DEL 
JUEZ 

Lo expuesto evidencia que el doctor Fariz ha 
manejado las designaciones de los subrogan- 
tes o conjueces de modo irregular, permitien- 
do que en cada Secretaría se utilizaran siste- 
mas diferentes de designación, llevando a 
cabo sospechosos sorteos cuyo beneficiario 
ha sido un amigo (que invariablemente colo- 
có en las listas enviadas a la Cámara) o adop- 
tando distintos modos de nombramiento de 
subrogantes en casos similares. Esta conduc- 
ta, repetida a lo largo de los años violenta los 
criterios de imparcialidad y corrección que 
deben primar en la delicada tarea que la ley 
le confió en su momento para seleccionar a 
quien iba a ejercer la misión de impartir justi- 
cia en su reemplazo. 

El cargo se tiene por probado. 

Conclusiones del tercer cargo — irregularida- 
des en la confección de listas de conjueces — 
de los doctores Highton de Nolasco, Baladran, 
Basla, Gallia, Puyol, Roca, Sagúes, Vázquez 
Villar y Zavalía: 

Que durante el proceso se ha probado que el 
doctor Eduardo Luis María Fariz manejó de 
modo irregular las designaciones de jueces 
subrogantes y conjueces, ya que permitió que 
en cada secretaría se llevaran sistemas dife- 
rentes de nombramiento y realizando sospe- 
chosos sorteos o adoptando distintos modos 
de designación en casos similares obtuvo que 
fuera un amigo el que lo subrogase. 

Que entre las calidades exigibles a un juez 
se encuentra la imparcialidad, criterio que no 
sólo debe guiar la conducta del magistrado 
en la resolución de las causas sometidas a 
su consideración, sino en todos aquellos otros 
actos relativos a su función, debiendo tener- 
se por probado el incumplimiento grave de 
dicha obligación. 

La conductas enunciadas evidencian el incum- 
plimiento de los deberes que pesaban sobre 
él como magistrado. 

El cargo se tiene por probado. 

CUARTO CARGO— Irregularidades referen- 
tes al nombramiento de abogados defenso- 
res y a la violación del deber de imparciali- 
dad- 
La señora presidente doctora Elena I. Highton 
de Nolasco y los doctores Manuel Justo Ba- 
ladran, Enrique Pedro Basla, Sergio Adrián 
Gallia, Ramiro Domingo Puyol, Eduardo Ale- 
jandro Roca, Guillermo Ernesto Sagúes, Ai- 
dée Vázquez Villar y José Luis Zavalía dicen: 

1 Q ) Que la acusación sostiene que la imputa- 
ción referente a irregularidades en el nom- 
bramiento de abogados defensores surge de 
la existencia de propuestas de patrocinio con 
promesa de resultado provenientes del mis- 



mo magistrado a favor de determinados abo- 
gados. Ello conforme a lo declarado por el 
doctor Virgilio David Palud, a la denuncia efec- 
tuada por el doctor José Ernesto Gianfelici y 
a los dichos de la señora Julieta Noemí Sola- 
ri y del señor Dante Ariel Mazzuchini. 

Asimismo se endilga al magistrado la viola- 
ción del deber de imparcialidad a favor de los 
representados del doctor Vicente Guido Feru- 
llo, a quien le atribuye haber sido su antiguo 
socio, en relación a los expedientes 
N s 1001/99 y N Q 325/99 del registro del Juz- 
gado Federal de Reconquista. 

2 Q ) Que el cargo formulado referente a la in- 
dicación de abogados defensores amerita el 
examen de las constancias emergentes del 
expediente del Tribunal de Disciplina del Co- 
legio de Abogados de la Cuarta Circunscrip- 
ción Judicial N Q 011/2002 caratulado "Gian- 
felici, José Ernesto s/su denuncia", aportado 
por la defensa en el sobre individualizado 
como letra "L". 

Tales actuaciones se iniciaron el 12 de no- 
viembre de 2002 y a fojas 1/2 obra fotocopia 
de la declaración indagatoria vertida por Emilio 
Antonio Rojas en el marco de la causa 
N B 608/02 seguida contra el nombrado y otros 
en orden a la presunta infracción a la ley 
22.415 ante el Juzgado Federal de Recon- 
quista. Que dicha diligencia se cumplió el 5 
de noviembre de 2002, ante el doctor Eduar- 
do Luis María Fariz y en ella el nombrado 
designó como defensor al doctor José Ernes- 
to Gianfelici, letrado con el que se entrevistó 
previamente, conforme las normas de rito 
aplicables al caso, quien estuvo presente en 
el acto y aceptó el cargo conferido. Finaliza- 
da la indagatoria firmaron el imputado, el Fis- 
cal Federal, el doctor Gianfelici, luego del Juez 
y la secretaria. 

Se halla glosada a fojas 3/4 fotocopia de la 
declaración indagatoria correspondiente a 
Hugo Bernardo Caballero, del 5 de noviem- 
bre de 2002; se incorporó a fojas 5/6 la co- 
rrespondiente a la indagatoria vertida por 
Daniel Juan Schreiber; a fojas 7/8 la de Yani- 
na Andrea Pelagagge; a fojas 9/1 la de Rey- 
naldo Rojas; la de fojas 11/12 atinente a la 
indagatoria de Alcides Fernando Rojas; a fo- 
jas 13/14 de la declaración indagatoria de 
Juan Carlos Medrano; a fojas 15/16 fotoco- 
pia de la que brindó Claudio Francisco Rai- 
mondo y, finalmente, a fojas 1 7/20 se encuen- 
tra la de la diligencia de conocimiento confor- 
me lo normado en el artículo 1 Q de la ley 
22.278 del menor Víctor Javier Rojas, oca- 
sión en la que éste compareció ante el ma- 
gistrado, el 4 de noviembre de 2002, acom- 
pañado por su madre. Que corresponde se- 
ñalar que todos los enjuiciados propusieron 
al doctor José Ernesto Gianfelici como letra- 
do defensor, quien aceptó en cada caso el 
cargo conferido, firmando al concluir las dili- 
gencias respectivas. 

3 Q ) Que a fojas 21/27 el aludido profesional a 
través de idénticas presentaciones que efec- 
tuó respecto de sus asistidos Juan Carlos 
Medrano, Yanina Andrea Pelagagge, Alcides 
Rojas, Reynaldo Rojas, Daniel Juan Schrei- 
ber, Claudio Francisco Raimondo y Hugo 
Bernardo Caballero solicitó las excarcelacio- 
nes de los nombrados, remitiéndose en un 
todo a los planteos realizados en las actua- 
ciones al propiciar la nulidad de los actos de 
procedimiento y la incongruencia jurídico tác- 
tica que se verificaba. 

A fojas 38 se glosó el escrito del 12 de no- 
viembre de 2002 dirigido al Presidente del 
Tribunal de Disciplina de Abogados de la IV 
Circunscripción Judicial de Reconquista (San- 
ta Fe), rubricado por el doctor José Ernesto 
Gianfelici. El letrado hizo saber las conduc- 
tas de los abogados que a su juicio, violaban 
las normas del Código de Etica y ponían en 
serio riesgo el ejercicio de la profesión. En tal 
orden de ideas dio cuenta del trámite llevado 
a cabo en la causa N B 608/02 del Juzgado 
Federal de Reconquista, donde fueron dete- 
nidas las ocho personas antes mencionadas, 
que lo designaron abogado defensor, a quie- 
nes asistió en los actos de las indagatorias, 
interviniendo en la declaración y libertad del 
menor Javier Rojas. Destacó Gianfelici que 
desde el mismo día en que arribó el último de 
los detenidos, y no obstante tener conocimien- 
to de su asistencia letrada, los encausados 
fueron visitados en reiteradas oportunidades 
en sus lugares de detención por los doctores 



Carlos Ernesto Barrilis y Claudio Torres del 
Sel "quienes manifestaron hacerlo por encar- 
go de autoridades judiciales ya que si revo- 
can el poder del presentante y se lo otorga- 
ban a ellos o a quienes ellos le indicaran le 
aseguraban una urgente excarcelación". Agre- 
gó que del mismo modo actuaron en la alcai- 
día con Hugo Caballero, con igual promesa, 
siendo que además el mentado detenido re- 
cibió la visita de la doctora Natalia Carina 
Cardozo. Aludió el doctor Gianfelici al pedido 
de nulidad de la totalidad de las actuaciones 
que presentó el 1 1 de noviembre de 2002 y a 
las excarcelaciones consecuentes. Refirió que 
al día siguiente, al presentarse en la mesa de 
entradas del Juzgado Federal, tomó conoci- 
miento de que se estaban llevando a cabo 
las ampliaciones de las indagatorias por él 
pedidas, anoticiándose también de que los 
imputados habían revocado el poder otorga- 
do en su favor designando al doctor Carlos 
Barrilis y a otro profesional, que aún no se 
había presentado, el doctor Eduardo Raúl Fiz. 
Puso de resalto que se advertía la flagrante 
violación de los artículos 1 4/1 7 del Código de 
Etica por parte de los doctores Claudio To- 
rres del Sel, Carlos Ernesto Barrilis, Eduardo 
Raúl Fiz y Natalia Carina Cardozo, ya que 
éstos actuaron con total falta de ética profe- 
sional "tratando y logrando captar al cliente 
que estaba siendo atendido por otro colega 
sin ningún tipo de escrúpulos, ofreciendo re- 
sultados de excarcelación inmediata si se 
abonaba determinada cantidad de dinero y 
se revocaba el poder al suscripto ...". 

A fojas 41 obra la fotocopia que da cuenta de 
la ratificación en todas sus partes de la de- 
nuncia efectuada por el doctor Gianfelici ante 
el Tribunal de Disciplina del Colegio de Abo- 
gados de la IV Circunscripción Judicial, Re- 
conquista, en la cual se omitió consignar la 
fecha en forma completa y a fojas 49 el Tribu- 
nal de Disciplina declaró admisible la denun- 
cia formulada por el doctor José Ernesto Gian- 
felici. 

Según se desprende de fojas 54, el 1 2 de fe- 
brero de 2004, el doctor Carlos Ernesto Ba- 
rrilis presentó su defensa en virtud de la im- 
putación formulada. En dicha ocasión negó 
haber visitado a los imputados en reiteradas 
oportunidades. Manifestó que nunca alegó 
representación de autoridad judicial ni prome- 
tió una urgente excarcelación a los encausa- 
dos. Afirmó que no había violado ninguno de 
los artículos del Código de Etica y refirió que 
no actuó en forma conjunta con el doctor Fiz, 
con quien mantenía una relación distante. 
Puntualizó que a la doctora Natalia Cardozo 
sólo la conocía de vista y que con el doctor 
Torres del Sel lo ligaba un vínculo meramen- 
te de consulta y asesoramiento profesional 
en lo referente a temas penales y que no tra- 
bajaban en sociedad. Finalmente proporcio- 
nó su versión de los hechos y ofreció prue- 
bas ante la eventualidad de que el Juez inter- 
viniente considerase necesaria su producción. 

A fojas 57 consta la presentación de la docto- 
ra Natalia Carina Cardozo, de febrero de 2004 
— no consta el día en el escrito — oportuni- 
dad en la que negó haber incurrido en la vio- 
lación de los artículos 14/17 del Código de 
Etica ya que sólo cumplió con su deber pro- 
fesional. Sostuvo que desconocía la actividad 
del doctor Gianfelici y de los demás profesio- 
nales indicados en la denuncia instaurada ya 
que no había tenido con ellos vinculación al- 
guna. Por último ofreció como prueba el ex- 
pediente N Q 608/02 del Juzgado Federal de 
Reconquista y solicitó que al dictar sentencia 
en las actuaciones se rechazara la denuncia 
presentada en todas sus partes. 

A su turno el doctor Eduardo Raúl Fiz, con 
fecha 16 de febrero de 2004, a fojas 59/60, 
negó cualquier infracción al Código de Etica 
y haber actuado con otros profesionales del 
fuero en forma conjunta, prometiendo la in- 
mediata excarcelación de los encausados a 
cambio de una suma de dinero. Señaló que 
de haber tenido conocimiento de la existen- 
cia de otro profesional se habría comunicado 
con el doctor Gianfelici. 

A fojas 22 surge la información dada por la 
Prefectura Naval Argentina en la que se se- 
ñaló que Emilio Antonio Rojas ingresó a esa 
dependencia en carácter de detenido comu- 
nicado el 5 de noviembre de 2002, a las 22; 
que el doctor Gianfelici se presentó el 6 de 
noviembre siguiente con la finalidad de en- 
trevistarlo; que el 7 de noviembre de 2002 a 



las 1 1 . 1 5 y 1 8.1 arribaron los doctores Gian- 
felici y Frausin, retirándose a las 1 1 .35 y 1 8.25, 
respectivamente; que ese mismo día, a las 
19.55, estuvo el doctor Claudio Ernesto To- 
rres del Sel para entrevistar a Emilio Antonio 
Rojas y que se retiró a las 20.05. 

A fojas 69 se halla la contestación de la Poli- 
cía Federal Argentina informando que el de- 
tenido Emilio Antonio Rojas, anotado a dis- 
posición del doctor Fariz durante el 2003, fue 
visitado en forma alternativa, en razón de re- 
vestir la calidad de "comunicado", por los doc- 
tores Fiz, Barrilis y Cardozo. 

A fojas 79 se halla incorporada la resolución 
del 1 8 de marzo de 2004 rubricada por el doc- 
tor José L. Estevez, Presidente del Tribunal 
de Disciplina y los Vocales, doctores Daniel 
A. Andrade e Irma Molas, en la cual se decla- 
ró la extinción de la acción promovida, en vir- 
tud del fallecimiento del doctor José Ernesto 
Gianfelici. Sin perjuicio de ello se destacó que 
no se advertían irregularidades en las actua- 
ciones que habilitaran al Tribunal de Discipli- 
na a continuar la causa de oficio o alguna si- 
tuación en aquella tramitación judicial de la 
que se infiriera la comisión de ilícito penal. 

La acusación destacó que en la denuncia que 
efectuó el doctor Gianfelici expresó que los 
doctores Del Sel y Barrilis "manifestaron ha- 
cerlo por encargo de las autoridades judicia- 
les, que si revocaban el poder del suscripto y 
se lo otorgaban a ellos o a quienes ellos le 
indicaran le aseguraban una urgente excar- 
celación" lo que demostraba cabalmente la 
metodología implementada para la captación 
de clientes y la promesa de resultado favora- 
ble a la estrategia de la defensa de los nue- 
vos abogados intervinientes en la causa. 

Sostuvo que esta conducta antiética fue de- 
nunciada en noviembre de 2002 por el doctor 
Gianfelici quien afirmó que se había llevado 
a cabo una maniobra en su perjuicio y a favor 
de los doctores Barrilis y Fiz. Explicó que esa 
propuesta la realizó el doctor Fariz y consis- 
tió en el cambio de representación letrada con 
promesa de resultado, beneficiando a profe- 
sionales con quien el magistrado tenía vincu- 
lación. 

Por su parte la asistencia técnica puso de re- 
salto que en el esfuerzo por "mostrar" viola- 
ciones al principio de imparcialidad, que nada 
tenían que ver con la "captación de clientes" 
"se echa mano" a la absurda crítica de opi- 
niones técnicas del juez que en todo caso 
estuvieron a disposición del control de las 
partes y del Superior, exentas de conformar 
una "imputación" independiente y seria. 

Consideró que el procedimiento asignado por 
el Juzgado Federal a cargo de doctor Fariz a 
las designaciones o revocaciones de los de- 
fensores fue en total acuerdo con lo normado 
por los artículos 1 04/1 1 3 del Código Procesal 
Penal de la Nación; que se convocaba al im- 
putado a ratificar o rectificar cada una de sus 
designaciones cuando no se tuviera la certe- 
za de quién la efectuaba y si condecía con su 
voluntad, lo que se plasmaba en acta labrada 
ante la presencia de la secretaria autorizan- 
te. 

4 Q ) Que en la oportunidad de llevarse a cabo 
la audiencia de debate el doctor Eduardo Fiz, 
que había sido propuesto por la defensa, brin- 
dó su declaración testifical en horas de la tar- 
de del 13 de febrero de 2006 y relató que la 
doctora De Fagot, una colega de Tostado, lo- 
calidad de la que era la gente imputada en la 
causa N Q 608 del Juzgado Federal de Recon- 
quista, lo llamó por teléfono para que se hi- 
ciera cargo del expediente, por lo que se tras- 
ladó hasta la delegación de la Policía Federal 
de Reconquista con el fin de entrevistar a los 
encausados y allí tomó conocimiento de que 
ya tenían abogado. 

Expresó que ante la insistencia de la profe- 
sional a quien había conocido en la facultad, 
los enjuiciados revocaron los poderes ante- 
riores, designándolo defensor. 

Recordó que hubo un cuestionamiento de esa 
decisión por parte de doctor Gianfelici, letra- 
do que también realizó una denuncia ante el 
Colegio de Abogados ya que según el Códi- 
go de Etica debió haberle comunicado su in- 
tervención por carta o por nota, pero aclaró 
que en la zona generalmente no se lo cum- 
plía y simplemente se comentaba en los pa- 
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sillos de Tribunales (cfr. página 1 45 de la ver- 
sión estenográfica de la audiencia del 13 de 
febrero de 2006 —tarde—). 

Finalmente el doctor Fiz negó que el Juez 
Fariz tuviera relación con la propuesta de al- 
gún letrado para asistir técnicamente a los 
procesados (cfr. páginas 146/147 de la ver- 
sión estenográfica antes aludida). 

5 Q ) Que en cuanto al doctor Carlos Ernesto 
Barrilis, quien fue citado al debate ante el 
pedido de la asistencia técnica, refirió que 
había sido denunciado por el doctor Gianfeli- 
ci ante el Colegio de Abogados en virtud de 
su intervención en la causa Rojas. Explicó que 
aquel letrado consideró que se le había revo- 
cado con malas artes el poder que detentaba 
respecto de varios enjuiciados en ese expe- 
diente. Por último y ante preguntas formula- 
das por el doctor Vignale manifestó que reali- 
zó su descargo en el Tribunal de Etica e indi- 
có que tales actuaciones fueron archivadas 
sin que se pudiera acreditar las manifesta- 
ciones vertidas a su respecto en esos obra- 
dos. 

6 Q ) Que así las cosas asiste razón a la defen- 
sa cuando señala en sus manifestaciones fi- 
nales que en oportunidad de ratificar su de- 
nuncia el doctor Gianfelici nada manifestó 
respecto del doctor Fariz y que en la resolu- 
ción que dictó el Colegio de Abogados se 
analizó la conducta de los profesionales in- 
volucrados y se determinó que no existía irre- 
gularidad alguna. La asistencia técnica remar- 
có que esto fue así sin que el fallecimiento 
del doctor Gianfelici fuera determinante para 
el archivo del expediente, contestando de esta 
forma la pretensión de la parte acusadora (cfr. 
página 66 en su parte final y 67 de la versión 
estenográfica de la audiencia del 23 de fe- 
brero de 2006). 

7 Q ) Que en relación a la designación de abo- 
gado defensor y remoción del profesional por 
parte de quien fuera su asistido, es dable po- 
ner de resalto que se trata de un derecho 
personalísimo del enjuiciado quien además 
de requerir los conocimientos de su asistente 
técnico establece con el letrado una estrecha 
relación de confianza, parámetro privilegiado 
por la ley y consagrado en las previsiones del 
ordenamiento de forma. Son los encausados 
quienes deben elegir libremente a sus defen- 
sores y por ende, pueden revocar sus nom- 
bramientos cuantas veces lo deseen. 

8 Q ) Que debe repararse que en la causa 
N Q 608 del registro del Juzgado Federal de 
Reconquista, al momento de decidirse las 
propuestas de abogados defensores efectua- 
das por los imputados siempre se obró con- 
forme a lo establecido en el código adjetivo, 
limitándose el Juez Fariz a proveer de con- 
formidad a lo peticionado, haciendo lugar a 
las designaciones. 

De las actuaciones allegadas no surge cons- 
tancia alguna que permita colegir que el doc- 
tor Eduardo Luis María Fariz haya tenido re- 
lación con la intervención que cupo a los de- 
fensores que intervinieron en la causa, tal 
como lo afirmó la parte acusadora. 

9 Q ) Que corresponde entonces ahora exami- 
nar las manifestaciones del doctor Virgilio 
David Palud en cuanto sostuvo que el yerno 
de su asistido Roldan se presentó en su es- 
tudio jurídico y le comentó que había ido al 
Juzgado en horas de la siesta, lugar en el que 
encontró a una persona que estaba cargan- 
do unas cosas en un auto; que al preguntarle 
si podía hablar con el Juez ese individuo le 
habría manifestado que él era el magistrado, 
entregándole una tarjeta de un abogado a 
quien le dijo debía ir a ver para que su suegro 
saliera rápidamente en libertad. Que luego de 
darle la tarjeta en cuestión leyó el nombre y 
se trasladó inmediatamente al Juzgado para 
hablar con el magistrado Eduardo Fariz al 
tiempo que le pedía al pariente de Roldan que 
trajera a esa persona, lo que no pudo lograr 
ya que cuando fue a buscarla ésta ya se ha- 
bía vuelto a San Justo o algo había sucedido. 

La defensa consideró que en lugar de visitar 
al magistrado el doctor Palud, como hombre 
de derecho que conocía acabadamente sus 
obligaciones, debió concretar formal denun- 
cia por tal suceso, pero remarcó que no sólo 
omitió formularla sino que, según estimó, 
construyó una "falaz imputación con dichos 
de terceros no identificados y carente del an- 



damiaje necesario para fundamentar repro- 
che alguno". 

10 Q ) Que es del caso examinar también la 
declaración vertida por el doctor Virgilio Da- 
vid Palud conforme al interrogatorio glosado 
a fojas 1 787 y en los términos del artículo 250 
del código de rito. Adviértase así que al res- 
ponder a la pregunta N Q 21 sostuvo que el 
yerno de Roldan, vecino de la localidad de 
Naré, provincia de Santa Fe, al arribar a su 
estudio y relatar el diálogo mantenido con 
quien dijo ser el magistrado le entregó una 
tarjeta personal del doctor Carlos Barrilis. Al 
contestar a la pregunta N Q 22 Palud expresó 
que no obstante que su asistido Roldan esta- 
ba privado de su libertad no formuló denun- 
cia alguna ante la Justicia Criminal ni ante el 
Colegio de Abogados toda vez que al recrimi- 
nar esta conducta al juez, el doctor Fariz, negó 
de manera absoluta haberle entregado la tar- 
jeta en cuestión. 

11 Q ) Que entonces la imputación formulada 
de una propuesta de patrocinio con promesa 
de resultado del Juez Eduardo Luis María 
Fariz a favor de un abogado, en este caso el 
doctor Carlos Barrilis, también debe ser des- 
echada al no poder corroborarse por las res- 
tantes constancias arrimadas, ya sea prueba 
documental o testifical recibida en el curso del 
debate. 

1 2°) Que a esta altura corresponde examinar 
los dichos vertidos por la señora Julieta Sola- 
ri que se relacionan con el expediente 
N Q 307/03 caratulado "Previale, Raúl Ornar 
por presunta infracción al artículo 14, primer 
párrafo, de la ley 23.737" del Juzgado Fede- 
ral de Reconquista. 

De tales obrados surge que el Subcomisario 
Parra de la BOD IX puso en conocimiento del 
Juzgado Federal que según tareas investiga- 
tivas realizadas, Raúl Ornar Previale estaba 
comercializando sustancias estupefacientes, 
razón por la cual se dispusieron diversas 
medidas tales como la intervención de líneas 
telefónicas, allanamientos, secuestros y peri- 
cias. 

Fue así que en el curso de la investigación se 
llevó a cabo la detención de Maximiliano Ri- 
cardo Galarza — hijo de Ricardo Marcelino y 
de Julieta Noemí Solari — el 1 9 de noviembre 
de 2003, según surge de fojas 161 del expe- 
diente, quien fue derivado a la unidad carce- 
laria correspondiente, a disposición del Juz- 
gado Federal de la ciudad de Reconquista, 
en calidad de incomunicado (cfr. fojas 1 66 de 
tales obrados). 

A fojas 172 de la causa se glosó el acta de 
notificación de Galarza en relación con la pró- 
rroga de su detención e incomunicación por 
haberlo así dispuesto el Juez Fariz, secreta- 
ría penal de la doctora María Eugenia Zarza 
(artículo 184 inciso 8 Q del Código Procesal 
Penal) y a fojas 173/174, con fecha 20 de 
noviembre de 2003, se incorporó la notifica- 
ción a Galarza haciéndole saber que las ac- 
tuaciones serían remitidas al Juzgado Fede- 
ral de Reconquista. 

A fojas 1 85 se recibió el expediente en dicha 
sede y se ordenó el comparendo de Galarza 
para recibirle declaración indagatoria, con fe- 
cha 21 de noviembre de 2002, la cual se llevó 
a cabo a fojas 1 86/1 90, oportunidad en la que 
estuvo asistido por el Defensor Oficial, doc- 
tor Ignacio Montoya, con quien se había en- 
trevistado previamente. 

Surge a fojas 208 de los autos menciona- 
dos que Ricardo Marcelino Galarza y Julie- 
ta Noemí Solari, padres del detenido, pro- 
pusieron como abogado defensor para su 
hijo al doctor Aníbal Marcelo Zupel y a fojas 
209 se glosó un escrito firmado por el pro- 
pio encausado, en idénticos términos, por 
lo que el letrado aceptó el cargo conferido 
y el imputado Galarza amplió sus dichos (fo- 
jas 21 1 y 243/244, el 25 de noviembre de 
2003). 

El doctor Zupel a fs. 233 solicitó cambio de 
calificación de la conducta endilgada a su 
patrocinado y la exención de prisión de Ga- 
larza, el 25 de noviembre de 2003 y a fojas 
242 obra el proveído del doctor Fariz del 26 
de noviembre de 2003, relativo a varias pre- 
sentaciones donde expuso:. . ." proveyendo el 
cargo obrante a fojas 235 vta., por recibido, 
agregúese y téngase presente..." 



A fojas 291 Ricardo Marcelino Galarza desig- 
nó defensor para que asistiera a su hijo al 
doctor Gabriel Hernández y revocó todo po- 
der anterior, profesional que en la misma fe- 
cha aceptó el cargo conferido, lo que fue rati- 
ficado a fojas 31 5. 

A fojas 323/336 el Juez Fariz dictó el auto de 
procesamiento con prisión preventiva de Ga- 
larza, con fecha 5 de diciembre de 2003 en 
orden al delito de comercialización de estu- 
pefacientes (artículo 5 Q inciso "c" de la Ley 
23.737). 

Con posterioridad a la apelación deducida por 
el doctor Gabriel Hernández a fojas 363/384, 
quien además fue ratificado por Galarza como 
su asistente técnico ante la Excma. Cámara 
Federal de Apelaciones de Resistencia (cfr. 
fojas 388 y 396) el Tribunal de Alzada revocó 
el procesamiento de Galarza, ordenándose 
su falta de mérito — artículo 309 del ordena- 
miento de rito — y en consecuencia su inme- 
diata libertad, resolución de fecha 27 de abril 
de 2004 (fojas 503/508). 

Finalmente, a fojas 528/ 528 vta., con fecha 7 
de junio de 2004, el doctor Fariz resolvió so- 
breseer total y definitivamente a Maximiliano 
Ricardo Galarza, sin que el proceso afectara 
el buen nombre y honor del que hubiere go- 
zado. 

13 Q ) Que la acusación aludió a los dichos de 
Julieta Solari quien denunció que "luego de 
estar cuatro días detenido le toma declara- 
ción indagatoria", y que en ese acto, el doctor 
Fariz le dijo "tu papá no tiene dinero, tu papá 
no tiene un abogado, tu papá no tiene una 
propiedad como para arreglar esto requirién- 
dole a posteriori un abogado, el Doctor Aní- 
bal Marcelo Zupel, a quien le firmaron ante 
su estado de necesidad un documento por 
$20.000, para un cambio de carátula que be- 
neficiaría a su hijo" agregando que dicho pro- 
fesional le había expresado que ya había ha- 
blado con el magistrado sobre la negociación. 

Señaló el ofrecimiento que habría efectuado 
el propio magistrado, de un patrocinio parti- 
cular, el del doctor Aníbal Marcelo Zupel quien 
le requirió una suma de dinero con promesa 
de resultado. 

14 Q ) Que la defensa incorporó como prueba 
documental el expediente antes reseñado, 
con todas las constancias del trámite proce- 
sal que había tenido al Juez Fariz como pro- 
tagonista y desmentían las afirmaciones ver- 
tidas por Solari, puntualizando que la Comi- 
sión de Acusación nada dijo acerca del des- 
empeño del doctor Fariz en esa causa. Asi- 
mismo criticó al libelo acusatorio y aludió al 
esfuerzo en "mostrar" violaciones al principio 
de imparcialidad, que nada tenían que ver con 
la "captación de clientes". Sostuvo que se re- 
currió a la "absurda crítica de opiniones téc- 
nicas del juez" que, en todo caso, habían es- 
tado a disposición del control de las partes y 
del Superior y exentas de conformar una "im- 
putación" independiente y seria. 

1 5 Q ) Que al declarar en la audiencia, la seño- 
ra Solari, madre de Galarza, relató las circuns- 
tancias en que un hombre a quien frecuente- 
mente veía caminar por el centro de la ciu- 
dad de Reconquista y de quien ignoraba otros 
datos, se le acercó para decirle en relación a 
la detención de su hijo "anda a ver al colora- 
dito, al doctor Zupel que él va a arreglar" (cfr. 
página 93 de la versión estenográfica de la 
audiencia del 1 6 de febrero de 2006). 

1 6 S ) Que de la simple lectura del expedien- 
te acollarado se desprende que tras la de- 
tención de Galarza efectivizada el 1 9 de no- 
viembre de 2003, el doctor Fariz dictó el 
auto de procesamiento con prisión preven- 
tiva el 5 de diciembre de 2003; que dicho 
resolutorio fue apelado y las actuaciones 
remitidas a la Cámara Nacional de Apela- 
ciones de Resistencia, por lo que durante 
ese lapso, tal como acertadamente lo indi- 
có la asistencia técnica, el imputado estuvo 
a la espera de la resolución definitiva del 
Superior, tribunal que revocó la decisión 
adoptada y ordenó la libertad de Galarza el 
27 de abril de 2004. 

Por lo demás si se analizan los dichos verti- 
dos en la audiencia por la señora Julieta Noe- 
mí Solari (cfr. versión estenográfica antes ci- 
tada) se advierte que su relato resulta por 
momentos vago e impreciso, sin el aporte de 



datos que permitan acreditar el cargo que se 
le reprocha al doctor Fariz. 

Debe repararse también que en la declara- 
ción que brindó Aníbal Marcelo Zupel en el 
debate, señaló que fue el padre de Galarza 
quien requirió sus servicios profesionales y 
después la señora; que asumió la defensa, 
fue a visitar al detenido y tras un único escrito 
que presentó, su poder fue revocado. Desta- 
có que los padres del procesado requerían 
permanentemente información acerca del trá- 
mite de la causa sin comprender que debía 
esperarse el cumplimiento de los plazos pro- 
cesales. Recordó que pidió un cambio de ca- 
rátula atendiendo a las circunstancias del ex- 
pediente y solicitó la excarcelación, pedidos 
que no fueron acogidos favorablemente. 
"Acepto el cargo y en las 24, 48 horas poste- 
riores presento un escrito y después, a los 
pocos días me revocan el poder... creo no 
había incluso, recaído resolución" (cfr. pági- 
na 95 de la versión estenográfica de la au- 
diencia del 1 de febrero de 2006). 

17 Q ) Que sólo resta concluir que la vincula- 
ción endilgada al doctor Eduardo Luis María 
Fariz tampoco se ha podido acreditar en este 
supuesto y la acusación formulada quedó 
huérfana de respaldo probatorio, lo que impi- 
de reprochar al juez el cargo atinente a irre- 
gularidades en las designaciones de defen- 
sor con promesa de resultado. 

1 8 Q ) Que en relación a Dante Ariel Mazzuchi- 
ni corresponde analizar las constancias de la 
causa N Q 301 del registro del Juzgado Fede- 
ral de Reconquista caratulado "Zamar, Mar- 
tín Alberto s/su denuncia" iniciada el 27 de 
mayo de 2002 con el escrito presentado por 
el doctor Francisco Ángel Peralta quien soli- 
citó la restitución a favor de Martín Zamar, de 
una torre de hierro para transmisión y/o mon- 
taje de antenas que se encontraba en el do- 
micilio del señor Dante Ariel Mazzuchini. 

El nombrado, con el patrocinio del doctor 
Carlos Ernesto Barrilis, presentó escrito me- 
diante el cual interpuso nulidad del allana- 
miento, requisa, secuestro y retención y acta 
de secuestro y en consecuencia requirió la 
restitución de las cosas muebles secuestra- 
das ya que no se había acreditado bajo nin- 
gún aspecto su propiedad. Estimó que la sola 
manifestación del denunciante no era suficien- 
te en derecho para demostrar tan importante 
circunstancia. 

El doctor Fariz resolvió el 15 de noviembre 
de 2004 no hacer lugar al planteo de nulidad 
impetrado por el doctor Carlos Barrilis (fojas 
269/270). 

Dante Ariel Mazzuchini al brindar su testimo- 
nio en el debate refirió que tras la denuncia 
que Martín Zamar presentó el 16 de abril de 
2002, fue detenido, disponiéndose su inco- 
municación y el secuestro de equipos propios 
y de terceros que tenía para reparar. Explicó 
que ya en la sede del Juzgado Federal de 
Reconquista cuando estaba a la espera de la 
comparecencia del doctor Francisco Turbay 
para que lo asistiera técnicamente en el ex- 
pediente se presentó el doctor Julio Domín- 
guez, socio del doctor Carlos Barrillis, quien 
le hizo saber que ya estaba todo arreglado: 
"yo te voy a hacer la defensa, vos vas a salir 
en libertad dentro de un rato" (cfr. páginas 7 y 
8 de la versión estenográfica de la audiencia 
del 1 6 de febrero de 2006). 

Mazzuchini refirió que luego de que le levan- 
taron su incomunicación se le acercó su ami- 
go Richter — quien debía traer al doctor Tur- 
bay — y le hizo saber que la defensa debía 
ser ejercida por el doctor Carlos Ernesto Ba- 
rrilis con el doctor Julio Domínguez ya que en 
caso contrario no recuperaría la libertad, se- 
gún le había informado el Juez Fariz. Señaló 
también que a partir de allí el doctor Barrilis 
se hizo cargo de la defensa, presentó toda la 
documentación y realizó los trámites para re- 
cuperar el material incautado, lo que a la fe- 
cha de su declaración en el debate aún no 
había logrado. 

El señor Mazzuchini puso especial énfasis en 
indicar que con el transcurso del tiempo ni 
siquiera podía comunicarse con su letrado, 
ya que llamaba al estudio y nunca estaba ni 
respondía a sus reiterados pedidos para que 
se pusiera en contacto con él, no obstante lo 
cual tampoco se animaba a reemplazarlo por 
temor a que le pudiera suceder algo. 
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Ante preguntas formuladas Mazzuchini refi- 
rió que en los primeros días de diciembre, 
cuando el doctor Fariz había sido suspendi- 
do, ambos letrados renunciaron (doctores 
Domínguez y Barrilis) y designó al doctor 
Francisco Turbay, quien solicitó que se reali- 
zara un cambio de depositario judicial ya que 
todos los bienes incautados continuaban en 
manos de Zamar, quien designado en ese 
cargo desde el inicio, los utilizaba en su pro- 
pio beneficio. 

19 Q ) Que durante el debate se recibió decla- 
ración al doctor Carlos Ernesto Barrilis quien 
manifestó que actuó como defensor de Ariel 
Dante Mazzuchini y fue su patrocinante en 
una denuncia que aquél formuló. Explicó que 
cuando lo detuvieron, un amigo de Mazzu- 
chini fue al estudio para proponerle su defen- 
sa y para que presentara la excarcelación. 
Aclaró que se hizo cargo del caso un aboga- 
do del estudio, el doctor Domínguez y que el 
declarante se puso en contacto por primera 
vez con Mazzuchini después de que obtuvie- 
ra su libertad. 

Ante preguntas formuladas el doctor Barrilis 
expresó en la audiencia que renunció al man- 
dato otorgado en diciembre al enterarse por 
la radio que Mazzuchini lo había denuncian- 
do aduciendo que el Juez Fariz había sugeri- 
do su designación. 

20 s ) Que sentado todo cuanto precede se 
estima que tampoco en este caso se ha podi- 
do acreditar la imputación que se formula al 
doctor Eduardo Luis María Fariz con relación 
al nombramiento del doctor Carlos Ernesto 
Barrilis como defensor de Dante Ariel Mazzu- 
chini. 

21 s ) Que llegados a este punto no puede 
menos que mencionarse el extraño proceder 
de los abogados que intervinieron en las dis- 
tintas actuaciones examinadas y las dificulta- 
des para entender la lógica con la que adop- 
taron sus determinaciones en la dirección le- 
trada. Empero, ninguna de estas percepcio- 
nes ha podido vincularse causalmente a tra- 
vés de pruebas irrefutables que pudieran te- 
ner al Juez Fariz como protagonista. 

22 Q ) Que por último corresponde examinar la 
imputación que dirigió la acusación al doctor 
Eduardo Luis María Fariz referida a la viola- 
ción del deber de imparcialidad al favorecer a 
los representados de su antiguo socio el doc- 
tor Vicente Guido Ferullo. 

En tal orden de ideas se hizo mención a los 
expedientes N Q 1 001/99 caratulado Triar S.A. 
c/AFIP-DGI Región Santa Fe/juicio ordinario 
y N Q 325/99 "Friar S.A. c/DGI por acción me- 
ramente declarativa". 

En el primero de tales obrados el doctor Vi- 
cente Guido Ferullo, apoderado de Frigorífi- 
co Regional Industrias Alimenticias Recon- 
quista, Sociedad Anónima (FRIAR SA), pro- 
movió el 1 de noviembre de 1999, demanda 
ordinaria tendiente a revocar por ilegítima o 
nula la resolución sin número y sin fecha dic- 
tada por el Jefe de Fiscalización Externa N Q 2 
a/c AFIP Santa Fe, CPN Rolando Rene Gon- 
zález. Refirió que la empresa que represen- 
taba se dedicaba a la actividad frigorífica, 
venta de carnes, subproductos y chacinados 
solicitando en forma mensual la transferen- 
cia anticipada y/o devolución anticipada y/o 
la devolución de reintegros de créditos fisca- 
les de IVA relacionada con las exportaciones. 
Manifestó que el régimen de reintegro antici- 
pado contemplaba la obligación de constituir 
garantías a favor de la AFIP-DGI y que admi- 
tía la no constitución de aquéllas si se reunían 
ciertas condiciones, las que se relacionaban 
con la acreditación por parte del solicitante 
de una situación patrimonial y financiera que 
encuadrara dentro de determinados paráme- 
tros. Consignó que la empresa había percibi- 
do los reintegros ya que cumplió con las con- 
diciones señaladas, haciendo uso del régimen 
de excepción que excluía la obligación de 
constituir garantías a favor de la AFIR Sostu- 
vo que la resolución que impugnaba excluía 
a FRIAR SA del régimen de excepción, obli- 
gándola a la constitución de garantía para el 
cobro de reintegro, lo cual producía un daño 
patrimonial irreparable y lesionaba su dere- 
cho de propiedad. Argumentó además, que 
en virtud del estado concursal que afectaba a 
su mandante, la posibilidad de constituir ga- 
rantías era prácticamente nula, colocándola 
en una situación de agravamiento de su es- 



tado concursal, con grave perjuicio. Expresó 
que en el caso de que se estimara necesaria 
una contracautela ofrecía fianza con acredi- 
tación de solvencia. 

El 4 de noviembre de 1 999 el magistrado tuvo 
por promovida demanda y respecto de la 
medida cautelar solicitada, decretó que pre- 
via constitución de fianza por tercero que acre- 
ditarse solvencia hasta cubrir la suma de pe- 
sos quinientos mil ($500.000), se suspendían 
los efectos de la resolución que disponía ex- 
cluir a la actora del régimen de excepción ins- 
taurado. 

Fue así que el 8 y 9 de noviembre de 1 999 se 
presentaron los fiadores responsables; uno 
de los cuales ofreció un fracción de terreno 
que registraba inscripción como bien de fa- 
milia de fecha 28 de julio de 1999; el segun- 
do presentó título automotor dominio CET 256 
(Chevrolet Blazer modelo 98) y dominio CRR 
977 (Renault Twingo 99), escritura de com- 
praventa de inmueble, con hipoteca de fecha 
20 de agosto de 1999 a favor de Banco Bisel 
S.A., escritura por la compraventa de un in- 
mueble en el año 1988, inscripta como bien 
de familia en fecha catorce de septiembre de 
1999 y escritura de compraventa de inmue- 
ble del año 1 988 inscripto como bien de fami- 
lia el 1 4 de septiembre de 1 999; que el terce- 
ro justificó solvencia con escritura N 5 1107, 
inscripta como bien de familia el 19 de abril 
de 1 993, título automotor dominio AHK 532 y 
dominio CHO 023 y el último presentó escri- 
tura de otro inmueble. 

La apelación interpuesta fue rechazada por 
la Excma. Cámara de Apelaciones de Resis- 
tencia, el 13 de junio de 2002 y la Corte Su- 
prema de Justicia de la Nación desestimó el 
recurso planteado, con costas, el 27 de mayo 
de ese año. 

23 Q ) Que en el segundo de los expedientes 
mencionados, el doctor Vicente Guido Feru- 
llo, presentó demanda o pretensión meramen- 
te declarativa de certeza jurídica contra la DGI 
y/o Estado Nacional. En su petitorio requirió 
que, previa constitución de contracautela con 
justificación de solvencia, se decretaran las 
medidas cautelares, innovativa y de no inno- 
var, disponiendo que la Dirección General 
Impositiva se abstuviera de iniciar acciones 
judiciales. 

El magistrado tuvo por promovida la acción 
meramente declarativa contra la Dirección 
General Impositiva y/o Estado Nacional y ad- 
mitió las medidas cautelares solicitadas, pre- 
via constitución de contracautela con justifi- 
cación de solvencia, todo ello bajo la respon- 
sabilidad de la parte actora. 

Corresponde indicar que el 31 de marzo de 
1999 se presentó un fiador responsable por 
monto indeterminado, el que justificó solven- 
cia económica a través de un balance espe- 
cial de fecha 31 de agosto de 1 998. 

A fojas 417 el apoderado del Estado Nacio- 
nal interpuso recurso de apelación contra la 
medida cautelar ordenada. 

Por su parte el doctor Ferullo estimó, confor- 
me a los argumentos allí desarrollados, que 
la competencia del juez concursal resultaba 
indiscutible y, por razones de economía pro- 
cesal, solicitó la remisión del expediente o 
copias certificadas a la justicia ordinaria, re- 
solución que el Juez Fariz adoptó en ese sen- 
tido, enviándose el expediente al Juzgado 
N Q 4 en lo Civil y Comercial de la Segunda 
Nominación para que en dicha sede continua- 
ra su trámite. 

Finalmente la Excma. Cámara de Apelacio- 
nes de Resistencia declaró abstracta la cues- 
tión planteada en virtud de la apertura del 
concurso de la actora, con fecha 30 de agos- 
to de 2001 . 

24 Q ) Que sólo resta señalar que al declarar 
en el debate el doctor Vicente Guido Ferullo 
admitió el conocimiento que tenía del doctor 
Fariz desde hacía muchos años, por motivos 
profesionales, aclarando que no fueron so- 
cios y sólo compartieron clientes (cfr. página 
81 de la versión estenográfica correspondien- 
te a la audiencia del 1 6 de febrero de 2006 — 
mañana — ) 

25 Q ) Que así las cosas, ponderando los ele- 
mentos de juicio aludidos cabe concluir que 



no se ha acreditado en la especie que Eduar- 
do Luis María Fariz y Vicente Guido Ferullo 
hubieran sido socios, que la actividad del 
magistrado pueda ser interpretada como un 
apartamiento del regular desempeño juris- 
diccional ni que constituya una violación al 
deber de imparcialidad en favor del profe- 
sional mencionado. 

Por las razones expuestas este cargo no se 
encuentra probado y en virtud de ello corres- 
ponde su rechazo. 

Conclusiones de los doctores Highton de No- 
lasco, Baladrón, Basla, Gallia, Puyol, Roca, 
Sagúes, Vázquez Villar y Zavalía del cuarto 
cargo -irregularidades referentes al nombra- 
miento de abogados defensores y a la viola- 
ción del deber de imparcialidad-: 

26 s ) Que del examen de la prueba efectua- 
do y de las consideraciones expuestas cabe 
concluir que no se han podido acreditar fe- 
hacientemente los hechos imputados. 

En efecto, ninguno de los sucesos puestos 
en conocimiento tanto por el doctor Virgilio 
David Palud, Julieta Noemí Solari y Dante 
Ariel Mazzuchini, como la denuncia formula- 
da ante el Colegio de Abogados de Recon- 
quista por el doctor José Ernesto Gianfelici, 
han encontrado prueba que acredite la res- 
ponsabilidad del magistrado acusado y jus- 
tifiquen su remoción. 

En igual sentido ha de resolverse respecto 
de las conductas que se habrían evidencia- 
do en el trámite de los expedientes 
N 5 1001/99, caratulado "Friar S.A. c/ AFIP 
DGI Región Santa Fe s/ juicio ordinario" y 
N 5 325/99 "Friar S.A. c/ DGI y/o Estado na- 
cional p/ acción meramente declarativa", en 
razón a que no se ha acreditado que el doc- 
tor Fariz se apartara en tales obrados del 
regular desempeño jurisdiccional, con viola- 
ción del principio de imparcialidad en favor 
del abogado Vicente Guido Ferullo. 

Por todo ello el cargo examinado no se en- 
cuentra probado y en consecuencia se dis- 
pone su rechazo. 

CARGO DE LA CAUSA N B 19 — Concerta- 
ción habida entre el juez acusado y profe- 
sionales del foro, que se concretó fundamen- 
talmente en los siguientes hechos: a) Haber 
permitido la actuación como defensor de 
quien había actuado como juez subrogante; 

b) haber permitido plurales pedidos de ex- 
carcelación tramitados en forma paralela; y 

c) Irregular designación de un juez subro- 
gante amigo, previo pedido de licencia por 
parte del juez acusado — . 

La señora presidente doctora Elena I. Hig- 
hton de Nolasco y los señores miembros 
doctores Enrique Pedro Basla, Manuel Jus- 
to Baladrón, Sergio Adrián Gallia, Ramiro 
Domingo Puyol, Eduardo Alejandro Roca, 
Guillermo Ernesto Sagúes, Aidée Vázquez 
Villar y José Luis Zavalía, dicen: 

1 S ) Que se ha probado durante el curso de 
este juicio político que efectivamente el ma- 
gistrado acusado, doctor Eduardo Luis Ma- 
ría Fariz, intervino en forma concertada con 
los abogados Hugo Rebechi y Ricardo Ce- 
ferino Degoumois, en el otorgamiento de la 
libertad de los procesados con prisión pre- 
ventiva Aldo Ferrero, Leonardo Toloza y Flo- 
rentino Gómez (acusados por distintas infrac- 
ciones al artículo 5 Q , inciso 'c', de la ley de 
estupefacientes N s 23.737), fuera de los ca- 
rriles propios del trámite ordinario y de quie- 
nes se encontraban interviniendo en los res- 
pectivos procesos como juez o defensor. 

Para llegar al resultado querido, que se lo- 
gra el 5 de agosto de 2005, cada uno de los 
nombrados debía ocupar un rol: el juez titu- 
lar doctor Fariz el de enfermo, lo que permi- 
tiría la designación de un reemplazante, el 
doctor Rebechi como juez subrogante y el 
doctor Degoumois como defensor de los 
detenidos, que todavía no lo habían desig- 
nado. Aún cuando no se conozca la motiva- 
ción del magistrado, aparece clara — al me- 
nos — su intención de contribuir al beneficio 
profesional del abogado defensor amigo 
suyo. 

Si bien la acusación ha incorporado en su 
escrito inicial la causa "Cano, Marcos y otros 
s/ presunta infracción ley 22.415" en la cual 



actuó como defensor el doctor Ricardo De- 
goumois, este Jurado entiende no probada 
una concertación voluntaria del juez Fariz 
destinada a provocar las excarcelaciones 
habidas en la causa. Avala lo dicho el silen- 
cio que al respecto guardó el alegato de la 
acusación. 

2 5 ) Pasemos revista a la relación que unía 
al doctor Fariz con los mencionados letra- 
dos. El doctor Degoumois en su declaración 
testimonial negó tener relación de amistad 
con el magistrado acusado, mientras que el 
doctor Rebechi reconoció haber compartido 
en distintas oportunidades reuniones socia- 
les con Fariz. 

La restante prueba rendida durante el curso 
de este enjuiciamiento ha demostrado que 
entre estos abogados y el doctor Fariz, exis- 
tía un significativo vínculo que iba mucho 
más allá de la simple relación litigante-juez. 

Al respecto, durante la audiencia la emplea- 
da Braidot, que cumplía funciones de secre- 
taria privada del magistrado, relató que el 
doctor Degoumois era uno de los abogados 
que más visitaban a Fariz. La oficial mayor 
Almeida expresó que "...el doctor Rebechi 
es amigo del doctor Fariz, se reúne con él 
periódicamente"; ubicó a Degoumois como 
uno de los abogados que concurría periódi- 
camente al despacho del magistrado y ex- 
plicó que cuando ese letrado formulaba al- 
gún planteo "se corría" en la secretaría pe- 
nal. 

Por su parte, la prosecretaria Gelcich dijo que 
Fariz "...es un profesional que litigó en Re- 
conquista mucho tiempo, así que tiene afini- 
dad con determinados profesionales". La 
empleada de mesa de entradas Fun Marega 
declaró que el doctor Rebechi iba a ver al 
magistrado dos o tres veces por semana, tan- 
to a la mañana como a la tarde, y que "El 
doctor Rebechi es de la peña que tenía los 
jueves el doctor. El doctor se juntaba en una 
peña que tenía los jueves y el doctor Rebe- 
chi era de la peña"; también relató que 
"...desde agosto del 2004 el que va con fre- 
cuencia es el doctor Degoumois". 

De igual forma, el ordenanza Acuña al ser 
preguntado sobre cuáles eran los profesio- 
nales que concurrían con asiduidad al des- 
pacho del juez, contestó que "Me voy a refe- 
rir específicamente, cuando en algunos mo- 
mentos llevaba el café, se encontraba, por 
ejemplo, el doctor Rebechi". La auxiliar Ma- 
chado fue más allá aún y relató que en una 
oportunidad, para cubrir el puesto de secre- 
tario interino — generado por licencias — el 
magistrado llegó a pedirle que renunciara a 
ocuparlo, para poder remitir a la Cámara una 
terna de amigos suyos, entre los que figura- 
ría Rebechi. 

3 Q ) Probada la estrecha relación que los unía, 
no resulta extraño que hayan combinado el 
intercambio de roles, todo dentro de una apa- 
rente legalidad en donde habrá de advertir- 
se que cada uno de los pasos de la opera- 
ción son llevados al límite de la legalidad o 
la ética. A poco que se analice cada circuns- 
tancia se advierte que se ha tensado al máxi- 
mo su aparente regularidad. 

En el caso de Aldo Ferrero, el juez Fariz, con 
fecha 26 de abril de 2005 había denegado 
su excarcelación, solicitada a través del de- 
fensor doctor Torres del Sel; ello significaba 
que quien hiciera lugar a la libertad provisio- 
nal no podía ser el propio Fariz pues ya ha- 
bía decidido en contrario. Era necesario 
pues, recurrir a una subrogancia del juzga- 
do, y lo sería en la persona de quien estu- 
viese dispuesto a resolver de ese modo. 

Antecedentes de los procesos cuestionados 

4 S ) Que las causas en las que el doctor Re- 
bechi resolvió las excarcelaciones de dete- 
nidos en carácter de juez federal subrogan- 
te y que este Jurado ha tenido a la vista en 
fotocopias certificadas, son tres, a saber: 

A) "Ferrero, Aldo Francisco s/ presunta in- 
fracción art. 5 B , inc. 'c', ley 23.737" (Expte. 
N s 45/05). En este expediente se acusa al 
imputado de transportar el día 18 de marzo 
de 2005, en la caja de una camioneta marca 
Peugeot 504, un total de 153,70 kilogramos 
de picadura de la especie vegetal cannabis 
sativa, acondicionados en panes o ladrillos 
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de distintas proporciones y a su vez distri- 
buidos en tres bolsas de arpillera plástica. 

De las constancias obrantes en la causa, 
también surge que el conductor del vehículo 
venía circulando por una ruta provincial y al 
percatarse de la presencia de un control po- 
licial, giró en "U" y a los pocos metros tomó 
un camino rural no pavimentado. Los pre- 
ventores advirtieron la maniobra sospecho- 
sa, emprendieron la persecución del vehí- 
culo, lograron darle alcance, procedieron a 
la detención de su conductor y finalmente 
incautaron el material estupefaciente men- 
cionado. 

En fecha 5 de abril de 2005 el juez acusado 
dispuso el procesamiento de Aldo Francisco 
Ferrero por el delito de Transporte de estu- 
pefacientes, al tiempo que dictó su prisión 
preventiva. El 14 del mismo mes y año el 
entonces defensor del imputado, doctor Clau- 
dio Torres del Sel, solicitó la excarcelación 
de su pupilo, la que fue denegada por Fariz 
doce días más tarde, como hemos explica- 
do; esta denegatoria fue recurrida por el 
mencionado doctor Torres del Sel el 29 de 
abril, radicándose los autos en la Alzada. 

El encartado Ferrero, el 6 de julio de 2005, 
decidió sustituir defensor, nombrando en tal 
carácter al doctor Ricardo Degoumois y re- 
vocando toda otra designación anterior. 

B) "Toloza, Leonardo Ismael s/ presunta in- 
fracción art. 5 5 , inc. 'c', ley 23.737" (Expte. 
N s 162/04). En estas actuaciones se imputa 
al encartado haber transportado el día 1 9 de 
mayo de 2004, en la parte posterior de la 
camioneta marca "Chevrolet" que conducía, 
sesenta y cuatro cajas de cartón que en su 
interior contenían trozos compactos de ma- 
rihuana, con un peso total de 37,468 kilo- 
gramos. Por este hecho fue procesado el día 
8 de junio del mismo año, por el delito de 
Transporte de estupefacientes, convirtiendo 
en prisión preventiva la detención que venía 
sufriendo. 

El imputado Toloza nombró al doctor Ricar- 
do Degoumois el 1 s de junio de 2004, para 
que ejerciera su defensa en forma conjunta 
con el doctor Víctor Gustavo Moloeznik al 
que había designado previamente. En fecha 
20 de mayo de 2005 el doctor Degoumois 
solicitó "el cese de encarcelamiento por fal- 
ta de mérito para mantener el encerramien- 
to del imputado", petición que — conforme a 
las fotocopias certificadas remitidas por el 
juzgado hasta la fecha 1 1 de octubre de 
2005 — no había sido resuelta. 

Cabe destacar que al 1 5 de agosto de 2005 
— fecha en la cual Degoumois presentó los 
pedidos de excarcelación aludidos — Toloza 
venía sufriendo ya aproximadamente quin- 
ce (15) meses de prisión preventiva. 

C) "Gómez, Florentino s/ presunta infracción 
ley 23.737" (Expte. N 5 1 1 0/05). En esta cau- 
sa se realizaron tareas de inteligencia por 
parte de personal policial, que determinaron 
que Gómez recibiría encomiendas con estu- 
pefacientes en la ciudad de Ceres, Provin- 
cia de Santa Fe, y que posteriormente se de- 
dicaría a su comercialización en la misma 
localidad. 

En fecha 8 de junio de 2005 una comisión 
policial, con orden judicial y la presencia de 
testigos, allana el domicilio del sospechado 
e incauta un trozo compacto de marihuana, 
otra porción más pequeña y veintiocho ciga- 
rrillos de armado casero (denominados "po- 
rros") que contenían la misma sustancia, todo 
lo cual arrojó un peso total de 763,25 gra- 
mos. El día 4 de julio del mismo año, Gómez 
es procesado por el delito de Tenencia de 
estupefacientes con fines de comercializa- 
ción, decretándose en el mismo auto su pri- 
sión preventiva. 

El Defensor Público Oficial, doctor Ignacio 
Francisco Montoya solicitó el beneficio de la 
"exención de prisión" en favor de Gómez en 
fecha 10 de junio de 2005 — dos días des- 
pués de su detención — pero dicha petición 
no fue decidida hasta el 6 de julio del mismo 
año, en la que se decretó "Estése a lo re- 
suelto a fs. 95/99 y vta. de los autos princi- 
pales", es decir, al dictado de auto de proce- 
samiento y prisión preventiva al que hemos 
hecho referencia. En las fotocopias certifi- 
cadas remitidas a este Jurado, no hay cons- 



tancias de que este decreto haya sido notifi- 
cado a ninguna de las partes. 

Pero al igual que Ferrero, el encartado Gó- 
mez el mismo 6 de julio de 2005, designó 
como defensor al doctor Ricardo Ceferino 
Degoumois en su ampliación de indagato- 
ria, revocando el nombramiento del Defen- 
sor Público Oficial. Degoumois aceptó el car- 
go el 26 del mismo mes y fue acordada su 
participación en el proceso; no obra cons- 
tancia alguna en el expediente de notifica- 
ción al doctor Montoya. 

El doctor Ricardo Degoumois como juez su- 
brogante de la causa "Ferrero" 

5 Q ) El doctor Ricardo Degoumois fue desig- 
nado juez subrogante del Juzgado Federal 
de Reconquista durante los días 7 al 1 1 de 
marzo de 2005 y desde el 21 al 30 del mis- 
mo mes y año, conforme el Acuerdo Extraor- 
dinario N Q 921 de la Cámara Federal de Re- 
sistencia de fecha 22 de febrero de 2005. 

Cumpliendo tales funciones, el profesional 
intervino en los respectivos procesos segui- 
dos a Florentino Gómez y a Aldo Ferrero. La 
actuación que le cupo en el primero se resu- 
mió a tener presente la información policial 
que daba cuenta del inicio de una investiga- 
ción en torno de Florentino Gómez por in- 
fracción a la ley de estupefacientes. 

Distinta ha sido su intervención en la causa 
"Ferrero". Compulsada la misma, se obser- 
va que Degoumois ordenó la recepción de 
una nueva declaración indagatoria a Ferre- 
ro y adoptó de oficio numerosas diligencias 
de investigación, entre ellas la declaración 
testimonial del agente Claudio Capdevilla (v. 
decreto fs. 43). Recibió la indagatoria referi- 
da (fs. 45), ordenó el traslado de Ferrero para 
cumplir su detención en la Unidad Regional 
XIX de la Provincia, sita en la ciudad de Vera 
(fs. 58) y volvió a ordenar de oficio nuevas 
medidas investigativas (fs. 70); asimismo re- 
cibió por primera vez el testimonio de quie- 
nes intervinieran en el procedimiento de la 
causa: el aludido agente Claudio Capdevilla 
(fs. 71), el agente Leonardo Rubén Carrue- 
ga (fs. 72), el agente Raúl Ángel Zamora 
(fs. 73), el Jefe Victor Raúl Belizan (fs. 74), 
el Comisario Victor Hugo Borgeattino (fs. 75), 
y al testigo civil Carlos Alberto Lucero (fs. 76), 
habiendo este último prestado testimonio en 
este proceso de remoción. 

6 5 ) Por lo demás, debe puntualizarse que el 
doctor Degoumois en su carácter de juez re- 
cibió en fecha 28 de marzo de 2005, de ma- 
nos de la Policía Provincial, los efectos se- 
cuestrados en el domicilio de Ferrero (ubi- 
cado en Morteros, Córdoba), ordenando a 
su respecto que se labre acta y se reserven 
en Secretaría (fs. 97). Debe advertirse que 
entre tales efectos se encontraba una agen- 
da que en una de sus páginas contiene la 
siguiente anotación: "Reconquista. Dr. Ricar- 
do Degoumois. 03482 - 428841. 426076. 
Yolanda Degoumois. 422333. (En la guía 
telefónica 2005 figura Degoumois Asesores 
Jurídicos, Gral. Belgrano 1561 (03482) 42- 
8841)". 

7 9 ) Lo expuesto evidencia dos situaciones: 
a) que Aldo Ferrero aún antes de ser apre- 
hendido en Reconquista, tenía en su casa el 
nombre, apellido y teléfono del abogado De- 
goumois y b) que el doctor Degoumois co- 
nocía esta circunstancia, pese a que en la 
audiencia de debate negó conocer el conte- 
nido de la agenda y afirmó no saber de su 
existencia hasta que asumió como defensor. 

El doctor Ricardo Degoumois como Defen- 
sor de Aldo Ferrero en el mismo proceso 

8 Q ) En fecha 6 de julio de 2005 el imputado 
detenido Ferrero cambia su abogado defen- 
sor y propone como tal al doctor Ricardo Ce- 
ferino Degoumois (fs 349). 

El doctor Degoumois sin reparo alguno acep- 
ta dicho cargo (fs 350) y el juez Fariz, pese 
a ser advertido por la Secretaria doctora 
Zarza y el sumariante Bruno Zanel sobre que 
el letrado se había desempeñado como Juez 
subrogante en la causa, le acuerda — sin 
más — el carácter de defensor del imputado 
Ferrero en fecha 7 de julio de 2005 (fs. 351 ). 

9 5 ) El silencio que el juez Fariz guarda so- 
bre la cuestión, se presenta como un dato 
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ineludible a la hora de valorar su interven- 
ción en el episodio, sobre todo al cotejarlo 
con la disímil actitud que asumiera el año 
anterior ante un caso de iguales caracterís- 
ticas. 

En efecto, en la causa seguida a Pedro Ro- 
berto Gasparutti, el juez Fariz en fecha 20 
de mayo de 2004 (fs 70 de dicha causa) al 
advertir que el doctor Luis Ernesto Cian, ha- 
bía intervenido en ese expediente como juez 
subrogante y posteriormente actuó como de- 
fensor del imputado, adoptó severas deci- 
siones en contra de la actitud del letrado: a) 
nulificó la declaración indagatoria del impu- 
tado por haber sido asistido por el doctor 
Cian; b) ordenó correr vista al Ministerio Fis- 
cal por la presunta comisión del delito de 
prevaricato, y c) en decreto posterior dejó 
sin efecto la designación del doctor Cian 
como defensor e intimó al imputado a desig- 
nar uno nuevo (fs. 91). 

No modifica lo expresado la decisión del Juez 
Fariz en la causa seguida a Héctor Ramón 
Sandrigo, puesto que la aceptación que hace 
de la designación como defensor del doctor 
Palud (quien había actuado anteriormente 
como Juez de la causa) está fechada el 15 
de abril de 2004, es decir antes de lo decidi- 
do en "Gasparutti"; por lo demás, el 1 Q de 
junio de 2005 el doctor Palud renuncia como 
defensor (motivado por haber sido Juez de 
la causa) y en igual fecha el juez Fariz inti- 
ma al imputado a que designe nuevo defen- 
sor. 

Marco normativo de la situación. 

10 B ) La actuación de un abogado como de- 
fensor de un imputado, asumida luego de 
haber actuado como juez subrogante en la 
misma causa, conmueve diversos encuadres 
éticos, legales y constitucionales. Si bien no 
es materia de este proceso juzgar el proce- 
der del curial, no podrá ser omitida su refe- 
rencia al examinarse la conducta del Juez 
que lo ha permitido. 

1 1 B ) Si bien durante los alegatos, la acusa- 
ción manifestó que la situación aparecía to- 
talmente contraria a la ética, no mencionó 
la normativa aplicable al caso, más allá de 
citar algún antecedente de la Provincia de 
Córdoba. Por su parte la defensa en su ex- 
posición escrita, al pasar revista al Código 
de Etica del Colegio de Abogados de la IV 
Circunscripción Judicial de Reconquista 
(Santa Fe), concluyó que los actos asumi- 
dos por el doctor Degoumois no se encuen- 
tran abarcados por ninguna de las normas 
generales o especiales del mismo, como así 
tampoco en las previstas en el régimen de 
recusaciones del Código Procesal Penal de 
la Nación y en los delitos del Código Penal, 
todo lo cual reiteró en sus alegatos. Citó 
asimismo el testimonio del propio De- 
goumois, quien opinó que resultaba incons- 
titucional reprochar una conducta no defini- 
da en el Código de Etica Forense elabora- 
do por los Colegios de Abogados de la Pro- 
vincia de Santa Fe. 

1 2 Q ) Empero, conforme el testimonio del doc- 
tor Daniel Alberto Andrade (ex-miembro del 
Tribunal de Etica del mencionado Colegio 
profesional), en el seno del Directorio exis- 
tió una línea de pensamiento que entendió 
que el proceder de Degoumois se apartó de 
las reglas de la ética, y que en consecuen- 
cia el Tribunal respectivo debía actuar. 

Relató el desarrollo de una dividida discu- 
sión en la cual algunos miembros del Direc- 
torio entendían que no correspondía inter- 
venir (doctores Rebechi, Stella, Abet y Ro- 
drigo) y otros que sí correspondía (doctores 
Dalla Fontana y Zuligoy). En este último ca- 
mino, el testigo explicó que — a su enten- 
der — el caso protagonizado por el doctor 
Degoumois (no la situación inversa) no cuen- 
ta con un texto expreso en el Código de Eti- 
ca, pero se encuentra comprendido en una 
norma genérica que establece que cualquier 
acto que pueda llegar a presumirse que con- 
trario al decoro o falta de la ética, puede ser 
analizado en relación a las circunstancias de 
un caso concreto; al respecto, agregó que 
en ella cae: "...cualquier actividad del abo- 
gado que dé un manto de sospecha al deco- 
ro o la falta de imparcialidad o a la seguri- 
dad o todo lo que tiene que ser aquello que 
representa la ética para el funcionamiento 
del foro". 



Cabe señalar que el Tribunal de Etica del 
Colegio de Abogados de Reconquista ante 
la perspectiva de encontrarse frente a una 
situación como la descripta, resolvió de ofi- 
cio el inicio de una investigación al doctor 
Degoumois por la presunta infracción a los 
arts. 1 , 2, y 7 inc. f del Código de Etica (v. 
fs. 10, expte. 007/2005 del citado tribunal), 
la que aún se encuentra en trámite. 

13 B ) Pero lo cierto es que — más allá de las 
denominaciones aportadas por las partes — 
rigen en el caso las disposiciones del decre- 
to ley 22.192, que regula el ejercicio de la 
abogacía en el ámbito de la Justicia Fede- 
ral. En el capítulo II "Derechos, deberes, pro- 
hibiciones e incompatibilidades", el art. 15 
expresamente dispone: "Sin perjuicio de lo 
establecido en otras disposiciones legales, 
a los abogados les está prohibido: ... b) In- 
tervenir en procesos judiciales en cuya tra- 
mitación hayan actuado como magistrados 
o funcionarios judiciales;...". 

Similares disposiciones se encuentran en 
otros cuerpos normativos destinados a re- 
gular la actividad de los abogados en el ejer- 
cicio de su profesión. Así, la ley 23.1 87 tam- 
bién reproduce una norma similar en su artí- 
culo 10: "Queda expresamente prohibido a 
los abogados:... b) Ejercer la profesión en 
procesos en cuya tramitación hubiera inter- 
venido anteriormente como juez de cualquier 
instancia, secretario o representante del mi- 
nisterio público;...". 

No es ocioso señalar que a través del artí- 
culo 65 de la ley 23.187, se deroga parcial- 
mente la ley de facto 22.192 respecto del 
desempeño de la abogacía en el territorio 
de la Capital Federal, pero para la regula- 
ción del ejercicio de la profesión ante tribu- 
nales federales del interior del país su vigen- 
cia persiste incólume. La coexistencia de 
ambas normas ha sido reglamentada por la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación me- 
diante las acordadas 54/85 y 37/87. 

La jurisprudencia ha dicho que "El abogado 
no es simplemente un profesional habilitado 
por su diploma universitario para exponer el 
derecho, enseñarlo y hacerlo valer en patro- 
cinio de las causas en justicia, es decir, un 
juris peritus y un juris consultus según la ex- 
presión y el concepto romano; es, además, 
un auxiliar de la justicia, un colaborador de 
la misma y un integrante potencial de su tri- 
bunales en los casos de impedimento, recu- 
sación o excusación de sus miembros...; y 
en su consecuencia lógica, las leyes que or- 
ganizan la justicia — en la Nación y en las 
provincias — conforme al enunciado del 
Preámbulo y el art. 5 Q de la Constitución 
Nacional, pueden exigir a los abogados cierta 
organización y disciplina dentro del poder 
reglamentario previsto en el art. 1 4 de dicha 
Carta Fundamental (Voto del doctor Augus- 
to César Belluscio en causa "Alejandro Meli- 
ton Ferrari c/ Nación Argentina — P.E.N. — "; 
308:987)". 

En caso similar, donde un ex-magistrado pre- 
tendió actuar como apoderado de la deman- 
dada en una causa judicial en la que se ha- 
bía desempeñado como juez, se declaró la 
nulidad de su intervención y se intimó a la 
parte que representaba para que designe 
nuevo abogado (cfr. R.241 .200, CNCivil, Sala 
F, "Gazali, Jorge G. c/ Abuchedid, Fuad y 
otros s/ división de condominio — J.13 — ). 

Por su parte, el Código de Etica Forense para 
los Colegios de Abogados de la Provincia de 
Santa Fe, dispone en su artículo 7, que 
"Constituyen faltas de ética por incumplimien- 
to de los deberes relativos al decoro profe- 
sional: ...f) Incurrir en incompatibilidades pro- 
fesionales legalmente establecidas". 

1 4 Q ) Ahondando en el problema, recordemos 
que en el caso "Ferrero" el doctor De- 
goumois, como juez de instrucción federal 
ordenó y recibió la declaración indagatoria 
del imputado, lo cual significa que entendió 
que había motivos bastantes para sospechar 
que el mismo había participado en la comi- 
sión de un delito (art. 294 CPPN). También 
indicamos que adoptó numerosas medidas 
de investigación cuyos resultados produje- 
ron pruebas de cargo; el ejemplo más evi- 
dente ha sido el contenido de la declaración 
testimonial del agente Claudio Capdevilla, tal 
como se evidencia en el texto del auto de 
procesamiento de fs. 106. 



Esta impronta incriminadora que el juez su- 
brogante otorgó al proceso, no compatibili- 
za objetivamente con un posterior ejercicio 
eficaz de la defensa en los términos del artí- 
culo 18 de la Constitución Nacional. El juez 
titular, al advertir la situación debió exami- 
nar si en el caso se vería afectado el dere- 
cho de defensa del justiciable, principio por 
el cual debe velar en todo momento del pro- 
ceso penal. 

No lo hizo, y no sólo permitió la actuación 
profesional del doctor Degoumois en estas 
condiciones, sino que — entre otras — le otor- 
gó un significativo protagonismo en la segun- 
da declaración testimonial de Claudio Cap- 
devilla; de este modo, el extinto agente de 
policía fue dos veces interrogado por el doc- 
tor Degoumois, el 28 de marzo de 2005 como 
Juez (fs. 71) y el 7 de Julio de 2005 como 
defensor del imputado (fs. 353). 

15 s ) La actitud asumida por el juez Fariz en 
este primer tramo del episodio, no impidien- 
do el acceso a la defensa de quien tenía una 
prohibición legal, pone de manifiesto su vo- 
luntario aporte al desarrollo de la concerta- 
ción a que aludiéramos al comienzo de este 
acápite. 

SOLICITUD DE EXCARCELACIONES. 

16 s ) Ha quedado probado que era el doctor 
Fariz quien se encontraba a cargo del Juz- 
gado Federal de Reconquista cuando el doc- 
tor Degoumois presentó ante dicho tribunal, 
el pasado 1 B de agosto de 2005, las aludi- 
das solicitudes de excarcelación de los im- 
putados Ferrero, Toloza y Gómez, en los res- 
pectivos procesos seguidos contra los mis- 
mos. 

Especialmente en la causa seguida a Ferre- 
ro, el magistrado ordenó formar incidente y 
correr vista al Ministerio Público Fiscal, sin 
hacer la más mínima mención de que se tra- 
taba de una segunda petición de libertad, y 
que la resolución denegatoria recaída en la 
primer solicitud aún no se encontraba firme, 
ya que estaba en trámite ante la Cámara Fe- 
deral de Resistencia (Chaco), por la oportu- 
na interposición de un recurso de apelación. 

Si bien es cierto que el imputado y/o su de- 
fensor pueden solicitar la excarcelación 
cuantas veces lo crean conveniente (cfr. art. 
318 del CPPN), no puede negarse — en 
modo alguno — que distintas peticiones de 
libertad tramitando paralelamente conllevan 
el serio riesgo de provocar un escándalo ju- 
rídico (p.ej. darse soluciones opuestas), 
máxime si en aquéllas nada se consigna 
sobre el trámite de las demás. Es claro que 
el camino tomado aquí por el doctor Fariz 
viola la obligación de todo juez de evitar el 
estrépito forense. 

Otra circunstancia sugerente de la actitud 
asumida por el juez, es el lento trámite que 
le imprimió a la cuestionada petición de ex- 
carcelación. Conforme a lo que dispone el 
art. 331 del CPPN "la solicitud se pasará en 
vista al ministerio fiscal, el que deberá expe- 
dirse inmediatamente, salvo que el juez por 
las dificultades del caso, le conceda un tér- 
mino que nunca podrá ser mayor de veinti- 
cuatro (24) horas. El juez resolverá de in- 
mediato". 

Como ya se sabe, el doctor Fariz recibió la 
petición el lunes 1 B de agosto de 2005, orde- 
nando en tal fecha la vista al agente fiscal, 
lo cual recién se cumplió el martes 2. El dic- 
tamen del Fiscal Federal Cavanagh llevó esta 
misma fecha, pero fue remitido al tribunal re- 
cién el miércoles 3 de agosto de 2005, a las 
12:00 hs. (v. las constancias del cargo), día 
en el cual el doctor Fariz aún continuaba al 
frente de su juzgado. Contrariamente a lo 
establecido por la citada norma procesal, el 
magistrado no se abocó a resolver "inme- 
diatamente" la petición en cuestión, sino que 
— sospechando o conociendo la "dolencia" 
que empezaba a "afectarlo" y que iba a im- 
pedir que concurriera en los días próximos 
al tribunal — dejó tan importante decisión 
para el juez subrogante que iba a reempla- 
zarlo. 

Es válida la interpretación doctrinaria y juris- 
prudencial acerca del carácter "ordenatorio" 
de los plazos establecidos en el código de 
rito, aunque tal criterio no puede importar que 
trascendentes decisiones como las relativas 



a la libertad provisoria de un imputado sean 
resueltas sine die. 

17 B ) Sin embargo, aquí el retraso tampoco 
se trató meramente de una desaprensión. 
Del análisis de las constancias producidas 
en este juicio puede concluirse que tanto la 
omisión al trámite de la primera petición de 
excarcelación, como la demora en la resolu- 
ción de la aludida incidencia, tuvieron por fin 
evitar que el magistrado titular decidiera la 
cuestión — ya se había pronunciado en for- 
ma contraria — y permitir que aquélla sea fi- 
nalmente decidida por el juez subrogante. 

LA ENFERMEDAD DEL DOCTOR FARIZ 

18 B ) La auxiliar Claudia Machado, en alar- 
mante premonición sobre los hechos que 
iban a suceder en los días siguientes, ex- 
presó que a partir del día en que el doctor 
Degoumois presentó un nuevo pedido de 
excarcelación en la causa Ferrero, estando 
aún pendiente el trámite de apelación del 
primero, "...el comentario entre nosotros era 
que el doctor se iba a enfermar, se iba a en- 
fermar, se va a enfermar, se va a enfermar, 
decíamos todos y nos reíamos. Y bueno, el 
doctor se enfermó". 

La misma situación es relatada por la escri- 
biente auxiliar Mariana Clarisa Shcimanski 
en forma concordante. Durante la audiencia, 
al responder una pregunta sobre si había per- 
cibido alguna situación especial entre sus 
compañeros relativa a la causa "Ferrero", 
ésta respondió que "...se lo puede decir todo 
el personal del Juzgado, nosotros dijimos: 
'el doctor Fariz se va a tomar licencia', por- 
que no podía resolver ese expediente. Ha- 
bía un incidente en Cámara. Fue así". 

Estos testimonios a su vez son coincidentes 
con el de la oficial mayor María Susana Al- 
meida, quien refirió que cuando se presentó 
el pedido de excarcelación de Ferrero por 
parte del doctor Degoumois "...todos pensa- 
mos y lo dijimos en voz alta: 'El doctor se va 
a enfermar'. Estábamos esperando a ver qué 
manifestación iba a tener esa enfermedad; 
y el jueves por la mañana entra un pedido 
de licencia del doctor...". La empleada tam- 
bién mencionó ante preguntas de los defen- 
sores que cuando se enteró que el magis- 
trado pedía licencia y que Rebechi iba a ser 
su reemplazante, los empleados "...pensá- 
bamos que estaba arreglado así, porque era 
necesario que saliera en libertad Ferrero. El 
doctor no podía firmar esa resolución por- 
que él ya se había manifestado al respecto y 
estaba en Cámara el primer incidente de ex- 
carcelación, y... bueno, el doctor Rebechi es 
amigo del doctor Fariz, se reúne con él pe- 
riódicamente". 

1 9 B ) El día 4 de agosto de 2005, minutos des- 
pués de las 7, se presentó en el Juzgado 
Federal de Reconquista la hija del doctor 
Fariz — Verónica — , y entregó una nota de 
su padre donde solicitaba licencia por enfer- 
medad. Adjuntó un certificado fechado el 
mismo día con el sello del doctor Jorge De 
Prato, médico nefrólogo, que diagnosticaba 
lumbalgia y prescribía reposo por el lapso 
de seis días. 

El certificado médico expedido por el doctor 
De Prato presenta algunas particularidades 
que deben ser puestas de resalto y que han 
motivado que durante la audiencia se le pi- 
dan precisiones. Del testimonio prestado sur- 
ge claramente que el certificado fue exten- 
dido el miércoles 3 de agosto de 2005, no 
obstante que en el texto no aparece esa fe- 
cha, sino que se repite dos veces la referen- 
cia al día posterior (4/8/05). No resulta lógi- 
co que un médico advierta en el momento 
una dolencia que necesite reposo para su 
curación y en vez de prescribírselo de inme- 
diato, lo recomiende a partir del día siguien- 
te. 

Esa característica del documento permite 
suponer que el certificado fue confecciona- 
do exclusivamente para ser presentado ante 
una autoridad administrativa para la conce- 
sión de una licencia por enfermedad — en 
este caso la Cámara Federal de Resisten- 
cia — y no para dejar constancia de la dolen- 
cia, de la consulta o para describir el trata- 
miento. De cualquier manera, no ha queda- 
do bien claro de sus explicaciones qué fue 
exactamente lo que motivó al médico a pos- 
datar el certificado. 
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20 B ) Otro dato llamativo es que las dos ope- 
raciones lumbares que se le practicaron al 
magistrado acusado en el Sanatorio Británi- 
co de la ciudad de Rosario, ocurrieron en oc- 
tubre de 1997 y marzo de 1998, es decir, 
pasaron más de siete años desde la última 
intervención quirúrgica hasta que Fariz con- 
currió al consultorio del médico nefrólogo De 
Prato. El facultativo, en su declaración afir- 
mó que "...yo al doctor Fariz nunca lo había 
visto" y "Nunca más lo volví a ver..."; admitió 
no haber confeccionado historia clínica al- 
guna y a modo de resumen explicó que "Este 
enfermo no presentaba otro síntoma más 
que el dolor de la cintura", diagnóstico al que 
había llegado mediante el relato que le hi- 
ciera el paciente y el examen clínico. 

Resulta sugestivo que una persona que fue 
sometida a dos intervenciones quirúrgicas 
lumbares tan importantes — la segunda de 
ella por una recidiva — no haya recurrido a 
algún médico traumatólogo que hubiera se- 
guido su caso. Más aún, si se tiene cuenta 
que el magistrado al formular su defensa por 
escrito y por derecho propio ante este órga- 
no, relató que lo suyo se trataba de un "...pa- 
decimiento que no cede, y que resulta recu- 
rrente y mortificante en mi vida de relación y 
laboral". 

21 B ) La doctora Zarza puso de manifiesto en 
su declaración testimonial ante este Jurado, 
que durante las primeras horas de la maña- 
na del día previo a la licencia por enferme- 
dad del magistrado, éste le refirió en el juz- 
gado que no se estaba sintiendo bien y que 
por sugerencia de su hermano debía hacer- 
se una serie de estudios médicos, ya que 
tenía elevado el nivel de colesterol; adviér- 
tase que menciona una afección absoluta- 
mente extraña a la lumbalgia que esa mis- 
ma tarde expuso el magistrado ante el mé- 
dico De Prato. La misma funcionaría, ade- 
más, respondiendo a una pregunta de la 
defensa respecto a si ese día miércoles lo 
había visto renguear al doctor Fariz, respon- 
dió negativamente. 

Es útil referir también lo expuesto por la auxi- 
liar Machado en el debate, quien relató que 
en esa jornada laboral del 3 de agosto no le 
notó ninguna dolencia al magistrado, aun- 
que sí escuchó comentarios entre sus com- 
pañeras respecto a que le dolía la cintura. 
Lo que le extrañó a Machado es que ese día 
en horas de la mañana para cerrar la aber- 
tura de ingreso al despacho de la secretaria 
civil "...alzó un matafuego gigante que hay 
ahí, que la doctora pone para que quede la 
puerta abierta". El episodio fue — según ma- 
nifestó — motivo de hilaridad entre el perso- 
nal que había oído sobre la presunta afec- 
ción física de Fariz. 

DESIGNACIÓN DEL DOCTOR REBECHI 
COMO JUEZ SUBROGANTE 

22 Q ) A partir del momento de la presentación 
del certificado, la doctora Andrea Silvia In- 
garamo de Ramseyer, secretaria civil del Juz- 
gado Federal de Reconquista y encargada 
de los asuntos de superintendencia desde 
el año 2004, se comunicó telefónicamente 
con la doctora Norma Delia De Paoli de Díaz, 
prosecretaria de la Cámara Federal de Ape- 
laciones de Resistencia. Ingaramo le pidió 
instrucciones a De Paoli sobre cómo proce- 
der, ya que — como relató en la audiencia — 
era la primera vez que el juez Fariz pedía 
licencia a partir del mismo día. 

La prosecretaria de cámara le informó que 
debía enviarle por fax el pedido de licencia y 
el certificado médico que había presentado 
Fariz, lo cual se materializó aproximadamen- 
te a las 8 y media de ese mismo día 4 de 
agosto de 2005. Los testimonios de ambas 
funcionarías en la audiencia han sido con- 
trovertidos, en tanto Ingaramo manifestó que 
De Paoli le adelantó telefónicamente que el 
designado para subrogar a Fariz era el abo- 
gado Rebechi, ésta lo negó. 

No obstante la contradicción, la restante 
prueba demuestra que el adelantamiento te- 
lefónico de que el juez iba a ser el doctor 
Rebechi efectivamente acaeció; la afirmación 
genérica de De Paoli sobre nunca haber ade- 
lantado el nombre de quien sería luego de- 
signado como juez subrogante, no se com- 
padece con el curso que tomaron los acon- 
tecimientos. En efecto, si el fax desde Re- 
conquista con la nota y el certificado fue re- 



mitido hacia Resistencia a las 8:30, y la con- 
testación formal con el acuerdo de cámara 
llegó aproximadamente a media mañana, de 
no haber mediado anticipación telefónica al- 
guna por parte de De Paoli a Ingaramo (per- 
sonal o mediante algún empleado), esta últi- 
ma no hubiera indicado a Machado que se 
comunique con Rebechi a las "8 y algo" — 
según el testimonio de la misma empleada — 
para comparecer al juzgado a aceptar el car- 
go de juez subrogante. 

Tampoco la secretaria civil habría tenido ne- 
cesidad alguna de hacer constar en el acta 
la anticipación telefónica, como efectivamen- 
te hizo, bastándole aguardar que llegara el 
oficio correspondiente de la Cámara Fede- 
ral de Resistencia para formalizar el acto de 
aceptación de Rebechi. No debe olvidarse 
que la oficial Braidot, encargada de enviar 
el fax a Resistencia por pedido de la secre- 
taria Ingaramo, manifestó en la audiencia 
que "Al ratito de que yo terminé de pasar el 
fax vino el doctor Rebechi". 

Esto se ratifica con el testimonio de la em- 
pleada Fun Marega, quien declaró que "Lo 
envió Irma Braidot, que es la que está — di- 
gamos — al lado... que usa el teléfono don- 
de está el fax. Y yo estaba al lado. Y, cuando 
saca el reporte y lo abrocha, entra el doctor 
Rebechi y dice 'Vengo a aceptar el cargo, 
denme los expedientes que tengo que resol- 
ver'". 

23 B ) Cabe tener presente en este punto el 
interés demostrado por el doctor Fariz en 
torno a la designación de su subrogante, 
conforme lo ha relatado De Paoli. Refiere que 
Fariz la llamó por teléfono y le dijo: "Docto- 
ra, estoy de licencia porque yo ya tengo el 
certificado...", al tiempo que le expresaba su 
preocupación por si aceptaría el letrado que 
se designara, con estas palabras — según 
dijera la prosecretaria de cámara — : "¿Y 
mire, doctora, si no me acepta y yo mañana 
me quiero ir de licencia?...". 

Recibido en la Cámara Federal de Resisten- 
cia el fax trasmitiendo el pedido de licencia 
del doctor Fariz, según ha indicado De Paoli 
en la audiencia, se llevó a cabo el sorteo del 
Juez subrogante. Explicó la funcionaría que 
los sorteos de jueces subrogantes los reali- 
zaba ella misma en su despacho sin publici- 
dad, ni asistencia de testigos, ni control su- 
perior alguno; en relación al sorteo que nos 
ocupa fue terminante en expresar: "Publici- 
dad, no, Dr. Me ordenó el Presidente que yo 
haga el sorteo ... como siempre se venía (ha- 
ciendo) de épocas inmemoriales". 

Lo mismo han puesto de manifiesto en sus 
declaraciones prestadas por escrito e intro- 
ducidas por lectura en este juicio, los tres 
jueces de la Cámara Federal de Resisten- 
cia. Así, el doctor Tomás Inda expresó que 
"... el sorteo es practicado por la Prosecre- 
taria de Cámara ante los profesionales que 
lo solicitaran y asistieran al acto"; la doctora 
María Beatriz Fernández expresó que el "sor- 
teo es practicado por la Sra. Prosecretaria 
de la Cámara, Dra. Norma de Paoli, en pre- 
sencia de los profesionales o las partes (Fis- 
cales o Defensores) que deseen asistir al 
acto"; y el doctor Juan C. Saife hizo saber 
que la designación "se realizaba por sorteo 
por la Prosecretaria de Cámara Dra. Norma 
D. De Paoli, y ante las partes que así lo soli- 
citaban". 

Va de suyo que en este caso, la asistencia 
de terceros resultó prácticamente imposible, 
ya que nadie fue anoticiado del acto y ade- 
más, las ciudades de Reconquista y Resis- 
tencia (ubicadas en diferentes Provincias) 
están separadas por más de doscientos ki- 
lómetros. 

24 s ) De todo esto resulta que el sistema 
adoptado para el sorteo efectuado por la Pro- 
secretaria De Paoli no cubrió los recaudos 
formales exigibles para un acto de esta tras- 
cendencia. Tan es así, que en el acuerdo ex- 
traordinario Nro. 947 de la Cámara Federal 
de Resistencia llevado a cabo el 29 de agosto 
de 2005 para la designación de juez subro- 
gante por licencia concedida a Fariz, los ca- 
maristas resolvieron por primera vez que la 
desinsaculación se efectuara "por este Tri- 
bunal ante la Actuaría". 

Es decir, que luego del estrépito producido 
en la jurisdicción con motivo de la causa "Fe- 



rrero", la Cámara dejó de aceptar que el re- 
sultado del sorteo fuera traído a la firma por 
la prosecretaria De Paoli sin control, adop- 
tando un nuevo sistema en el que la desin- 
saculación se lleva a cabo en la Sala de 
Acuerdos del tribunal, por los mismos cama- 
ristas y ante la actuaría. 

Indudablemente, el sistema anterior fue con- 
siderado poco transparente. 

25 s ) De esta manera, la valoración del re- 
sultado del sorteo en favor de Rebechi — 
especialmente su aleatoriedad — se debilita 
de modo ostensible frente a los indicios re- 
feridos, particularmente por la ausencia de 
cualquier soporte documental que avale el 
acto de desinsaculación (Acción de "Extraer 
del saco o bolsa las bolas o cédulas en que 
se hallan los nombres de las personas insa- 
culadas para ejercer un oficio debidamen- 
te", RAE), que dice De Paoli haber efectua- 
do. 

26 s ) No puede dejar de valorarse en este 
punto otro hecho de relevancia del que se 
tomó conocimiento durante el debate. Se tra- 
ta de la visita que la secretaria Zarza realizó 
en horas de la tarde del día 3 de agosto de 
2005 al domicilio particular de la escribiente 
auxiliar Shcimanski. 

La empleada Andrea Paola Fun Marega — 
mientras contestaba preguntas de la defen- 
sa — narró que en la reunión que tuvieron 
ese mismo día en un bar de la ciudad de 
Reconquista los empleados del Juzgado 
Federal, su compañera Mariana Shcimanski 
les contó que ya sabía que Fariz se tomaría 
licencia al otro día y quién sería su subro- 
gante: "Y nos dijo que era el doctor Rebechi, 
que había venido una persona a la tarde a 
decirle a la casa que iba a salir el doctor 
Rebechi". 

De acuerdo a la ampliación testimonial de 
Shcimanski, la funcionaría Zarza concurrió 
a su domicilio y le refirió: "Mariana te vengo 
a contar que mañana va a ser juez el doctor 
Rebechi". 

Shcimanski también puso de manifiesto — 
en forma concordante con Fun Marega — que 
esa noche se reunió con un grupo de em- 
pleados del juzgado en un bar de la ciudad 
de Reconquista, con el objeto de festejar que 
ese día el juez Fariz le había vuelto a dirigir 
la palabra a la auxiliar Machado después de 
un año y medio de no hacerlo, y les relató lo 
que le había contado la secretaria. 

27 Q ) La doctora Zarza también fue convoca- 
da a ampliar su declaración testimonial ante 
este Jurado. En dicha oportunidad, expresó 
que efectivamente había concurrido el día 3 
de agosto en horas de la tarde al domicilio 
de Shcimanski; que el motivo principal de la 
visita había sido efectuar un trámite relacio- 
nado con órdenes médicas de la obra social 
y que sólo circunstancialmente le había con- 
tado a Shcimanski que en horas de la maña- 
na había escuchado de boca de la prosecre- 
taria civil Gelcich, que al otro día podría salir 
sorteado el doctor Rebechi como juez subro- 
gante. Es obvio que la expresión potencial 
que utiliza contrasta con la seguridad del 
relato de Shcimanski. 

Al respecto relató Zarza que esa mañana 
entró en el despacho de la secretaria civil 
Ingaramo, quien en ese momento se encon- 
traba acompañada por la prosecretaria Ali- 
cia Gelcich y consultó a las presentes so- 
bre la eventual ausencia del magistrado el 
día 4 de agosto de 2005. Agregó que la con- 
versación derivó en los nombres de los po- 
sibles jueces subrogantes que podrían ser 
designados ante un pedido de licencia del 
titular. 

En ese momento — recordó Zarza — la pro- 
secretaria Gelcich manifestó a viva voz su 
pronóstico: "10 a 1 que sale Rebechi". 

28 s ) Un análisis global y conjunto de todos 
estos testimonios, documentos e indicios de- 
muestra a las claras que la designación del 
doctor Rebechi era un tema conversado y 
conocido de antemano, ya sea porque hubo 
sugerencias del doctor Fariz a la encargada 
del sorteo, o porque ya sabía de antemano 
que sólo faltaba ser sorteado Rebechi, se- 
gún ha relatado Fun Marega en su testimo- 
nio prestado en el debate. 



Cualquiera haya sido el medio por el que lle- 
gó Rebechi a la subrogancia, no puede du- 
darse que la conversación con De Paoli en 
el primer caso o el propio pedido de licencia 
de Fariz en el segundo, lo coloca indudable- 
mente como el impulsor del nombramiento 
de su subrogante. 

TRAMITE DE LAS EXCARCELACIONES 
ANTE EL CONJUEZ REBECHI 

29 Q ) Como se dijo ya, era el doctor Fariz 
quien se encontraba a cargo del Juzgado 
Federal de Reconquista cuando el defensor 
Degoumois presentó ante ese tribunal las 
mencionadas solicitudes de excarcelación de 
los imputados Ferrero, Toloza y Gómez (en 
los respectivos procesos seguidos contra los 
mismos) el pasado 1 5 de agosto de 2005. 

Al asumir el doctor Rebechi como juez su- 
brogante (el 04/8/2005), las incidencias se 
encontraban en distintas etapas del trámite, 
si bien habían sido presentadas el mismo día, 
por el mismo abogado. 

30 B ) Respecto de Ferrero — y como se men- 
cionó anteriormente — Fariz ordenó — en la 
misma fecha de recepción de la petición en 
cuestión — la vista al agente fiscal, lo cual 
recién se cumplió el martes 2. El dictamen 
fiscal llevó esta misma fecha, pero fue reci- 
bido por el tribunal recién el 3 de agosto de 
2005, a las 1 2:00. El juez Fariz no se abocó 
a resolver la petición aludida "inmediatamente" 
— como lo impone la normativa procesal — , 
y así fue como encontró Rebechi la inci- 
dencia, cuando asumió como juez subro- 
gante. 

Trámites — como mínimo — también anorma- 
les han tenido las peticiones de excarcela- 
ción de los nombrados Toloza y Gómez, En 
el caso de la incidencia relativa a Toloza, 
Fariz dispuso correr vista al fiscal el mismo 
día de recepción de la petición — lo cual apa- 
rentemente se cumplió el martes 
02/08/2005 — , no concediéndose — al menos 
expresamente — término especial alguno 
para su contestación. El pertinente dictamen 
fiscal llegó al tribunal recién el jueves 
04/08/2005 —aunque tiene fecha 
03/08/2005 — , cuando ya Fariz se encontra- 
ba en uso de licencia. 

31 B ) Finalmente, la mencionada medida fue 
resuelta aquél viernes 05/08/2005, no sin an- 
tes el juez subrogante Rebechi ordenar un 
informe del Registro Nacional de Reinciden- 
cia respecto de Toloza (el 04/08/2005), y de- 
jarlo sin efecto el mismo día de la decisión 
liberadora, sin dar tiempo a su recepción. 

En cambio, en la excarcelación de Gómez 
— con una lentitud que pareciere que Fariz 
ni se hubiera enterado de su presentación 
del día 01 /08/05 — , nada se dispuso hasta el 
04/08/2005, fecha en la cual Rebechi orde- 
nó correr vista al agente fiscal, la cual se con- 
testó diligentemente el 05/08/2005 — aunque 
con fecha 02/08/2005—, tras lo cual se re- 
solvió lo conocido. 

32 s ) Tampoco puede dejar de señalarse 
como irregular el curso que tuvo la presen- 
tación del desistimiento del recurso de ape- 
lación oportunamente interpuesto en el pri- 
mera excarcelación de Ferrero. 

Aquél escrito fue entregado en la Cámara 
Federal de Apelaciones de Resistencia, a las 
07:45 del viernes 05/08/2005, varios días 
después de efectuada la segunda petición 
de libertad (01/08/2005), y horas antes de 
que Rebechi resuelva favorablemente ésta 
última. El abogado Degoumois entregó en 
el juzgado copia del citado desistimiento a 
las 08:57 de ese mismo día, y el juez subro- 
gante ordenó agregarla en el expediente prin- 
cipal, pero sin hacer referencia alguna en el 
segundo incidente, ni siquiera en la resolu- 
ción de excarcelación. 

Todo esto también llamó la atención de los 
empleados. En tal sentido, la escribiente 
auxiliar Shcimanski expresó: "Me acuerdo 
que compañeros decían: 'tiene la bola de 
cristal', porque estaba existiendo un recurso 
que le puede llegar a salir bien y no sabe 
cómo va a resolver el conjuez. ..Nunca ha- 
bía ocurrido que estando un incidente en 
Cámara, sin haber desistido el abogado de- 
fensor o el imputado de la apelación, se pre- 
sente otro pedido. En otras oportunidades 
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ha habido un expediente en Cámara y de- 
sisten; pero en este caso, no, desistieron el 
mismo día en que se resolvió...". 

En el tribunal de alzada en cuestión, el de- 
sistimiento mencionado recién fue proveí- 
do el 16/08/2005, mucho después de que 
Ferrero saliera en libertad. 

33 Q ) En las tres incidencias, el juez subro- 
gante Rebechi tuvo el recaudo innecesario 
de decretar — previo a tomar la decisión li- 
beratoria — el pase de los "...autos al dicta- 
do de resolución", pero nada ordenó expre- 
samente acerca del traslado -en la jornada 
en cuestión — de los tres detenidos a la sede 
del tribunal, como está probado que ocu- 
rrió. Queda claro que la razón del traslado 
fue la decisión — ya tomada antes de la re- 
solución formal — de poner a los detenidos 
en libertad, y no sólo de notificarlos de lo 
resuelto en las respectivas incidencias. 

El personal, más allá de las sospechas, 
nada supo concretamente — hasta casi el 
final — del resultado de las peticiones en 
cuestión. Así, Zarza afirmó primeramente: 
"...me acuerdo que (Rebechi) me pidió los 
expedientes. Se había firmado el decreto 
que ordenaba pasar los autos a resolver y 
después de eso me llamó al escritorio, al 
despacho del juez, y me dijo que quería mi 
presencia a las 6 de la tarde, que para las 6 
de la tarde iba a tener todo resuelto". Pos- 
teriormente, la citada titular de la Secreta- 
ría Penal aclaró: "El doctor Rebechi me ha- 
bía manifestado antes de irme yo del juz- 
gado, y al decirme 'la quiero esta tarde a 
las seis de la tarde' que él lo había estando 
viendo el tema, y me dijo 'yo los voy a ex- 
carcelar'...". 

Shcimanski también recuerda claramente 
aquélla orden de Rebechi: "Nos dijo que 
vengamos a la tarde porque a las seis de la 
tarde íbamos a notificar a las partes". 

34 Q ) Asimismo, ambas testigos aseguraron 
haber visto — por la tarde — un grupo de per- 
sonas en las inmediaciones del tribunal. 
Mientras Zarza afirmó que vio "gente en la 
escalinata del juzgado" y que después se 
hizo el comentario de "que eran familiares 
de Ferrero", Shcimanski fue más allá: 
"Cuando llegamos al juzgado estaban todos 
los familiares de los detenidos en la puerta 
del juzgado. A nosotros nos llamó la aten- 
ción también. ¿Cómo iban a saber que iban 
a salir en libertad? Bueno, se hicieron to- 
dos los trámites, se les dio la excarcelación 
y se fueron...". 

Contrariamente a lo que es habitual en cual- 
quier juzgado, el doctor Rebechi confeccio- 
nó las resoluciones de excarcelación sin la 
colaboración del personal del tribunal. Ello 
también sorprendió a Shchimanski, quien 
refirió durante la audiencia que "Esas tres 
excarcelaciones las proyectó el doctor Re- 
bechi. Casi siempre proyectábamos noso- 
tros, pero en ese caso las proyectó las tres 
el doctor Rebechi...". 

Cabe destacar, respecto de Ferrero que en 
la resolución se le impuso una caución per- 
sonal de cinco mil pesos ($ 5.000), para lo 
cual prestó fianza a favor del mismo su pro- 
pio defensor, quien acreditó solvencia con 
la presentación de la cédula de identifica- 
ción de su automotor Mercedes Benz C 200, 
emitida veinte días antes (el 15/7/2005). 

Igual medida se adoptó paraToloza (domi- 
ciliado en Rosario), fijándose una caución 
personal de dos mil pesos ($ 2.000), sien- 
do — llamativamente — el recién liberado 
Ferrero (domiciliado en Morteros, Córdoba) 
quien prestó tal caución, demostrando su 
solvencia con la exhibición de la titularidad 
de un rodado Volkswagen Senda. 

En cuanto a Gómez — cuya segunda excar- 
celación, como se dijo, fue olvidada inicial- 
mente por Fariz — se dispuso su soltura sólo 
bajo caución juratoria, sin expresar ningún 
fundamento que justifique un criterio dife- 
rente. 

35 Q ) Al reintegrarse a sus funciones, el juez 
Fariz tomó pleno conocimiento de lo resuel- 
to por Rebechi, y de hecho, proveyó a los 
pocos días — en los tres incidentes — sen- 
das medidas "tendientes a asegurar aún 
más. ..la sujeción" de los imputados a sus 



respectivos procesos, solicitadas por el fis- 
cal federal Cavanagh. La resolución dene- 
gatoria que había dictado y la posterior fir- 
meza que habría adquirido con el desisti- 
miento de la apelación, poco preocupó al 
doctor Fariz, habida cuenta del silencio que 
siguió guardando al respecto. 

LA MUERTE DE UN TESTIGO 

36 s ) No puede dejar de mencionarse este 
acontecimiento en el contexto general del 
episodio que hemos descripto. El agente de 
policía Claudio Capdevilla, sobre el cual nos 
hemos referido y cuyo testimonio se consti- 
tuyó en una importante prueba de cargo, 
apareció muerto por un disparo de arma de 
fuego a las pocas horas de haber sido libe- 
rado Aldo Ferrero luego del trámite que he- 
mos explicado. 

No corresponde a este Jurado ingresar a 
las causas de la muerte (homicidio o suici- 
dio), pero sí tenerlo presente para compren- 
der el estado emocional que provocó y si- 
gue provocando en el personal del Juzga- 
do Federal de Reconquista que ha presta- 
do declaración ante este Jurado. 

Se ha escuchado que el día lunes 8 de agos- 
to de 2005, aproximadamente a media ma- 
ñana, los empleados Shcimanski, Zanel y 
Almeida, según surge del relato concordan- 
te que efectuaran ante este Jurado, se en- 
teraron de la noticia de que había fallecido 
un policía de la Guardia Rural "Los Pumas" 
e inmediatamente los tres pensaron que se 
trataba del agente Claudio Capdevilla. Uno 
de ellos — Shcimanski — se comunicó tele- 
fónicamente con la Dirección de Drogas Pe- 
ligrosas de la Policía de la Provincia de 
Santa Fe para preguntar sobre la identidad 
del occiso y se enteraron que — tal como 
habían imaginado — se trataba del efectivo 
que había testimoniado varias veces en la 
causa seguida contra Aldo Ferrero. 

37 Q ) Una situación como la vivida explica 
que los mencionados empleados junto a 
Juan Ángel Acuña, Andrea Paola Fun, Elba 
Fernández y Claudia Machado, suscribie- 
ron una nota dirigida al Secretario de Esta- 
do de Derechos Humanos de la Provincia 
de Santa Fe, Domingo Pochettino, hacién- 
dole saber su "profunda preocupación y te- 
mor a sufrir algún tipo de represalias, so- 
bre nuestras personas o la de nuestras fa- 
milias, en virtud de la participación que nos 
cupo en los resonantes hechos que involu- 
craron el accionar del Juzgado Federal del 
cual formamos parte", y solicitándole "que 
tenga presente nuestra preocupación y nos 
brinde la seguridad que necesitamos a efec- 
tos de desarrollar nuestras vidas normal- 
mente". El funcionario provincial dio curso 
a la petición a través del Ministerio de Go- 
bierno de la Provincia de Santa Fe, orga- 
nismo que ordenó protección policial y pa- 
trullajes esporádicos durante las 24 horas 
en las inmediaciones de los domicilios de 
los mencionados empleados. 

CONCEPTO FINAL DE LA CONDUCTA DEL 
JUEZ. 

38 Q ) Que el hecho de que el juez acusado, 
doctor Eduardo Luis María Fariz, haya in- 
tervenido en una concertación junto con los 
abogados Ricardo Ceferino Degoumois y 
Hugo Rebechi, para que los procesados con 
prisión preventiva Ferrero, Toloza y Gómez 
obtengan la libertad por excarcelación — 
fuera de los cauces legítimos — resulta una 
inconducta de significativa magnitud. 

El cargo se tiene por acreditado. 

CONCLUSIONES DEL CARGO DE LA 
CAUSA 19 DE LOS DRES. HIGHTON DE 
NOLASCO, BALADRON, BASLA, GALLIA, 
PUYOL, ROCA, SAGÚES, VÁZQUEZ VI- 
LLAR Y ZAVALIA. 

39 Q ) Que se ha probado en el curso de este 
juicio político que el magistrado acusado, 
doctor Eduardo Luis María Fariz, durante 
los meses de julio y agosto de 2005 intervi- 
no en forma concertada con los abogados 
Hugo Rebechi y Ricardo Ceferino De- 
goumois, en el otorgamiento de la libertad 
a los procesados con prisión preventiva Aldo 
Francisco Ferrero, Leonardo Ismael Toloza 
y Florentino Gómez (imputados por distin- 
tas infracciones al artículo 5 Q , inciso 'c', de 



la ley de estupefacientes N Q 23.737), fuera 
de los carriles naturales del trámite ordina- 
rio y de quienes se encontraban intervinien- 
do en los respectivos procesos como juez o 
defensores. 

Se ha probado que entre los pasos elegidos 
para el logro de ese fin, el magistrado acu- 
sado: 

a) Admitió la intervención del doctor Ricardo 
Ceferino Degoumois como abogado defen- 
sor del procesado Aldo Francisco Ferrero, 
no obstante haber actuado previamente 
como juez subrogante, adoptando importan- 
tes medidas. En el caso, pese a la prohibi- 
ción establecida en el art. 1 5 de la ley 22. 1 92, 
sus implicancias éticas y constitucionales, no 
impidió la intervención del letrado; 

b) Omitió, al recepcionar el pedido de excar- 
celación presentado por el doctor Degoumois 
el 1 s de agosto de 2005 en relación al proce- 
sado Aldo Ferrero, referirse a la anterior so- 
licitud de libertad provisional en trámite ha- 
bida en la misma causa. Permitió con ello 
incidencias paralelas sobre una misma cues- 
tión, generando el peligro del dictado de re- 
soluciones contradictorias. 

c) Otorgó un lento trámite a los incidentes 
excarcelatorios, de modo que al no pronun- 
ciarse personalmente sobre el encarcela- 
miento de los imputados — que de aplicar su 
conocido criterio hubiese rechazado — dio lu- 
gar a que lo haga el juez subrogante. 

d) Solicitó licencia basándose en una dudo- 
sa y repentina dolencia, acreditada con un 
certificado médico de cuestionables calida- 
des, obtenido el día previo, cuyo otorgamien- 
to dio lugar a la designación de un reempla- 
zante; 

Puso en funcionamiento los engranajes ad- 
ministrativos aptos para que fuera designa- 
do como juez subrogante y mediante un sos- 
pechoso sistema, el doctor Hugo Rebechi, 
quien terminó liberando a los tres defendi- 
dos del doctor Degoumois en horas de la 
tarde del viernes 5 de agosto de 2005. 

Que se advierte entonces que la actividad 
del magistrado acusado se desarrolló fuera 
de un cauce ético y legítimo, lo que demues- 
tra el desprecio por el resguardo de los inte- 
reses públicos confiados a su custodia y me- 
noscaba el prestigio de una de las institucio- 
nes esenciales del sistema democrático, 
como lo es el Poder Judicial de la Nación. 
Estos hechos resultan realmente graves e 
implican un serio desmedro de su idoneidad 
para continuar en el cargo, en tanto eviden- 
cian en su conducta designios ajenos al rec- 
to ejercicio de la función jurisdiccional. 

40 s ) Que además el magistrado incumplió 
los deberes éticos y legales que regulan su 
actuación jurisdiccional, que constituye un 
atributo esencial de la función judicial para 
preservar sin alteraciones la confianza pú- 
blica depositada por los ciudadanos en los 
jueces. 

La justicia no es en el estado de derecho un 
concepto abstracto sino que equivale a la 
aplicación del derecho vigente, y conforme 
a él se han de resolver los conflictos someti- 
dos a la decisión de los jueces. Ellos son in- 
dependientes para garantizar la aplicación 
de la ley, encontrándose únicamente some- 
tidos a ella, lo que origina la responsabilidad 
de quien abusando del cargo tuerce el dere- 
cho o directamente se aparta de él. 

El cargo se tiene por probado. 

CONSIDERACIONES FINALES: 

La conducta del juez Fariz en los cargos que 
por unanimidad se han tenido por acredita- 
dos constituyen la causal constitucional de 
mal desempeño (artículo 53 de la Constitu- 
ción Nacional), en tanto revelan un intolera- 
ble apartamiento de la misión confiada, con 
daño evidente del servicio público y la admi- 
nistración de justicia y menoscabo de la in- 
vestidura. 

Todo ello motiva que este Jurado disponga 
la remoción del doctor Eduardo Luis María 
Fariz del cargo de juez federal, titular del 
Juzgado Federal de Reconquista, para el 
que fue designado. 



El Jurado valora debidamente la trascen- 
dencia y gravedad institucional de una me- 
dida que importa separar a un juez de sus 
funciones, pero adopta tal decisión en res- 
guardo de la administración de justicia, en 
el convencimiento de que el Dr. Eduardo 
Luis María Fariz debe cesar en el cargo de 
juez federal y en la prestación de servicios 
a la Nación. 

HONORARIOS PROFESIONALES DE LA 
DEFENSA: 

Que los doctores Osear Luis Vignale y Pa- 
blo Miguel Jacoby solicitaron en ocasión de 
los alegatos que se les regulen sus honora- 
rios profesionales. 

En atención a la naturaleza e importancia 
del presente enjuiciamiento, la labor desa- 
rrollada por los letrados, los escritos de de- 
fensa presentados en ambas causas, la 
actividad desplegada durante el trámite es- 
crito de la causa y en el debate, correspon- 
de regular sus honorarios en la suma de 
cincuenta mil pesos para cada uno de ellos 
(artículo 40 del Reglamento Procesal). 

VOTACIÓN: 

Que la votación de los señores miembros del 
Jurado ha concluido de la siguiente forma: 

A) Respecto del primer cargo de la causa 
N B 1 7, votan por el rechazo de la acusación 
los doctores Highton de Nolasco, Baladrón, 
Gallia, Puyol, Roca, Sagúes, Vázquez Vi- 
llar y Zavalía y por la remoción del juez Fa- 
riz el doctor Basla. 

B) Con relación al apartado "A" del segun- 
do cargo de la causa N Q 1 7, votan en forma 
unánime por el rechazo de la acusación to- 
dos los miembros. 

En cuanto al apartado "B" del segundo car- 
go de la causa N Q 17, votan por el rechazo 
de la acusación los doctores Baladrón, Ga- 
llia, Puyol, Vázquez Villar y Zavalía y, por la 
remoción del doctor Fariz, los doctores Hig- 
hton de Nolasco, Basla, Roca y Sagüés. En 
consecuencia por el resultado de la vota- 
ción el presente cargo debe ser rechazado. 

C) Por el tercer cargo de la causa N s 17, 
votan en forma unánime por la remoción del 
magistrado todos los miembros. 

D) En cuanto al cuarto cargo de la causa 
N B 17, votan en forma unánime por el re- 
chazo de la acusación todos los miembros. 

E) En lo que concierne al cargo contenido 
en la causa N Q 1 9, votan en forma unánime 
por la remoción del magistrado todos los 
miembros. 

Por ello, sobre la base de lo dispuesto por 
los artículos 53, 110 y 115 de la Constitu- 
ción Nacional, disposiciones pertinentes de 
la ley 24.937 y sus modificatorias y del Re- 
glamento Procesal, el Jurado de Enjuicia- 
miento de Magistrados de la Nación, 

RESUELVE: 

I) REMOVER al señor juez doctor Eduardo 
Luis María Fariz, titular del Juzgado Federal de 
Reconquista — Provincia de Santa Fe — , por 
haber incurrido en la causal constitucional de 
mal desempeño en sus funciones, con costas. 

II) TENER PRESENTE las reservas de la 
cuestión federal formuladas por la defensa. 

III) REGULAR los honorarios profesionales de 
los doctores Osear Luis Vignale y Pablo Miguel 
Jacoby en la suma de pesos cincuenta mil para 
cada uno de ellos. 

IV) COMUNICAR la presente resolución a la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación, al Con- 
sejo de la Magistratura, al Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos de la Nación y a la Cáma- 
ra Federal de Apelaciones de Resistencia — 
Chaco — . 

Anótese; regístrese; notifíquese y publíquese 
en el Boletín Oficial. — Elena Highton de Nolas- 
co. — Enrique P. Basla. — Segio A. Gallia. — 
Eduardo A. Roca. — Manuel J. Baladrón. — 
Ramiro D. Puyol. — Guillermo E. Sagüés. — Ai- 
dée Vázques Villar. — José L. Zavalía. — Silvina 
G. Catucci. 
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Edición Gráfica 




► Primera Sección 
Legislación y Avisos Oficiales. 



$200 



► Segunda Sección 
Contratos sobre Personas Jurídicas, Convocatorias y Avisos Comerciales, 
Edictos Judiciales, Partidos Políticos, Información y Cultura. 



$285 



► Tercera Sección 
Contrataciones del Estado. 

rasa 



Edición en Internet 




k El Boletín en la Web 
Las 3 secciones y los anexos no publicados en la edición gráfica. 
Con servicio de BASE DE DATOS. 



- 1ra. sección: 

- 2da. sección:! 
_ 3ra. sección: 



$400 



$400 



$200 



Ventas: 



Sede Central: Suipacha 767 (1 1 :30 a 1 6:00 hs.), Tel.: (01 1) 4322-4055 
Delegación Tribunales: Libertad 469 (8:30 a 14:30 hs.), Tel.: (011)4379-1979 
Delegación Colegio Público de Abogados: 
Av. Corrientes 1441 (10:00 a 15:45 hs.), Tel.: (01 1) 4379-8700 (int. 236) 
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REMATE 



BANCO CIUDAD 

www.bancociudad.com.ar 
Miembro de la Asociación Internacional de Entidades de Crédito Prendario y Social 



CON BASE 



POR CUENTA, ORDEN Y EN NOMBRE DE: 

CONSEJO NACIONAL 
NIÑEZ, ADOLESCENCIAY FAMILIA 

CAMIONETAS: RENAULT TRAFIC mod. 87 - 89 - 92 
RASTROJERO IME 78 mod. 74 

ÓMNIBUS: MERCEDES BENZ LD/91 1 48 mod. 74 

CAMIÓN: FORD F 350 mod. 68 - 78 

SUBASTA: El día 22 de marzo de 2006, a las 10.30 horas, en Esmeralda 660, 3er. Piso, Salón 
Auditorio "Santa María de los Buenos Ayres", Ciudad de Buenos Aires. 

EXHIBICIÓN: A partir del 15 de marzo al 21 de marzo de 2006, en B. Fernández Moreno 1773, 
Ciudad de Buenos Aires, de lunes a viernes de 9 a 1 3 horas. 

CATÁLOGOS: En Esmeralda 660, 6to. Piso, Caja nro. 2 - Ciudad de Buenos Aires, de lunes a 
viernes de 10:00 a 15:00 horas. 

INFORMES: En Esmeralda 660, 6to. Piso - Ciudad de Buenos Aires, Venta de Bienes y Servicios, 
de lunes a viernes de 10:00 a 15:00 horas, TE. 4322-7673/9267, FAX 4322-6817. 

SUBASTA SUJETA A LA APROBACIÓN DE LA ENTIDAD VENDEDORA. 

Precio de este catálogo: $ 1 ,00 (iva incluido) Inv. R. 79.174 

e. 14/3 N Q 507.241 v. 14/3/2006 




PRESIDENCIA DE LA NACIÓN 

COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN 
Resolución N 2 217/2006 

Bs. As., 9/3/2006 

VISTO el Expediente Número 3053.00.0/99 del registro del COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFU- 
SIÓN, y 

CONSIDERANDO: 

Que el expediente citado en el "Visto" se relaciona con la solicitud efectuada por el señor Marcos 
Agustín QUERAL, para la adjudicación directa de una licencia para la instalación, funcionamiento y 
explotación de una estación de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia en la localidad de 
HÉNDERSON, provincia de BUENOS AIRES, Categoría E, en el marco del Régimen de Normalización 
de Emisoras de FM, establecido por el Decreto N Q 31 0/98, modificado por el Decreto N Q 883/01 y el N s 
2/99, como así también por la Resolución N s 16-COMFER/99, modificada por su similar N s 663- 
COMFER/01. 

Que la Ley de Radiodifusión N Q 22.285 establece en su artículo 39 inc. a) que "Las licencias para 
la prestación del servicio de radiodifusión por particulares serán adjudicadas por el PODER EJECUTI- 
VO NACIONAL. . . mediante concurso público sustanciado por el COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFU- 
SIÓN, conforme lo establezca la reglamentación de esta ley, para el caso de estaciones de radiodifu- 
sión sonora y de televisión". 

Que por consiguiente, las estaciones de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia, de 
acuerdo con el sistema legal vigente, deben ser adjudicadas por decreto del PODER EJECUTIVO 
NACIONAL, previa sustanciación de los correspondientes concursos públicos convocados al efecto 
por este COMITÉ FEDERAL. 

Que en el año 1998 se dictó el Decreto N Q 310/98, por el cual se complementa el Régimen de 
Normalización de Emisoras de Frecuencia Modulada, aprobado por Decreto N Q 1144/96, modificado 
por su similar N Q 1260/96. 

Que la norma legal citada en primer término modifica el sistema de adjudicación establecido por el 
artículo 39 de la Ley N Q 22.285, en cuanto a las licencias para la instalación, funcionamiento y explota- 
ción de estaciones de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia categorías E, F y G. 

Que este COMITÉ FEDERAL dictó la Resolución N 5 1 6-COMFER/99, por la cual procedió a apro- 
bar los Pliegos de Bases y Condiciones Generales y Particulares que regirían los llamados a concurso 
público y el sistema de adjudicación directa. 

Que posteriormente, por Resolución N s 76-COMFER/99 se llamó a concurso público para la adju- 
dicación de licencias para la instalación, funcionamiento y explotación de estaciones de radiodifusión 



por modulación de frecuencia en las categorías A, B, C y D y se aprobó el cronograma que fijaba las 
fechas para las aperturas de los concursos y presentación de solicitudes de adjudicación directa de 
licencias, respecto de las categorías E, F y G. 

Que, por Resolución N B 663-COMFER/01 se modificó el sistema de evaluación de las propuestas 
presentadas por el sistema de adjudicación directa, sólo respecto de aquellas localizaciones no inclui- 
das en las zonas conflictivas definidas oportunamente por la COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICA- 
CIONES por NOTCNC N Q 6135/00. 

Que el Pliego de Bases y Condiciones que rigió el procedimiento para la adjudicación directa de 
licencias de las estaciones de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia en la localidad de 
HÉNDERSON, provincia de BUENOS AIRES, estableció los requisitos de forma y de fondo que debían 
reunir las propuestas que se presentaran al mencionado procedimiento. 

Que dichos extremos se relacionan, en algunos casos, con el cumplimiento de las condiciones 
fijadas por la Ley N s 22.285 para acceder a la titularidad de licencias de servicios de radiodifusión 
y en otros con las exigencias particulares establecidas para el procedimiento de adjudicación 
directa. 

Que las áreas pertinentes del COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN han evaluado los aspec- 
tos personales, patrimoniales, y técnicos de la propuesta, practicando un detallado análisis de la mis- 
ma con relación a las condiciones y requisitos antes citados. 

Que del Informe sobre los aspectos culturales y de programación elaborado por la entonces Coor- 
dinación General de Evaluación de Emisiones se colige que la propuesta cumple con lo establecido 
por el Pliego de Bases y Condiciones. 

Que, la Dirección General Administración, Finanzas y Recursos Humanos concluyó en su Infor- 
me, que la oferente no acredita capacidad patrimonial suficiente a fin de obtener la licencia del caso, 
según lo prescripto por el artículo 45 inciso c) de la Ley 22.285. 

Que de la evaluación Jurídico-Personal efectuada por la Dirección de Normalización, surge que la 
propuesta en cuestión no reúne los requisitos exigidos por las normas que regulan la materia. 

Que se puede citar fundamentalmente, el hecho de haber omitido acompañar el Certificado de 
Antecedentes Judiciales expedido por la Dirección Nacional del Registro de Reincidencia y Esta- 
dística Criminal del oferente, requisito establecido en el artículo 14.2 del aludido pliego, lo cual 
conlleva a incumplir lo dispuesto por el inciso d) - en lo pertinente - del artículo 45 de la Ley de 
Radiodifusión. 

Que la Resolución N 5 16-COMFER/99 en su artículo 1- fija el valor del Pliego de Bases y Condi- 
ciones en la suma de PESOS DOS MIL QUINIENTOS ($ 2.500.-) para la localidad y categoría de que 
se trata, sin embargo, según constancias obrantes en el expediente, se ha abonado únicamente la 
suma de PESOS UN MIL SETECIENTOS ($ 1 .700), en concepto de pago del mismo. 

Que el artículo 6 S del Pliego referido estableció que los oferentes deberán constituir una garantía 
de mantenimiento de oferta, cuyo importe asciende a la suma de PESOS OCHO MIL ($ 8.000). 

Que la garantía mencionada tiene como finalidad el asegurar el mantenimiento de la oferta duran- 
te el plazo que dure el procedimiento de adjudicación directa, es decir, hasta el momento en que se 
dicte el acto administrativo que resuelva la petición del oferente. 

Que sobre esa base, se puede afirmar que el verdadero acreedor, es en definitiva, el interés 
público, y en tal sentido es preciso tomar las debidas precauciones mediante la prestación de fianzas, 
para que dicho interés quede en todo caso suficientemente garantizado. 

Que esta garantía tiene por objeto la admisión del proponente al momento de presentar la solici- 
tud de adjudicación directa de la licencia; asegurar la seriedad del ofrecimiento y, por ende, que se 
cumplirá con la propuesta formulada; y asimismo, que se mantendrá la oferta durante el plazo estable- 
cido de duración del procedimiento. 

Que las garantías provisionales avalan la oferta del oferente y constituyen una caución precon- 
tractual destinada a asegurar la celebración del contrato, no su cumplimiento, tendiendo a asegurar la 
solemnidad de aquellas y garantizar la celebración del contrato. 

Que decidida la adjudicación, la Administración procede a devolver a los oferentes no adjudicata- 
rios las garantías precontractuales y, respecto del adjudicatario, a transformar en definitivas las garan- 
tías provisionales. 

Que en consecuencia, son la medida de la responsabilidad precontractual del oferente frente al 
órgano que efectúa el llamado. 

Que la naturaleza de la garantía mencionada se ve reflejada en el artículo 9 Q in fine del Pliego de 
Bases y Condiciones, que establece que en caso de constituir el oferente una fianza bancaria o seguro 
de caución para garantizar las obligaciones emergentes de la adjudicación, tal modo de afianzamiento 
deberá ser renovado semestralmente, hasta que el COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN autorice 
la definitiva puesta en marcha de la emisora. 

Que en los presentes actuados, el Área Tesorería dependiente de la Dirección General Adminis- 
tración, Finanzas y Recursos Humanos, informó que, encontrándose vencido el plazo de duración de 
la Póliza de Caución, el señor QUERAL no ha renovado la garantía inicial en ninguna de las formas 
previstas por el aludido Pliego de Bases y Condiciones. 

Que por todo lo expuesto, la propuesta en análisis no se adecúa a las exigencias legales y regla- 
mentarias establecidas por el artículo 45, incisos c) y d) de la Ley de Radiodifusión; y los artículos 6, 7, 
14.2 y 15 del Pliego de Bases y Condiciones aprobado por Resolución N Q 16-COMFER/99. 

Que la Comisión de Preadjudicación designada por Resolución N Q 520-COMFER/04, evaluó el 
resultado de los análisis y estudios efectuados, a la luz de los requisitos establecidos en el Pliego de 
Bases y Condiciones y de las definiciones que el mismo contiene sobre la admisibilidad e inadmisibili- 
dad de las ofertas. 

Que la citada Comisión arribó a la conclusión de que la propuesta formulada por el señor Marcos 
Agustín QUERAL no reúne los requisitos exigidos para que aquella acceda a la titularidad de la licencia 
en cuestión, entendiendo procedente su rechazo, por resultar inadmisible. 

Que, conforme lo normado por el Decreto N Q 883/01 el informe justificativo elaborado por este 
COMITÉ FEDERAL se encuentra aprobado. 

Que consecuentemente, la Dirección General de Asuntos Legales y Normativa ha emitido el dicta- 
men pertinente. 

Que la presente se dicta de conformidad con las atribuciones conferidas por los artículos 95 y 98 
de la Ley N Q 22.285 y por el Decreto N Q 131 de fecha 4 de junio de 2003. 
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Por ello, 

EL INTERVENTOR 
DEL COMITÉ FEDERAL 
DE RADIODIFUSIÓN 
RESUELVE: 

ARTICULO 1 s — Recházase la solicitud presentada por el señor Marcos Agustín QUERAL (D.N.I. 
N Q 1 3.908.889) para la adjudicación directa de una licencia para la instalación, funcionamiento y explo- 
tación de una estación de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia Categoría E, en la loca- 
lidad de HENDERSON, provincia de BUENOS AIRES, en atención a las razones expuestas en los 
considerandos. 

ARTICULO 2 Q — Comuniqúese lo resuelto en la presente a la COMISIÓN NACIONAL DE COMU- 
NICACIONES. 

ARTICULO 3 S — Regístrese, publíquese, notifíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y cumplido ARCHÍVESE (PERMANENTE). — Lie. JULIO D. BÁRBARO, Inter- 
ventor, Comité Federal de Radiodifusión. 

e. 14/3 N° 507.454 v. 14/3/2006 



INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES 
Resolución N 2 563/2006 

Bs. As., 8/3/2006 

VISTO, el expediente N B 4163105/INCAA y la Resolución N 5 2260/05/INCAA; y 

CONSIDERANDO: 

Que por la Resolución anteriormente citada se ha llamado a Concurso para DIEZ (10) Cortometrajes. 

Que el artículo 14 de la Resolución N Q 2260/05/INCAA prevé el nombramiento de un Jurado inte- 
grado por CINCO (5) miembros a los fines de la selección de los proyectos Ganadores y Suplentes 
presentados a tal Concurso. 

Que en cumplimiento de lo expuesto se designan como miembros del Jurado a Julia SOLOMO- 
NOFF, Rolando AZPEITÍA, Eduardo CALCAGNO, Rodrigo MORENO y Nicolás GOLDBART. 

Que la presente medida es dictada por el suscripto en virtud de encontrarse ausentes el Presiden- 
te y la Vicepresidente del Instituto Nacional de Cine y Artes Audiovisuales y según lo dispuesto por la 
Resolución N 5 513/06/INCAA. 

Que se debe dictar Resolución al respecto. 

Por ello, 

EL GERENTE 

DE FOMENTO A/C DE LA PRESIDENCIA 

DEL INSTITUTO NACIONAL DE CINE 

Y ARTES AUDIOVISUALES 

RESUELVE: 

ARTICULO 1 Q — Designase a Julia SOLOMONOFF, Rolando AZPEITÍA, Eduardo CALCAGNO, 
Rodrigo MORENO y Nicolás GOLDBART como miembros del Jurado para la producción de DIEZ (1 0) 
Cortometrajes del Concurso llamado mediante la Resolución N s 2260/05/INCAA. 

ARTICULO 2 S — Regístrese, comuniqúese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro 
Oficial y oportunamente archívese. — Dr. WALTER FABIÁN BLANCO, Gerente, Instituto Nacional de 
Cine y Artes Audiovisuales. 

e. 14/3 N Q 507.548 v. 14/3/2006 



SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACIÓN 

Resolución N 2 30.973 del 8 MAR 2006 

EXPEDIENTE N s 26.501. Aumento de capital social y modificación del estatuto social de 
SIEMBRA SEGUROS DE RETIRO S.A. 

SÍNTESIS: 

VISTO... y CONSIDERANDO... EL SUPERINTENDENTE DE SEGUROS RESUELVE: 

ARTICULO 1 Q — Conformar el aumento del capital social y la modificación de los artículos 4- y 8 S 
del estatuto social de SIEMBRA SEGUROS DE RETIRO S. A. de conformidad con lo aprobado por 
Asambleas Generales Extraordinarias de fechas 5 de agosto de 2005 y 31 de octubre de 2005. 

ARTICULO 2- — A los fines establecidos en los artículos 5 y 167 de la Ley 19.550, confiérase 
intervención a la Inspección General de Justicia. 

ARTICULO 3 B — Regístrese, notifíquese y publíquese en el Boletín Oficial. — Fdo.: MIGUEL 
BAELO, Superintendente de Seguros. 



ARTICULO 1 Q — Sancionar a COMPAÑÍA ARGENTINA DE SEGUROS VICTORIA SOCIEDAD 
ANÓNIMA con un llamado de atención. 

ARTICULO 2- — Una vez firme la presente Resolución, la Gerencia de Autorizaciones y Registros 
deberá tomar nota de la medida del artículo 1 Q . 

ARTICULO 3 S — Se deja constancia de que la presente Resolución es apelable en los términos 
del artículo 83 Q de la Ley 20.091 . 

ARTICULO 4 Q — Regístrese, notifíquese por correo certificado con aviso de retorno al domicilio de 
Florida 556, RB. (1 005) Capital Federal, con vista de todo lo actuado y publíquese en el Boletín Oficial. 
— Fdo. MIGUEL BAELO, Superintendente de Seguros. 



NOTA: La versión completa de la presente Resolución puede ser consultada en Avda. Julio A. 
Roca 721 de esta Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

e. 14/3 N° 507.335 v. 14/3/2006 



SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACIÓN 

Resolución N 2 30.975 del 8 MAR 2006 

EXPEDIENTE N 2 46.989 - ESTADOS CONTABLES AL 30/09/2005 DE ARGOS MUTUAL DE 
SEGUROS DEL TRANSPORTE PUBLICO DE PASAJEROS 

SÍNTESIS: 

VISTO.. .y CONSIDERANDO... EL SUPERINTENDENTE DE SEGUROS RESUELVE: 

ARTICULO 1 Q — Sancionar a ARGOS MUTUAL DE SEGUROS DEL TRANSPORTE PUBLICO 
DE PASAJEROS con un llamado de atención. 

ARTICULO 2- — Una vez firme la presente Resolución, la Gerencia de Autorizaciones y Registros 
deberá tomar nota de la medida del artículo 1 Q . 

ARTICULO 3 S — Se deja constancia de que la presente Resolución es apelable en los términos 
del artículo 83 Q de la Ley 20.091 . 

ARTICULO 4 Q — Regístrese, notifíquese por correo certificado con aviso de retorno al domicilio de 
Esmeralda 288, Piso 6, (1 035) Capital Federal, con vista de todo lo actuado y publíquese en el Boletín 
Oficial. — Fdo. MIGUEL BAELO, Superintendente de Seguros. 



NOTA: La versión completa de la presente Resolución puede ser consultada en Avda. Julio A. 
Roca 721 de esta Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

e. 14/3 N° 507.336 v. 14/3/2006 



SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACIÓN 

Resolución N 2 30.977 del 8 MAR 2006 

EXPEDIENTE W 36.782. Modificación del estatuto social de VIRGINIA SURETY COMPAÑÍA 
DE SEGUROS S.A. 

SÍNTESIS: 

VISTO... y CONSIDERANDO... EL SUPERINTENDENTE DE SEGUROS RESUELVE: 

ARTICUL0 1 B — Conformar el aumento del capital social y la modificación de los artículos 5 Q y 1 Q 
del estatuto social de VIRGINIA SURETY COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A. de conformidad con lo 
aprobado por Asamblea General Extraordinaria de fecha 5 de agosto de 2005. 

ARTICULO 2 B — A los fines establecidos en los artículos 5 Q y 167 a de la Ley 19.550, confiérase 
intervención a la Inspección General de Justicia. 

ARTICULO 3 Q — Regístrese, notifíquese y publíquese en el Boletín Oficial. Fdo.: MIGUEL BAE- 
LO, Superintendente de Seguros. 



NOTA: La versión completa de la presente Resolución puede ser consultada en la Mesa de Entra- 
das de la Superintendencia de Seguros de la Nación sita en Av. Julio A. Roca 721 , PB de la Ciudad de 
Buenos Aires. 

e. 1 4/3 N ° 507.334 v. 1 4/3/2006 



SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACIÓN 

Resolución N 2 30.974 del 8 MAR 2006 

EXPEDIENTE N 2 46.988 - ESTADOS CONTABLES AL 30/09/2005 DE COMPAÑÍA ARGENTINA 
DE SEGUROS VICTORIA SOCIEDAD ANÓNIMA. 

SÍNTESIS: 

VISTO... y CONSIDERANDO EL SUPERINTENDENTE DE SEGUROS RESUELVE: 



NOTA: La versión completa de la presente Resolución puede ser consultada en la Mesa de Entra- 
das de la Superintendencia de Seguros de la Nación sita en Av. Julio A. Roca 721 . P.B., de la Ciudad 
de Buenos Aires. 

e. 1 4/3 N ° 507.338 v. 1 4/3/2006 



SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACIÓN 

Resolución N 2 30.976 DEL 8 MAR 2006 

EXPEDIENTE N 2 46.990 - ESTADOS CONTABLES AL 30/09/2005 DE ARGOS COMPAÑÍA 
ARGENTINA DE SEGUROS GENERALES SOCIEDAD ANÓNIMA 

SÍNTESIS: 

VISTO. .y CONSIDERANDO... EL SUPERINTENDENTE DE SEGUROS RESUELVE: 

ARTICULO 1 5 — Sancionar a ARGOS COMPAÑÍA ARGENTINA DE SEGUROS GENERALES 
SOCIEDAD ANÓNIMA con un llamado de atención. 

ARTICULO 2 S — Una vez firme la presente Resolución, la Gerencia de Autorizaciones y Registros 
deberá tomar nota de la medida del artículo 1 Q . 

ARTICULO 3 S — Se deja constancia de que la presente Resolución es apelable en los términos 
del artículo 83 Q de la Ley 20.091 . 

ARTICULO 4 Q — Regístrese, notifíquese por correo certificado con aviso de retorno al domicilio de 
Esmeralda 288, Piso 6, (1 035) Capital Federal, con vista de todo lo actuado y publíquese en el Boletín 
Oficial. Fdo.: MIGUEL BAELO, Superintendente de Seguros. 



NOTA: La versión completa de la presente Resolución puede ser consultada en Avda. Julio A. 
Roca 721 de esta Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

e. 14/3 N° 507.337 v. 14/3/2006 



Martes 1 4 de marzo de 2006 



Primera Sección 



BOLETÍN OFICIAL N° 30.865 



36 



ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 



DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS 



ADUANA DE BARILOCHE 

Por ignorarse el domicilio del imputado que al pie se detalla en el Sumario Contencioso que se 
indica, se los cita para que dentro del plazo de diez (10) días de notificados del presente comparezca 
a los efectos de ofrecer su descargo, ofrezca prueba y acompañe la documental que estuviere en su 
poder. En caso de incomparencia se lo declarara REBELDE (cfme. Art. 1 1 05 del Código Aduanero). En 
la primera presentación deberán constituir domicilio dentro del radio urbano de la Aduana de Bariloche, 
bajo apercibimiento de lo dispuesto por los Artículos 1003 y 1004 del Código Aduanero. Se informa 
asimismo que, si dentro del plazo indicado, abonan la multa mínima prevista por la infracción imputa- 
da, se procederá, según corresponda, conforme los Artículos 930 y 931 ó 932 del antes citado plexo 
legal. Fdo.: Jefe División Aduana Bariloche. HÉCTOR CESAR VERGARA" 



SUMARIO 



IMPUTADO 



DOCUMENTO INF. ART. C.A. 



MULTA 



TRIBUTOS 



SC04-06-1 



Tte. SCHIAPPACASSE RENT A CAR LTDA. 78.960.960-8 



970 



$859,10 
e. 14/3 N° 507.230 v. 14/3/2006 



ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS 

DIVISIÓN ADUANA DE LA RIOJA 

(ART. 1013 INC. H LEY N 2 22.415) 

En la instrucción contenciosa DN79-2005-008 que tramitan por ante esta División Aduana de La 
Rioja, se hace saber a ORTEGA, SARA, sin documento ni domicilio conocido, que deberá presentarse 
a efectos de presenciar la verificación, clasificación arancelaria y valoración de la mercadería objeto de 
la presente de conformidad a lo previsto por el art. 1094 inc. b) del Código Aduanero. Fdo.: JOSÉ 
ANTONIO VIÑAS - a/c de División Aduana de La Rioja. 

e. 1 4/3 N ° 507.246 v. 1 4/3/2006 



ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS 

DIVISIÓN ADUANA DE LA RIOJA 

(ART. 1013 INC. H LEY N 2 22.415) 

En la instrucción contenciosa DN79-2005-006 que tramitan por ante esta División Aduana de La 
Rioja, se hace saber a GUTIÉRREZ, FERNANDA, sin documento ni domicilio conocido, que deberá 
presentarse a efectos de presenciar la verificación, clasificación arancelaria y valoración de la merca- 
dería objeto de la presente de conformidad a lo previsto por el art. 1094 inc. b) del Código Aduanero. 
Fdo.: JOSÉ ANTONIO VIÑAS - a/c de División Aduana de La Rioja. 

e. 14/3 N° 507.248 v. 14/3/2006 



ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS 

DIVISIÓN ADUANA DE LA RIOJA 

(ART. 1013 INC. H LEY N 2 22.415) 

En la instrucción contenciosa DN79-2005-007 que tramitan por ante esta División Aduana de La 
Rioja, se hace saber a CASTRO LUISA, sin documento ni domicilio conocido, que deberá presentarse 
a efectos de presenciar la verificación, clasificación arancelaria y valoración de la mercadería objeto de 
la presente de conformidad a lo previsto por el art. 1094 inc. b) del Código Aduanero. Fdo.: JOSÉ 
ANTONIO VIÑAS - a/c de División Aduana de La Rioja. 

e. 14/3 N° 507.250 v. 14/3/2006 



SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, PESCA Y ALIMENTOS 

INSTITUTO NACIONAL DE SEMILLAS 

En cumplimiento del Art. 32 Q del Decreto N Q 2183/91, se comunica a terceros interesados, la 
solicitud de inscripción en el REGISTRO NACIONAL DE LA PROPIEDAD DE CULTIVARES de la 
creación fitogenética de DURAZNERO (Prunus pérsica (L.) Batsch) de nombre DON CARLOS INTA, 
obtenida por el INSTITUTO NACIONAL DE TECNOLOGÍA AGROPECUARIA (INTA). 



SOLICITANTE: 



INSTITUTO NACIONAL DE TECNOLOGÍA AGROPECUARIA 



REPRESENTANTE LEGALMENTE AUTORIZADO: Ing. Agr. María Elena RAGONESE 

INGENIERO AGRÓNOMO PATROCINANTE: Ing. Agr. Gabriel Hugo VALENTINI 

FUNDAMENTACION DE NOVEDAD: 

El cultivar de duraznero de nombre DON CARLOS INTA, se caracteriza por presentar vigor entre 
medio y fuerte y porte semierecto. El fruto tiene pulpa de color blanco verdoso; piel de color blanco 
verdoso con presencia de color superpuesto de matiz rojo oscuro y distribución marmolada. El carozo 
está muy débil a débilmente adherido a la pulpa y en relación al fruto, su tamaño es pequeño. 

La época de inicio de floración es temprana y su duración es media. La época de maduración se 
presenta entre temprana y media. 

FECHA DE VERIFICACIÓN DE LA ESTABILIDAD: 15/03/1996 

Se recibirán las impugnaciones que se presenten dentro de los TREINTA (30) días de aparecido 
este aviso. — Ing. Agr. MARCELO DANIEL LABARTA, Director de Registro de Variedades, Instituto 
Nacional de Semillas (INASE). 

e. 1 4/3 N ° 507.399 v. 1 4/3/2006 



SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, PESCA Y ALIMENTOS 

INSTITUTO NACIONAL DE SEMILLAS 

En cumplimiento del Art. 32 s del Decreto N Q 21 83/91 , se comunica a terceros interesados que de 
acuerdo con lo informado por el INSTITUTO NACIONAL DE TECNOLOGÍA AGROPECUARIA (INTA), 
en los AVISOS correspondientes a la solicitud de inscripción en el REGISTRO NACIONAL DE LA 
PROPIEDAD DE CULTIVARES de la creación fitogenética de YERBA MATE (llex paraguariensis S.H. 
var paraguariensis) de nombre CA 433/90 INTA, publicados en BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA 
ARGENTINA N s 30.786 - 1 Q sección, págs. 50 y 51 de fecha 22/1 1 /2005; CLARÍN pág. 35 de fecha 1 3/ 
12/2005 y LA NACIÓN pág. 29 sección 7, de fecha 13/12/2005, donde dice: "CA 433/90 INTA es un 
cultivar masculino..." debe decir: "CA 433/90 INTA es un cultivar femenino...". 

Se recibirán las impugnaciones que se presenten dentro de los DIEZ (10) días de aparecido este 
COMUNICADO. — Ing. Agr. MARCELO DANIEL LABARTA, Director de Registro de Variedades, Insti- 
tuto Nacional de Semillas (INASE). 

e. 14/3 N° 507.400 v. 14/3/2006 



MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN 

ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 



IMPUESTO SOBRE LOS COMBUSTIBLES LÍQUIDOS Y EL GAS NATURAL. LEY N Q 23.966 


T.O. EN 1998 Y SUS MODIFICACIONES. 


RESOLUCIÓN GENERAL (AFIP) N s 1555 


VALORES DE REFERENCIA. ARTICULO SIN NUMERO INCORPORADO A CONTINUACIÓN 


DEL ARTICULO A°- DE LA LEY DEL GRAVAMEN Y QUINTO ARTICULO INCORPORADO A 


CONTINUACIÓN DEL ARTICULO 4 S DEL ANEXO DEL DECRETO N s 74/98. 


DENOMINACIÓN PRODUCTO GRAVADO 


VIGENCIA 




MARZO DE 2006 


NAFTA HASTA 92 RON 


0,7422 


NAFTA DE MAS DE 92 RON 


0,8515 


GAS OIL 


0,7927 


KEROSENE 


0,8888 


SOLVENTE 


1,8118 


AGUARRÁS 


1 ,5258 


DIESEL OIL 


0,8878 



Los valores de referencia indicados se expresan en Pesos por unidad de medida litro. — Cont. Púb. 
REBECA CLAUDIA ARTSTEIN, Jefe (Int) Departamento Especializado en Sectores Primario y Secundario, 
Dirección de Análisis de Fiscalización Especializada, a/c Dirección de Análisis de Fiscalización Especializada. 

e. 14/3 N° 507.632 v. 14/3/2006 



MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN 

ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 



ANEXO A 


EXENCIÓN DE INGRESO DE OBLIGACIONES IMPOSITIVAS Y DE LOS RECURSOS 

DE LA SEGURIDAD SOCIAL PARA SUJETOS QUE DESARROLLAN SU PRINCIPAL 

ACTIVIDAD INDUSTRIAL, COMERCIAL, AGROPECUARIA, FORESTAL Y/O DE SERVICIOS 

EN ZONAS DECLARADAS DE DESASTRE EN EL MARCO DE LA LEY N Q 24.959 

DECRETO N s 1386/01 - RESOLUCIÓN GENERAL N Q 1482 


C.U.I.T. APELLIDO Y NOMBRE, DENOMINACIÓN 
Y/O RAZÓN SOCIAL 


VIGENCIA 


DESDE 


HASTA 


27-03759229-9 TOMMASI, DELMA LUISA PÍA 
23-16889184-9 STRADA, NÉSTOR GABRIEL 
20-16573341-0 MARÍN, MARIO FAVIO 
27-05270767-1 RISSO, MARÍA IDA 
20-06284635-7 MARCHISIO, WALTER VICENTE 
20-06284462-1 NARI, AMADO ESTEBAN 
20-06279476-4 PEÑA, RUBÉN OBERDAN 


21/04/2003 
21/04/2003 
21/04/2003 
21/04/2003 
21/04/2003 
21/04/2003 
21/04/2003 


23/01/2004 
23/01/2004 
23/01/2004 
23/01/2004 
23/01/2004 
23/01/2004 
23/01/2004 



Cdor. JAIME LEONARDO MECIKOVSKY, Subdirector General, Subdirección General de Operaciones 
Impositivas del Interior, Dirección General Impositiva. 

e. 14/3 N° 507.631 v. 14/3/2006 

MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN 

ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

IMPRENTAS, AUTOIMPRESORES E IMPORTADORES PROPIOS O PARA TERCEROS 

Resolución de aceptación según R.G. N 2 100 



CUIT 



NOMBRE Y APELLIDO 
DENOMINACIÓN 



DEPEND. 



DOMICILIO FISCAL 



NRO. INSCR. 



231 22489329 TIEHL ROBERTO RENE 
27299372575 SANTAMARÍA FLORENCIA SABRINA 
307093821 1 6 OTEO CESAR A Y FALCHE P F SH 



IMPRENTAS 

401 ROQUE A VITÓLO 162-R R. SAENZ PEÑA-CHACO 400185/0 

1 27 AV. COLON 41 46 MAR DEL PLATA 1 26269/8 

858 AV. FACUNDO ZUVIRIA 5546-SANTA FE 857503/7 



Resolución de exclusión según R.G. N- 100 



CUIT 



NOMBRE Y APELLIDO 
DENOMINACIÓN 



DEPEND. 



DOMICILIO FISCAL 



NRO. INSCR. 



3058449501 M.S.B. CONSTRUCCIONES SRL 



270 



AUTOIMPRESORES 



RIVADAVIA N s 85 -CÓRDOBA 



269146/0 



Cdor. JAIME LEONARDO MECIKOVSKY, Subdirector General, Subdirección General de Opera- 
ciones Impositivas del Interior, Dirección General Impositiva. 

e. 1 4/3 N ° 507.628 v. 1 4/3/2006 
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COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Gustavo Enrique REYNA, la Resolución CNC N Q 3034/05, dictada en el Expte. 
N Q 1243/05, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca VERTER, modelo FTL-2011, N Q de serie 
8F7050423, con micrófono de palma, propiedad del Sr. Gustavo Enrique REYNA, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N B 33.31 0/44, ratificado por Ley N Q 1 3.030, por 
los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N ° 506.785 v. 1 6/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Fernando Rodolfo VILLALBA, la Resolución CNC N Q 2688/05, dictada en el 
Expte. N Q 7439/04, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca KENWOOD, modelo TK-860H , número de serie 
80300392, con micrófono de palma, propiedad del Sr. Fernando Rodolfo VILLALBA, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N B 33.31 0/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por 
los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N ° 506.786 v. 1 6/3/2006 



ARTICULO 1 B — Comisar un Handy sin marca, modelo, ni número de serie, similar a YAESU 
FT41 1 , con falso pack artesanal, falta una perilla, sin antena, sin goma PTT y sin disipador, propiedad 
de la firma REMISES CIUDAD NORTE, de acuerdo con lo establecido en el artículo 81, inciso a) del 
Decreto Ley N s 33.310/44, ratificado por Ley N B 13.030, por los motivos expuestos en los consideran- 
dos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 14/3 N° 506.790 v. 16/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE a la empresa de transporte EL VELOZ, la Resolución CNC N Q 1654, dictada en el 
Expte. N Q 8050/04, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca, RLC modelo 84, N B de serie 6599, con micrófono 
de palma, propiedad de la empresa de transporte EL VELOZ, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos 
expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N ° 506.792 v. 1 6/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Ramón Damián TOLEDO, la Resolución CNC N Q 2809/05, dictada en el Expte. 
N 9 1 179/05, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca ONWA, modelo K6125, N Q de serie 10660307, 
con micrófono de palma, propiedad del Sr. Ramón Damián TOLEDO, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos 
expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N o 506.787 v. 1 6/3/2006 



Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Antonio Rafael PÉREZ, la Resolución CNC N 5 3248/05, dictada en el Expte. 
N Q 886/02, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca SUPERSTAR, modelo 3004, sin número, sin tapa 
base, deteriorado, con micrófono de palma y un transceptor marca MOTOROLA, modelo RADIUS 
GM300 numerado 26-80498B01 , frente suelto, sin tapa, deteriorado, con micrófono de palma, propie- 
dad del Sr. Antonio Rafael PÉREZ, de acuerdo con lo establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decre- 
to Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 14/3 N° 506.793 v. 16/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Mario Alberino PALOMBA, la Resolución CNC N Q 872/03, dictada en el Expte. 
N Q 2921/02, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICUL0 1 s — Comisar un transceptor marca VERTER, modelo FTL-201 1 , N s de serie 4J030524, 
con micrófono de palma, propiedad del Sr. Mario Alberino PALOMBA, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos 
expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N ° 506.789 v. 1 6/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE a la firma REMISES CIUDAD NORTE, la Resolución CNC N s 2602/03, dictada en el 
Expte. N Q 1648/03, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 



Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Américo César BURGOS, la Resolución CNC N B 1 827/05, dictada en el Expte. 
N Q 8782/04, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca VÉRTEX, sin modelo ni número de serie, con 
micrófono de palma, propiedad del Sr. Américo César BURGOS, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos 
expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N ° 506.794 v. 1 6/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Néstor CAPELLINI, la Resolución CNC N Q 1334/03, dictada en el Expte. N Q 
16887/99, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca DRAFT, modelo AC-552, sin número de serie, con 
micrófono de palma, propiedad del Sr. Néstor CAPELLINI, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
81 , inciso a) del Decreto Ley N Q 33.31 0/44, ratificado por Ley N Q 1 3.030, por los motivos expuestos en 
los considerandos. 
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Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N ° 506.795 v. 1 6/3/2006 



Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 14/3 N° 506.800 v. 16/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Joge STAGNARO, la Resolución CNC N Q 2233/05, dictada en el Expte. N s 
8038/04, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 s — Comisar un transceptor marca WOBRON, modelo BLU W 100, sin número de 
serie, con micrófono de palma, propiedad del Sr. Jorge STAGNARO, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 81, inciso a), del Decreto Ley N s 33.310/44, ratificado por Ley N 5 13.030, por los motivos 
expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N ° 506.796 v. 1 6/3/2006 



Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Manuel Horacio TEJERINA, la Resolución CNC N Q 3189/05, dictada en el 
Expte. N Q 2956/05, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 a — Comisar un transceptor marca YAESU, modelo FT-2001, sin número de serie, 
con micrófono de palma, propiedad del Sr. Manuel Horacio TEJERINA, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos 
expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 14/3 N° 506.801 v. 16/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Alberto Salvador CAREMA, la Resolución CNC N Q 1419/04, dictada en el 
Expte. N Q 7773/01 , cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca YAESU, modelo FT-2400H, número de serie 
3C310335, con micrófono de palma y una fuente de alimentación marca CAHUANE, modelo FA1215, 
serie N Q 1882, propiedad del Sr. Alberto Salvador CAREMA, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos 
expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N o 506.797 v. 1 6/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Augusto CABRERA, la Resolución CNC N B 3229/05, dictada en el Expte. N B 
3125/05, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICUL0 1 Q — Comisar un transceptor marca VÉRTEX, modelo VX-2000V, N 5 de serie 8C040681 , 
con micrófono de palma, propiedad del Sr. Augusto CABRERA, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos 
expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N ° 506.802 v. 1 6/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Claudio Antonio COLQUE, la Resolución CNC N Q 3227/05, dictada en el Exp- 
te. N Q 1544/05, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca KENWOOD, sin modelo ni número de serie, con 
falso pack artesanal y antena deteriorada, propiedad del Sr. Claudio Antonio COLQUE, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N s 13.030, 
por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N ° 506.798 v. 1 6/3/2006 



Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Santos Jorge Víctor SALDIVAR, la Resolución CNC N 5 297005, dictada en el 
Expte. N Q 9227/04, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 s — Comisar un transceptor marca KENWOOD, sin modelo ni número de serie, sin 
pack ni antena, equipo deteriorado, propiedad del Sr. Santos Jorge Víctor SALDIVAR, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N s 13.030, 
por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 14/3 N° 506.803 v. 16/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Mariano Gustavo DÍAZ, la Resolución CNC N Q 3164/05, dictada en el Expte. 
N Q 2089/05, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca ARBELAIZ, modelo BLU, sin número de serie, 
con micrófono de palma, propiedad del Sr. Mariano Gustavo DÍAZ, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos 
expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 



Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Sergio DRESDNER, la Resolución CNC N Q 3194/05, dictada en el Expte. N s 
9235/04, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 s — Comisar un transceptor marca PRESIDENT, modelo Mckinley, sin número de 
serie, con micrófono de palma, propiedad del Sr. Sergio DRESDNER, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos 
expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N s 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N ° 506.804 v. 1 6/3/2006 
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COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 



Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr Juan PINEDA, la Resolución CNC N Q 939/99, dictada en el Expte. N B 12239/ 
95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca VÉRTEX, modelo FTL-701 1 , número de serie 
44360500, con micrófono de palma marca YAESU, modelo MH-25A8J y una fuente de alimentación 
marca NIPÓN AMERICA, con letras DVP-220-1212, en gabinete metálico color negro, propiedad del 
Sr. Juan PINEDA, de acuerdo con lo aprobado en la decisión que constituye el Anexo al Acta de 
Directorio número 72 (número de orden 127) y con lo establecido en el artículo 81, inciso a) del 
Decreto Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos expuestos en los conside- 
randos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N B 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N o 506.806 v. 1 6/3/2006 



Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE a la empresa REMOLCADOR GUARANÍ S.A.C.I., la Resolución CNC N B 1844/99, 
dictada en el Expte. N Q 8848/92, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca YAESU, modelo FTL 201 1, número de serie 
1 E051520, con micrófono de palma, propiedad de la empresa REMOLCADOR GUARANÍ S.A.C.I., 
de acuerdo con lo aprobado en la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 
82 (número de orden 208) y con lo establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N s 
33.310/44, ratificado por Ley N B 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N s 1 185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instan- 
cia administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedi- 
mientos Administrativos - Dto. N B 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular 
los recursos de reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (10) y QUINCE (15) días hábiles 
administrativos, respectivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publi- 
cación de este edicto. — Ing. CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de 
Comunicaciones. 

e. 14/3 N° 506.811 v. 16/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Sergio Ornar ALONIS, la Resolución CNC N B 643/99, dictada en el Expte. N B 
13874/95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 s — Comisar un transceptor marca WAMA, modelo MARK 6, sin número de serie, 
con micrófono de palma, propiedad del Sr. Sergio Ornar ALONIS, de acuerdo con lo aprobado en la 
decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 71 (número de orden 11) y con lo 
establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N B 33.31 0/44, ratificado por Ley N Q 1 3.030, por 
los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N B 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 14/3 N° 506.807 v. 16/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Sergio Daniel CEBALLOS, la Resolución CNC N Q 761/99, dictada en el Expte. 
N Q 566/97, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca YAESU, modelo FT-2400H, número de serie 
2L280891, con micrófono de palma marca YAESU/VERTEX, modelo MH-25A8J y una fuente de ali- 
mentación de fabricación artesanal, en gabinete metálico color naranja de 20 x 1 5 x 1 cm., propiedad 
del Sr. Sergio Daniel CEBALLOS, de acuerdo con lo aprobado en la decisión que constituye el Anexo 
al Acta de Directorio número 71 (número de orden 1 29) y con lo establecido en el artículo 81 , inciso a) 
del Decreto Ley N B 33.310/44, ratificado por Ley N s 13.030, por los motivos expuestos en los conside- 
randos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N s 1 185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instan- 
cia administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedi- 
mientos Administrativos - Dto. N B 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular 
los recursos de reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (10) y QUINCE (15) días hábiles 
administrativos, respectivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publi- 
cación de este edicto. — Ing. CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de 
Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N ° 506.81 4 v. 1 6/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE a la empresa TRANSPORTES ADER S.A., la Resolución CNC N B 1662/99, dictada 
en el Expte. N Q 8782/95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca MOTOROLA, modelo RADIUS GM300, número 
de serie 159TUS7835, con micrófono de palma, propiedad de la empresa TRANSPORTES ADER 
S.A., de acuerdo con lo aprobado en la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 
82 (número de orden 26) y con lo establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N B 33.31 0/44, 
ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N B 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 14/3 N° 506.808 v. 16/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Carlos FAUR, la Resolución CNC N B 1 095/97, dictada en el Expte. N B 1 800/95, 
cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca GE, modelo MOBILE CB, número de serie 0247207, 
con micrófono de palma Marca GE, modelo EA 62x577, propiedad del Sr. Carlos FAUR, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N B 33.310/44, ratificado por Ley N B 
13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1 185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instan- 
cia administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedi- 
mientos Administrativos - Dto. N B 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular 
los recursos de reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (10) y QUINCE (15) días hábiles 
administrativos, respectivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publi- 
cación de este edicto. — Ing. CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de 
Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N ° 506.81 6 v. 1 6/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE a la empresa RECEPCIÓN DE RADIOLLAMADA NEW CAR, la Resolución CNC N B 
1597/97, dictada en el Expte. N B 37/95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca YAESU, modelo FT 2400H, número de serie 
2J250332, con micrófono de palma misma marca, modelo MH27, propiedad de la empresa RECEP- 
CIÓN DE RADIOLLAMADA NEW CAR, de acuerdo con lo establecido en el artículo 81 , inciso a) del 
Decreto Ley N B 33.310/44, ratificado por Ley N B 13.030, por los motivos expuestos en los consideran- 
dos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N B 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N ° 506.809 v. 1 6/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Florencio PIREZ, la Resolución CNC N B 1261/99, dictada en el Expte. N B 
8086/95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca SUPERSTAR, modelo 3900, número de serie 
337888, con micrófono de palma, propiedad del Sr. Florencio PIREZ, de acuerdo con lo aprobado en la 
decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 74 (número de orden 190) y con lo 
establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N B 33.31 0/44, ratificado por Ley N Q 1 3.030, por 
los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1 185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instan- 
cia administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedi- 
mientos Administrativos - Dto. N B 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular 
los recursos de reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (10) y QUINCE (15) días hábiles 
administrativos, respectivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publi- 
cación de este edicto. — Ing. CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comu- 
nicaciones. 

e. 1 4/3 N ° 506.81 7 v. 1 6/3/2006 
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COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103-Capital Federal 

NOTIFICASE a la empresa TRANSRAPIDO S.A., la Resolución CNC N Q 1709/05, dictada en el 
Expte. N s 1 1556/95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un TXR marca YAESU, modelo FT80C, N Q de serie 3F971290 en eti- 
queta, con micrófono de palma (homologado), Sintonizador de antena marca YAESU FC 1000, N Q de 
serie 3 G 500073 en etiqueta, propiedad de la empresa TRANSRAPIDO S.A., de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N s 33.31 0/44, ratificado por Ley N Q 1 3.030, por 
los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N 5 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 4/3 N ° 506.81 9 v. 1 6/3/2006 



Que asimismo y a fin de concretar la realización de la obra corresponde efectuar el llamado a 
licitación y aprobar el Pliego de Bases y Condiciones que permita la precalificación de oferentes, 
realización del Proyecto de Ingeniería, Proyecto Ejecutivo y Ejecución de Obra con Financiamiento 
para el Soterramiento del Corredor Ferroviario en el tramo CABALLITO - LINIERS y la construcción de 
pasos a distinto nivel, vehiculares, y peatonales, en el tramo LINIERS - MORENO. 

Que la COMISIÓN NACIONAL DE REGULACIÓN DEL TRANSPORTE, organismo descentraliza- 
do en la órbita de la SECRETARIA DE TRANSPORTE del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDE- 
RAL, INVERSIÓN PUBLICA Y SERVICIOS, ha tomado la intervención que le compete en orden a las 
facultades que le son propias. 

Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y 
PRODUCCIÓN ha tomado la intervención que le compete en virtud de lo dispuesto en el Artículo 9 Q del 
Decreto N Q 1 1 42 de fecha 26 de noviembre de 2003. 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el Decreto N Q 1 142 de 
fecha 26 de noviembre de 2003 y el Decreto N s 1 683 de fecha 28 de diciembre de 2005 y la Resolución 
N s 390 del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA Y SERVICIOS de 
fecha 26 de abril 2005. 



Por ello, 



EL SECRETARIO 
DE TRANSPORTE 
RESUELVE: 



MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA 
Y SERVICIOS 

SECRETARIA DE ENERGÍA 

SUBSECRETARÍA DE ENERGÍA ELÉCTRICA 

Se comunica a todos los agentes del MERCADO ELÉCTRICO MAYORISTA (MEM), de acuerdo a 
lo establecido en la Resolución ex - SECRETARIA DE ENERGÍA ELÉCTRICA N Q 61 del 29 de abril de 
1 992 y sus modificatorias y complementarias, que la "EMPRESA CENTRALES TÉRMICAS DEL NEA 
S.A." (C.T NEA S.A.), ha solicitado desvincular del MERCADO ELÉCTRICO MAYORISTA (MEM), los 
equipos de generación, C.T. Barranqueras (TV y TG), C.T. Corrientes (TG) y C.T. Santa Catalina (TG). 

NOTA: Se hace saber a los interesados que el Expediente CUDAP EXP-S01 : 0383978/2005 se 
encuentra disponible para tomar vista en Av. Paseo Colón 1 71 , 7 Q piso, oficina 704, en el horario de 1 
a 12 y 15 a 17 hs.— Ing. BAUTISTA J. MARCHESCHI, Subsecretario de Energía Eléctrica. 

e. 14/3 N° 507.259 v. 14/3/2006 



AVISOS OFICIALES 

Anteriores 




MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL INVERSIÓN PUBLICAY 
SERVICIOS 

SECRETARIA DE TRANSPORTE 

Resolución N g 82/2006 

Bs. As., 21/2/2006 

VISTO el Expediente N e S01:00251 76/2006 del Registro del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN 
FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA Y SERVICIOS, y 

CONSIDERANDO: 

Que por el Decreto N s 730 de fecha 23 de mayo de 1 995 se aprobó el Contrato de Concesión para la 
explotación de los Servicios Ferroviarios de Pasajeros correspondiente a los Grupos 1 y 2, Líneas Mitre y 
Sarmiento, de los cuales resulta titular el concesionario TRENES DE BUENOS AIRES SOCIEDAD ANÓNIMA. 

Que por Decreto N Q 1683 de fecha 28 de diciembre de 2005 se aprobó el Programa de Obras, 
Trabajos Indispensables y Adquisición de bienes a fin de garantizar la rehabilitación de los servicios 
interurbanos ferroviarios de pasajeros de largo recorrido, cuyos trazados incluyen jurisdicciones provin- 
ciales, y fortalecer y desarrollar el Programa de Obras del Sistema Público de Transporte Ferroviario de 
Pasajeros de Superficie y Subterráneo del ÁREA METROPOLITANA DE BUENOS AIRES. 

Que por el Artículo 3 S inciso c) del Decreto N Q 1 683/2005, se instruyó a la SECRETARIA DE TRANS- 
PORTE del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA Y 
SERVICIOS para que, efectúe la incorporación de nuevas obras, trabajos indispensables y adquisición 
de bienes que no se encuentren comprendidas en el Artículo 1 s del citado decreto, y que resulten nece- 
sarias y oportunas para el fortalecimiento y desarrollo del sistema ferroviario en su conjunto. 

Que TRENES DE BUENOS AIRES SOCIEDAD ANÓNIMA ha manifestado la necesidad de efectuar 
obras de infraestructura que permitan garantizar el servicio público de transporte ferroviario de pasajeros 
mejorando la frecuencia en la prestación de dicho servicio, la seguridad para los pasajeros transportados 
como así también para los no transportados atento el alto índice registrado por accidentes. 

Que en tal sentido se torna necesaria la realización de una obra que asegure y garantice el 
cumplimiento de los objetivos planteados en el considerando precedente, y que atento el resultado 
de los estudios efectuados por la complejidad del sector urbano que recorre la línea SARMIENTO 
debe comprender el soterramiento del corredor ferroviario en el tramo CABALLITO - LINIERS y la 
construcción de pasos a distinto nivel, vehiculares y peatonales, en el tramo LINIERS - MORENO. 

Que es política del ESTADO NACIONAL en materia ferroviaria posibilitar el desarrollo, la recupe- 
ración y modernización del Sistema Público de Transporte Ferroviario de Pasajeros de Superficie y 
Subterráneos del ÁREA METROPOLITANA DE BUENOS AIRES, propendiendo a la mejora en la cali- 
dad de vida de la población. 

Que en tal sentido, corresponde incorporar la realización de aquellas obras que, efectuados los 
estudios técnicos correspondientes, se estimaron necesarias e imprescindibles para garantizar la pres- 
tación del servicio público de transporte ferroviario de pasajeros. 



ARTICULO 1 Q — Incorpórase la obra Soterramiento del Corredor Ferroviario en el tramo CABALLI- 
TO - LINIERS y la construcción de pasos a distinto nivel, vehiculares y peatonales, en el tramo LINIERS 
- MORENO de la línea SARMIENTO, al ANEXO I -SERVICIOS FERROVIARIO METROPOLITANOS, 
LINEA GENERAL MITRE - SARMIENTO del Decreto N s 1683 de fecha 28 de diciembre de 2005. 

ARTICULO 2- — Llámase a Licitación Pública Nacional e Internacional para la contratación del 
Proyecto de Ingeniería, Proyecto Ejecutivo y Ejecución de Obra con Financiamiento para la obra Sote- 
rramiento del Corredor Ferroviario en el tramo CABALLITO - LINIERS y la construcción de pasos a 
distinto nivel, vehiculares y peatonales, en el tramo LINIERS - MORENO de la línea SARMIENTO. 

ARTICULO 3 S — Apruébase el Pliego de Bases y Condiciones para el llamado a Licitación Pública 
Nacional e Internacional efectuado en el Artículo 2- de la presente resolución, que como ANEXO forma 
parte de la presente. 

ARTICULO 4 B — La presentación para la precalificación de oferentes deberá efectuarse en la SECRE- 
TARIA DE TRANSPORTE del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA Y 
SERVICIOS sita en la calle Hipólito Yrigoyen N Q 250, Piso 12 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
hasta el día 1 de abril de 2006 a las 1 6 horas. Los oferentes precalificados comenzarán con la ronda de 
consultas, con participación de los municipios afectados por la obra, como así también del GOBIERNO DE 
LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES, hasta el 10 de mayo de 2006 a las 16 horas. 

Concluida la ronda de consultas con los oferentes precalificados, la SECRETARIA DE TRANS- 
PORTE del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICAY SERVICIOS en- 
tregará, en un plazo de QUINCE (15) días, los términos de referencia que incluirán, de ser pertinente, 
las consideraciones resultantes. 

Los oferentes precalificados deberán presentar, hasta el 1 de julio de 2006 a las 1 6 horas respec- 
tivamente, las ofertas correspondientes al Proyecto de Ingeniería, Proyecto Ejecutivo y Ejecución de 
Obra con Financiamiento. 

ARTICULO 5= — La SECRETARIA DE TRANSPORTE del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN 
FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA Y SERVICIOS elevará dentro de los DIEZ (10) días de publicada la 
presente, para aprobación del señor Ministro, la nómina de los integrantes del Comité de Evaluación y 
Calificación que tendrá a su cargo el estudio de las ofertas. 

ARTICULO 6 5 — Fíjase en PESOS CIEN MIL ($ 1 00.000.-) el valor del respectivo Pliego de Bases 
y Condiciones, el que se pondrá a la venta a partir del día 10 de marzo de 2006, en la calle Hipólito 
Yrigoyen N Q 250 Piso 1 2 oficina 1 224, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en el horario de 1 a 1 6. 

ARTICULO 1- — Autorízase la publicación de los anuncios pertinentes por el término de CINCO 
(5) días en el Boletín Oficial de la REPÚBLICA ARGENTINA, y en al menos TRES (3) periódicos de 
circulación nacional y/o internacional a los efectos de lograr una mayor difusión. 

ARTICULO 8 Q — Procédase a cursar la correspondiente comunicación al MINISTERIO DE RELA- 
CIONES EXTERIORES, COMERCIO INTERNACIONAL Y CULTO a fin de que Las Embajadas de la 
REPÚBLICA ARGENTINA en el exterior colaboren con la mayor difusión de la licitación que se aprue- 
ba por la presente resolución. 

ARTICULO 9 S — La adjudicación será efectuada por el MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDE- 
RAL, INVERSIÓN PUBLICAY SERVICIOS. 

ARTICULO 10 B — Comuniqúese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese. — Ing. RICARDO RAÚL JAIME, Secretario de Transporte. 



NOTA: Esta Resolución se publica sin Anexo. La documentación no publicada puede ser consulta- 
da en la Sede Central de esta Dirección Nacional (Suipacha 767 - Ciudad Autónoma de Buenos Aires) 
y en www.boletinoficial.gov.ar 

e. 9/3 N e 507.229 v. 1 5/3/2006 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

El Banco Central de la República Argentina notifica, en el Sumario N Q 664, Expediente N Q 1 02.432/ 
87, caratulado "Banco Comercial Hipotecario y Edificador de Córdoba Sociedad Anónima", que, me- 
diante Resolución N 5 1 79 del 1 1 .08.2005, el Superintendente de Entidades Financieras y Cambiarías 
resolvió: imponer al señor Bernardino Jorge BAGUR (C.I.P.F. N 5 5.132.709 L.E. N 5 4.438.097) multa 
de $ 929.300 (pesos novecientos veintinueve mil trescientos) e inhabilitación permanente, artículo 41 , 
incisos 3 y 5), de la Ley N Q 21.526). El importe de la multa deberá ser depositado en este Banco 
Central en "CUENTAS TRANSITORIAS PASIVAS-MULTAS-LEY DE ENTIDADES FINANCIERAS - 
ARTICULO 41", dentro de los 5 (cinco) días contados a partir de la última publicación del presente, 
bajo apercibimiento de perseguirse su cobro por la vía de la ejecución fiscal. De conformidad con la 
Sección 3 de la Comunicación "A" 4006 del 26 de agosto de 2003 — B.O. del 03.09.03— podrá optar 
por el régimen de facilidades para el pago de las multas; toda presentación al respecto deberá dirigirse 
a la Gerencia Principal de Liquidaciones y Recuperas, Subgerencia de Control de Fideicomisos, con 
copia a la Gerencia de Asuntos Contenciosos. De interponer recurso de apelación deberá cumplir con 
el art. 2 Q , inc. 3 Q de la Acordada 13/05 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso 
Administrativo. Publíquese por 3 (tres) días. — LIDIA M. GIRÓN, Jefe de Departamento de Sustancia- 
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ción de Sumarios Financieros, Gerencia de Asuntos Contenciosos. — ROBERTO O. SANTA CRUZ, 
Jefe del Departamento de Sumarios Financieros, Gerencia de Asuntos Contenciosos. 

e. 1 0/3 N ° 506.975 v. 1 4/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a REMISES LIDO, la Resolución CNC N Q 1 599/01 , dictada en el Expte. N B 3608/00, 
cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca VERTER, modelo FTL 2011, número de serie 
4E491279, con micrófono de palma, propiedad de REMISES LIDO, de acuerdo con lo aprobado en la 
decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 22 (número de orden 01) y con lo 
establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N B 33.310/44, ratificado por Ley N B 13.030, por 
los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos- Dto. N B 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 10/3 N° 506.723 v. 14/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la empresa REMISES REMI CAR, la Resolución CNC N Q 1694/01 , dictada en el 
Expte. N Q 3583/00, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un Handy marca VERTER, modelo FTH-2009, número de serie 
3D450358, con antena y pack, propiedad de la empresa REMISES REMI CAR, de acuerdo con lo 
aprobado en la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 23 (número de orden 38) 
y con lo establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N Q 33.31 0/44, ratificado por Ley N s 1 3.030, 
por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos- Dto. N B 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 0/3 N ° 506.724 v. 1 4/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a REMISES CESAR, la Resolución CNC N Q 1 692/01 , dictada en el Expte. N Q 3584/ 
00, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca UNIDEN, modelo MC610, número de serie 
95000522, con micrófono de palma, propiedad de REMISES CESAR, de acuerdo con lo aprobado en 
la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 23 (número de orden 36) y con lo 
establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N B 33.310/44, ratificado por Ley N B 13.030, por 
los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos- Dto. N B 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 0/3 N ° 506.727 v. 1 4/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la firma REMISES EXPRESS SANTA FE, la Resolución CNC N B 79/02, dictada en 
el Expte. N B 3602/00, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca ALINCO, modelo DR-130T, número de serie 
T012251Q, con micrófono de palma, cable deteriorado, propiedad de la firma REMISES EXPRESS 
SANTA FE, de acuerdo con lo aprobado en la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio 
número 25 (número de orden 25) y con lo establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley 
N B 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos- Dto. N B 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 10/3 N° 506.729 v. 14/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr Víctor Esteban GÓMEZ, la Resolución CNC N B 247/01, dictada en el Expte. 
N B 3495/00, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 



ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca VERTER, modelo FTL-2011, número de serie 
7F951049, con micrófono de palma y una fuente de alimentación marca MAENI, sin modelo y sin 
número de serie, propiedad del Sr. Víctor Esteban GÓMEZ, de acuerdo con lo aprobado en la decisión 
que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 12 (número de orden 04) y con lo establecido en 
el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N B 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos 
expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos- Dto. N B 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 10/3 N° 506.730 v. 14/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Roberto VENTURI, la Resolución CNT N B 569/95, dictada en el Expte. N B 3889/ 
94, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca YAESU, modelo FT-23RH, número de serie 
3E620965, con adaptador 12 V, cable y ficha para encendedor y micrófono de palma misma marca, 
modelo MH-1 8A2B, sin pack, antena ni manillar, propiedad del Sr. Roberto VENTURI, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 81 , inciso a) de Decreto Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N B 13.030, 
por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos- Dto. N B 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 10/3 N° 506.731 v. 14/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Víctor Hugo FIGUEROA, la Resolución CNT N B 1 155/95, dictada en el Expte. 
N B 4456/92, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICUL0 1 B — Comisar un transceptor marca PRESIDENT, modelo MC KINLEY, número de serie 
73000087, con fuente de alimentación y micrófono de palma, perteneciente a REMISSES MITRE, pro- 
piedad del Sr. Víctor Hugo FIGUEROA, de acuerdo con lo establecido en el artículo 81, inciso a) del 
Decreto Ley N B 33.31 0/44, ratificado por Ley N Q 1 3.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo dispuesto 
por el art. 33 del Dto. N B 1 1 85/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia administrativa, sin 
perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos- Dto. 
N B 1 759/72 (T.0. 1 991 ), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de reconsideración o alzada 
dentro de los DIEZ (10) y QUINCE (15) días hábiles administrativos, respectivamente, computados a 
partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto.— Ing. CEFERINO A. NAMUNCURA, 
Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 1 0/3 N ° 506.732 v. 1 4/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Osear Alejandro RAMÍREZ, la Resolución CNC N B 870/00, dictada en el Exp- 
te. N B 4481/98, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca VERTER, sin modelo ni número de serie, con 
micrófono de palma y antena, propiedad del Sr. Osear Alejandro RAMÍREZ, de acuerdo con lo aproba- 
do en la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 3 (número de orden 1 06) y con 
lo establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N B 13.030, 
por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1 1 85/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instan- 
cia administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedi- 
mientos Administrativos- Dto. N B 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular 
los recursos de reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (10) y QUINCE (15) días hábiles 
administrativos, respectivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publi- 
cación de este edicto. — Ing. CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de 
Comunicaciones. 

e. 10/3 N° 506.733 v. 14/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a CABLE VISION BARRANCAS, la Resolución CNC N Q 1 261/01 , dictada en el Exp- 
te. N B 4763/94, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un combinador de dieciséis canales marca PICO MACOM INC., 
número de serie 6059027, un trascoder marca VIDEO TECHNOLOGY, modelo 3420, número de 
serie 930715 A 01 (manuscrito), un trascoder marca TELEMUVI, modelo T302, rotulado manuscri- 
to 4253, un video modulador marca DRAKE VM 231 0, modelo 2430, número de serie 3 B 24300081 , 
un audio video modulador marca PICO MACOM, modelo PCM 55, número de serie 6178948, un 
modulador modelo HM 55, marca HOLLAND, número de serie W 152113121, un modulador marca 
HOLLAND, modelo HM 55, número de serie W 206583042, un modulador marca HOLLAND, mo- 
delo HDM, número de serie 6923783, un receptor marca DRAKE, modelo 324E, número de serie 
80900949, un receptor marca DRAKE, modelo ESR3240E, número de serie 10501 195, un recep- 
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tor marca DRAKE, modelo ESR324, número de serie 90500037 y un receptor marca DRAKE ESR 
3240, número de serie 10402151, pertenecientes a la firma CABLE VISION BARRANCAS, de 
acuerdo con lo establecido por el artículo 28 de la Ley N s 22.285, por los motivos expuestos en los 
considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1 1 85/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instan- 
cia administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedi- 
mientos Administrativos- Dto. N Q 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular 
los recursos de reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (10) y QUINCE (15) días hábiles 
administrativos, respectivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publi- 
cación de este edicto. — Ing. CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de 
Comunicaciones. 

e. 10/3 N° 506.734 v. 14/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la firma MECÁNICA DELTA S.R.L., la Resolución CNT N 9 2571/94, dictada en el 
Expte. N Q 4540/93, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 s — Comisar un transceptor marca NAVICO, modelo SEA Rnger 5600, número de 
serie 86008802, con micrófono de palma MISMA MARCA, propiedad de la firma MECÁNICA DELTA 
S.R.L., de acuerdo con lo establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N s 33.31 0/44, ratifica- 
do por Ley N Q 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1 1 85/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instan- 
cia administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedi- 
mientos Administrativos- Dto. N Q 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular 
los recursos de reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (10) y QUINCE (15) días hábiles 
administrativos, respectivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publi- 
cación de este edicto. — Ing. CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de 
Comunicaciones. 

e. 10/3 N° 506.735 v. 14/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Carlos Orlando CRASCI, la Resolución CNT N Q 1 1 71/95, dictada en el Expte. 
N Q 5032/94, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca GENERAL ELECTRIC, modelo 3-5809D, número 
de serie 0248998/3321 y una antena sin marca ni modelo, propiedad del Sr. Carlos Orlando CRASCI, 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N s 33.310/44, ratificado por 
Ley N s 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1 1 85/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instan- 
cia administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedi- 
mientos Administrativos- Dto. N Q 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular 
los recursos de reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (10) y QUINCE (15) días hábiles 
administrativos, respectivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publi- 
cación de este edicto. — Ing. CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de 
Comunicaciones. 

e. 10/3 N° 506.736 v. 14/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la firma REMISES CORRIENTES, la Resolución CNC N s 1575/04, dictada en el 
Expte. N Q 5093/03, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca MOTOROLA, modelo RADIUS, sin número de 
serie, con micrófono de palma deteriorado, propiedad de la firma REMISES CORRIENTES, de acuer- 
do con lo establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N 5 33.31 0/44, ratificado por Ley 
N Q 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1 1 85/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instan- 
cia administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedi- 
mientos Administrativos- Dto. N Q 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular 
los recursos de reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (10) y QUINCE (15) días hábiles 
administrativos, respectivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publi- 
cación de este edicto. — Ing. CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de 
Comunicaciones. 

e. 10/3 N° 506.737 v. 14/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Víctor Hugo SOTO, la Resolución CNC N B 1592/97, dictada en el Expte. N e 5128/ 
95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca VERETX, modelo FTH2009, número de serie 
4E642097, con antena de goma marca YAESU y pack de baterías, propiedad del Sr. Víctor Hugo 
SOTO, de acuerdo con lo establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N s 33.31 0/44, ratifica- 
do por Ley N Q 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1 1 85/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instan- 



cia administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedi- 
mientos Administrativos- Dto. N Q 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular 
los recursos de reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (10) y QUINCE (15) días hábiles 
administrativos, respectivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publi- 
cación de este edicto. — Ing. CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de 
Comunicaciones. 

e. 1 0/3 N ° 506.738 v. 1 4/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr Daniel Alejandro ACUÑA, la Resolución CNC N 5 362/00, dictada en el Expte. 
N Q 5527/99, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca SUPER STAR, modelo 3004, número de serie 
718628, con micrófono de palma, propiedad del Sr. Daniel Alejandro ACUÑA, de acuerdo con lo apro- 
bado en la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 1 (número de orden 48) y con 
lo establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N s 13.030, 
por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos- Dto. N 5 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 10/3 N° 506.739 v. 14/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Jorge RODRÍGUEZ, la Resolución CNC N Q 1595/97, dictada en el Expte. 
N Q 5352/95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca ALINCO, modelo DJ-180T, número de serie 
T042806 A, con pack de batería misma marca, modelo EBP-28N, serie número 805.945, propiedad del 
3r. Jorge RODRÍGUEZ, de acuerdo con lo establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley 
M Q 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N s 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos- Dto. N s 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 10/3 N° 506.740 v. 14/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la firma REMIS COLON, la Resolución CNC N Q 1587/97, dictada en el Expte. 
N Q 5356/95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICUL0 1 s — Comisar un transceptor marca DRAFT, modelo KR-508, número de serie 409041 2, 
con micrófono de palma misma marca, propiedad de la firma REMIS COLON, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N B 33.310/44, ratificado por Ley N B 13.030, por 
los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N s 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos- Dto. N s 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 10/3 N° 506.742 v. 14/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la Sra. Miriam Estela ALBORNOZ, la Resolución CNC N 5 1586/97, dictada en el 
Expte. N Q 5357/95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 s — Comisar un transceptor marca DRAFT, modelo KR-508, número de serie no ala 
vista, con micrófono de palma misma marca, sin modelo ni número de serie, propiedad de la Sra. 
Miriam Estela ALBORNOZ, de acuerdo con lo establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley 
N Q 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1 1 85/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instan- 
cia administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedi- 
mientos Administrativos- Dto. N Q 1759/72 (T.O. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular 
los recursos de reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (10) y QUINCE (15) días hábiles 
administrativos, respectivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publi- 
cación de este edicto. — Ing. CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de 
Comunicaciones. 

e. 10/3 N° 506.743 v. 14/3/2006 
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PODER JUDICIAL DE LA NACIÓN 
CONSEJO DE LA MAGISTRATURA 
COMISIÓN DE SELECCIÓN DE MAGISTRADOS Y ESCUELA JUDICIAL 

ORDEN DE MÉRITO 

De conformidad con lo previsto por los artículos 13, apartado 3 B inciso c) tercer párrafo de la Ley 
24.937 — y sus modificatorias — y 37 del Reglamento de Concursos de Oposición y Antecedentes para 
la designación de magistrados del Poder Judicial de la Nación, aprobado por la Resolución N B 288/02 
del Consejo de la Magistratura y sus modificatorias, se notifica y corre vista a los postulantes que se 
indican, de las calificaciones de las pruebas de oposición, de la evaluación de los antecedentes y del 
orden de mérito resultante, en el siguiente concurso público: 

- Concurso N B 1 40 destinado a cubrir un cargo de juez en el Juzgado Nacional de Primera Instan- 
cia en lo Criminal y Correccional Federal N Q 9 de la Capital. 

Doctores Miguel Ángel Ambrosio, Jorge Ariel María Apolo, Octavio Luis Aráoz de Lamadrid, 
Sebastián Lorenzo Basso, Gustavo Adolfo Becerra González, Ezequiel Berón de Astrada, Roberto 
José Boico, Mariano Enrique de Guzmán, Sergio Alejandro Echegaray, Eduardo Guillermo Farah, 
Rodrigo Giménez Uriburu, Juan Martín Hermida, Claudio Marcelo Lámela, Pablo Gustavo Laufer, 
Mariano Llorens, Fernando Marcelo Machado Pelloni, Delia Haydée Mariluis, Marcelo Pedro Hernán 
Martínez de Giorgi, Domingo Esteban Montanaro, Alejandro Juan Antonio Moramarco Terrarossa, 
Esteban Horacio Murano, Federico Novello, Daniel Antonio Petrone, Fernando Luis Rodolfo Poviña, 
Sebastián Roberto Ramos, Vanesa Maura Risetti Delión, Carlos Alberto Rívolo, Ignacio Rodríguez 
Várela, Marcelo Daniel Roma, Carlos Federico Santacroce, Martín Alfredo Ignacio Schwab y Eduar- 
do Raúl Taiano. 

Las copias de los informes mencionados, están disponibles en la sede de la Comisión de Selec- 
ción de Magistrados y Escuela Judicial del Consejo de la Magistratura (Libertad 731 ,1 B piso, Buenos 
Aires) en el horario de 9:30 a 14:30. 

Las impugnaciones a las calificaciones de las pruebas de oposición y a la evaluación de los ante- 
cedentes, que sólo podrán basarse en supuestos errores materiales, vicios de forma o de procedi- 
miento, o en la presunta existencia de arbitrariedad manifiesta y que deberán presentarse por escrito, 
acompañando una versión de su texto en soporte magnético, podrán plantearse hasta el día 24 de 
marzo de 2006 en la Secretaría General del Consejo de la Magistratura (Libertad 731 , 1 B piso, Buenos 
Aires) en el horario indicado. 



ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca GE, modelo CB TRANS-CEIBER, número de 
serie 30070018, sin antena telescópica, propiedad del Sr. Guillermo Horacio ROJAS, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N Q 33.310/44, ratificado por Ley N B 13.030, 
por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos- Dto. N ° 1 759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articularlos recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N B 506.747 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Edgardo Adalberto PACENTRILLI, la Resolución CNC N B 395/98, dictada en 
el Expte. N Q 8390/95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca VHF MOBILE, modelo AC-552 (TRATARIASE DE 
DRAFT AC-552, número de serie 1 3.1 63, con micrófono de palma, propiedad del Sr. Edgardo Adalber- 
to PACENTRILLI, de acuerdo con lo establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N Q 33.31 0/ 
44, ratificado por Ley N B 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N B 506.748 v. 15/3/2006 
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COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 



Carlos G. del Mazo 
Prosecretario Letrado 



Eduardo D. E. Orio 
Presidente 

e. 13/3 N B 507.191 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a lafirmaTRANSPORTE SOLIS, la Resolución CNT N Q 774/96, dictada en el Expte. 
N Q 15.873/94, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca VERTER, modelo FTL-2011, número de serie 
3L431 603, con micrófono de palma marca VERTER (YAESU), modelo MH 25A8J, sin número de serie 
a la vista, propiedad de la firma TRANSPORTE SOLIS, de acuerdo con lo establecido en el artículo 81 , 
inciso a) del Decreto Ley N B 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos expuestos en los 
considerandos. 



Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la firma TAXI LA PLATA, la Resolución CNC N Q 1527/98, dictada en el Expte. 
N Q 8408/95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULÓ 1 Q — Comisar un transceptor marca UNIDEN, modelo PRO 510XL, número de serie 
0500641 8, con micrófono de palma, propiedad de la firma TAXI LA PLATA, de acuerdo con lo aprobado 
en la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 61 (número de orden 17) y con lo 
establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N B 33.310/44, ratificado por Ley N B 13.030, por 
los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N s 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N B 506.749 v. 15/3/2006 



Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N B 506.694 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr Waldemar Ramón MOLINA, la Resolución CNC N Q 723/99, dictada en el Exp- 
te. N Q 1799/95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTÍCULOS — Comisar un transceptor marca ALINCO, modelo DJ180T, número de serie T013005A, 
con pack de batería misma marca, modelo EBP, sin antena de goma, propiedad del Sr. Waldemar Ra- 
món MOLINA, de acuerdo con lo aprobado en la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio 
número 71 (número de orden 91 ) y con lo establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N B 33.31 0/ 
44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo dispuesto 
por el art. 33 del Dto. N B 1 1 85/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia administrativa, sin 
perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos - Dto. 
N B 1 759/72 (T.0. 1 991 ), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de reconsideración o alzada 
dentro de los DIEZ (10) y QUINCE (15) días hábiles administrativos, respectivamente, computados a 
partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto.— Ing. CEFERINO A. NAMUNCURA, 
Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N B 506.746 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Guillermo Horacio ROJAS, la Resolución CNC N B 1090/97, dictada en el Exp- 
te. N B 1808/95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la empresa POLLEDO S.A.C.I. y F. - VIALCO S.A., la Resolución CNC N Q 868/99, 
dictada en el Expte. N B 8845/94, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca VHF FM MOBILE, modelo AC 552, número de 
serie 212883, con micrófono de palma, propiedad de la empresa POLLEDO S.A.C.I. y F. - VIALCO 
S.A., de acuerdo con lo aprobado en la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 
72 (número de orden 56) y con lo establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N B 33.31 0/44, 
ratificado por Ley N B 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N B 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N B 506.750 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la AGENCIA MANZANITA, la Resolución CNC N B 1223/99, dictada en el Expte. 
N B 10.227/95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca DRAFT, modelo KR508, número de serie 4090625 
en etiqueta, con micrófono de palma, propiedad de la AGENCIA MANZANITA, de acuerdo con lo 
aprobado en la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 74 (número de orden 
152) y con lo establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N B 33.310/44, ratificado por Ley 
N B 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
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administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N s 506.751 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la empresa AGROINDUSTRIAS GUIÑAZU S.R.L., la Resolución CNC N Q 639/99, 
dictada en el Expte. N Q 13.921/95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 s — Comisar un transceptor marca YAESU, modelo FT-2400, número de serie 
1 M1 00336, con micrófono de palma, propiedad de la empresa AGROINDUSTRIAS GUIÑAZU S.R.L., 
de acuerdo con lo aprobado en la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 71 
(número de orden 7) y con lo establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N Q 33.310/44, 
ratificado por Ley N B 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N Q 1 1 85/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instan- 
cia administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimi- 
entos Administrativos - Dto. N Q 1 759/72 (T.0. 1 991 ), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los 
recursos de reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (10) y QUINCE (15) días hábiles admi- 
nistrativos, respectivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación 
de este edicto. — Ing. CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comuni- 
caciones. 

e. 13/3 N s 506.752 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la firma ESCAPE METAL S.A., la Resolución CNC N 5 674/99, dictada en el Expte. 
N Q 1462/95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICUL0 1 s — Comisar un transceptor marca YAESU, modelo FT747, número de serie 1 L660009, 
conectar, cable y micrófono sin marca, modelo MH1 , propiedad de la firma ESCAPE METAL S.A., de 
acuerdo con lo aprobado en la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 71 
(número de orden 42) y con lo establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N s 33.310/44, 
ratificado por Ley N B 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N s 506.755 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la firma CORRALÓN LAS TONINAS S.A., la Resolución CNC N s 91/97, dictada 
en el Expte. N Q 16.762/94, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca PAKER, modelo en etiqueta BETA 2000, sin 
número de serie, con micrófono de palma, parlante y llamador selectivo marca PAKER, modelo E 
1000, propiedad de la firma CORRALÓN LAS TONINAS S.A., de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N Q 33.31 0/44, ratificado por Ley N Q 1 3.030, por los motivos expu- 
estos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N s 506.757 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Julio César VÁZQUEZ, la Resolución CNC N s 920/99, dictada en el Expte. 
N Q 34.008/96, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca YAESU, modelo FT 470, número de serie 
2D520060, con el pack de baterías inutilizado, sin antena de goma, propiedad del Sr. Julio César 
VÁZQUEZ, perteneciente a la firma UNITAXI S.R.L., de acuerdo con lo aprobado en la decisión que 
constituye el Anexo al Acta de Directorio número 72 (número de orden 1 08) y con lo establecido en el 
artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N Q 33.31 0/44, ratificado por Ley N Q 1 3.030, por los motivos expu- 
estos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N s 506.762 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la Sra. Ana Ester MIÑO, la Resolución CNC N 5 1874/99, dictada en el Expte. 
N Q 15.022/94, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca GE MOBILE, modelo 3-5809D, número de serie 
0247694, con micrófono de palma deteriorado; una fuente de alimentación marca CICLOS, sin modelo 
ni número de serie; una transceptor marca MOTOROLA, modelo RADIUS, número de serie 
799TTW1078, con micrófono de palma y una fuente de alimentación marca CAHUANE, modelo FA- 
1 21 5, sin número de serie, propiedad de la Sra. Ana Ester MIÑO, titular de la empresa REMISES SAN 
CRISTÓBAL, de acuerdo con lo aprobado en la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio 
número 82 (número de orden 238) y con lo establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley 
N Q 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N s 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N s 506.764 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Andrés Giménez SÁNCHEZ, la Resolución CNT N B 784/96, dictada en el 
Expte. N Q 15.868/94, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 B — Comisar un transceptor marca ALINCO, modelo DR-430T, número de serie T 
000708, con micrófono de palma misma marca, sin modelo ni número de serie a la vista, propiedad del 
Sr. Andrés Giménez SACHEZ, de acuerdo con lo establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto 
Ley N s 33.310/44, ratificado por Ley N B 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N s 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N s 506.770 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Néstor Hugo GEORGI, la Resolución CNC N s 503/97, dictada en el Expte. 
N 9 17.915/94, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICUL0 1 s — Comisar un transceptor marca G.E., modelo MOBILI CB, número de serie 021 1 243, 
con micrófono de palma misma marca, modelo EA62 x 577, propiedad del Sr. Néstor Hugo GEORGI, 
perteneciente a REMISES ALMAFUERTE, de acuerdo con lo establecido en el artículo 81 ; inciso a) del 
Decreto Ley N B 33.31 0/44, ratificado por Ley N Q 1 3.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N s 506.772 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la firma STAR SRL, la Resolución CNC N s 1 048/05, dictada en el Expte. N s 1 8.376/ 
95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un equipo marca YAESU, modelo FT80C (homologado), número de 
serie 4e070771 , con conectar, cable y micrófono marca YAESU, modelo MH1 B3, propiedad de la firma 
STAR SRL, de acuerdo con lo establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N Q 33.310/44, 
ratificado por Ley N B 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N s 506.774 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la COOPERATIVA DETRABAJO EL ESCORIAL LTDA., la Resolución CNC N s 682/ 
99, dictada en el Expte. N Q 17.784/94, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca NORTECOM, modelo EMS-1, número de serie 
1 1890, con micrófono de palma, propiedad de la COOPERATIVA DE TRABAJO EL ESCORIAL LTDA., 
de acuerdo con lo aprobado en la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 71 
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(número de orden 50) y con lo establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N B 33.310/44, 
ratificado por Ley N B 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N 8 506.776 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la firma PLATA TAXI, la Resolución CNC N e 830/99, dictada en el Expte. N a 17.151/ 
95, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICUL0 1 Q — Comisar un transceptor marca LINCOLN, sin modelo, número de serie 25000238, 
con micrófono de palma, propiedad de la firma PLATA TAXI, de acuerdo con lo aprobado en la decisión 
que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 72 (número de orden 18) y con lo establecido en 
el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley N 5 33.310/44, ratificado por Ley N s 13.030, por los motivos 
expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N s 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N s 506.777 v. 15/3/2006 



tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N s 506.781 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a los Sres. Jorge Santiago CONFFIGNAL y Darío DÍAZ, la Resolución CNC N Q 38/ 
06, dictada en el Expte. N e 4843/97, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca DRAFT, modelo 19, sin número de serie, con 
micrófono de palma, propiedad de los Sres. Jorge Santiago CONFFIGNAL y Darío DÍAZ, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N Q 33.31 0/44, ratificado por Ley N B 1 3.030, 
por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N s 506.784 v. 15/3/2006 




COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Alejandro Miguel BERNARDI, la Resolución CNT N Q 1536/95, dictada en el 
Expte. N 5 1 1 .61 7/94, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca VÉRTEX, modelo FTL-2011, número de serie 
3N460601 , con micrófono de palma y fuente de alimentación marca MAENI, propiedad del Sr. Alejan- 
dro Miguel BERNARDI, de acuerdo con lo establecido en el artículo 81, inciso a) del Decreto Ley 
N Q 33.310/44, ratificado por Ley N Q 13.030, por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1 759/72 (T.0. 1 991 ), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N e 506.778 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE al Sr. Gustavo ALONSO, la Resolución CNC N s 898/99, dictada en el Expte. N s 34.973/ 
96, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 Q — Comisar un transceptor marca YAESU, modelo FT-2400H, número de serie 
2J251471 , sin micrófono ni antena, propiedad del Sr. Gustavo ALONSO, de acuerdo con lo aprobado 
en la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 72 (número de orden 86) y con lo 
establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N s 33.310/44, ratificado por Ley N s 13.030, por 
los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N s 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1 759/72 (T.0. 1 991 ), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 
tivamente, computados a partir de los CINCO (5) días de la última publicación de este edicto. — Ing. 
CEFERINO A. NAMUNCURA, Interventor, Comisión Nacional de Comunicaciones. 

e. 13/3 N s 506.780 v. 15/3/2006 



COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 

Perú 103 - Capital Federal 

NOTIFICASE a la firma SITERCO S.R.L., la Resolución CNC N Q 1156/00, dictada en el Expte. 
N Q 15.188/94, cuya parte resolutiva pertinente se transcribe a continuación: 

ARTICULO 1 s — Comisar un transceptor marca MOTOROLA, modelo RADIUS, número de serie 
778TSNA298, con micrófono de palma, propiedad de la firma SITERCO S.R.L., de acuerdo con lo 
aprobado en la decisión que constituye el Anexo al Acta de Directorio número 4 (número de orden 94) 
y con lo establecido en el artículo 81 , inciso a) del Decreto Ley N Q 33.31 0/44, ratificado por Ley N s 1 3.030, 
por los motivos expuestos en los considerandos. 

Conste que el presente se publica por el término de TRES (3) días y que de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 33 del Dto. N B 1185/90 y sus modificatorios, el acto dictado agota la instancia 
administrativa, sin perjuicio de lo cual y conforme lo establece la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos - Dto. N Q 1759/72 (T.0. 1991), en sus arts. 84 y 94, se podrán articular los recursos de 
reconsideración o alzada dentro de los DIEZ (1 0) y QUINCE (1 5) días hábiles administrativos, respec- 



MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 

SECRETARIA DE TRABAJO 
Resolución N 2 108/2006 
CCTN° 441/06 

Bs. As., 9/3/2006 

VISTO el Expediente N s 1.111.845/05 del Registro del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL, la Ley N 5 14.250 (t.o. 2004), la Ley N Q 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias y 
la Ley N Q 25.877, y 

CONSIDERANDO: 

Que en las presentes actuaciones se tramitó la homologación del Acuerdo arribado entre el SIN- 
DICATO GUINCHEROS Y MAQUINISTAS GRÚAS MÓVILES, la FEDERACIÓN MARÍTIMA, POR- 
TUARIA Y DE LA INDUSTRIA NAVAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA, el SINDICATO DE CAPATA- 
CES ESTIBADORES PORTUARIOS, el SINDICATO ENCARGADOS APUNTADORES MARÍTIMOS Y 
AFINES DE LA REPÚBLICA ARGENTINA, el SINDICATO UNIDOS PORTUARIOS ARGENTINOS, la 
ASOCIACIÓN ARGENTINA DE EMPLEADOS DE LA MARINA MERCANTE, la empresa BUENOS 
AIRES CONTAINERS TERMINAL SERVICES SOCIEDAD ANÓNIMA y la CÁMARA DE CONCESIO- 
NARIOS DE TERMINALES DE CONTENEDORES DEL PUERTO DE BUENOS AIRES, respecto de la 
recomposición salarial para los trabajadores representados por las organizaciones sindicales signata- 
rias. 

Que los negociadores manifestaron en tal oportunidad su voluntad de iniciar la negociación de un 
Convenio Colectivo de Trabajo Marco de la Actividad de Servicios Portuarios del Puerto de Buenos 
Aires. 

Que a foja 235 de autos por acta labrada con fecha 1 de diciembre de 2005, la FEDERACIÓN 
MARÍTIMA, PORTUARIAY DE LA INDUSTRIA NAVAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA y la CÁMARA 
DE CONCESIONARIOS DE TERMINALES DE CONTENEDORES DEL PUERTO DE BUENOS AI- 
RES, ratifican ante esta Autoridad el texto de un Convenio Colectivo de Trabajo y TRES (3) Anexos 
obrantes a fojas 21 4/229, al que arribaron "...en negociaciones mantenidas en forma directa y fuera del 
ámbito de esta Dirección Nacional y solicitando su homologación, registro...". 

Que obran en autos las constancias que acreditan la facultad de negociar colectivamente de los 
comparecientes de foja 235, toda vez que, en cumplimiento del requerimiento de esta Autoridad la 
FEDERACIÓN MARÍTIMA, PORTUARIAY DE LA INDUSTRIA NAVAL DE LA REPÚBLICA ARGENTI- 
NA, acompaña documentación de cada uno de los Sindicatos arriba referidos que los habilitan para la 
firma del convenio de marras. 

Que el ámbito de aplicación del presente Convenio Colectivo de Trabajo se circunscribe a la 
representación personal y territorial de la entidad sindical signataria emergente de su personería gre- 
mial y delegaciones conferidas y a la actividad principal de la parte empresaria firmante y de conformi- 
dad a lo expresamente pactado por las partes en la citada convención, dentro de sus respectivos 
ámbitos de facultad negociadora. 

Que el presente Convenio Colectivo de Trabajo tendrá una vigencia de TREINTA (30) meses a 
partir del 1 de diciembre de 2005, aplicable en todo el ámbito de las Terminales del Puerto Nuevo, zona 
de influencia y jurisdicción portuarias, respecto de los trabajadores detallados en el Artículo 7 Q del texto 
convencional. 

Que debe dejarse constancia que el dictado de la homologación no implica, en ningún supuesto, que 
se haya otorgado la autorización administrativa previa que exige la legislación laboral vigente en determi- 
nados supuestos y por ende en todos los casos en que la legislación así lo establece, dicha autorización 
deberá ser solicitada por los empleadores, expresa y previamente, ante la autoridad laboral. 

Que con posterioridad al dictado del presente acto se procederá a efectuar por intermedio de la 
Unidad Técnica de Investigaciones Laborales (U.T.I.L.) el pertinente proyecto de Base Promedio y 
Tope Indemnizatorio de las escalas salariales que forman parte del plexo pactado, todo ello de confor- 
midad a lo establecido en el Artículo 245 de la Ley N 5 20.744 (t.o. 1 976) y sus modificatorias y la Ley de 
Negociación Colectiva N e 14.250 (t.o. 2004). 
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Que de la lectura de las cláusulas pactadas, no surge contradicción con la normativa laboral 
vigente. 

Que la Asesoría Técnico Legal de la Dirección Nacional de Relaciones del Trabajo de este Minis- 
terio, tomó la intervención que le compete. 

Que asimismo, se acreditan los recaudos formales exigidos por la Ley N B 14.250 (t.o. 2004). 

Que por lo expuesto, corresponde dictar el pertinente acto administrativo de conformidad con los 
antecedentes mencionados. 

Que las facultades de la suscripta para resolver en las presentes actuaciones, surgen de las 
atribuciones otorgadas por el Decreto N Q 900/95. 

Por ello, 

LA SECRETARIA 
DE TRABAJO 
RESUELVE: 

ARTICULO 1 Q — Declárase homologado el Convenio Colectivo de Trabajo celebrado por la FE- 
DERACIÓN MARÍTIMA, PORTUARIA Y DE LA INDUSTRIA NAVAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
y la CÁMARA DE CONCESIONARIOS DE TERMINALES DE CONTENEDORES DEL PUERTO DE 
BUENOS AIRES, que luce a fojas 214/229 del Expediente N Q 1.111 .845/05. 

ARTICULO 2- — Déjase establecido que la presente homologación en ningún caso, exime a los 
empleadores de solicitar previamente ante la Autoridad Laboral la autorización administrativa que co- 
rresponda peticionar en cada caso, conforme la legislación vigente 

ARTICULO 3 B — Regístrese la presente Resolución en el Departamento Despacho de la Direc- 
ción de Despacho, Mesa de Entradas y Archivo dependiente de la SUBSECRETARÍA DE COORDINA- 
CIÓN. Cumplido, pase a la Dirección Nacional de Relaciones del Trabajo, a fin de que la División 
Normas Laborales y Registro General de Convenciones Colectivas y Laudos registre el presente Con- 
venio Colectivo de Trabajo. 

ARTICULO 4 B — Remítase copia debidamente autenticada al Departamento Biblioteca para su 
difusión. 

ARTICULO 5 Q — Gírese al Departamento de Relaciones Laborales N B 1 para la notificación a las 
partes signatarias, posteriormente remítanse a la Unidad Técnica de Investigaciones Laborales (U.T.I.L.), 
a fin de elaborar el pertinente proyecto de Base Promedio y Tope Indemnizatorio, de conformidad a lo 
establecido en el Artículo 245 de la Ley N Q 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias; posteriormente 
procédase a la guarda del presente legajo. 

ARTICULO 6 B — Comuniqúese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese. — Dra. NOEMI RIAL, Secretaria de Trabajo. 

Expediente N 5 1.1 11.845/05 

BUENOS AIRES, 10 de marzo de 2006 

De conformidad con lo ordenado en la RESOLUCIÓN ST N Q 108/06, se ha tomado razón de la 
Convención Colectiva de Trabajo celebrada a fojas 214/229 del expediente de referencia, quedando 
registrada bajo el N B 441/06. — VALERIA ANDREA VALETTI, Registro, Convenios Colectivos de Tra- 
bajo, Dpto. Coordinación - D.N.R.T 
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ANEXO II 

CONTRATO DE TRABAJO DE PRESTACIÓN DISCONTINUA 

CAPITULO I - RECAUDOS FORMALES 

Artículo 1 - Partes intervinientes: 

En Buenos Aires a los 30 del mes de noviembre de 2005, las partes contratantes, la Federación 
Marítima Portuaria y de la Industria Naval de la República Argentina de aquí en más FEMPINRA con 
domicilio en Juan de Dios Filiberto 914 de esta ciudad de Buenos Aires representada por Cayo Ayala; 
Juan Carlos Schmidt; José Giancaspro; Ricardo Bogliano; Víctor Raúl Huerta, Roberto Eduardo Coria, 
Daniel Lewicki; Antonio Ibáñez; Raúl Lizarraga, Daniel Amarante; Jorge Cocchia y sus letrados Juan 
Manuel Martínez Chas y Rosalía de Tejería, por la parte gremial, y la Cámara de los Concesionarios de 
Terminales de Contenedores del Puerto de Buenos Aires, por el sector empresario, con domicilio en 
Sarmiento 643, 7 Q piso de la Ciudad de Buenos Aires, representada por los Sres. Siró De Martini, 
Horacio Rubinetti, Mario Pardo, Ricardo Sebastián; Nicolás de Bari, Francisco Canosa, Daniel Gonzá- 
lez, Gonzalo Fernández Sasso, Rodolfo Sánchez Moreno, las Sras. Ximena Horcada convienen en 
formalizar la siguiente Convención Colectiva de Trabajo Intersectorial o Marco, de acuerdo con lo 
establecido por las leyes 14.250 (T.O. Decreto 108/88) Art. 1 B , 23.546, 24.013, 25.013 y 25.877. 

Artículo 2 - Objetivos Mutuos: 

Las partes entienden y aceptan los siguientes compromisos mutuos: 

1) Los trabajadores son claves para el éxito de las empresas y éstas reconocen su obligación de 
tratarlos con dignidad, respeto y consideración, y brindarles oportunidad de crecimiento como perso- 
nas e individuos participantes de la sociedad; 

2) El objetivo de las empresas del sector es crecer y prosperar económica y organizacionalmente, 
a fin de brindar un servicio acorde con las necesidades del Cliente; 

3) El compromiso mutuo implica atender de la mejor manera posible las exigencias de sus clientes, en 
términos de calidad, servicio y costo. Así, ambas partes reconocen y aceptan su obligación de hacer lo que 
de ellos dependa para que los clientes reciban un servicio y producto de alto nivel, y aseguren la competi- 
tividad de las empresas y el nivel de empleo, encaminándose hacia las normas de calidad internacional; 

4) La competitividad de las empresas es clave para el mantenimiento de las fuentes de trabajo y la 
creación de empleos sustentables. Así, se establece el mutuo compromiso de: 
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a) Mejorar de manera continua la calidad, el costo y el servicio a los clientes. Para hacerlo, las 
partes deberán trabajar, con un criterio de colaboración y solidaridad; 

b) Promover una amplia comunicación de las políticas y procedimientos establecidos y basados 
en esta convención; 



El personal, que se desempeñe a través de empresas especializadas, en servicios portuarios, 
denominadas tercerizadas, se regirá por las disposiciones de esta CCT, con las modalidades aquí 
establecidas. 

Artículo 8 - Personal excluido: 



c) Actuar cooperativamente, cumplir con las normas de orden, aseo, higiene y seguridad en el 
trabajo y medio ambiente; 

d) Reconocer los derechos y responsabilidades de cada una de las partes. 

e) Las empresas tienen la facultad exclusiva de determinar las modalidades de ejecución de las 
tareas, organizar, distribuir, dirigir y controlar las operaciones, establecer reglas de conducta, contratar 
mano de obra de acuerdo a las normas legales y/o esta Convención, determinar cantidad, ubicación, 
horario y tareas del personal, y las modificaciones necesarias a su respecto que requiera la buena 
marcha de la empresa, promover, capacitar y ejercer las facultades de organización y dirección, todo 
ello dentro de un marco funcional. 

f) Las partes convienen en fomentar y ejercitar en forma conjunta criterios y acciones de res- 
ponsabilidad social empresaria ya sea en ámbitos internos como externos. 

g) La Federación y los Sindicatos que la componen, tiene la responsabilidad exclusiva de repre- 
sentar a los trabajadores amparados esta Convención Colectiva de Trabajo ante los empleadores y 
asegurar que sus representados reciban el tratamiento correspondiente de acuerdo a lo pactado en el 
mismo, a las disposiciones legales según la normativa vigente, peticionar en defensa de los intereses 
de sus representados. 

Artículo 3 - Negociación Colectiva - Reconocimiento Mutuo: 

Se ratifica el derecho de las partes de decidir autónomamente negociar en forma colectiva; por 
ello el ámbito territorial, personal y la vigencia de esta Convención constituye una manifestación del 
ejercicio de esa facultad, pero las partes, desde ya, dejan señalado que se ajustarán a los principios y 
modalidades siguientes: 

a) Reconocimiento mutuo: Las empresas reconocen a FEMPINRAcon personería gremial N B 763/ 
01 como únicos representantes del personal comprendido en la presente CCT. La parte gremial, reco- 
noce a la representación empresaria como la única facultada y legitimada para negociar colectivamen- 
te este Convenio. 

b) Exclusión de disposiciones de otros convenios y remisión a leyes generales: 

En ejercicio de la autonomía de la voluntad colectiva las partes acuerdan que el presente Conve- 
nio Colectivo de Trabajo, por tener carácter originario, determina la sustitución en el ámbito de aplica- 
ción definido precedentemente de todas las normas y cualquier disposición contenida en todo Conve- 
nio Colectivo de Trabajo vigente o futuro que se refiera directa o indirectamente, ya sea en forma 
general o específica, a alguna o algunas de las actividades y empresas indicadas en el presente 
convenio, excepto los Convenios Colectivos de Empresa suscriptos con los Sindicatos Portuarios ad- 
heridos a FEMPINRA, o los que en el futuro se acuerden, los cuales mantiene su vigencia, en las 
materias aquí no tratadas, que pasan a denominarse materias delegadas, en los términos allí acorda- 
dos. Las partes, en caso de falta de normas convencionales del presente convenio y de los convenios 
de empresas, deberán remitirse a las leyes, decretos y otras disposiciones vigentes sobre la materia 
en forma supletoria. 

c) Mejores Beneficios: Dentro del marco de lo precedentemente expuesto, se establece que las 
cláusulas y beneficios laborales y salariales que se establecen en la presente Convención, en lo perti- 
nente, se considerarán mínimos, prevaleciendo en tal caso las mejores condiciones y/o derechos que 
los trabajadores de las empresas incluidas en la presente convención se encuentren actualmente 
percibiendo y/o gozando, con motivo de la vigencia de otros instrumentos suscriptos por la Federación 
signataria y/o sus organizaciones sindicales integrantes y/o que se hayan incorporado a sus contratos 
individuales de trabajo. 

d) Las empresas en forma individual podrán efectuar, con la participación de los Sindicatos signa- 
tarios de la presente CCT, negociaciones acerca de las materias delegadas, como ser los sistemas de 
premios que permitan un mejoramiento continuo de la productividad; como así también sobre aspectos 
relativos a las condiciones de trabajo, jornada, descanso, certificaciones en materia de formación 
profesional, entre otras, con el objetivo permanente de contribuir a la competitividad de las empresas 
y por consiguiente preservar las fuentes de trabajo. 

CAPITULO II - ÁMBITO DE APLICACIÓN 

Artículo 4 - Ámbito de aplicación temporal: 

Las partes convienen que el presente Convenio Colectivo de Trabajo, tendrá una vigencia de 30 
meses, a partir del 01 .12.2005. Dentro del plazo de sesenta (60) días corridos anteriores a su venci- 
miento, la Comisión Negociadora deberá constituirse a pedido de cualquiera de las partes signatarias, 
para negociar su renovación. 

Una vez vencido el plazo estipulado en el párrafo anterior, el presente CCT mantendrá su vigen- 
cia, hasta su renovación total o parcial conforme lo establezca la legislación vigente. 

Sin perjuicio de lo expresado, las partes se podrán reunir a pedido de una de ellas, para proponer 
modificaciones al texto convencional, cuando razones de fuerza mayor, o emergencias económicas 
que afecten al país o a la especialidad así lo merezcan. 

Artículo 5 - Actividad contemplada: 

La presente Convención Colectiva de Trabajo Marco regirá para los trabajadores de las Empresas de 
Servicios Portuarios, que desarrollan sus actividades en el ámbito de aplicación territorial de las terminales 
del Puerto Nuevo de Buenos Aires, zona de influencia y jurisdicción portuaria, establecido en el artículo 
sexto, destinadas a efectuar la transferencia de pasajeros y todo tipo de cargas contenerizada o no, desde 
las bodegas de los buques, hacia las instalaciones de recepción, almacenaje y/o depósito, consolidación y 
desconsolidación o hacia otros medios de transporte, o desde estos hasta la bodega de los buques. 

Artículo 6 - Ámbito de aplicación territorial: 

El presente Convenio Colectivo de Trabajo, rige en todo el ámbito de las Terminales del Puerto 
Nuevo, zona de influencia y jurisdicción portuaria. 

Artículo 7 - Personal Comprendido: 

Este CCT, regula la relación de trabajo, entre los empleadores y trabajadores que se desempeñan 
exclusivamente como Capataz, Encargados, Apuntadores, Guincheros Maquinistas, Estibadores, Ad- 
ministrativos, Maestranza y Mantenimiento, conforme a lo establecido por el art. 11 de la presente 
convención. 



No se encuentran comprendidos en la presente convención los profesionales, cuyo título tenga 
origen en estudios terciarios y/o universitarios, en la medida que su actividad no se encuentre incluida 
en alguna de las funciones de la presente, el personal de nivel gerencial, los adscriptos, el personal 
jerárquico (con excepción del personal comprendido en este CCT por el Sindicato de Capataces Esti- 
badores Portuarios) y todo aquel personal que maneje información confidencial, estén o no en las 
funciones definidas en el presente CCT. 

Tampoco se encuentran comprendidos en el presente convenio el personal que preste servicios 
especializados para empresas contratadas para desarrollar tareas, cuando dichas contrataciones no 
correspondan a las actividades normales, específicas y propias de las empresas. 

Artículo 9 - Representación y Encuadramiento: 

A fin de determinar el encuadramiento de una empresa y sus trabajadores en el ámbito del pre- 
sente CCT, será determinante que la actividad principal, que desarrolle la empresa, incluyendo las 
denominadas estaciones de transferencia y/o interfaz de transporte multimodal y/o intermodal, sea la 
operatoria expresada en el artículo 5. 

CAPITULO III - CLASIFICACIÓN PROFESIONAL - FUNCIONES 

Artículo 10 - Niveles y Funciones: 

La totalidad del personal comprendido en el presente Convenio, con independencia de la actividad 
o sector en el que se desempeñe, deberá ser encuadrado en alguno de los niveles profesionales 
correspondientes por su función, teniendo en cuenta a tal fin la categorización y agrupación que en los 
mismos se realiza de las diferentes funciones en virtud del requerimiento de habilidades, conocimien- 
tos, educación, formación, experiencia, idoneidad demás condiciones particulares específicas, en cada 
caso necesarias para la correcta ejecución de las responsabilidades y tareas inherentes a las mismas. 

Artículo 1 1 - Denominación de Funciones por Sindicato Actuante: 

Las partes signatarias de la presente CCT, reconocen como ámbito de representación de cada 
sindicato actuante, el Acta de Reconocimiento Mutuo y Compromiso de Trabajo en Común de fecha 
13.09.05, que se agrega como Anexo I, formando parte integrante del presente Convenio, al cual se 
adecuarán las partes signatarias, dándole íntegro cumplimiento y respeto al mismo. 

CAPITULO IV - CONDICIONES GENERALES 

Artículo 12 - Funcionalidad: 

Las partes declaran asimismo que constituyen objetivos comunes el mejoramiento constante de la 
eficiencia empresaria y el mejoramiento de las condiciones de trabajo de los trabajadores que les 
permita el desarrollo de una verdadera carrera profesional. En todos los casos se asegurará promover 
la iniciativa personal así como el acceso a tareas de mayores responsabilidades, adoptando medidas 
para que los trabajadores utilicen sus conocimientos y experiencia y desarrollen sus aptitudes perso- 
nales. 

Las partes acuerdan que el principio básico de interpretación y el criterio al que deben ajustarse 
las relaciones laborales del personal comprendido en esta convención es el de alcanzar los objetivos 
comunes, y para ello se reconocen las modalidades de movilidad interna y funcional, apreciados siem- 
pre en base a criterios de colaboración, solidaridad y respeto al trabajador, dentro del ámbito de la 
personería de los sindicatos actuantes. 

Todos los trabajadores comprendidos en este convenio deben considerarse como aspirantes a 
ejecutar tareas de mayor calificación operativa dentro de la empresa, cualquiere que fuere el Sindicato 
que los represente, atento la funcionalidad y movilidad pactada y los criterios de capacitación perma- 
nente que se acuerdan. 

La organización del trabajo es facultad exclusiva de las empresas, las cuales podrán basarse en 
equipos multifuncionales, tendiendo al trabajo estandarizado y a los modernos sistemas de mejora 
continua, propiciando de esta manera la formación profesional de los trabajadores, pudiendo introducir 
todos los cambios relativos a la forma y modalidades de la prestación, en tanto esos cambios no 
importen un ejercicio irrazonable de esa facultad, ni alteren modalidades esenciales del contrato, ni 
causen perjuicio material ni moral al trabajador. El personal comprendido en el presente convenio 
deberá estar dispuesto a prestar servicios en cualquiera de los sectores de las empresas. 

Artículo 13 - Fijación y actualización de domicilio: 

Los empleadores al ingreso del trabajador asentarán en la ficha o solicitud de ingreso, el domicilio 
real que denunciare el operario y si este estuviese fuera del radio de distribución del correo constituirá 
además obligatoriamente un domicilio especial para la recepción de todo tipo de notificación y/o acto 
formal concerniente a su relación. 

Todo cambio de domicilio deberá ser comunicado por el trabajador dentro de las 48 hs. de produ- 
cido el mismo. De esta comunicación se dejará constancia escrita, de la que el empleador entregará 
copia firmada al trabajador. 

Artículo 14 - Notificación de sanciones: 

Toda sanción disciplinaria será notificada al trabajador por escrito. El personal afectado deberá 
notificarse, sin que ello signifique conformidad, firmando dicha comunicación, entregándosele copia de 
la misma. 

CAPITULO V - CONDICIONES DE TRABAJO 

Artículo 15 - Higiene y Seguridad: 

Las empresas, los trabajadores y las ART son responsables y están obligados a adoptar las medi- 
das para prevenir eficazmente los riesgos del trabajo según lo dispone el art. 4- de la ley 24.557 y 
asumen las partes de esta convención el deber recíproco de colaborar en las acciones para que se 
logre este objetivo. Sin perjuicio de ello las empresas asumen el compromiso de: 

a) Revisión y exámenes médicos periódicos ya sea directamente o por la ART, de acuerdo a la 
normativa en vigencia, entregándosele un informe del mismo, en caso de presentarse patologías o a 
simple pedido del trabajador. 

b) Mantener en buen estado de conservación, uso y funcionamiento las instalaciones eléctricas, 
sanitarias y de agua potable. 
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c) Evitar la acumulación de desechos, residuos y elementos que constituyen riesgos para la salud 
y de producir accidentes, procurando reducir la generación de los mismos, efectuando limpieza y 
desinfección periódica. 

d) Instalar los equipos necesarios para afrontar los riesgos en caso de incendio y otros siniestros. 

e) Colocar y mantener en lugares visibles avisos que indiquen medidas de higiene y seguridad, 
adviertan peligrosidad en las maquinarias e instalaciones. 

f) Promover la capacitación del personal en materia de higiene y seguridad en el trabajo, particu- 
larmente en lo relativo a prevención de los riesgos específicos de las tareas asignadas. 

g) Adoptar medidas supletorias o equivalentes a las indicadas en las normas aplicables y las 
indicadas en los puntos anteriores cuando sean más útiles, prácticas o económicamente viables a las 
reseñadas. 

h) Promover programas tendientes al mejoramiento de la calidad de vida y la interacción personal, 
tanto en el medio social, como en el laboral, como mecanismo de prevención de enfermedades. 

Los operarios/as quedan obligados a: 

a) Cumplir las normas de seguridad e higiene referentes a las obligaciones de uso, conservación 
y cuidado del equipo de protección personal y de los propios de las maquinarias, operaciones y proce- 
sos de trabajo. 

b) Someterse a los exámenes médicos preventivos y periódicos, previstos en la normativa legal en 
vigencia. 

c) Cuidar la conservación de los avisos y carteles, y observar sus prescripciones. 

d) Asistir a los cursos que se dictaren, siéndole abonadas las horas de capacitación en forma 
simple. De la misma manera se procederá cuando los cursos se dictaren fuera del horario habitual de 
trabajo. 

e) Contribuir a los programas de reducción de residuos, reciclado y orden y limpieza, cumpliendo 
las indicaciones referidas a la preservación ambiental y manteniendo su área de trabajo en condicio- 
nes de higiene y ordenamiento. 

Artículo 16 - Ropa de trabajo: 

Las Empresas deberán proveer al personal de la totalidad de los elementos y equipos necesarios 
para el desempeño de cada tarea. 

Tales elementos serán reemplazados oportunamente, cuando debido a fallas ó al deterioro por el 
normal uso se vuelvan inadecuados para los fines a que están destinados, o bien, debido a cambios 
tecnológicos o de diseño. 

Los equipos de trabajo, necesarios para la ejecución de las tareas son de propiedad del emplea- 
dor y serán provistas con cargo de devolución, debiendo ser devueltos a simple requerimiento de esta 
última, obligándose el trabajador al cuidado de los mismos durante el transcurso de la jornada laboral. 

Las empresas harán conocer fehacientemente a sus dependientes las condiciones en cuanto a la 
utilización de uniformes y/o ropa de trabajo. Cuando el uso de los mismos fuera obligatorio, la empresa 
deberá entregar a su exclusivo cargo, dos juegos completos de indumentaria. 

Caducará automáticamente la obligación de entregar los elementos indicados, en el presente 
artículo, en caso de egreso, por cualquier causa, del beneficiario o la suspensión de la efectiva presta- 
ción de tareas por períodos prolongados. El beneficio no será sustituible por dinero. 

Artículo 17 - Herramientas de Trabajo: 

La empresa proveerá a los trabajadores, las herramientas de trabajo necesarias para el desempe- 
ño de las tareas que se les encomendaron, comprometiéndose el trabajador al cuidado y uso correcto 
de las mismas, manteniéndolas en más alto grado de eficiencia y conservación, la reposición de las 
mismas se realizará contra entrega de las que el desgaste o rotura producida por el uso normal de las 
mismas 



to del personal de conformidad con los avances y requerimientos técnicos de la actividad. Todos los 
trabajadores tendrán opción a ser capacitados de acuerdo a sus aptitudes y conocimientos para la 
tarea de que se trate, debiendo asistir a los cursos que se dictaren y prestar la mayor colaboración a 
los fines propuestos. Las horas que demande la capacitación, dentro de la empresa, serán abonadas 
de acuerdo a la remuneración de su función en forma simple. De la misma manera se procederá 
cuando los cursos se dictaren fuera del horario habitual de trabajo. Asimismo las partes podrán conve- 
nir algún tipo de capacitación voluntaria adicional al tipo de tarea que se realice, la cual podrá efectuar- 
se fuera del horario de trabajo, a cargo del empleador, sin el pago de salarios. 

Artículo 21 - Contratación de trabajadores con capacidades diferentes: 

Ambas partes acuerdan que las Empresas propenderán a Contratar Personas Discapacitadas, si 
las condiciones laborales de la misma lo permitan y el postulante a un cargo reúna las condiciones de 
idoneidad para ocupar el mismo. Se entiende por discapacitado a la persona definida en el art. 2 de la 
ley 22.431 , a fin de que cumpla tareas en las funciones adecuadas a sus capacidades, que de corres- 
ponder le asignará la empresa. Se habilita esta modalidad de contratación en los términos consigna- 
dos precedentemente, con los consecuentes beneficios para la empresa que las leyes vigentes o 
futuras prescriban. 

CAPITULO Vil - JORNADA DE TRABAJO Y DESCANSOS 

Artículo 22 - Tiempo de Trabajo Principio general: 

Queda establecido por las partes, que la modalidad de trabajo en el ámbito del presente CCT, 
comprende un régimen operativo de 24 horas, todos los días del año, con carácter continuo, dado que 
se trata de una actividad que está afectada a operaciones de exportación e importación enmarcadas 
dentro de la operatoria portuaria. 

La jornada se regirá por la ley 1 1 .544 y sus modificatorias, art. 25 de la ley 24.01 3, art. 1 5 de la ley 
25.013 y la L.C.T., pudiendo organizarse por equipos y/o turnos ajustándose a las disposiciones lega- 
les que rijan en cada momento, y en la actualidad por los arts.196 y siguientes de la L.C.T con la 
distribución que se indique, en caso de equipos, por el art. 202 L.C.T. y 2, 3, 10 y concordantes del 
Decreto 16.115/33. 

Teniendo en cuenta las características de cada terminal y dentro del objetivo de asegurar la mayor 
eficiencia operativa, de calidad de servicio y la seguridad e higiene en el lugar de trabajo, el modelo de 
jornada de trabajo y régimen horario a aplicarse en cada sector deberá adecuarse a los requerimientos 
de la actividad o de la operación del servicio a la cual es asignado. Con ese objeto las empresas 
podrán establecer convencionalmente, jornadas y tiempos de trabajo con arreglo a las distintas moda- 
lidades y extensión previstos en la normativa legal vigente, manteniéndose vigentes las acordadas por 
Convenios o acuerdos de empresa, a la fecha de la firma del presente CCT. 



Artículo 23 
continua: 



Modalidades de Contratación Contrato de Trabajo Permanente con Prestación Dis- 



En atención a las particulares circunstancias en que se desarrolla la actividad portuaria, y en tanto 
y en cuanto se exceda la capacidad operativa de la Planta Estable, las empresas podrán realizar en 
forma directa, o a través de empresas de servicios portuarios, especialmente habilitadas por la autori- 
dad competente, las contrataciones que resultaren necesarias, teniendo en cuenta los requerimientos 
de las posiciones a cubrir, siendo de aplicación, lo dispuesto en el presente CCT o en sus CCT articu- 
lados. 

Los trabajadores contratados bajo esta modalidad, serán remunerados por jornal diario de ocho 
horas, de la categoría que le corresponda, según el convenio vigente. En ningún caso, la jornada diaria 
podrá ser inferior a ocho horas, y en el caso de que el personal fuere citado, concurriere al lugar y por 
razones operativas de la empresa, no pudiere comenzar a prestar servicios, se le abonará medio 
jornal. 

En los casos en los cuales por cuestiones operativas se deba extender la jornada más allá de las 
8 hs, con conformidad del trabajador el cual en caso contrario deberá comunicar anticipadamente al 
inicio de la jornada su imposibilidad de colaborar en tal circunstancia, dicha jornada diaria se extenderá 
hasta cuatro horas, y se le abonará medio jornal, en su caso con un adicional del 50% en concepto de 
horas suplementarias, en tanto y en cuanto se superaren las 48 hs. semanales, y en todos los casos 
debe mediar entre el fin de una jornada y el inicio de la siguiente, una pausa mínima de 12 horas. El 
trabajador deberá prestar su máxima colaboración a los efectos de garantizar la operatoria y no afectar 
el servicio. 



Artículo 18 - Elementos de Protección Personal: 

La empresa proveerá a los trabajadores sin cargo alguno los elementos de protección personal 
para el desempeño de las tareas encomendadas cuantas veces sea necesario. El trabajador se com- 
promete a cuidarlos y a utilizarlos dentro de las instalaciones de la terminal, la reposición de las mis- 
mas se realizará contra entrega de las que el desgaste o rotura producida por el uso normal de las 
mismas 

Artículo 19 - Salud Laboral: 

El consumo de drogas y el abuso en el consumo de alcohol, implican problemas con repercusio- 
nes individuales y colectivas. El inicio o incremento de consumo de drogas y el abuso de alcohol, en el 
medio laboral, lleva como conveniente incluir en este convenio el siguiente plan integral en sus vertien- 
tes preventiva, asistencial, voluntaria y planificada. 

Preventiva: se pondrán en práctica medidas educativas, informativas y formativas (que motiven la 
superación del flagelo y promocionen hábitos saludables). Asimismo se potenciará la eliminación de 
factores de riesgo y la mejora de las condiciones de trabajo. 

Asistencial y voluntaria. Se facilitará tratamiento a aquellos trabajadores/as que lo soliciten volun- 
tariamente. A tal efecto, se realizarán y aplicarán programas de asistencia específicos. 

CAPITULO VI - FORMACIÓN PROFESIONAL 

Artículo 20 - Capacitación: 

La capacitación laboral es entendida tanto como necesidad empresaria y como derecho de los 
trabajadores, teniendo en cuenta a los efectos de su implementación la antigüedad, competencias y 
colaboración del personal para con las empresas. 

Las partes EMPRESARIA Y SINDICAL, a través de sus correspondientes organizaciones, promo- 
verán, por los medios que consideren pertinentes, la capacitación profesional de los trabajadores com- 
prendidos en este CCT, de acuerdo a la actividad y necesidades de las empresas. 

Las empresas, propenderán a la realización de programas de formación profesional. A tal fin, se 
dictarán cursos teóricos prácticos para capacitar técnicamente a los trabajadores, como así también 
elevar el nivel de productividad a través del estímulo de la enseñanza, entrenamiento o reentrenamien- 



No obstante, lo antedicho, el personal que deba trabajar los turnos correspondientes a los días 
domingos y feriados nacionales, que se inician el día anterior, percibirá su jornal incrementado en una 
suma igual, en concepto de adicional por trabajo en días domingos y feriados, y en caso de superarse 
la jornada semanal de 48 hs. este adicional absorbe hasta su concurrencia, el recargo por horas suple- 
mentarias que le correspondiere por dicha jornada en domingo o feriado, conforme a lo establecido en 
el presente artículo. 

La contratación del trabajador permanente de prestación discontinua con jornales garantizados 
deberá cumplir con los requisitos que se detallan a continuación: 

a) El Contrato: La empresa suscribirá con el trabajador un contrato de trabajo de prestaciones 
discontinuas, en el que se estipularán las condiciones de trabajo, tarea a desarrollar, remuneración, 
forma de pago, garantía de jornales mínimos si los hubiere, domicilios, estableciéndose la obligatorie- 
dad en cuanto al cumplimiento de las leyes en materia de seguridad social, seguridad e higiene en el 
trabajo y la normativa legal y convencional de aplicación. En el Anexo II, se transcribe el modelo de 
contrato a suscribir por la totalidad del personal en estas condiciones 

b) En ningún caso la empresa podrá cubrir vacantes efectivas de personal permanente con tareas 
continuas por aquel contratado de acuerdo a la presente modalidad, salvo en el supuesto de personal 
que gozare de licencias legales o convencionales, o se hallare en período de reserva de puesto 

c) Período de Prueba; La utilización de la modalidad de contratación aquí pactada, no implica 
renuncia al período de prueba, establecido en la Ley de Contrato de Trabajo, por ninguna de las dos 
partes. 

d) Enfermedades y accidentes inculpables. En los casos de enfermedades y accidentes inculpa- 
bles, debidamente acreditados por el médico de la empresa, el trabajador percibirá su jornal diario, 
excluidos los Premios por Presentismo y por productividad, hasta el tope de la garantía mensual seña- 
lada en el punto f), o la suma mayor que resulte del promedio de ley, y en su caso se le reservará el 
puesto de trabajo hasta el alta definitiva o el cumplimiento de los plazos legales de la LCT 

e) Para el caso de los trabajadores jornalizados, consignados en el Anexo I, se les garantizará una 
remuneración mínima equivalente a 18 (dieciocho) jornales básicos, que se calculará tomando en 
consideración la totalidad de los jornales diarios abonados, independientemente de la empresa que lo 
contrate o abone el jornal diario. A los efectos de determinar la garantía acordada, se descontarán de 
la misma, los días en que el trabajador incurriere en ausencias injustificadas o no se presentare a 
cubrir las tareas ante la convocatoria efectuada por el empleador. 
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Las terminales portuarias, asumen el compromiso de exigir a la empresa de provisión de servi- 
cios, el adecuado cumplimiento de las normas relativas al trabajo y las dictadas por los organismos de 
seguridad social, para lo cual se crea una Comisión Mixta de Seguimiento y Control, integrada por 
cinco miembros de la Cámara empresaria y cinco dirigentes gremiales de los Sindicatos de actuación, 
a fin de monitorear periódicamente el cumplimiento de las disposiciones convencionales, de los traba- 
jadores contratados bajo esta modalidad de Prestación Discontinua. 

Las dotaciones de personal permanente con prestación continua, de las terminales portuarias, 
serán establecidas por las empresas acorde a la operatoria de cada establecimiento, teniendo en 
cuenta la seguridad de los trabajadores y el respeto a la jornada de trabajo. 

Artículo 24 - Vigencia de las modalidades de jornada Convenios de Empresa: 

Teniendo en cuenta las especiales modalidades operativas de las terminales portuarias, compren- 
didas en el presente CCT, y considerando los esquemas de jornada de trabajo que se vienen aplicando 
en las distintas empresas de Servicios Portuarios y con el objetivo de proteger el nivel de empleo y 
garantizar el pago de los salarios, las partes acuerdan que las empresas, que así lo tuvieren acordado 
en sus convenios de empresa, suscriptos con los Sindicatos actuantes, se encuentran facultadas para 
asignar las horas de trabajo de lunes a domingo, incluidos los feriados, pudiendo disponer, cuando 
necesidades operativas así lo requieran, la distribución desigual de la jornada diaria conforme al ciclo 
acordado convencionalmente, siempre que se cumpla una pausa de 1 2 horas entre la salida y el inicio 
en la otra jornada. La prestación de servicios en tales condiciones, así como el que se desarrolle en los 
días sábados, domingos o feriados, atento al carácter continuo de las tareas y la especial modalidad 
operativa del trabajo, no será considerada como trabajo en horas suplementarias, ni dará derecho a 
recargo alguno en tanto y en cuanto no se exceda la jornada máxima legal o convencional, del ciclo de 
trabajo, acordado para los trabajadores en los CCT de empresa. 

Las partes tendrán en cuenta lo establecido en las convenciones colectivas de empresa vigentes 
en lo relativo al día del gremio. 

Artículo 25 - Concepto de Jornada: 

Entiéndese por jornada laboral el tiempo en el cual el trabajador debe desempeñar sus tareas en 
el lugar de trabajo asignado y en la jornada de trabajo completa, debiendo por ello encontrarse listo y 
en condiciones de trabajar en el momento de inicio establecido y hasta la finalización de la jornada. 
Ello significa que el relevo de cada trabajador, debe efectuarse en el lugar de trabajo, en caso de que 
el trabajador no recibiere su relevo en término, y se tratare de tareas que requieran atención perma- 
nente, el mismo se quedará en la función hasta que la empresa envíe su reemplazante, por un tiempo 
máximo de cuatro horas. 

Según los usos y costumbres de cada empresa los trabajadores podrán ingresar al predio, o 
demorar su egreso, dedicando cierto tiempo para cambiarse de ropa, proveerse de elementos, utilizar 
los servicios sanitarios, a merendar o comer si están autorizados, etc., sin que se computen esos 
tiempos a los fines de la jornada. 

Artículo 26 - Horas Extraordinarias: 

Por las características especiales de la actividad portuaria, que determinan la necesidad de estar 
permanentemente en condiciones de operar un buque todos los días del año y en cualquier horario, y 
dado que el aprovechamiento integral del tiempo de trabajo es fundamental para agilizar el comercio 
internacional de la Nación y la competitividad del mismo, los aquí firmantes concuerdan en que no son 
aplicables a las terminales y empresas de servicios portuarios, incluidas en el presente CCT, las dispo- 
siciones del decreto No 484/2000 y en consecuencia ratifican la plena vigencia del acta acuerdo de 
fecha 1 .1 1 .05, suscripta entre la Cámara empresaria y la Federación Portuaria, que así lo establece, 
que se agrega como Anexo III. 

Artículo 27 - Jornada Discontinua: 

A los fines de cubrir las características de algunos sectores de la actividad, que así lo requieren, 
dadas sus características especiales en cuanto a los servicios alcanzados, se conviene la posibilidad 
de asignar, un horario interrumpido. Los horarios, podrán ser modificados por las empresas, si así lo 
entendiera necesario, en función de requerimientos técnicos u operativos, para el mejor logro de los 
objetivos comerciales de atención a los clientes. 

CAPITULO VIII - VACACIONES 

Artículo 28 - Vacaciones: 

Atento las características especiales de la actividad, determinada por la necesidad de estar en 
permanentemente en condiciones de operar un buque todos los días del año y en cualquier horario, 
dada la necesidad de alcanzar un aprovechamiento integral del tiempo de trabajo, como razón funda- 
mental para agilizar el comercio internacional de la Nación y la competitividad del mismo, las partes 
acuerdan, en los términos del art. 154 de la LCT, que el período vacacional abarcará todo el año y su 
extensión podrá fraccionarse, con el consentimiento del trabajador, de acuerdo a las necesidades 
operativas de la empresa, sirviendo la homologación del presente CCT, como autorización suficiente. 

La fecha de iniciación de las vacaciones. Será comunicada al personal con una anticipación como 
mínimo de 20 días. 

Las empresas procederán en forma tal, que a cada trabajador, le corresponda el goce de las 
vacaciones, por lo menos en la época de verano cada tres períodos anuales. 

El trabajador podrá cobrar las vacaciones, al inicio de las mismas en forma anticipada, o junto con 
la remuneración habitual al regreso de las vacaciones, de acuerdo con la opción que ejerza al momen- 
to de la comunicación del período vacacional, de no mediar solicitud expresa, (mínimo dos semanas 
continuas) se entenderá que ha optado por percibirlas al inicio de las mismas. 

CAPITULO IX - RELACIONES LABORALES 
Artículo 29 - Representación Gremial: 

El personal comprendido en el presente convenio será representado por los Sindicatos integran- 
tes de la FEMPINRA. 

En los lugares de trabajo la representación de los trabajadores será ejercida por los delegados de 
personal y/o por las comisiones internas, en las cantidades establecidas en la ley sindical. 

Los representantes del personal mencionados no están eximidos de prestar servicios, debiendo 
cumplir con sus tareas habituales. 

Artículo 30 - Crédito de Horas de Representantes: 

Cada Delegado de personal y miembro de Comisión Directiva, tendrá un crédito horario anual de 
192 horas pagas no acumulativas, para atender los asuntos propios de su rol, salvo estipulación en 
contrario en los Convenios de Empresa. 

Cuando las horas se utilicen dentro del ámbito del establecimiento, lo serán contra aviso escrito 
previo que el interesado dé a su superior a los efectos de asegurar la continuidad de la producción y del 
control del uso del crédito horario. 



En el caso de los miembros de Comisiones Paritarias, los mismos gozarán de permisos pagos 
para participar de las reuniones de la Comisión ya sea en el ámbito privado como en citaciones de la 
Autoridad de Aplicación. 

Artículo 31 - Delegado de Salud Laboral y Prevención: 

Las organizaciones sindicales de Primer Grado signatarias de la presente, tendrán la facultad de 
designar de entre sus Delegados de Personal en cada empresa, un Delegado de Salud Laboral y 
Prevención. 

Artículo 32 - Comisión de interpretación, aplicación, verificación y autorregulación de conflictos: 

Las partes acuerdan crear una Comisión de Interpretación Aplicación, Verificación y Autorregula- 
ción de conflictos, compuesta por cinco representantes de los empleadores y cinco integrantes de la 
Federación. Serán facultades y objetivos de esta Comisión: 

1 . Interpretar, con alcance general, la presente Convención, a pedido de cualquiera de las partes 
signatarias. 

2. En su labor de interpretación deberá guiarse, esencialmente, por las consideraciones y los 
objetivos mutuos de la presente Convención procurando componerlos adecuadamente. 

Proceder a la verificación y aplicación del cumplimiento de la presente CCT. Los diferendos po- 
drán ser planteados por cualquiera de las partes. 

3. Intervenir cuando se suscite una controversia o conflicto pluri-individual, por la interpretación en 
la aplicación de normas convencionales, en cuyo caso se sujetará a las siguientes condiciones: 

3.1 . Que la intervención se resuelva a pedido de cualquiera de las partes. 

3.2. Que se trate de temas contemplados en esta Convención Colectiva. 

3.3. La intervención será de carácter conciliatorio y si se arribare a un acuerdo, éste podrá presen- 
tarse a la autoridad administrativa para su homologación, cumpliéndose con los requisitos ahora vi- 
gentes sobre representación de intereses individuales por la asociación sindical, o los que puedan 
regir en el futuro. 

3.4. Si no se llegare a un acuerdo por los interesados se atendrán a la legislación vigente. 

4. También podrá intervenir, cuando se suscite un conflicto colectivo de intereses, en cuyo caso: 

4.1 . Cualquiera de las partes signatarias podrá solicitar la intervención de la Comisión definiendo, 
con precisión el objeto del conflicto. 

4.2. La comisión en este caso actuará como instancia privada y autónoma de conciliación de los 
intereses de las partes, procurando un avenimiento de las mismas. 

5. A pedido de cualquiera de las partes, podrá reunirse para clasificar a los trabajadores en las 
categorías previstas en este CCT y asignará categorías a funciones no descriptas; clasificar las nue- 
vas tareas que se creen y reclasificar las que experimenten modificaciones por efecto de las innovacio- 
nes tecnológicas o nuevas formas de organización empresaria; intervenir en cuestiones atinentes a 
situaciones o particularidades que puedan suscitarse en cualquier lugar que abarque el presente CCT, 
que tengan características plurindividuales o colectivas. 

6. Mientras se sustancie el procedimiento de auto composición del conflicto previsto en el presen- 
te artículo, que se extenderá por un plazo de 10 días hábiles, extensible por un período similar, por 
acuerdo de partes, las partes se abstendrán de adoptar medidas que afecten el normal desenvolvi- 
miento de las relaciones laborales en las Empresas. Asimismo, durante dicho lapso, quedarán en 
suspenso las medidas de carácter colectivo adoptadas con anterioridad por la contraparte relaciona- 
das con la causa de la controversia. 

7. La Comisión de Interpretación Aplicación, Verificación y Autorregulación de conflictos, suple a la 
Comisión Paritaria prevista en las normas respectivas y en consecuencia, las partes, en ejercicio de la 
autonomía colectiva, renuncian expresamente a solicitar o participar en Comisiones Paritarias. 

8. Las partes signatarias de esta convención se comprometen a garantizar la resolución de los 
conflictos que surjan y que afecten el normal desarrollo de las actividades, utilizando y agotando todos 
los recursos de diálogo, negociación y autorregulación previstos en el presente convenio y en las 
normas legales vigentes. 

Artículo 33 - Retención de cuotas sindicales y contribuciones: 

Los empleadores actuarán como "Agentes de Retención" de las cuotas sindicales y demás contri- 
buciones con destino a las entidades sindicales adheridas a la FEMPINRA, sobre todas las remunera- 
ciones brutas que perciba el empleado mensualmente, aportes que se encuentran a cargo exclusivo 
de los trabajadores y cuyos montos serán determinados por los Sindicatos en tiempo y forma legal. La 
parte empresaria se constituye en agente de retención de dichos fondos, dentro del marco de las 
obligaciones y responsabilidades que emergen de la ley 23.551 , el empleador se compromete a permi- 
tir la verificación por parte de los inspectores que a tal fin determine la parte gremial, de los aportes 
correspondientes a la cuota sindical. 

Artículo 34 - Aporte Solidario: 

De acuerdo al artículo 37 de la ley 23.551 y 9 de la ley 14.250 se establece un Aporte Solidario, a 
cargo de cada uno de los trabajadores no afiliados, beneficiarios del presente Convenio Colectivo; a 
favor de la Asociación Sindical adherida a la FEMPINRA que corresponda, consistente en un aporte 
mensual del 1 .5 (uno y medio por ciento) de la remuneración bruta mensual percibida por todo concep- 
to. La parte empresaria se constituye en agente de retención de dichos fondos, el empleador se com- 
promete a permitir la verificación por parte de los inspectores que a tal fin determine la parte gremial, 
de los aportes correspondientes al Aporte Solidario. 

Artículo 35 - Contribución empresaria Fondo convencional ordinario: 

Tomando en consideración que la entidad FEMPINRA presta efectivo servicio en la capacitación y 
atención de los intereses particulares y generales de trabajadores de la actividad que integran sus entida- 
des adheridas, sean los mismos sean o no afiliados, resulta necesario reconocer el establecimiento de un 
aporte convencional. Con dichos fondos de pago mensual, las entidad Sindical de 2do. Grado realizará 
todo tipo de actividad que propicie la elevación cultural, educativa y de capacitación profesional. 

A tales efectos, resulta necesario estructurar un sistema que cuente con los medios suficientes 
que hagan factible afrontar gastos y erogaciones que habrá de demandar el cumplimiento del propósi- 
to enunciado. Por ello, se conviene en instituir una contribución convencional, consistente en la obliga- 
ción, a cargo de los empleadores de la actividad comprendidos en esta CCT, de contribuir con el 1% 
(uno por ciento) mensual, calculado sobre el total de las remuneraciones brutas abonadas al personal 



Martes 1 4 de marzo de 2006 



Primera Sección 



BOLETÍN OFICIAL N° 30.865 



50 



beneficiario de la presente convención colectiva a FEDERACIÓN MARÍTIMA, PORTUARIA Y DE LA 
INDUSTRIA NAVAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA. 

Dicha contribución es totalmente ajena a los aportes y contribuciones que surjan de otras disposicio- 
nes o de las leyes de Obra Social y tendrá como vencimiento los días 1 5 de cada mes. 

Las sumas correspondientes deberán ser depositadas en la cuenta que se indique por la Federación 
signataria al efecto. 

Artículo 36 - Contribución Extraordinaria: 

Las partes convienen que los empleadores comprendidos en la presente Convención Colectiva efec- 
túen una contribución mensual con destino a las entidades Sindicales de Primer Grado que integran la 
FEMPINRA, equivalente al Dos (2%) de todas las remuneraciones mensuales brutas que se abone al 
personal comprendido en la presente Convención para ser destinado a Acción Social, y en procura de 
alcanzar los fines que prevén sus estatutos (Art. 9 Ley 23.551 y Art. 4 Decreto 467/88). 

Tales sumas serán abonadas conjuntamente con el pago de los aportes y contribuciones de Ley y 
deberán ser depositadas por los empleadores en la cuenta que indique la Organización Sindical correspon- 
diente y/o contra entrega de recibo de la misma. 

La contribución aquí pactada, sustituye, anula y reemplaza, cualquier otra contribución a cargo de los 
empleadores, cualquiere hubiere sido su origen y denominación, a favor de los Sindicatos de primer grado. 

Artículo 37 -Paz Social: 

Las partes signatarias de esta convención se comprometen a garantizar la resolución de los conflictos 
que surjan y que afecten el normal desarrollo de las actividades sin medidas de fuerza, utilizando efectiva- 
mente todos los recursos de diálogo y autorregulación antes previstos, y se comprometen a abstenerse de 
la realización de medidas de acción directa, sin haber agotado previamente las distintas instancias de 
composición amigable de conflictos establecidos en la ley y en esta Convención Colectiva. 

CAPITULO X - INGRESO MÍNIMO 

Artículo 38 - Ingreso Mínimo Global de Referencia: 

Las Partes dejan establecido que, a partir del 1 Q de diciembre de 2005, todos los trabajadores 
comprendidos en el ámbito de representación de la FEMPINRA que se desempeñen en relación de 
dependencia en empresas comprendidas en el ámbito de representación de las entidades signatarias del 
presente convenio, tendrán derecho a acceder, bajo las condiciones abajo expuestas, a un Ingreso Míni- 
mo Global de Referencia, para una jornada legal normal de ocho horas de trabajo, cuyo valor diario se fija 
en la suma de pesos setenta ($ 70). 

Los valores correspondientes al Ingreso Mínimo Global de Referencia son referenciales y, a los 
efectos de su cómputo, se entenderá que lo conforman todos los ingresos que reciba el trabajador de su 
empleador, ya sea por conceptos remuneratorios de cualquier índole, causa u origen, o por conceptos no 
remuneratorios, tales como, ejemplif ¡cativamente: vales alimentarios o canastas de alimentos previstos 
en el art. 103 bis inc. c) de la Ley Contrato de Trabajo (texto según ley 24.700, en adelante "LCT"), 
asignaciones no remuneratorias dispuestas por normas de fuente estatal, etc. Los conceptos no remune- 
ratorios sólo se computarán hasta los porcentajes admitidos en las normas que los regulen. 

Se deja expresamente aclarado que, a los efectos del Ingreso Mínimo Global de Referencia, se 
computarán los conceptos variables cuya generación o cuantificación están sujetos al cumplimiento de 
condiciones (por ejemplo, presentismo, productividad, producción, etc.), quedando igualmente estableci- 
do que lo que se reconoce por este acuerdo es la posibilidad de acceder al mismo y no un valor nominal 
garantizado. 

La determinación del Ingreso Mínimo Global de Referencia no implica modificación ni alteración 
alguna de las bases de cálculo, condiciones, modalidades y/o pautas de cálculo o liquidación de los 
actuales sistemas remuneratorios de las empresas, que se mantienen íntegramente vigentes e inaltera- 
bles. 

Se deja aclarado que lo establecido en este acuerdo en ningún caso afectará el derecho de los 
trabajadores a continuar percibiendo las remuneraciones previstas en el convenio colectivo de trabajo 
aplicable, de acuerdo con los criterios y condiciones de devengamiento en cada caso aplicables, sin 
perjuicio de su cómputo a los efectos del Ingreso Mínimo Global de Referencia previsto en el punto 1 . 

Queda expresamente aclarado que el Ingreso Mínimo Global de Referencia de ningún modo se 
identifica con los salarios básicos del convenio colectivo aplicable, ni afecta en manera alguna los valores 
de estos últimos, por lo que ningún sistema remuneratorio, sea que su cuantificación tenga o no relación 
alguna con el valor de los salarios básicos de convenio, se verá alterado o influido por el Ingreso Mínimo 
Global de Referencia. 

El Ingreso Mínimo Global de Referencia previsto en ningún caso implicará una reducción del nivel de 
ingresos de aquellos trabajadores que, con anterioridad al 1 Q de diciembre de 2005, estuvieran recibien- 
do ingresos mayores, a condición de que concurran las respectivas condiciones de devengamiento y 
pago de cada concepto. 

En caso de que futuras normas estatales o emergentes de convenios o acuerdos colectivos dispon- 
gan incrementos de remuneraciones, los mismos en ningún caso se aplicarán sobre el Ingreso Mínimo 
Global de Referencia. 

Si, por aplicación de dichos incrementos, los niveles de ingresos mínimos obligatorios se ubicaran 
por encima del valor del Ingreso Mínimo Global de Referencia, el mismo quedará sin efecto. 

CAPITULO XI - AUTORIDAD DE APLICACIÓN Y HOMOLOGACIÓN 

Artículo 39 - Organismo de aplicación y vigilancia: 

El Ministerio de Trabajo será el organismo de aplicación y vigilará el cumplimiento de la presente 
convención. Asimismo queda acordado que todos los trabajadores involucrados en esta convención, 
como así todas las empresas representadas por la Cámara signatarias de la misma, quedan obligadas a 
la estricta observancia de las condiciones fijadas precedentemente. 

Artículo 40 - Defensa de la fuente de trabajo: 

Las partes declaran que se ha tenido particularmente en cuenta durante la negociación y redacción 
de la presente Convención Colectiva, el mantenimiento de las fuentes de trabajo y la creación de empleo 
sustentable en el futuro. 

Artículo 41 - Expedición de copias: 

El Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social de la Nación, por intermedio de la Dirección 
Nacional de Relaciones del Trabajo, y a solicitud de las partes interesadas, expedirá copia debidamen- 
te autenticada de la presente Convención Colectiva de Trabajo. 



Artículo 42 - Homologación: 

Las partes de común acuerdo solicitan que la presente Convención Colectiva de Trabajo, sea 
homologada registrada y publicada por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. 

En prueba de todo ello, previa lectura y ratificación se firma la presente, quedando archivada para 
constancia en su expediente de origen de conformidad. 

ANEXO II 

CONTRATO DE TRABAJO DE PRESTACIÓN DISCONTINUA 

Buenos Aires ....de....de 

Señor 

Presente 

De nuestra consideración: 

Por la presente, ratificamos las condiciones de contratación convenidas para trabajar en esta 
empresa a partir del..., sujeto a las siguientes condiciones y modalidades: 

a) Sus tareas serán las propias de... (Si correspondiere: "...con reconocimiento de antigüedad al") 

b) Su jornada y modalidad de trabajo, será la indicada en el artículo 24 del Convenio Colectivo de 
Trabajo Marco que rige para la actividad. 

c) Por la naturaleza y característica de la actividad portuaria, la prestación de esa labor, será en 
horarios y días que la empresa le irá comunicando, según los requerimientos que se presenten, y en el 
marco de lo establecido en el capítulo Vil de la convención colectiva marco. 

d) Por el carácter discontinuo de las tareas para las cuales Ud. será convocado, prestará servicios 
mediando requerimiento o comunicaciones personales, telefónicas o de cualquier otra clase y efectua- 
rá su labor en cualquiera de los turnos en que está diagramada la actividad del puerto. 

e) Se le garantizarán aUd., 18 jornales básicos mensuales, según su nivel profesional. Si con las 
jornadas laboradas, no llegare Ud. a ese mínimo garantizado, se le integrará con la voz integración 
Garantía" en el recibo de haberes. 

Saludamos a Ud. muy atentamente. 

Me notifico y presto conformidad, con lo que antecede, por ajustarse a lo convenido. 

ANEXO III 

ACTA ACUERDO 

Entre la CÁMARA DE LOS CONCESIONARIOS DE TERMINALES DE CONTENEDORES DEL 
PUERTO DE BUENOS AIRES, con domicilio en Sarmiento 643, Piso 7, de la Ciudad de Buenos Aires, 
representada en este acto por el Sr. Rodolfo Sánchez Moreno, en su carácter de Apoderado, por una parte 
y por la otra la FEDERACIÓN MARÍTIMA, PORTUARIAY DE LA INDUSTRIA NAVAL DE LA REPÚBLICA 
ARGENTINA (FEMPINRA), con domicilio en Juan De Dios Filiberto 914 de la Ciudad de Buenos Aires, 
representada en este acto por el Sr. Cayo Sotero AYALA, en su carácter de Secretario General, quienes 
convienen lo siguiente: 

PRIMERO: Las partes ratifican que las peculiares características de la actividad portuaria determinan 
la necesidad de estar permanentemente en condiciones de operar un buque, siempre que el tiempo lo 
permita, todos los días del año, y a partir del momento en que éste esté listo para recibir la carga con 
independencia de horario y de que se trate de días laborables, no laborables o feriados. 

SEGUNDO: También coinciden en que el aprovechamiento integral del tiempo de trabajo resulta im- 
prescindible en unidades de servicios que están afectadas a operaciones de comercio internacional, reco- 
nociendo que en la actividad portuaria la liberación de los horarios y de los días de trabajo constituye un 
instrumento apto para mejorar el aprovechamiento de sus importantes instalaciones y disminuir los costos 
de los mencionados servicios. 

TERCERO: Convienen en que, por las razones explicadas en las cláusulas precedentes, no son apli- 
cables a la actividad Portuaria, conforme Ley 24.093 y normas complementarias, las Disposiciones del 
Decreto N s 484/00, todo en el marco territorial de la Terminales que integran el Puerto de Buenos Aires. 

CUARTO: Las partes coinciden también en que, sin perjuicio de lo acordado supra, se mantiene la 
vigencia y acatamiento expreso a la normativa legal referida a Jornada de Trabajo, pausas y descansos. 

QUINTO: Asimismo acuerdan que cualquiera de las partes podrá solicitar ante la Secretaria de Trabajo 
la homologación del presente acuerdo. 

De conformidad, las partes se ratifican y firman 3 (tres) ejemplares de un mismo tenor y a un solo 
efecto, dejándose constancia de que cada parte hace retiro de su ejemplar y el restante se reserva para ser 
presentado ante la Secretaria de Trabajo de la Nación para su homologación, en la Ciudad de Buenos 
Aires, al primer día del Mes de noviembre de 2005. 



PRIMERO: Las entidades sindicales de primer grado que suscriben la presente e integraran la 
F.e.M.RI.N.R.A. reconocen mutuamente que: 

La A.A.E.M.M. goza de Personería Gremial N 5 313 (Resolución. M.T. 135/54 y 1041/64) para agrupar 
al personal administrativo, técnico, profesional, artesano, amarradores y de intendencia, no navegante de 
la República Argentina afectado a la Marina Mercante. Reconocen asimismo, que el SINDICATO UNIDOS 
PORTUARIOS ARGENTINOS (S.U.P.A.) goza de Personería Gremial 694 (Resolución M.T. 1 13/65) para 
agrupar a todos los estibadores portuarios (dockers) con zona de actuación en el puerto de Capital Federal 
y Dock Sud. 

Reconocen que el SINDICATO DE GUINCHEROS Y MAQUINISTAS DE GRÚAS MÓVILES 
(S.G.yM.G.M.), goza de Personería Gremial N s 293 para agrupar en todo el ámbito de la República 
Argentina a los obreros guincheros, maquinistas de grúas, especializados y auténticos en su oficio, 
cuya actividad profesional es el manejo, conducción de las máquinas fijas o móviles de guinches, grúas, 
puentes grúas y montacargas automóviles, motopalas, de las empresas privadas dedicadas a la carga y 
descarga y comercialización de arena y piedra y/o canto rodado que utilizan estas máquinas, se encuentren 
estos lugares de trabajo en muelles, piletas, o pontones que pesque arena y/o piedra en los ríos u otros 
lugares de actividades. También quedan comprendidas las empresas privadas que realizan carga y descarga 
de mercaderías en general, en zona de influencia portuaria, como así también en playas, depósitos, barracas 
y aserraderos y con estas máquinas desarrollan las mismas actividades. Reconocen, asimismo, que el SINDI- 
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CATO DE CAPATACES ESTIBADORES PORTUARIOS (S.C.E.R) goza de Personería Gremial N s 1 84 para 
agrupar a los capataces y estibadores portuarios y al personal jerarquizado. Reconocen, asimismo, que el 
S.E.A.M.A.R.A. goza de Personería Gremial N s 263, para agrupar a los encargados, segundos encargados, 
apuntadores, apuntadores listeros y todo el personal abocado al apuntaje y/o control de carga y descarga de 
la República Argentina. Reconocen, asimismo, que el SINDICATO ÚNICO DE SERENOS DE BUQUES 
(S.U.S.E.B.) goza de Personería Gremial N s 490 para agrupar a los serenos de buques oficializados por la 
Prefectura Naval Argentina en sus diferentes modalidades y categorías de acuerdo a lo normado por el 
Régimen de Seguridad Portuaria aprobado por Decreto N Q 890/80 y demás ordenanzas emanadas de la 
Autoridad Naval. 

SEGUNDO: En el marco de lo indicado en el artículo anterior, y sin que la numeración que se realizará 
resulte taxativa, se reconoce que A.A.E.M.M. agrupa los trabajadores de las terminales portuarias que se 
desempeñan en los sectores administrativo, mantenimiento, taller, maestranza, reefers, amarradotes, inten- 
dencia, y todo el personal de naturaleza técnica profesional y/o q se desempeñe como artesano. El S.U.P.A. 
agrupa los estibadores portuarios en sus diversas características, aguatero, gango, trincador, incluyendo 
además a los quincheros que conducen guinches que se encuentran a bordo de los buques. El S.G.yM.G.M. 
abarca a la totalidad de los guincheros y maquinistas que conduzcan grúas fijas o móviles, puentes grúas, 
montacargas operadores de pórtico, equipos, portacontenedores, transtainers y cualquier otra maquinaria 
dedicada a la carga y descarga en las terminales portuarias. 

ANEXO I 

ACTA DE RECONOCIMIENTO MUTUO Y DE COMPROMISO DE TRABAJO EN COMÚN 

En la Ciudad de Buenos Aires, a los 13 días del mes de septiembre de 2005, se reúnen, la FEDERA- 
CIÓN MARÍTIMA PORTUARIA Y DE LA INDUSTRIA NAVAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
(F.e.M.RI.N.R.A.) representada en este acto por CAYO AYALA, en su carácter de Secretario General, con 
domicilio en la calle Juan de Dios Filiberto 91 4 de la Ciudad de Buenos Aires, en adelante la F.e.M.RI.N.R.A., 
la ASOCIACIÓN ARGENTINA DE EMPLEADOS DE LA MARINA MERCANTE (A.A.E.M.M.), representada 
en este acto por el su Secretario General Víctor Raúl Huerta, con domicilio en la calle Av. Belgrano 1345 de 
la Ciudad de Buenos Aires, en adelante la A.A.E.M.M., el SINDICATO UNIDOS PORTUARIOS ARGENTI- 
NOS (S.U.P.A.) representado en este acto por su Secretario Gremial Miguel Ángel Gallero, con domicilio en 
la calle Bolívar 839 de la Ciudad de Buenos Aires, en adelante el S.U.P.A. y el SINDICATO DE GUINCHE- 
ROS Y MAQUINISTAS DE GRÚAS MÓVILES (S.G.yM.G.M.), representado en este acto por su Secretario 
General Roberto Eduardo Coria, con domicilio en la calle Alvar Núñez 226 de la Ciudad de Buenos Aires, en 
adelante el S.G.yM.G.M., el SINDICATO DE CAPATACES ESTIBADORES PORTUARIOS (S.C.E.R), re- 
presentado en este acto por su Secretario General José Giancaspro, con domicilio en la calle Carlos Calvo 
736 de la Ciudad de Buenos Aires, en adelante el (S.C.E.R), y el SINDICATO DE ENCARGADOS APUN- 
TADORES MARÍTIMOS Y AFINES DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (S.E.A.M.A.R.A.), representado en 
este acto por su Secretario General Jorge Daniel Cocchia, con domicilio en la calle Perú 883 de la Ciudad 
de Buenos Aires, en adelante el (S.E.A.M.A.R.A.), el SINDICATO ÚNICO DE SERENOS DE BUQUES, 
(S.U.S.E.B.) representado en este acto por su Secretario General Antonio Ivaldi, con domicilio en la calle 
Tacuarí 1 1 22 de la Ciudad de Buenos Aires, en adelante el (S.U.S.E.B.) quienes acuerdan la suscripción del 
presente, sujeto a las siguientes cláusulas y condiciones: 

EXORDIO: Las entidades sindicales de primer grado que integran la F.e.M.RI.N.R.A. coinciden en la 
necesidad de suscribir el presente acuerdo a fin de comenzar a transitar un camino que procure eliminar y 
resolver los conflictos de representación que entre las citadas organizaciones sindicales se han venido dando 
durante los últimos años. Coinciden, además, en que el imperativo del ahora, esto es, la presencia de una 
Federación fuerte, que cohesione a sus organizaciones de base, que pueda llevar adelante su política nacio- 
nal de dignificación laboral en los puertos argentinos, requiere como punto de partida que las entidades 
sindicales de primer grado zanjen sus diferencias y de tal modo comiencen a transitar el camino de consolida- 
ción de las respectivas organizaciones a lo largo y a lo ancho del país, única garantía de la implantación de la 
justicia social y del marco de la ley para todos los trabajadores portuarios de nuestra república. Coinciden, del 
mismo modo, en que las diferencias que pudieran plantearse con relación a los ámbitos representativos 
deben discutirse e intentar ser resueltas en el marco federativo y a través del diálogo, sólo en ultima instancia, 
a través de los mecanismos legales administrativos y judiciales previstos en la normativa vigente. 

El S.C.E.R agrupa a los capataces en sus diferentes categorías y modalidades y al personal jerarquizado 
de las terminales portuarias. Y el S.E.A.M.A.R.A. agrupa los encargados, apuntadores en sus diversas cate- 
gorías y denominaciones y a todo personal de las terminales portuarias que cualquiera sea su denominación 
se encuentre abocado a la tarea de control de carga y descarga, confección de planos de estiba, recibo de 
abordo, tallys, planillas adicionales de ubicación de la carga y todo lo referente a documentación de buques en 
su ingreso y egreso. 

El S.U.S.E.B. agrupa a los serenos de buques en sus diversas categorías y modalidades y a quienes 
ejercen tareas de serenos, seguridad y/o vigilancia en buques, terminales portuarias cualquiera sea la moda- 
lidad y/o condición jurídica de éstas, depósitos fiscales y/o cualquier establecimiento y/o plazoleta ubicada en 
zona de jurisdicción portuaria, antepuerto y/o zona primaria aduanera. 

TERCERA: Las partes coinciden que en el caso de encontrarse categorías, funciones o roles que por sus 
características no permitan la definición clara en cuanto a su agrupamiento en cualquiera de las entidades 
sindicales de primer grado, se abocarán a resolver y a encuadrar al citado personal, primero, a través del 
diálogo bilateral entre las entidades sindicales de que se trata, en segundo lugar poniendo en marcha el 
diferendo a través de la Comisión Mediadora de la F.e.M.RI.N.R.A., y sólo en el caso de no arribarse a los 
acuerdos necesarios por el mecanismo indicado supra, se pondrán en marcha las instancias asociacionales y, 
administrativas y judiciales a que hace referencia el Art. 59 de la Ley 23.551 . 

CUARTO: Las partes asumen el formal compromiso de que en la discusión que se viene desarrollando 
con la Cámara de los Concesionarios de Terminales de Contenedores del Puerto de Buenos Aires, se produz- 
ca una efectiva y trascendente recomposición de las dotaciones de las categorías que corresponden a cada 
una de las entidades sindicales de primer grado de manera que las mismas puedan contar con una plantilla 
acorde a la que ostentaban en el año 1 995 al momento de producirse la adjudicación de las diferentes 
terminales del puerto nuevo de la Ciudad de Buenos Aires. 

QUINTA: Las partes reafirman, además, su compromiso de luchar en conjunto, para la definitiva solución 
del grave problema que aqueja a los trabajadores que se desempeñan para las denominadas empresas de 
servicios portuarios, de manera que los mismos vean restituidos sus derechos y su igualdad laboral y salarial 
en el convenio marco a suscribirse para ser aplicado en las terminales del Puerto de Buenos Aires. Las partes 
coinciden y reafirman su compromiso de incluir en el futuro convenio marco para el Puerto de Buenos Aires a 
la totalidad de los compañeros que ilegal y arbitrariamente, y a pesar de hallarse comprendidas en las perso- 
nerías gremiales de los sindicatos que suscriben la presente, fueron adecuados como fuera de convenio, 
reafirmando además, el compromiso mutuo de luchar para que la totalidad de los trabajadores que laboran 
dentro de ejido de las terminales del puerto de Buenos Aires, ya sean como personal estable o contratado, 
gocen de la representación del marco normativo, legal y convencional que corresponda a las organizaciones 
sindicales del sector portuario que suscriben la presente, impidiendo intromisiones que organizaciones 
sindicales que nada tienen que ver con nuestra actividad. 

SEXTA: Las partes ratifican y coinciden en la reafirmación de la F.e.M.RI.N.R.A. como herramienta 
sindical superadora para todos los trabajadores portuarios de nuestro país, comprometiendo el trabajo man- 
comunado, solidario y conjunto para que el lema de nuestro ente federativo "TRABAJO DIGNO EN LOS 
PUERTOS", sea una realidad en todos los rincones de nuestra patria. 

Se firman siete ejemplares de un mismo tenor y a un solo efecto en la Ciudad y fecha indicados en el 
encabezamiento, dejando constancia de que cada parte hace retiro de su ejemplar. 
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